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5) 


—El señor senador Saravia solicita se curse una 
exposición escrita con destino al Ministerio 
de Salud Pública, al Municipio de Guichón, a 
la Junta Departamental y a la Intendencia de 
Paysandú, relacionada con la policlínica de la 
localidad de Guichón. 


—El señor senador López Villalba solicita se 
cursen las siguientes exposiciones escritas: 


+ con destino al Ministerio de Salud Pública, 
a las Comisiones de Salud Pública de la 
Cámara de Senadores y de la Cámara de 
Representantes, al Sindicato Médico del 
Uruguay, a la Asociación de Química y 
Farmacia del Uruguay, a las Facultades de 
Química y Medicina, al Centro de Farmacias 
del Uruguay y ala Asociación de Laboratorios 
Nacionales, relacionada con la creación de 
una Agencia de Vigilancia Sanitaria; 


+ con destino a los Ministerios de Salud Públi- 
ca, de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, y de Turismo, a las inten- 
dencias, a las juntas locales, a las alcaldías, a 
la Administración de los Servicios de Salud 
del Estado y a la prensa en general, relacio- 
nadas con la calidad bacteriológica de aguas 
en piscinas públicas y privadas. 


+ Se procederá de conformidad. 
Pedidos de inforMésS.....occoonconncoonononnocnncconnnonnono 


—El señor senador Besozzi solicita se curse un 
pedido de informes con destino a la Oficina 
Nacional del Servicio Civil, relacionado con 
los funcionarios declarados excedentarios. 


—La señora senadora Aviaga solicita se curse 
un pedido de informes con destino al Minis- 
terio de Desarrollo Social, y por su interme- 
dio al Instituto Nacional de Alimentación, 
relacionado con la suspensión de servicios en 
algunos puntos del interior del país. 


» Oportunamente fueron tramitados. 


6), 12), 17) y 19) Solicitudes de licencia e 


integración del Cuerpo...........ooo. 


—El Senado concede las licencias solicitadas 
por los señores senadores Delgado, Otheguy, 
Bordaberry, Lacalle Pou, Agazzi, Aviaga, 
Topolansky, Carámbula, Xavier, Amorín, De 
León, Moreira, Passada y Cardoso. 


—Quedan convocados los señores senadores 
Argimón, Saravia, Aristimuño, Eguiluz, 


395 


400, 406, 473 y 475 
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7) 


8) 


10) 


11) 


13) 


Castaingdebat, Garín, Asiaín, Lazo, Lorier, 
Pintos, Olano, Carballo, Paternain y Meléndez. 


y 9) Consecuencias del odio hacia lo 
A A 


— Manifestaciones de la señora senadora Lazo. 


+ Por moción de la señora senadora, el Senado 
resuelve enviar la versión taquigráfica de sus 
palabras a la embajada británica, a la Junta 
Departamental de Rocha y a los medios de 
comunicación del departamento. 


Revitalización de la avenida 18 de Julio........ 
— Manifestaciones de la señora senadora Pesce. 


+ Por moción de la señora senadora, el Senado 
resuelve enviar la versión taquigráfica de sus 
palabras a la Intendencia de Montevideo, a los 
Ministerios de Transporte y Obras Públicas 
y de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, a la Junta Departamental 
y a los medios de prensa de Montevideo. 


Trasmisión de la sesión en lenguaje de señas.... 


—Manifestaciones de la señora senadora 
Aviaga. 


+ Por moción de la señora senadora, el Senado 
resuelve enviar la versión taquigráfica de sus 
palabras a la Presidencia de la República, a 
Apasu, a ASUR y a los medios de comunica- 
ción nacionales. 


Indefensión de los ciudadanos en momentos 
de enlentecimiento económiCo......ooomoomssmsssmoo.. 


— Manifestaciones de la señora senadora Olano. 


+ Por moción de la señora senadora, el Senado 
resuelve enviar la versión taquigráfica de 
sus palabras al Ministerio de Economía y 
Finanzas, al Directorio del Banco Central del 
Uruguay, al programa Las cosas en su sitio 
de Radio Sarandí, a los medios de prensa de 
circulación nacional y a OSE. 


Régimen de trabajo........cooommmmmmmmmm**9**”*.. 


+ Por moción del señor senador Michelini, el 
Senado resuelve: 


+ suspender la sesión del día 12 de julio; 


+ posponer la exposición del señor senador 
Camy para el día 13 de julio; 


6 de julio de 2016 


403 y 404 


403 


405 


406 


407 
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+ celebrar una sesión extraordinaria el 20 de 
julio para rendir homenaje al exlegislador 
Juan Chenlo; 


+ declarar urgentes y considerar en la presen- 
te sesión los proyectos de ley sobre delito de 
abigeato y régimen de libertad anticipada. 


14) David Manuel Hugo Rohrer.......oommmmosmmmmo.o 408 


—Proyecto de ley por el que se designa con ese 
nombre la escuela técnica de la ciudad de 
Ecilda Paullier, departamento de San José. 


+ Aprobado. Se comunicará a la Cámara de 
Representantes. 


15) Doctores Rosario Isabel Silveira Retamar, 
Cecilia María Manassi Corts y Ricardo 
Marcelo Bregani Rosano. Designación como 
fiscales adscriptos........ooommmmmmmmmss9ss*”.. 416 


—Solicitudes de venia del Poder Ejecutivo. 


+ Concedidas. 


1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
«Montevideo, 4 de julio de 2016 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
ordinaria el próximo miércoles 6 de julio, a las 09:30, a 
fin de informarse de los asuntos entrados y considerar el 
siguiente 

Orden del día 


1.) Discusión general y particular de un proyecto de 
ley por el que se designa con el nombre David Manuel 
Hugo Rohrer la escuela técnica de la ciudad de Ecilda Pau- 
llier, departamento de San José, dependiente del Consejo 
Técnico Profesional, Administración Nacional de Educa- 
ción Pública. 

Carp. n.* 593/2016 - rep. n.* 292/2016 


2.”) Informe de la Comisión de Asuntos Administra- 
tivos relacionado con la solicitud de venia remitida por 
el Poder Ejecutivo, a fin de designar en el cargo de fiscal 
adscripto (escalafón “N”) a los doctores Rosario Isabel 
Silveira Retamar, Cecilia María Manassi Corts y Ricardo 
Marcelo Bregani Rosano. 

Carp. n.* 552/2016 - rep. n.* 293/2016 


José Pedro Montero 
Secretario». 


Hebert Paguas 
Secretario 
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16), 18), 20) y 22) Delito de abigeato... 441, 473, 475 y 484 


—Proyecto de ley por el que se modifican 
los artículos 258, 259 y 259 bis del Código 
Rural. 


* Sancionado. Se comunicará al Poder Ejecutivo. 


23) y 25) Régimen de libertad anticipada y penas 
sustitutivas a la privación de libertad..... 485 y 580 


—Proyecto de ley por el que se introducen 
cambios a dicho régimen. 


+ Aprobado. Se comunicará a la Cámara de 
Representantes. 


24) Prórroga de la hora de finalización de la 
SEI nintendo cebioaccadaD noia tisi nodos 579 


* Por moción del señor senador Michelini, 
el Senado resuelve prorrogar la hora de 
finalización de la sesión hasta terminar de 
analizar el proyecto de ley. 


26) Levantamiento de la sesión.........ocooommmomm.mo 583 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Argimón, Aviaga, 
Ayala, Bianchi, Camy, Carballo, Eguiluz, García, 
Garín, Heber, Lacalle Pou, Larrañaga, Lazo, López 
Villalba, Lorier, Martínez Huelmo, Meléndez, 
Michelini, Mieres, Mujica, Olano, Otheguy, Pardiñas, 
Passada, Payssé, Pesce, Pintado, Preve, Saravia y 
Xavier. 


FALTAN: con licencia, los señores senadores Agazzi, 
Alonso, Amorín, Bordaberry, Carámbula, Cardoso, 


Coutinho, De León, Delgado, Moreira, Topolansky y 
Tourné. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Son las 09:37). 
—Dese cuenta de los asuntos entrados. 


(Se da de los siguientes). 


338-C.S. 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «El Poder 
Ejecutivo remite mensajes: 


— por los que comunica la promulgación de los 
siguientes proyectos de ley: 


+ por el que se aprueba el Acuerdo entre el Gobierno 
de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de 
la República Socialista de Vietnam para evitar la doble 
imposición y prevenir la evasión fiscal en materia de im- 
puestos sobre la renta y sobre el patrimonio, suscrito en 
Montevideo, República Oriental del Uruguay, el 9 de di- 
ciembre de 2013; 


* por el que se aprueban el Convenio entre la Repúbli- 
ca Oriental del Uruguay y el Reino de Bélgica para evi- 
tar la doble imposición en materia de impuestos sobre la 
renta y sobre el patrimonio y prevenir la evasión fiscal y 
su protocolo, suscritos en la ciudad de Montevideo, Repú- 
blica Oriental del Uruguay, el 23 de agosto de 2013; 


* por el que se aprueba el Acuerdo de cooperación y 
asistencia mutua en materia aduanera entre el Gobierno 
de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de la 
República de Azerbaiyán, suscrito en la ciudad de Monte- 
video, República Oriental del Uruguay, el día 10 de junio 
de 2014; 


+ por el que se otorgan beneficios tributarios para la 
promoción de la producción nacional de paneles solares 
para la generación de energía fotovoltaica; 


+ por el que se modifica la Ley n.* 17503, de 30 de 
mayo de 2002, sobre el impuesto al valor agregado de fru- 
tas, flores y hortalizas; 


+ por el que se aprueba el Acuerdo a fin de facilitar las 
prestaciones de asistencia técnica que le pueda propor- 
cionar el Gobierno de los Estados Unidos de América a 
través del Departamento de Energía al Gobierno de nues- 
tra república. 

—AGRÉGUENSE A SUS ANTECEDENTES Y AR- 
CHÍVENSE. 


» Por el que solicita la venia correspondiente a fin de 
designar en el cargo de fiscal letrado departamental, esca- 
lafón “N”, a la doctora Mariela Isabel Núñez Marichal; 


* porel que solicita la venia correspondiente para des- 
tituir de su cargo a una funcionaria del Ministerio de Edu- 
cación y Cultura; 


* por el que solicita la venia correspondiente para des- 
tituir de su cargo a un funcionario del Ministerio de Salud 
Pública. 

—A LA COMISIÓN DE ASUNTOS ADMINISTRA- 
TIVOS. 
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+ Por el que solicita, de conformidad con lo estableci- 
do por el numeral 11 del artículo 168 de la Constitución de 
la república, la venia correspondiente para conferir el as- 
censo al grado de coronel médico, con fecha 1.” de febrero 
de 2016, por el sistema de concurso, a la señora teniente 
coronel médico Sandra Laura Lorenzo Pousa. 

—A LA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL. 


El Ministerio de Salud Pública remite respuesta de la 
Administración de los Servicios de Salud del Estado a los 
siguientes pedidos de informes: 


+ solicitado por el señor senador Javier García, relacio- 
nado con la situación de una ambulancia adquirida por los 
vecinos de Cerro Colorado, departamento de Florida. 

—OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA AL SE- 
ÑOR SENADOR GARCÍA. 


» Solicitado por el señor senador Daniel Bianchi, re- 
lacionado con el motín ocurrido el día 25 de abril del co- 
rriente en el Hospital Vilardebó. 

—OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA AL SE- 
ÑOR SENADOR BIANCHI 


El Ministerio de Desarrollo Social remite respuesta a 
un pedido de informes solicitado por el señor senador Jor- 
ge Larrañaga, relacionado con la evolución del Programa 
de Atención a la Población en Situación de Calle. 

—OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA AL SE- 
ÑOR SENADOR LARRAÑAGA. 


La Cámara de Representantes remite copia de la 
versión taquigráfica de las palabras pronunciadas por 
la señora representante nacional Patricia Vásquez Va- 
rela, relacionadas con la necesidad de instrumentar los 
mecanismos necesarios para modificar y reglamentar la 
Ley n.” 18191, de 14 de noviembre de 2007, de tránsito y 
seguridad vial. 

—OPORTUNAMENTE FUE REMITIDA A LA CO- 
MISIÓN DE SALUD PÚBLICA. 


El señor presidente de la Cámara de Senadores presen- 
ta, con exposición de motivos, la Rendición de Cuentas y 
Balance de Ejecución Presupuestal de la Cámara de Sena- 
dores correspondiente al ejercicio 2015. 

-A LA COMISIÓN DE PRESUPUESTO. 


La Comisión de Constitución y Legislación eleva in- 
formados los siguientes proyectos de ley: 


* por el cual se modifican los artículos 258, 259 y 259 
bis del Código Rural, referidos al delito de abigeato; 


+ por el cual se modifica el régimen de libertad antici- 
pada y penas sustitutivas a la privación de libertad. 


La Comisión de Asuntos Administrativos eleva infor- 
mada una solicitud de venia remitida por el Poder Ejecuti- 
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vo a los efectos de destituir de su cargo a una funcionaria 
del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 
—REPÁRTANSE. 


El señor senador Daniel Bianchi, de conformidad con 
lo establecido en el artículo 172 del Reglamento del Sena- 
do, solicita se curse una exposición escrita con destino al 
Ministerio de Salud Pública, relacionada con el alcance de 
la Ley n.” 18360, de 26 de setiembre de 2008, por la que 
se dispone la instalación de desfibriladores externos auto- 
máticos en establecimientos públicos o privados con gran 
afluencia de público. 


El señor senador Jorge Saravia, de conformidad con 
lo establecido en el artículo 172 del Reglamento del Se- 
nado, solicita se curse una exposición escrita con destino 
al Ministerio de Salud Pública, al Municipio de Guichón, 
a la Junta Departamental y a la Intendencia de Paysandú, 
relacionada con la policlínica de la localidad de Guichón. 


El señor senador Daniel López Villalba, de conformi- 
dad con lo establecido en el artículo 172 del Reglamento 
del Senado, solicita se cursen las siguientes exposiciones 
escritas: 


+ con destino al Ministerio de Salud Pública, a las Co- 
misiones de Salud Pública de la Cámara de Senadores y 
de la Cámara de Representantes, al Sindicato Médico del 
Uruguay, a la Asociación de Química y Farmacia, a las Fa- 
cultades de Química y Medicina, al Centro de Farmacias 
y a la Asociación de Laboratorios Nacionales, relacionada 
con la creación de una Agencia de Vigilancia Sanitaria; 


+ con destino a los Ministerios de Salud Pública, de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y 
de Turismo, a las intendencias, a las juntas locales, a las 
alcaldías, a la Administración de los Servicios de Salud 
del Estado y a la prensa en general, relacionadas con la 
calidad bacteriológica de aguas en piscinas públicas y pri- 
vadas. 

—HAN SIDO REPARTIDAS. SE VAN A VOTAR 
UNA VEZ FINALIZADA LA LECTURA DE LOS 
ASUNTOS ENTRADOS. 


La Oficina de Planeamiento y Presupuesto remite res- 
puesta a un pedido de informes solicitado por el señor se- 
nador Sebastián da Silva el día 15 de junio de 2016, rela- 
cionado con la adquisición y renovación de los vehículos 
oficiales. 

—OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA AL SE- 
ÑOR SENADOR DA SILVA. 
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La Universidad de la República remite una comunica- 
ción relacionada con el proyecto de ley de Rendición de 
Cuentas, ejercicio 2015, 

—A LA COMISIÓN DE PRESUPUESTO. 


La Junta Departamental de Canelones remite copia de 
la versión taquigráfica de las palabras pronunciadas por la 
señora edila Edith da Silva, relacionada con el empodera- 
miento de las mujeres. 

—TÉNGASE PRESENTE. 


La Junta Departamental de Lavalleja remite los si- 
guientes oficios: 


+ relacionado con la conmemoración de los cien años 
de la fundación de Pueblo Colón. 

-A LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN Y LEGIS- 
LACIÓN. 


+ Relacionado con la designación con el nombre 
Maestro Olegario Villalba de la escuela de Villa Serrana, 
departamento de Lavalleja. 


La Junta Departamental de Florida remite copia de una 
resolución por la que se solicita al Gobierno nacional la 
intervención para que se otorgue una prórroga del seguro 
de paro a los trabajadores de la curtiembre cooperativa El 
Águila. 


El embajador de Suiza, señor Didier Pfirter, remite nota 
de agradecimiento por el envío de la versión taquigráfica 
de las palabras pronunciadas por el señor senador Carlos 
Camy con relación a las tradiciones y costumbres de la 
cultura helvética y la huella que ha dejado en el Uruguay. 

—TÉNGANSE PRESENTES». 


4) EXPOSICIONES ESCRITAS 

SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde poner a vota- 
ción la remisión de las exposiciones escritas de las que se 
dio cuenta durante la lectura de los asuntos entrados. 

Se va a votar si se remiten a los destinos solicitados las 
exposiciones escritas presentadas por los señores senado- 
res Bianchi, Saravia y López Villalba. 


(Se vota). 


—15 en 17. Afirmativa. 
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(Texto de la exposición escrita presentada por el señor 


senador Bianchi). 


Montevideo, 29 de junio de 2016 


Señor Presidente de la Cámara de Senadores 
Raúl Sendic 


PRESENTE 
De mi mayor consideración: 


En ejercicio de la facultad que nos confiere el Artículo N* 172 del Reglamento 
de la Cámara de Senadores, solicito se curse la siguiente exposición escrita al 
MSP. 


El pasado martes de 21 de junio falleció un joven en un refugio del MIDES, como 
consecuencia de un paro cardio-respiratorio por posible consumo abusivo de 
drogas. 


La ley N* 18.360 de fecha 16 de setiembre de 2008 estableció la obligatoriedad 
de contar como mínimo con un desfibrilador extemo automático para quienes 
explotan o administran espacios públicos o privados donde exista afluencia de 
público. 

Dicha norma legal fue reglamentada por el Decreto N” 330/2009 de 13 de julio 
de 2009, el cual en su artículo 2do dispone, para determinados casos la 
obligatoriedad y para otros la recomendación, de contar con un DEA como modo 
de prevenir la muerte súbita cardíaca. 


Consideramos oportuno, dado el reconocimiento que ha hecho la Ministra 
Arismendi respecto al cambio de perfil de la población atendida en los refugios 
destinados a personas en situación de calle por tratarse de personas con 
consumo problemático de alcohol y otras drogas, plantear a ese Ministerio se 
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amplíe la reglamentación a fin de extender la obligatoriedad (o en su defecto la 
recomendación) de contar con un -desfibrilador externo automático en los 
refugios del MIDES, así como la obligatoriedad del personal a su cargo de 
realizar el aprendizaje obligatorio en maniobras de resucitación cardiaca básica 
(RCB), en el entendido que ello podría coadyuvar en la cadena de supervivencia 
ante situaciones como la referida al inicio de esta exposición. 


Sin otro particular, saluda a Usted muy atentamente, 


Danidl Bianchi 
Senador 
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(Texto de la exposición escrita presentada por el señor 


senador Saravia). 


Montevideo, 5 de julio de 2016 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 

Raúl Sendic 

De mi mayor consideración: 


En virtud de lo dispuesto por el artículo 172 del Reglamento de la Cámara de Senadores, 
cúmpleme efectuar la siguiente exposición escrita. 


Días atrás realizamos una recorrida por diferentes localidades del departamento de 
Paysandú, donde recibimos diversos planteos, entre ellos uno referente a la actual 
policlínica de Guichón. La misma, fue en su momento, el Hospital de Guichón para 
transformarse en Policlínica, siendo Guichón la segunda ciudad del Departamento y con 
una amplia zona de influencia, a saber: Estación Francia, Piñera, Merinos, Morató, 
Totoral, Cuchilla del Fuego, Colonia Juan Gutiérrez, Colonia Batlle y Ordóñez y Colonias 
del Instituto de Colonización. 


Lo que fue un Hospital orgullo para los locatarios, hoy pasó a ser una polidínica con 
grandes carencias, por ejemplo: no se cuenta con atención de nutricionista, 
imprescindible para la asistencia de niños y adultos con bajo peso y sobrepeso; tampoco 
hay atención de gastroenterólogo, cardiólogo, dermatólogo, alergista ni 
otorrinolaringólogo. 


Esta situación implica el traslado a Paysandú con el costo económico que ello conlleva 
para personas en condiciones desfavorecidas. A ello debe agregarse que para obtener 
fecha en Paysandú la demora es 3 o 4 meses afectando inclusive a cirugías. 


Otro tema que plantean es la no atención de partos, teniendo en cuenta que la 
policlínica cuenta con 3 pediatras, 4 parteras y con una sala de nacer de priméra 
categoría, completamente equipada y dividida en dos salas individuales, a pesar de todo 
lo anterior, los niños deben ir a nacer a Paysandú. 
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Nos mencionaron y enumeraron todos los esfuerzos que hicieron para tener un Hospital 
con buen equipamiento, las luchas que tuvieron para tener mejoras edilicias, para 
conseguir cargos permanentes de diferentes grados, especialidades médicas y técnicas. 
Todo lo logrado, con el actual Sistema Integrado de Salud se ha perdido, aseguran que 
se ha retrocedido mucho, que todos sus esfuerzos luchando por el Hospital del cual 
estaban orgullosos fue en vano, esto es producto de la centralización que se está dando 
y que también afecta a otras localidades de todo el país. Los vecinos solicitan se revierta 
esta situación. 


Solicito que mis palabras se envíen al Ministerio de Salud Pública, Municipio de 
Guichón, Junta Departamental de Paysandú, Intendencia de Paysandú. 


Señador Jorge Saravia 
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(Textos de las exposiciones escritas presentadas por el 
señor senador López Villalba). 


Montevideo, 6 de julio de 2016 


Sr. Presidente de la Cámara de Senadores 
Lic. Raúl Sendic 
PRESENTE 


De mi mayor consideración: 
De acuerdo con lo dispuesto por el art. 172 del Reglamento de la Cámara de Senadores 
solicito a Usted se dé curso a la siguiente exposición escrita: 


Me rey puntualmente a la emergencia sanitaria que atraviesa muestro país en la 
actualidad. 

El Uruguay debería considerar la creación en forma urgente de la Agencia de Vigilancia 
Sanitaria en cumplimiento con los lineamientos emergentes del Ministerio de Salud 
Pública y la Organización Mundial de la Salud. Dicha Agencia debería tener como 
finalidad institucional la protección de la ¿alud de la población por intermedio del 
contralor y la fiscalización sanitaria, en colaboración con la DECOMEA, de la 
producción y comercialización tanto de productos como de servicios sometidos a 
vigilancia sanitaria, incluyendo espacios fisicos, procesos, insumos y tecnologías 
relacionadas. Proponemos asimismo que su personería jurídica esté definida en el 
ámbito de persona pública no estatal. Sería conveniente que contara con independencia 
presupuestaria y autonomía de gestión. 

Su objetivo principal será brindar garantía de eficiencia, seguridad, calidad y 
accesibilidad, así como de la necesaria y oportuna información de los productos 
sometidos a vigilancia sanitaria comprendiendo la totalidad de las etapas en la vida de 
los mismos. 

La actividad de vigilancia sanitaria competencia de la Agencia comprendería los 
productos definidos por la ley 15443 y sus decretos reglamentarios 521/84 y 324/99, 
complementaria las actividades de la Comisión Asesora Técnica de Medicamentos y 
Afines y Dirección de Control de Calidad (DECOMEA) e incluiría, entre otras, las 

1- Coordinar el sisterna de vigilancia sanitaria a nivel nacional. 

2- Fomentar la realización de estudios e investigaciones en el ámbito de su 
actividad. 

3- Dictar normas sobre los aspectos relacionados con su competencia. 

4- Armonizar criterios sanitaños con los países con los cuales Uruguay tenga 
convenios y tratados. 

5- Fomentar el desarrollo y especialización de recursos humanos así como la 
cooperación técnica internacional. 

6- Actividades de capacitación de profesionales relacionados con las áreas 
competencia de la Agencia. 

7- Contralor de publicidad e inforinación sobre los productos sometidos a 
vigilancia sanitaria. 

8- Asesoramiento a las autoridades nacionales y municipales en materia de 
vigilancia sanitaria de los productos sometidos a su alcance así como prestar 
colaboración en las materias relacionadas que las autoridades en la materia le 
deleguen o soliciten asistencia funcionando asimismo como servicio de 
consultoría a las mismas. 
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Sr. Presidente, solicito que esta exposición sean enviadas: al Ministerio de Salud 
Pública, a las Comisiones de Salud de las Cámaras de Diputados y Senadores, al 
Sindicato Médico del Uruguay, a la Asociación de Química y Farmacia, a la Facultad de 
Química y Farmacia del Uruguay, a la Facultad de Medicina, al Centro de Farmacias y a 
la Asociación de Laboratorios Nacionales. 


Muchas gracias. 


Pasa Villalba 
nador 


DIS 


“CL 
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Documentación aportada por el señor senador 
Decreto 521/84 


ORDENANZA 4/85 


(DECRETO DEL P.EJ. 521/34 DE 22/11/84 PUBLICADO EN DIARIO OFICIAL 21895 DE 
21/1/88) SE REGLAMENTA LA LEY 15,443 REFERENTE A 

IMPORTACION, REPRESENTACION, PRODUCCION , ELABORACION , Y 
COMERCIALIZACION DE MEDICAMENTOS Y DEMAS PRODUCTOS AFINES DE USO 
HUMANO , QUE FUERA INSERTA EN LA ORDENANZA N”. 36/83. 


EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA 
DECRETA: 


Artículo 1”.- A los efectos de la aplicación de las disposiciones contenidas en la Ley 15.443 a las 
operaciones, establecimientos, medicamentos y productos afines comprendidos en la misma, se 
establecen las definiciones que se determinan en los artículos siguientes:- 


CAPITULO 1 
DE LOS MEDICAMENTOS Y AFINES 


Artículo 2*.- Medicamentos: Se entiende por medicamentos toda sustancia o mezcla de sustancia 
destinadas a ser usadas en: 


a) El tratamiento, mitigación, prevención o diagnóstico de una enfermedad, condición física o 
psíquica anormal o síntoma de ésta en el ser humano. 


b) La restauración, corrección o modificaciones de las funciones fisiológicas del ser humano. 


Artículo 3".- Clasificación de medicamentos y productos afines: Los medicamentos de uso 
humano se clasifican en las siguientes categorías: 


a) Especialidad farmacéutica: Todo medicamento simple o compuesto con nombre registrado en el 
Ministerio de Salud Publica de fórmula cuali-cuantitativa declarada, fabricada industrialmente y 
con propiedades terapéuticas comprobables, que se comercializa en determinadas unidades de 
venta.- 


b) Fórmulas o preparados galénicos: Todas aquellas fórmulas o preparados que respondan 
exclusivamente en su composición a las inscriptas en las Farmacopeas vigentes, elaboradas y 
envasadas convenientemente para su expendio al público, en la oficina de Farmacia.- 


c) Alimento de uso medicinal: Alimento que por haber sido sometido a procesos que modifican la 
concentración relativa de los diversos nutrientes, de su constitución o la calidad de los mismos, o 
por incorporación de sustancias ajenas a su composición adquieren propiedades terapéuticas.- 


d) Productos biológicos: Productos de origen vegetal o animal y sustancias 
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semisintéticas, cuya potencia o inocuidad deben ser evaluadas con análisis quimicos 
y/o físicos y biológicos, tales 


como vacunas, sueros de origen humano y animal, alérgenos y enzimas. - 


Artículo 4”.- Productos afines: Se entiende por productos afines de los medicamentos los 
detallados a continuación.- 


a) Cosmético: Toda sustancia o mezcla de sustancias, preparada para ser utilizadas en la limpieza, 
mejoramiento o modificación del cutis, piel, cabello, uñas o dentadura, incluyendo desodorantes y 


perfumes.- 


b) (DEROGADO POR DECRETO 338/93) Dispositivo terapéutico: Cualquier Artículo, 
instrumento, aparato o artefacto, incluyendo sus componentes, partes o accesorios, para su uso en: 
a) el 


diagnóstico, tratamiento, atenuación o prevención de una enfermedad, desorden o estado físico 
anormal o sus sintomas; 


b) La restauración, corrección o modificación de una función fisiológica, de estructura corporal o 
prótesis con propósito de embellecimiento; c) evitar el embarazo; d) el cuidado de los seres 
humanos durante el embarazo o el nacimiento o después de éste.- 


c) Hierbas medicinales: Hierbas autóctonas o extranjeras de uso popular, que lleven en sus 
envases su denominación habitual y/o científica, y sus usos o indicaciones.- 


Artículo 5*.- Medicamento nuevo: Se entiende por tal: 1) nueva entidad quimica distinta de las ya 
existentes en la cartera de productos del establecimiento; 2) combinación de una o más drogas ya 
existentes en la cartera de productos del establecimiento con una o más drogas nuevas activas; 3) 
nueva forma farmacéutica de un producto ya existente en el establecimiento con vía de 


administración diferente y/o con otra indicación terapéutica preventiva o diagnóstica; 4) forma 
farmacéutica parecida o distinta a las ya existentes para un producto de fórmula, similar que 
incorpora una tecnología que modifica la farmacodinamia del producto para obtener efectos 
positivos generalmente aceptados. 


Artículo 6”.- Medicamentos esenciales: Se consideran medicamentos 
esenciales aquellos que debiendo estar disponibles en todo momento, 


son los más apropiados para el tratamiento de las afecciones mayoritarias de la población, 
teniendo en cuenta la evolución de las propiedades en materia de atención sanitaria, los cambios 
de la situación epidemiológica, las estructuras y desarrollo de los servicios sanitarios y los 
progresos que se produzcan en el campo farmacológico y farmacéutico.- 


Artículo 7”.- Forma farmaceutica: Forma o estado fisico en la cual se presenta la materia para 
facilitar su fraccionamiento, dosificación, administración o empleo.- 


Artículo 8”.- Puesta en forma: Composición de una forma farmacéutica, comprendiendo las 
características de sus materias primas y las operaciones necesarias para su fabricación.- 


Artículo 9”.- Alternativas farmacéuticas: Forma farmacéutica que contiene idéntica porción activa 
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de la molécula o su precursos, pero no necesariamente de la misma cantidad o forma farmacéutica 
o de la misma sal o éster. Tales formas farmacéuticas cumplen la forma individual, con los 
requisitos de farmacopeas aceptadas o de acuerdo a identidad, pureza y si es aplicable, 
uniformidad de contenido, desintegración y/o disolución.- 


Artículo 10*.- Equivalentes farmacéuticos: Formas farmacéuticas que contienen idéntica cantidad 
de principio activo, por ejemplo la misma sal o ester, en idéntica forma farmacéutica, pero que no 
tienen necesariamente el mismo ingrediente inactivo (excipiente), y que cumplen con los 
requisitos establecidos en las farmacopeas aceptadas en cuanto a identidad, potencia, calidad y 
pureza, y si es aplicable, uniformidad de contenido y tiempo de desintegración y/o disolución.- 


Artículo 11*.- Productos bio-equivalente: Equivalente farmaceuticos o alternativas farmaceuticas 
cuya velocidad y extension de la absorción no exhiben diferencias significativas cuando se 
administran en la misma dosis de la porción farmaceutica bajo condiciones experimentales 
similares ya sea en dosis única o en dosis múltiples.- 


Artículo 12?.- Materias primas: Todas las sustancias activas o inactivas que se emplean para la 
fabricación de medicamentos, tanto si permanecen inalteradas como si experimentaran 
modificaciones físicas. Todas las partes o accesorios que se emplean para la constitución de un 
dispositivo terapeutico.- 


Artículo 13”.- Producto semi-elaborado: Todo medicamento que aun 
se halle en proceso de fabricación.- 


Artículo 14”.- Farmacocinetica: Es el estudio de las velocidades de cambio de la concentración de 
medicamentos y sus metabolitos en los fluidos biologicos, incluyendo los procesos de absorción, 
distribución, bio-transformación y localización en tejidos y excreción, asi como tambien el de la 
respuesta farmacologica y la construcción de modelos adecuados para la interpretación de tales 
datos.- 


Artículo 15*.- Biodisponibilidad: Significa la cantidad y velocidad a la cual el principio activo es 
absorvido desde un medicamento y que queda disponible en el sitio de acción. - 


Artículo 16”.- Farmacovigilancia: Conocimiento sistematico y evaluación debidamente 
documentada de las reacciones indeseables de los medicamentos que se producen y 
comercializan.- 


Artículo 17”.- Dosis: Cantidad de un farmaco que debe administrarse a un ser vivo para producir 
un efecto determinado.- 


Artículo 18”.- Dosis terapeuticas: Se considera dosis terapeutica a la que produce el efecto del 
medicamento deseado en el paciente.- 


Artículo 19”.- Dosis minima efectiva: Es la menor dosis que produce un efecto terapeutico 
referida a la dosis que ha sobrepasado un nivel crítico o umbral.- 


Artículo 20”.- Dosis maxima efectiva: Se refiere a la dosis por encima de la cual no se obtiene 
mayor efecto terapeutico y que incrementada, aparecen efectos indeseables o toxicos. 


Artículo 21”.- Indice terapeutico: Es la relación entre la dosis letal -50 y la dosis efectiva -S0.- 
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Artículo 22”.- Margen de seguridad: Es el por ciento de aumenw 
de la dosis efectiva - $0 que no hace llegar a la dosis letal -50. 


Artículo 23”.- Efectos colaterales: Son aquellos efectos no buscados, producidos con las dosis 
terapeuticas del medicamento y que corresponden a su acción farmacológica y son inevitables.- 


Artículo 24”.- Efectos adversos, indeseables, nocivos o tóxicos: 


Son aquellos producidos por un fármaco, a dosis terapeuticas o impuestas perjudiciales para el 
paciente y pueden ser evitadas.- 


Artículo 25”.-Contraindicaciones: Sin situaciones clinicas o fisiologicas precisas para la no- 
administración, por el riesgo de causar efectos adversos conocidos o sospechados.- 


Artículo 26”.- Interacción: Modificación de la acción de un farmaco vinculado a su administración 
simultanea con otro u otros fármacos. Esa modificación puede ubicarse en la etapa de absorción, 


fijación a las proteinas plasmaticas, bio-transformación, excreción o interacción con los 
correspondientes receptores.- 


Artículo 27”.- Necesidades sanitarias: Carencias sanitarias determinadas por medios cientificos 
que justifican medidas preventivas y curativas y las medidas de lucha de erradicación mediante 
los medicamentos adecuados.- 


Artículo 28*.- Educación sanitaria: Se refiere en la Ley al uso de los medicamentos por parte de la 
población.- 


Artículo 29”.- Consumo de medicamentos: Comercialización, distribución, prescripción y 
utilización de los medicamentos en el país especialmente del punto de vista de sus consecuencias 
medicas, sociales y económicas.- 


Artículo 30*.- Medicamento mal etiquetado: Medicamento a) que no esta etiquetado de acuedo al 
registro; b) que en la etiqueta no constan legibles los textos exigidos por las reglamentaciones; c) 


que en el prospecto constan propiedades sin fundamento o sus propredades terap;uticas 
exageradas respecto de las reales.- 


Artículo 31”.- Medicamento adulterado: Medicamento: 2) que se aparta de las normas de calidad 
de su registro o sustancia descompuesta o que contiene un cuerpo extraño; 


b) que ha sido fabricado, envasado o conservado en malas condiciones higienicas; 
c) que por su acondicionamiento libera una sustancia nociva cualquiera: 


d) que en su fabricación se ha empleado una sustancia que disminuye la calidad o la eficacia o una 
sustancia ha sido total o parcialmente sustituida.- 


Artículo 32”.- Medicamento fraudulento: Medicamento 


a. que no contiene el o los principios activos; 
bh. que es presentado por producto de un determinado establecimiento cuando no lo es, 
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c. importado, fabricado o comercializado bajo un nombre dado, cuando en realidad se trata de 
otro medicamento; 
d. que en la ctiqueta figura el nombre de fabricante o productor que es ficticio o no existe.- 


CAPITULO HU 
DE LOS ESTABLECIMIENTOS Y SUS OPERACIONES 


Artículo 33*.- Fabricación: Todas las operaciones, generalmente mecánicas, que intervienen para 
producir en gran cantidad, medicamentos: tratamientos de materias primas, composición de la 
mezcla, forma farmaceutica, envasado, unidades de venta y etiquetado.- 


Artículo 34”.- Producción: Conjunto de productos de la fabricación industrial. El productor puede 
identificarse con el fabricante, pero este puede producir para otro, quien en el caso es 


el dueño del producto.- 


Artículo 35”.- Elaboración: Todas las operaciones que intervienen para producir un medicamento 
mediante el trabajo personal (mezcla de sustancias, envasado, etiquetado) excluyendo la 
producción 


industrial. La elaboración queda reservada a la Oficina de Farmacia.- 


Artículo 36".- Representación: Capacidad conforme a la ley de actuar por otro. El representante 
puede ser una persona fisica o jurídica nacional o extranjera.- 


Artículo 37”. - Importación: Es la acción tendiente a hacer entrar al territorio nacional por 
cualquier via, los medicamentos o productos afines y materias primas comprendidas en la ley y 
sus 


reglamentaciones. En cuanto a la competencia del Ministerio de Salud Publica, la importación. 
comprende no solo la efectuada conforme a los procedimientos legales correspondientes, sino 
también las acciones de hecho contrapuestas a las normas aplicables.- 


Artículo 38”.- Exportación: Acción tendiente a sacar del territorio nacional por cualquier via, 
cualquiera de los medicamentos o productos afines y materias primas, comprendidas en la ley y 
sus reglamentaciones. 


En cuanto a la competencia del Ministerio de Salud Publica la exportación comprende no solo la 
efectuada conforme a los procedimientos legales correspondientes, sino también las acciones de 
hecho contrapuestas a las normas aplicables.- 


Artículo 39” - Comercialización: Diversas etapas de compra-venta de los medicamentos y afines 
hasta llegar al consumidor, comprendiendo distribución a mayoristas o minoristas.- 


Artículo 40*.- Depósito: Todo el almacenamiento de medicamentos, incluidas las materias primas. 
El deposito tiene como finalidad la comercialización de los productos que lo integran.- 


Artículo 41*.- Droguería: Se entiende por Drogueria aquellos establecimientos dedicados 
exclusivamente a la comercialización de materias primas para la fabricación de medicamentos de 


uso 
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humano.- 


Artículo 42”.- Cuarentena: Retención temporal de un producto con prohibición de emplearlo hasta 
que se autorice su salida. 


Artículo 43”.- Lote: Cantidad que se produce en un ciclo de su fabricación. La caracteristica 
esencial del lote de fabricación es su homogeneidad.- 


Artículo 44*.- Fraccionamiento: Division de una unidad de venta en los casos y bajo las 
condiciones en que es permitida.- 


Artículo 45”.- Abastecimiento normal: Disponibilidad permanente de materias primas para la 
fabricación de medicamentos, asi como de medicamentos totaimente importados en caso que no 
puedan producirse 


en el pais.- 


Artículo 46”.- Propaganda: Toda representación grafica, visual o auditiva, de cualquier 
medicamento, con la finalidad de promover directa o indirectamente su venta, consumo, con 
inclusion de las 


muestras gratis que se entregan a los profesionales.- 


CAPITULO HI 
DE LA EVALUACION, REGISTRO Y CALIDAD 


Artículo 47".- Evaluación de un medicamento: Estudio sistematico de las propiedades fisicas, 
quimicas, fisico-quimicas, microbiologicas, farmacocin,ticas, toxicológicas, de interacción, 


clinicas y terapeuticas de un medicamento con le fin de determinar la calidad, inocuidad, eficacia 
e indicaciones para su uso en seres humanos. La evaluación es aplicable a todas las categorias de 


medicamentos y prodactos afimes con los debidos ajustes a la materia que se trata. 


Artículo 48”.- Registro de medicamentos: Procedimiento tecnico administrativo tendiente a la 
evaluación, autorización e inscripción por el Ministerio de Salud Publica de los medicamentos 
para ser librados a la comercialización o al uso publico o privado.- 


Artículo 49”.- Eficacia: Aptitud de un medicamento evaluado por medios cientificos para producir 
el efecto deseado.- 


Artículo 50?.- Fecha de vencimiento: Fecha que figura en la etiqueta de un medicamento a partir 
de la cual, la eficacia, seguridad, calidad o actividad del mismo no son garantizados y su 
comercialización queda automaticamente prohibida.- 


Artículo 51”.-Preparación para la venta: Determinación de las unidades de venta de un 
medicamento, en función de las necesidades terapeuticas del paciente o de la posibilidad de 
fraccionamiento de 
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parte del adquirente.- 


Artículo 52”.- Etiqueta: Cualquier leyenda, escrito, marca o prospecto que acompañe y que se 
incluya adherida al envase de un medicamento. 


Artículo 53*.- Envase: Cualquiera en que la materia este contenida total o parcialmente o en el 
cual haya sido colocada o empaquetada.- 


Artículo 54*.- Receta: Orden expedida por persona habilitada para que una cantidad de cualquier 
medicamento o mezcla de medicamentos en ella especificados, sea dispensada al portador o 


persona 
determinada.- 


Artículo 55”.- Relación de ventajas-riesgos: Resultan del empleo de un medicamento y 
constituyen medio apto para obtener opinion sobre el rol del medicamento en la practica medica. 
La relación 


debe establecerse en función de la evaluación y permitira determinar progresos terapeuticos 
respecto de medicamentos nuevos correspondientes a una misma indicación. 


Artículo 56”.- Control de Calidad: Entiendese por control de calidad los procedimientos 
destinados a comprobar que el producto ha sido relizado utilizando las practicas de correcta 
elaboración 


y que se ajusta a las normas que establezca la reglamentación respectiva con la finalidad de 
asegurar su eficacia y adecuada inocuidad durante el plazo de validez establecido en'su 


presentación.- 


Artículo 57”... Practicas de buena manufactura: Normas minimas establecidas para todos los 
procesos de fabricación y control de calidad, con objeto de asegurar la calidad uniforme: y 
satisfactoria 

dentro de los limites internacionales aceptados para cada tipo de producto y determinados 
mediante el instructivo correspondiente.- 


Artículo 58”.- Certificado de calidad internacional: Se entiende por tal el modelo recomendado 
por el comite de la Organización Mundial de la Salud en el 25” informe de 1975- 


Artículo 59*.- Garantia de calidad: Es un sistema planeado de actividades cuyo proposito es 
asegurar que el programa de control de calidad es actualmente efectiva.- 


Artículo 60*.- Condiciones antihigienicas: Son condiciones o circunstancias que pueden dar lugar 
a la contaminación de un medicamento o cosmetico con polvo, suciedad y otras formas 


biologicas de contaminación debido a lo cual los productos pueden perjudicar a la salud.- 


Artículo 61*.- Registro nacional de medicamentos: Constituye la nomina de medicamentos 
registrados y a registrar de acuerdo a las leyes y reglamentos vigentes en su mornento.- 


Artículo 62”.- Formulario terapeutico nacional (FIN): Nomina de medicamentos con registro 
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vigente.que se comercializa y se dispensan en el país.-- 


Artículo 63*.- Lista de medicamentos (L.I.M.E.): Determina los medicamentos necesarios para 
satisfacer los requisitos de los servicios asistenciales del Ministerio de Salud Publica.- 


Artículo 64”.- Registro de establecimientos: Procedimientos administrativos para obtener la 
habilitación y funcionamiento de establecimientos industriales de representación o comerciales de 


medicamentos.- 


Artículos 65".- Registro de Direcciones tecnicas: Constituye la nomina de profesionales quimicos 
farmaceuticas responsables Tecnicos de los establecimientos.- 


TITULOH 
IMPORTACION, EXPORTACION, REPRESENTACION, PRODUCCION, 
ABASTECIMIENTO, Y COMERCIALIZACION DE MEDICAMENTOS Y AFINES.- 
CAPITULO 1.- 
DE LA IMPORTACION Y EXPORTACION 


Artículo 66*.- Materias Primas, Medicamentos y Afines. La importación y exportación de 
materias primas, medicamentos y afines, comprendidas las semiclaboradas, tramitadas conforme a 
los procedimientos legales correspondientes por representantes o establecimientos industriales 
publicos o privados, debera 


comunicarse al Ministerio de Salud P£blica dentro de los diez dias habiles de haberse cumplido, 
aportando los siguientes datos: 


a)denominación, cantidad, rubro NADI, valor unitario y total de la 
materia; 

b) firma importadora, exportadora y domicilio; 

c) pais de origen y firma proveedora, pais del destino y firma adquirente.- 


Artículo 67”.- Importación de Medicamentos con exoneración de recargos. La importación de 
medicamentos, fabricados o semielaborados, tramitados conforme a las disposiciones legales 


correspondientes por representantes o establecimientos publicos o privados (industriales) debera 
ser acompañada de un certificado expedido por el Ministerio de Salud Publica para la exoneración 
de 


recargos, en el que conste que el producto no puede fabricarse en el pais por razones tecnicas, 
economicas o de mercado. Las solicitudes de certificados se formularan bajo el regimen de 
declaración jurada y deberan necesariamente expresar.- a) nombre del producto y su 
denominación comun internacional.---- 


b) cantidad que se solicita.- 
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c) capacidad del envase o granel.--- 

d) formula (sustancia activa.- 

e) numero de registro Ministerio de Salud Publica.- 
f) rubro NADI.- 

£) numero de importador.- 

h) Stock incluyendo transito y a granel.- 

3) consumo anual, año anterior- 

j) valor unitario.- 

k) valor CTE total.- 

1) pais de origen y firma proveedora.- 

m) fundamentación de la solicitud de certificado.- 
Artículo 68*.- Importación de Muestras gratis de medicamentos. 


Los certificados para importar muestras gratis, solicitados por representantes o establecimientos 
industriales privados, se otorgaran hasta el veinticinco por ciento (25%) de cada partida que 


se importe para comercializar y siempre que se presente en las unidades de venta correspondiente 
salvo en caso de la importación a granel. Para la primera partida a importarse, se podria importar 


hasta un cincuenta por ciento (50%) de unidades para muestras gratis. No se admitiran 
transposiciones de destinos (comercialización) dentro de cada partida. Los certificados de 
importación para muestras gratis no podran solicitarse antes de efectuarse la solicitud para la 
comercialización, sino simultaneamente o con posterioridad las correspondientes a la 
comercialización.- 

Artículo 69*.- Exportación de Medicamentos. La exportación de medicamentos por 
establecimientos industriales privados, fabricados o semifabricados en el pais solo se podra 
efectuar por los 


procedimientos legales correspondientes y deberan contar con el certificado expedido por el 
Ministerio de Salud Publica en el que conste que la plaza no queda desabastecida del producto.- 


Las solicitudes de certificados se formularan bajo el regimen de declaración jurada y deberan 
necesariamente expresar.- 


a) nombre del producto y Denominación Comun Internacional.- 
b) cantidad que se solicita.- 


c) capacidad del envase o granel.- 
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d) formula (sustancia activa).- 

e) numero de registro Ministerio de Salud Publica.- 

f) pais a exportar y firma adquirente.- 

g) valor CIF de exportación.- 

h) contenido total de la sustancia activa.- 

i) valor de importación en dolares de la misma (kg. gr, etc.).- 
j) consumo amial en el pais (año anterior), referido a sustancia 
activa (consumo intemo).- 

k) stock de sustancias activas a la fecha de la solicitud.- 

1) stock del producto terminado y a granel a la fecha de la 
solicitud.- 


Artículo 70 ”.- Exportación de muestras gratis de especialidades. Los certificados para exportar 
muestras gratis de establecimientos industriales privados se podran otorgar previamente a la 


exportación destinada a ser comercializada, siempre que se presenten en las unidades de venta 
correspondiente, salvo el caso de las exportaciones a granel.- 


Artículo 71”.- Medicamentos nuevos. El Ministerio de Salud Publica tambi,n podra extender 
certificados para importar muestras de medicamentos mievos que no han sido registrados. Dichos 


medicamentos se destinaran a la experimentación clinica bajo el debido control del Ministerio de 
Salud Publica, a los debidos procedimientos de evaluación y registro, en las condiciones y con los 
requisitos que en cada caso se determinan.- 


Artículo 72”. Disposiciones comunes a los Certificados. El Ministerio de Salud Publica expedira 
los certificados correspondientes dentro de los quince dias habiles de presentada la solicitud. Los 
importadores deberan comunicar el despacho e ingreso a deposito dentro de los diez dias habiles 
de producido, respecto 


de los productos que recibieron certificados referidos en los Artículos 2” y 3”.- 


Los exportadores deberan comunicar el embarque dentro de los diez dias habiles de procucido, 
respecto de los productos que recibieron certificado en los Artículos 4* y 5*.- 


Todos los certificados referidos en este capitulo seran validos por sesenta (60) dias contados a 
partir de su fecha de expedición, la que se hara constar en cada caso. Los certificados que no sean 
utilizados deberan ser devueltos al Ministerio de Salud Publica dentro de los noventa (90) dias 
contados a partir de la fecha de 


expedición.- 
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Artículo 73*.- La introducción al territorio nacional o la salida del mismo de medicamentos de uso 
humano por parte de particulares sin el cumplimiento de los requisitos propios de tales 
operaciones, 


determina en cada caso y sin perjuicio de las normas legales aplicables a la situación, la 
intervención del Ministerio de Salud Pública respecto del destino final de Jos productos en 
cuestion.- 


CAPITULO MU 


DE LA PRESENTACION, PRODUCCION, ABASTECIMIENTO Y 
COMERCIALIZACION. 


Artículo 74”.- Inscripción y registro de representantes. Los representantes de establecimientos 
fabricantes o ineramente importadores de medicamentos de uso humano, deberan inscribirse en 


el Ministerio de Salud Publica para lo cual presentaran la debida documentación que los acredite 
como tales. Cumplida la tramitación correspondiente pasaran a integrar el registro de 
representantes.- 


Artículo 75”.- Efectos del registro. La inscripción en el registro determina a partir de su fecha la 
responsabilidad del representante a todos los efectos legales respecto de los 


medicamentos fabricados por el representado.- 


Artículo 76”.- Producción y abastecimiento de establecimientos. La fabricación de medicamentos 
de uso humano en el pais es una definición de la politica nacional en la materia, en virtud de lo 


dispuesto en el Artículo 16, literal n) de la Ley N*15.443, del 5 de agosto de 1983. 


Como consecuencia, el Ministerio de Salud Publica vigilara el normal abastecimiento de las 
materias primas necesarias a tales fines. 


Las dificultades que en la materia puedan plantearse a cualquier establecimiento fabricante o 
proveedor habitual. deberan ser puestas en conocimiento del Ministerio de Salud Publica a efectos 
de buscarle la mas rapida y etectiva solución. - 


Artículo 77”.- Abastecimiento de plaza. El normal abastecimiento de la plaza en máteria de 
medicamentos necesarios para la atención de la salud humana, constituye una definición de la 
politica nacional en la materia de acuerdo a lo dispuesto en el Artículo 16, literal n) de la Ley 
N*]5,443 del $ de agosto de 1983. Como 


consecuencia y ante cualquier circunstancia que pueda afectar el principio antes enunciado, el 
Ministerio de Salud Publica podrá, con la anuencia del Poder Ejecutivo, importar directamente 
cualquier tipo de medicamentos y distribuirlos a los establecimientos de consumo de riguroso 
costo. 


En tal circunstancia, la importación estara exonerada de todo tipo tributo, cualquiera sea su 
naturaleza, incluida cualquier tasa o precio publico que grave la importación de bienes de 
consumo.- 


Artículo 78” Comercialización. Los establecimientos industriales privados y los representantes 
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importadores de medicamentos deberan documentar fehacientemente la primera etapa de las 
ventas que 


efectuen a los establecimientos autorizados a comprar medicamentos. - 


En circunstancias que determinara el Ministerio de Salud Publica podran los establecimientos 
industriales y los representantes importadores, comercializar directamente medicamentos al 
publico. 


Tales circunstancias deberan ser expresamente enunciadas por el Ministerio de Salud Publica al 
adoptar la resolución respectiva y no tendra caracter permanente, debiendo cesar automaticamente 
en el 


termino fijado'o mediante la correspondiente derogación cuando cesen las circunstancias que le 
dieron fundamento.- 


Las circunstacias que sirvan de fundamento pueden afectar a todas las lineas de producción de uno 
o varios establecimientos o a un producto determinado y pueden versar tanto a las dificultades de 
distribución o comercialización en otras etapas que no sean la primera como al excesivo precio al 
publico del medicamento en caso de alto costo de importación o fabricación en productos de 
consumo excepcional y restringido.- 


Artículo 79*.- Donaciones. La donación de medicamentos para uso en entidades beneficas, debera 
efectuarse en la respectivas denominaciones comunes internacionales si los productos provienen 


del exterior, y en todo caso, autorizadas con la correspondiente intervención del Ministerio de 
Salud Publica.- 


Artículo 80”.- Muestras Gratis. La entrega de medicamentos por parte de establecimientos 
privados o representantes importadores queda circunscripta a las donaciones que puedan 
efectuarse con 


fines beneficos y a las muestras gratis destinadas a los profesionales, las que seran objeto de 
reglamentación especial.- 


Artículo 81*.- Información-Documentación. El Ministerio de Salud Publica podra solicitar 
información sobre las operaciones comprendidas en el presente titulo, toda vez que lo considere 


necesario, asi como examinar todo tipo de documentación referente a las mismas operaciones, a 
efectos de las potestades de control que le otorga la Ley N*15.443.- 


CAPITULO II 
PROHIBICIONES 
Artículo 82*.- Queda prohibido la exportación, importación y comercialización de medicamentos 
de uso humano que no hayan sido debidamente registrados o que habiendolo sido, su inscripción 


se 
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haya suspendido, o hayan sido adulterados o sean fraudulentos, hayan merecido observación en su 
calidad o tengan la fecha de eficacia vencida.- 


Artículo 83”.- Las infracciones al presente titulo seran sancionadas conforme a lo dispuesto en el 
Artículo 19 de la Ley N*15.443.- 


Modificado por decreto 338/93 y éste por el 165/99 
Modificado por decreto 388/94 
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Decreto 324/999 


Sustitúyese el Artículo 69 del Decreto 521/9834 por el cunl se regula la 
importación, representación, producción, elaboración y comercialización 
de los medicamentos y productos afines de uso humano. 

(2.113*R) 


MINISTERIO DE SALUD PUBLICA 
MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS 
MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGIA Y MINERIA 
MINISTERID DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 


Montevideo, 12 de octubre de 1999 


VISTO: El Decreto 521/84 del 22 de noviembre de 1984 y el Decreto 383/94 
de 31 de agosto de 1994, que regulan la importación, representación, 
producción, elaboración y comercialización de los medicamentos y 
productos afines de uso humano. 


RESULTANDO: 1) Que dichos requisitos rigen para todos los productos 
farmacéuticos, no previendo regínenes especiales según el país productor 
o registros ya existentes de productos similares. 


11) Que es írperioso actualizar la normativa mencionada en función de la 
nueva realídad creada como consecuencia del ingreso del país al Mercado 
Común del Sur (MERCOSUR) . 


111) Que dícha actualización debe ser compatible con la dinámica 
comprendida en la tercerización y control de calidad de los productos 
farmacéuticos, de modo de racionalizar las escalas productivas y 
optinizar la fabricación de productos, mejorando el nivel de calidad de 


la región. 


IV) Que la política de desregulación promovida por el Poder Ejecutivo 
aconseja armonizar las normas reglamentarias correspondientes a los 
efectos de lograr una mayor eficacia y eficiencia del sístema. 


CONSIDERANDO: 1) Lo establecio en el Art. 38 del Protocolo Adicional al 
Tratado de Asunción sobre la estructura institucional del MERCOSUR 
“Protocolo de Ouro Preto- aprobado por la Ley 16.712 del 1% de setienbre 
de 1995, respecto de que los Estados Partes se comprometen a adoptar 
todas las medidas necesarias para asegurar en sus respectivos territorios 
el cumplimiento de las normas emanadas de los órganos correspomiicates 
prarístos en el Art, 22 del referido Protocolo. 


11) Lo establecido por los Arts. 1%, sigs. y concordantes de la Ley 9.222 
del 12 de enero de 1934; en el Decreto ley 15.443 del 5 de agosto de 1983 
y a lo informado por las Divisiones Control ¿e Calidad y Jurídico 
Notarial del Ministerio de Salud Pública. 


EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA 
DECRETA: 


Capítulo 1 
De la exportación, tercerización e importación de medicasentos con 
exoneración de recargos. - 


Artículo 1 


Sustitúyeso el Artículo 69 del Decreto 521 del 22 de novienbre de 1984 
por el siguiente texto: 

"Artículo 69: Exportación de Medicamentos. La exportación de medicamentos 
fabricados o semnífabricados en el país, registrados y comercializados en 
éste, solo se podrá llevar a cabo por los procedimientos legales y 
reglamentarios correspondientes. 

La simple comunicación al Ministerio de Salud Pública, a los efectos del 
registro y estadística habilitará ol procedimientos de exportación”. 


Artículo 2 
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La fabricación de medicamentos de uso humano en el país por comisión de 
un establecimiento extranjero habilitado por autoridad sanitaria 
competente, deberá ser comunicada previdmente al Ministerio de Salud 
Pública, y autorizada por éste, ogregándose constancia de la habilitación 
correspondiente, del contrato dae tercerización y de la composición o 
norma técnica de fabricación del producto. 

El Ministerio de Salud Pública dispondrá de un plazo perentorio de 69 
días para expedirse. El vencimiento del plazo acordado sin 
pronunciamiento constituirá resolución ficta favorable al peticionante, 
en cuyo caso la constancia de presentación de la comunicación a que 
refiere el párrafo precedente, será suficiente para habilitar el 
procediniento. 

La tercerización en el MERCOSUR se regirá por las normas aprobadas en 
dicho ámbito. 


Artículo 3 


La fabricación de medicazentos de uso humano en el país por 
establecimientos habilitados, con destino exclusivo a exportación queda 
exenta del cumpliniento del procedimiento de registro, debiendo en este 
caso comunicar el fabricante ol Ministerio de Salud Pública el destino de 
la exportación, la individuslización del producto, y composición. 

La simple constancia de la presentación de la comunicación 2l Ministerio 
de Salud Pública, debidamente sellada, fechada y firmada por la 
Administración a nodo de intervención técnica, habilitará el 
procedimiento de exportación, para lo cual el número de referencia del 
expediente de solicitud determinará el número de registro a los efectos 
de la exportación correspondiente. 

La Oirección Control de Calidad llevará un Registro de Exportación de los 
productos fabricados en el país únicamente con este destino. 

Queda prohibida la comercialización de estos productos dentro del 
terrítorio nacional. 

La realización del trámite precedente habilita exclusivamente para la 
exportación del producto. 


Artículo 4 


La inportoción de productos Ffaruacóuticos terminados, semielaborados y a 
granel tramitados conforme a las disposiciones vigentes por 
representantes o establecimientos públicos o privados industriales, para 
la exoneración de recargos deberá ser acompañada de un certificado 
expedido por el Ministerio de Salué Pública on el que conste que no se 
fabrica en el país ningun equivalente farmacéutico según la definición 
consignada en el artículo 18 del decreto 521/984 de 22 de novienbre de 
1934. 

Las solicitudes de certificado se forsularón bajo el régiaon do 
declaración jurada y deberán necesariamente expresar: 

a) nombre del producto y su denominación común internacional 
b)  cantídad que se solicita 

<) capacidad del envase o granel 

d) fórmula (sustancia activa) 

e) núnero de registro Ministerio de Salud Pública 

f) rubro NCM (Nomenclatura Conún del Mercosur) 

€) número de importador 

h) stock incluyendo tránsito y a granel 

í) consumo anual, año anterior 

3) valor unitario 

k) valor CIF total 

1) pais de origen y firaa proveedora 

m) fundamentación de la solicitud de certificado 
La importación de materia prima activa, solo se podrá llevar a cabo, en 
régimen de exoneración de recargos, por los procedimientos legales 
vigentes por representantes o establecimientos públicos o privados 
industriales, debiendo efectuar el importador declaración jurada 
individuslizando el destiro de la misma. 

La simple constancia de presentación de lo declaración jurada habilitará 
la exoneración da pacarzas. sin vertuicio del ocortuno ejercicio de la 
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policía sanitaria al respecto por parte del Rinisterio de Salud Pública a 
los efectos de la constatación de los hechos afirnmados. 


Capítulo 11 
Del registro de medicanentos.- 


Artículo 5 


Todos los medicamentos deben ser registrados en el Ministerio de Salud 
Pública previo a su uso o comercialización en el país. A los efectos de 
la solicitud de regístro las empresas deberán aportar los siguientes 
elementos: 

a).- Nombre del estableciniento y razón social del importador o productor 
con indicación expreso de sí se trata de fabricación propia, a cargo de 
terceros o importación. 

b).- Constancia de habilitación de los locales de la expresa. 

C).- Número de registro del establecimiento en el Ministerio de Salud 
Pública. 

d).- Dirección Técnica, 

e).- Nombre sugerido para el producto que solicita el registro o número o 
código de identificación del mismo. 

f).- Forma farmacéutica y grupo terapéutico al que pertenece. 

£).- Fórmula cuali-cuantitativa. 

h).- Presentación del producto. 

1).- Preparación para la venta, 

3).- Fabricación nacional o importación del producto y en este caso 
certifícido de autorización de venta en el país de origen emitido por la 
institución acreditada en €l mismo, debidamente legalizado. En su defecto 
se solicitará al inportador que acredite fehacientemente que el 
laboratorio fabricante se encuentra habilitado por la mutoridad sanitaria 
del país. 

A la solicitud de registro efectuada se le conferirá un múmero 
correlativo, el cual, concluidos los trámites pertinentes, devengará en 
número de registro definitivo. 


Artículo 6 


La solácitud antes roferida deberá presentarse en dos ejemplares 
firmados por la empresa y su Dirección Técnica y deberá adjuntar la 
siguiente información con carácter de declaración jurada, a los efectos 
de la evaluación del producto: 

3).- Denominación del medicamento. Las denominaciones solo admitirán 
nombres de fantasía no permitiéndose aquellos vinculados a propiedades 
terapéuticas ni los afecciones a cuyo ampleo so destina, excepción hecha 
de sueros y vacunas. 

En caso de que el nombre comercial coincida con el de la materia prima 
activa éste deba ser el genérico (denominaciones comunes internacionales 
DCI o International Non-Propietary Names-INN) y junto a él debe llevar en 
el misno tipo y cuerpo de letras el nombre del establecimiento 

productor. 

b).- Forma formacévtica. Codo evaluación corresponde a cada concentración 
de la natería prima activa, indicando su forma farmacéutica, declarando 
si constituye una alternativa o un equivalente farnacéutico y la 
correspondiente vía de administración. 

c).- Fórmula. La composición de la especialidad farmacéutica debe 
presentarse en idicma español, debe incluir todas las materias primas con 
sus nombres genéricos y/o químicos. Las marcas comerciales de materios 
primas inactivas pueden indicarse entro paréntesis on segundo lugar. Si 
en la composición del prodicto hubiera colorantes y/o saborizantes deben 
especificarse con sus nombres genéricos o a falta de éstos, por su 
designación química o sus equivalentes que tengan los índices de 
colorantes permitidos internacionalmente reconocidos. La fórmula completa 
cuali-cuantitativa incluida las materías primas indctivas se expresará en 
peso o volusen del sistema métrico decimal o en unidades según 
corresponda. En caso de que exista una sobredosificación, Ésta debe 
explicarse y Justificarse. 

d).- Envase. Se deberá especificar todos los tipos de envases que se 
deseen registrar, declarando todos los materiales a utilizar en forna 
Gefinitiva. Cuendo Se trata de uns especialidad presenteda bajo la misma 
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principios activos y medicamentos que no figuren en los textos 
reconocidos se estará a la información técnica satisfactoria. 


Artículo 8 


El estudio de evalusción deberá producirse en un plazo de 120 días 
corridos y perentorios. Vencido dicho término se considerará fictanente 
aprobado sólo en los siguientes casos: 

a).- Cuando se trate de medicamentos que contengan materias primas 
activas ya contenidas en otros nedicanentos registrados. 

b).- Cuando se trate de medicamentos que contengan materias primas 
activas no contenidas en otros medicamentos ya registrados, pero cuenten 
con autorización de venta de lá F.D.A. o de las autoridades Sanitarias de 
los paises integrantes de la Comunidad Económica Europea. 

£n los casos señalados 2) y b), el interesado deberá acompañar con su 
solicitud la información pertinente que acredite los extremos invocados. 
En el caso de medicamentos que contengan materias primas activas no 
contenidas en otros medicamentos ya registrados, y que no cuenten con la 
autorázación de venta de la F.D.A. ní de las outorídades sanitarias 
integrantes de la Comunidad Económica ¿uropea, las actuaciones serán 
sometidas a los efectos del estudio de evaluación a consideración de la 
Comisión Asesora Técnica de Medicamentos y Afines, la que dispondrá de un 
plazo perentorio de 60 días para pronunciarse; vencido el mismo deberá 
elevar su informe positivo o negativo a la Dirección de Control de 
Medicamentos y Afines, la que elevará proyecto de resolución o resolverá 
en ejercicio de atribuciones delegadas según al caso, notificándose la 
resolución final al interesado a todos los efectos legales. 

El silencio de la Comisión Asesora Técnica de Medicamentos se tandrá como 
pronuncianiento negativo. 

La Comisión Asesora Técnica de Redicamentos o la Dirección Control de 
Calióad (DECOMEA), si lo entendieren pertinente, podrán solicitar 
información complementaria, suspendiéndose en este caso los 
procedimientos por un término máximo de 30 días. 


Artículo 9 


Aprodave 20 evaluación o vencido +1 plazo reglamentario sin que la 
ádránistración se tmbisre pronunciado, 21 producto se considerará 
registrado cón el núvero de trámite correlativo conferido 3) ingraso de 
la solícituá y quedará habilitada su comercialización. la empres» 
responsable esta oblígada a commnicar al Ministerio de Solud Pública el 
lanzamiento del producto, aportando certificado de anílisis dal lote y el 
húmero de registro concedido. 

Lo expresado en el presente artículo no impedirá el ejercicio por parte 
del ministerio de Salud Rública, de las potestades de Policia Sanitaria, 
previstas en la ley 9.202 del 12/1/34, concordantes y vodificotivas. 


Artículo 10 


A los efectos de la comercialización del producto, el títular del 
registro contará con un plazo de un año a partir «e la fecha en que le 
fuere otorgado el núnero correlativo previsto en el artículo 5%, el que 
podrá prorrogarse odiando cóvsa Funiada, por el término de 6 mesos. Si 
no lo hiciera, caberá abonar por concepto de arancel, una suma 
equivalente a cinto veces de). monto sufragodo al inicio del trámite, 
manteniéndose vigente el registro y así sucósivamente a los efectos de 
obtener prórrogas anuales, las que se extenderán hasta un máximo de 5 


años. 


Artículo 11 
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El regístro de un medicamento constituye un todo unitario. Cualquiera de 
los elenentos que integran dicho registro no pueden variar sin haberse 
solicitado y obtenido la aprobación correspondiente, DE.CO.MEA. 
determinará si la variación propuesta implica el trámite de nuevo 
registro. 


Artículo 12 


DE.CO.MEA, podrá autorizar la transferencia de registro de un 
determinado medicamento siempre que se delimite correctamente la partida 
sobre la cual se hace efectiva la cesión de referencia, 


Artículo 13 


El registro de medicamentos se efectuará en relación con el destino 
final del producto de acuerdo a las siguientes categorías: psicofármacos 
y estupefacientes comprendidos en el Decreto Ley 14.2% del 31 de octubre 
de 1924, concordantes y modifícativos (medicamento controlado); de venta 
bajo receta profesional sutorizado; de control médico recomendado; de 
venta libre en condiciones reglamentarias; y categorízs en cada caso 
pueden determinarse por reglamentación del Decreto Ley 15.443 del 31 de 
julio de 1983. 


Artículo 14 


El registro tendrá una vigencia de S años contados a partir de su 
aprobación, expresa O ficta, debiendo solicitarse su renovación antes de 


la fecha de expiración. 


Articulo 15 


El Ministerio da Saluc Pública, a propuesta de DECOMEA, podrá disponer 
la suspensión del registro de un medicanento, en carácter de medida 
cautelar, cuando constate la existencia de medicamentos mal etiquetados, 
adulterados, fraudulentos, que hayen transgredido lá fecha de vencimiento 
o que se encuentren en condiciones ontihigiénicas. Podrá igualmente 
éisponar le cancelación definitiva del registre cuando la gravedad de la 
infracción así lo justifique. 


Artículo 16 


Cuslquier aspresa que haya obtenido el registro de un nedicanento o su 
renovación puede solicitar su baje comprobando que no se encuantra más en 
el nercado a cualquier nivel de comercialización o dispensación. La baja 
podrá solicitarse sin expresión de causa, solvo € al caro da que el 
producto en cuestión haya sido objeto de obsérvaciones en su calidad o 
incurrido en slguna ¿rreguleridad, en cuyo caso la baja no podrá 
disponerse haste tanto no se hayan dilucidada las responsabilidades 
emergentes de las circunstancias mencionadas. 


Axtículo 17 
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Ante situaciones de urgencia o energencia, las enpresas proveedoras 
podrán importar y/o entregar un medicemenrto aún no registrado, debiendo 
contar con la solicitud de profesionsl competente y la autorización de la 
DECOMEA, registrándolo posteriormente. El profesional firaante y la 
empresa proveedora serán solidarizmente responsables por eventuales 
E del medicamento hasta tanto no se haya aprobado su 
registro. 


Artículo 18 


DECCMEA realizará la auditoría de control de calidad de madicamentos de 
acuerdo a lo establecido en los arts. 56 y 57 del Decreto 521/84 del 22 
de noviembre de 1984 a través de su cuerpo inspectivo y del análisis de 
las muestras tomadas por la Unidad Funcional Laboratoric Control de 
Productos - Comisión de Control de Calidad de Medicamentos, bajo 
directivas de la Dirección de DECOREA. 

Los análisis de los productos cuya autorización de venta se verifique por 
primera vez so realizarán dentro del plazo de 18 seszes, contado a partir 
de la comunicación a que refiera el artículo 9% del presente reglamento. 


Artículo 19 


Los aranceles que correspondan a cada uno de las etapas referidas en la 
presenta reglamentación quedan sujetos a la normotiva vigente en la 
nateria. 


Artículo 20 


Será incompotíble con el desespeño de los cergos de Director de Control 
di Coctdad; DL webos de DICUGA y DISECI de Diporcantiito os Evpivacion 
y Laboratorios, el mantener aJgún tipo de «intulación diracta a indirecto 
con las empresos que renlícon trárite de regístro en el kinisterio de 
Sólut! Públice (irtículo 17 de la Ley 11.925 del 23 de marzo de 1953). 


Artículo 21 


tas disposiciones del presente dicroto snlrarén an vigencis 2 los 36 
días de 3u publicación en +l Diario Oficial y se aplicara on lo 
pertiniate a los trámites de registros yy lagresados en el Minister io de 
Salud Pública. DECOMEA implewentará internamente los mecanismos 
conducentes para el cumplimiento de la presenta disposición. 


Artículo 22 


Déjase sín efecto el Decreto 388/94 del 31 de agosto de 1924 y por 
consiguiente el Título 1V del Decreto 521/84 del 22 de novizmbre da 1584 
reglamentario del Decreto Ley 15.443 en la redacción dada por e] Decreto 
252/87 del 25 de payo de 1987. 


Capitulo 117 
Del registro de productos registrados y elaborados en un Estado parte 
productor slelloras A produtos registrados en 2l Estedo parte receplor 
en 21 ¿mito del Mercedo Cosán del Sur.- 
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Artículo 23 


El registro de productos farnacéuticos registrados y elaborados en un 
Estado parte productor similares a productos registrados en el Estado 
parte receptor en el ámbito del Mercado Común del Sur se regirá por las 
normas aprobados por MERCOSUR/GNC/Resolución N* 23/95, declarándose 
internada dicha resolución al derecho positivo nacional. 


Artículo 24 


Publíquese. 
SANGUINETTI, RAUL BUSTOS, LUIS MOSCA, JULIO HERRERA, ANA LIA PINEYRUA. 


ANEXO 1 


MERCOSUR/GMC/RES MA 23/95 


REQUISITOS PARA El REGISTRO DE PRODUCTOS FARMACEUTICOS REGISTRADOS Y 
ELABORADOS EN UN ESTADO PARTE PRODUCTOR, SIMILARES A PRODUCTOS 
REGISTRADOS EN El ESTADO PARTE RECEPTOR 


VISTO; El Tratado de Asunción, las Decisiones N% 4/91 y 3/54 del Consejo 
del Mercado Común, la Resolución N% 91/93 del Grupo Mercado Común y la 
Recomendación N* 3/95 del SGT N% 3 "Reglamentos Técnicos”. 


CONSTOERANDO: 


Que en 13 Reunión Extraordinaria de ls Comisión Productos para la Salud 
del Subgrupo de Trabajo N* 3, Reglamentos Técnicos, realizada en 
Montevideo del 09 al 13 de octubre de 1995, se consideró el régimen de 
registro de productos farmacéuticos para el MERCOSUR y se aprobó el 
documento “Requisitos para el Registro de productos farmacéuticos 
registrados y elaborados en un Estado Parte productor, similares a 
productos ropistopaos an sn Estado Porte roceptor”, segúr contka or e 
ucta de la citada Comisión. 


Que le arsonización de la operetoria para el registro de productos 
tarmacáuticos or los Estados Partes ostá Jíctoda en los Ánexos de la 
Dacisión Nt 3/94 del CMC, Restricciones Ho Arancelarias, ctom0 medida a 
ser armonizads. 


Que el documento aprobado constituye un3 parte del Reglananto referente 
al Registro de Productos farmaceutico». 


EL GAUPO MERCADO COMUN 
RESUELVE: 


Art . - Aprobar al docuwento “Requisitos pare el registry de productos 
farnacéuticos registrados y elaborados en un Estado Parte 
productor, sísilanes a productes registrados en el Estado Pare 
receptor”, que consta coso Anexo y forma parte de la presente 
Resolución, cuya operatividad dapende de la implerentación de 
procedimientos somplesentarios. 


Amt 2 - Los Estados Portes pondrán en vigencia las disposiciones 
legislativas, reglamentarías y aduinistrotivas necesarias para dar 
cumpliniento a la presente Resolución a través de los siguientes 


Organismos . 
Argentina: . 
ANAT (Administración hacional de Medicamentos, Alimentos y Tecnologia 


Médica) 
Kinisterio de Selud y 2ezión Social 


Rens1tl: 
Secretoriz di Vígilincia Smmitário do Ministério da Sudda 
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Paraguay: 
Dirección de Vigilancia Sanitaria del Ministerio de Salud Pública y 


Bienestar Social 


Uruguay: 
Ministorio de Salud Pública 


Art 3 - Este documento será revisado conforme el inciso 6.1.3. del 
documento mencionado en el Articulo 1*. 


Art 4 - La presente Resolución entrará en vigor el 18 de diciembre de 


REQUISITOS PARA EL REGISTRO DE PRODUCTOS FARMACEUTICOS REGISTRADOS Y 
ELABORADOS EN UN ESTADO PARTE PRODUCTOR, SIMILARES A PRODUCTOS 
REGISTRADOS EN EL ESTADO PARTE RECEPTOR. 


1. INTRODUCCION 


El objetivo principal de cualquier regulación relacionada con la 
producción; la comercialización y el consumo de productos medicinales, 
debe ser la salvaguarda de la Salud Pública. Este objetivo, entre tanto 
debe ser alcanzado por medios que no impidan el desenvolvimiento de la 
industría farmacéutica y el comercio dentro de las comunidades. 


La armonización de normas y reglamentos técnicos relativos al registro de 
productos fermacéuticos requiere. una consideración especial teniendo en 
cuenta la importancia y las consecuencias sobre la salud de la población 
comunitaria, y ser tratada en base a una concepción común sobre sistemas 
de controi de medicamentos. El concegto de responsabilidad sanitaria 
deberá referirse a esta armonización conceptual. 


Se debe, en el primer monento, buscar la nivelación de conceptos y la 
honogensización de concepciones acerca de los sistemos de regulación y 
control sanitario de los productos farmacéuticos que deben ser pautados 
dentro de lo máximo posible con acciones preventivas, Esta etapa inicial 
presupone un consenso entre los países sobre la función del registro de 
productos farmacéuticos en el contexto del MERCOSUR y sobre el papel del 
Estado en el campo de la producción y el consumo de medicamentos. 


La complejidad del tens y de los objetivos del MERCOSUR, hace inevitable 
que la armonización de los reglamentos sobro 61 registro de productos 
farmacéuticos sea vista como un proceso en el que los Estados Partes van 
alcanzando gradualmenta estadíos de cperacionalidad equivalentes, 
suficienterente claros v acordados entra sus autoridades sonmitsrigs. 


fo obsrancé TOCO el apardto estatal 0 reguloción y control, la 
responsebilidad mayor por la celidad de los medicasentos es de lo =epress 
que los produce. Sin duda, el fabricante de un medicanento debo ser 
plenasente respansable de su calidad, ses esta una enmpresa privada O 
estatal, que deberán cumplir los misros requisitos. Para producir 
¿rtículos de buena calidad, es imprescindible que el fabricante observe 
prácticas afecuadas de producción y de control da calidad. 


Al Estado le cabe, e traves de sus agencias, establecer los reglamentos 
aoropiados y velar de que soan cunplídos, en todos los establacimientos 
productores, a través de la fiscalizaciónfinspacción da sus sistomas de 
control de calidad en los que $2 refiere a la garantía de fabricación de 
productos correctos; y tembién en todas las etapes del proceso qué va 
desde la prescripción hasta el consuxo. 


En otras palabras, al Estado, le cabe la constotación sistemática y 
rigurosa del cunplimiento de las especificaciones, sea antes de la 
entrada del producto al mercado, sea durante su comercialización y 
consumo. Esta función es obligatoria e intransferible del poder pública. 
Para haber Sinetría en el tratamiento de Ja cuestión por parte dal poder 
público de cada país, es necesario iniciolrente una sinetrís en la 
concepción del registro, para conseguir después una sinetrís de los 
reglamentos técnicos y en la operacionalidad de los mismos, 


2. REGISTRO EN EL CONTEXTO DE LA VIGILANCIA SANITARIA 


Después de muchas tragedias colectiyas debido +1 consumo de productos 
Farmacéuticos sin segurídad y sín ecnlidad, todos los poíses deserrallados 
adopluros sisteces, pradusleente sofísticados, de acuerdo al desarrollo 
científico y tecnológico, para autorizar y controlor Y) producción y la 
comwrcianlización de medicamentos. 
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Tales sistemas. fueron estructurados para asegurar que solamente 
productos de buena calidad, seguros para el consumidor y eficaces en 
relación a la indicación propuesta fuesen introducidos en el mercado. Los 
procesos de fabricación, rotulado, difusión de información sobre 
ps medicinales y couercialización, quedaron bajo estrictos 
controles. 


Estos sítemas de control de medicamentos disponen actualmente de una 
seríe de instrumentos de vigilancia que son aplicables antes y/o después 
de la entrada de cada producto al mercado. Un buen sistema de control 
aplica estos instrunentos de forma planeada de manera que uno complementa 
y potencializa la acción del otro. 


Es dentro de este contexto que el registro de productos debe ser visto: 
cono uno de los instrumentos de acción de esos sistemas de control, tal 


vez el de mayor importancia preventiva, sí no el único. 


A pesar de la evidente importancia comercial del registro -significa la 
autorización para la introducción al mercado- y la naturaleza 
eminentemente econónica del MERCOSUR, no se puede tratarlo de manera 
aislada y descontextualizada de los sistemas de regulación y control y de 
las realidades sanitarias de los Estados Parte. 


El regístro significo la intervención de la autoridad sanitaria en un 
nosgento anterior a la entrada al mercado y debe ser pensado en 
consonancia con otros instrumentos de vigilancia aplicados en los 
somentos posteriores » la comercialización, los cuales complementan su 
acción: 


- la supervisión del proceso productivo - inspecciones sistemáticas de 
las plantas ce producción; 

- lo supervisión del producto terminado - chequeo en laborgtorio de las 
especificaciones de identidad y calidad de los productos 

- la fiscalización de lo dispensación / comercialización - inspección 
sistemática en los locales de venta y/o distribución; 

- el control de la propaganda/difusión de la información, impide 
dor inadecuadas/fraudulentas y prácticas antiéticas de 
narketing; 

- la farmacovigilancia - recolección e investigación de los efectos que 
comprometen la seguridad, la +ficacia o la releción beneficio/riesgo de 
un producto. 

- los estudios epideniológicos acerca de las tendencias de uso de los 
medicamentos: determinan su uso excesivo, erróneo o deficiente; definen 
áreas que necesitan investigación adicional; miden el efecto de un 
magico o norma egrinistrtiva - tónico y riempiendor les rocioras 
necesarias; identifican los wedicamantos uzedos zon mayor frecuencio por 
la pooilación y su relación con la orevalencia de las oyjencias. 

+ el control de les investigariones de innovaciones terepíviicas - 
regulación/fixcalizarión de los estudios renlizodos cor muevas soléculas 
con ofeztos terapiuticos, primcipalmento an la Faso de estudios clínicos 
en seres humanos. 


Todos estos instrujentos se fundamentan en la atribución regulatoria de 
les agencias estatales, o sea, del poder de elaborar, revisar y/o 
cancelar regulaciones técnicas de los productos Bajo vigilancia 
sinitaria, 


€l noxento de registro es particularaante iuportarte pues de su dasaspaño 
dapandari la ¿al4cad del arsenal terepéutico disponibia en el marcado 
comunitario, Una cantidad grande de productos en el comercio cuyas 
releciones boneFicio/riesgo o eficacia/seguridad sesa dudosas, reflejeríe 
va modelo precario de registro en los paises del MENCOSUR. 


El consumo de cualquier sustancia química Ímplica en »igón grade un 
riesgo que se manifiesta en los efectos colaterales y/o adversos. O ses, 
efectos diferentes de los que se deseos chtener, que pueden ser muy 
perjudiciales desencadenando una seria de otros efectos para el paciente 
y costos pora los sistemas de salud pública. 


Productos de eficacia y/o seguridad dudosa o imecesaría bajo el punto de 
vista teraptutico, no deban tener acceso al nercado porque exponen a la 
poviación a riesgos innecesarios. Realizar asta selección es Funcion 
primaria del regístes que, en su operecionalidad, proporciona tecbiés la 
recolección y raflisis de todas les Ínformacionas necesarias para la 
eveluzción da los productos. Tales informacionas constituyen los bancos 
de datos que vísbilizan y/o faciliten. » prstertorí, la aplicación de los 
orros instrucentos de vigilencia seniiario. 
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3. LINEAMIENTOS GENERALES 


£l principio de "la libre circulación de bienes, servicios y factores 
productivos entre los países” consagrado en el Artículo 12, del tratado 
de Asunción, debe ser compatibilizado, en el ámbito de la 
comercialización de productos de interés sanitario, con el 
establecimiento de normas que aseguren la calidad, eficacia, seguridad y 
uso adecuado de los mismos. 

El principo de la subordinación de la líbre circulación de productos 
farmacéuticos en el mercado anpliado a las necesidades de la salud 
pública en los estados partes, impone garantizar la vigilancia sanitaria 
en y entre los mismos, promoviendo sl mismo tiempo el mejoramiento de la 
industria farmacéutica subregional con el objeto de potenciar su 
proyección competitiva a nível internacional. En dicho contexto, el 
Registro de productos farmacéuticos es una de las normas fundamentales 
para asegurar preventivamente el control sanitario y promover su 
operacionalidad. 


Atendiendo la naturaleza prioritaria de preservar la salud de la 
población, la vigilencía sonitaria en el ánbito geográfico nacional de 
los Estados Partes es función y responsabilidad indelegable de cada 
autoridad sanitaria nacional. 


Consecuentemente, la propuesta de armonización de las normas del Regístro 
de Productos farmacéuticos para el Mercosur se basa on la adecuación y 
desarrollo de los sistemas nacionales de vigilancio sanitaria en cada 
Estado Parte, acordándose la horogeneización de los requisitos, 
procedimientos y plazos para el registro. 


De acuerdo con el principio de equidad consagrado en el espíritu del 
Tratado de Asunción, la norma armonizada debe asegurar una reciprocidad 
de tratamiento en los cuatro Estados Partes, sobre la base de un sistema 
regulatorio” araonizado. Esto sistema no debe generar efectos 
discríminatorios sobre las industrias de los Estados Partes, y debe 
garantizar la sinetría de procedimientos, apuntando a lograr parámetros 
homogéneos de calidad, seguridad y eficacia de los productos 
farmacéuticos en el nercado comunitario. 


El criterio del mantenimiento de los sistemas nacionoles de registro de 
los paises miembros implica el establecimiento de un Régimen Intrazonel 
Armonizado sobre la base de la honogenoización de los requisitos, plazos 
de obtención y validez, y denás procedimientos para el registro de 
productos farmacéuticos en cada uno de los cuatro países, que pueda 
conducir, si así fuese recomendable en un futuro, al reconocímiente uutuo 


de los RPF, 


Cabe establocur te un rógiman salro 20l cogun para al resisten de 
productos faradcóvticos procedentes de terceros 221545. 


La propuasta debe contemplar la institución de ui mecaniseo de transicion 
durante un determinado período, que posibilita la incorporación, al nuavo 
marco armonizado, de los productos Farmacéuticos ya registrados a la 
fecha de la instalación del mercado conún que resuelva eaquitativasente 


las asimetrías existentes 
4, DESINICION Y OB3ET0 


4.1. DEFINICION 


El registro 62 Producto Farmpcóvtico es el instrumento + través del cusl 
el Estado, en uso de su stribución especifica, deteraína lo inscríoción 
previa del mismo en $us agencias regulatoríos, a travís de le evpluación 
úal cumpliriento de carácter juridico-aduinistrativo y técnico-científico 
relacionada con la eficacia, seguridad y calidad de £stos productos pará 
su introducción al wercado para su comercialización y/o consueo, en un 
determinado ámbito geográfico. 


4,2. OBJETO 


El objeto del RPF as velar por la calidad, seguridad, eficacia y uso 
racional de los oroductos de interás sanitario con el fin de preservar la 


salud pública. 
5. AHELTO 192 REGULACION Y AABITO GEOGKAFYCO 
La reglanenteción del RPF comerende el conjunto de normes que establezcan 


raquisitós de carácter jurádico, administrativo, táenico y ciontíTico 
para el solicitante que oarmótin 1 la miuride eomtierte ruaaas Ye 
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eficacia, seguridad y calidad de los productos farmacéuticos de uso 
humano cuyo registro se solicita, para ser consumidos y/o 
comercializados. 

Tal reglementación será de aplicación tanto para los productos fabricados 
en cada uno de los Estados Partes registrantes cono para los importados o 
destinados a la exportación hacía o desde la región y están alcanzados 
por dichas normas las actividades y personas (físicas y jurídicas) 
intervinientes en las distintas etapas de la obtención de productos 
farnacóuvticos. 


6, REGISTRO DE PRODUCTOS FARMACEUTICOS REGISTRADOS Y ELABORADOS EN UN 
ESTAOO PARTE PRODUCTOR, SIMILARES A PRODUCTOS REGISTRADOS EN El ESTADO 
PARTE RECEPTOR . 


6.1. DEFINICIONES: 


6.1.1. Producto sinilar: Producto sínilar: es aquel que contiene el (los) 
máseo (s) principio (s) activo (s), la (s) másma (s) concentración (es), 
lo mísna (5) forma (5) faruacéutica (s), la misma vía de adeinistración, 
la misoa indicación terapéutico, la misma posología, y que es equivalente 
ul producto registrado en el Estado Parte receptor, pudiendo diferir en 
características tales cono: tanaño y forma, excipientes, fecha de 
vencimiento, características del embalaje y en ciertas condiciones del 
rotulado, 


6.1.2. Equivalencia: Dos productos farmacéuticos son equivalentes cuando 
son farmacéuticanente equivalentes y después de adainistrados en la misma 
dosís molar sus efectos, con respecto 3 eficacia y seguridad, son 
esencialmente los nismos. 


6.1.3, DEMOSTRACION DE EQUIVALENCIA. 


6,1,2.1, La denostración de equivalencia en los produtos que st presentan 
en las siguientes forros farmacéuticas: 

- de aplicación tópica, 

- de uso Externo, 

- soluciones acuosas de adeinistración oral, 

- forsas sólidas para reconstituir como solución. 

- solución acuosa para uso nasal, ótico u oftólmico 

- soluciones pere aplicación exclusivamente por vía endovenosa. 

- soluciones acuosas para aplicación intramuscular 

- drogas de adeinistración oral que no deban absorberse 

- gases o vapores inhalados 

en la (s) misma (5) concentración (s) que el producto similar se 
realízará según corresponda a la naturaleza del producto sor deenstersción 
de 202 siguientes Criterios >ermmtop21cos: 


a, identificación cuelítotiva del (los) principio ($) activo (5). 

b. Daterminación cuantitativa del (ios) principio (s) activo (5) 

€. Deterninsción, cunforee al Caso, de las caracteristicas de la forma 
Fareacéutica. En estos casos, la presentación de estos Ítems se considera 


suficiente denostración de equivalencia. 


6.1.3.2. Le denostración de equivalencia en los .pooductos .que-se 
presentan en les siguientes formes farmecéuticos: 


- otras formas fármacévticas de administración oral no comprendidas en el 
iten 6,1.3.2, de liberación controlada, sostanida € progrisuds. 

- Sistemas terapéuticos alternativos de 193 formes Fergacóvtices 
convencionales que se absorben por piel, mucosas, depósitos 
Iintremusculares o subcutáneos, se realizorá segón corresponde » la 
naturaleza del producto, por demostración de: 


6.1.3.2.1. Criterios farmacopaicos, e sabas: 


6.1.1. Identificación cualitativa del (ios) principio (s) activo (5). 
$.2.2. Determinación cuantitariva del (loa) princiolo (s) activo (s) 
6.1.3, Ditersinación, conforase al caso, de las características de la 
forma farmacóutico. 

6.1,4. Test de disolución. 


Además, según corresponda a la naturaleza del producto, por derostración 
de: 


6.1.3.2.2. Ensavos de epiivelancia *£n vitro” ne corrollciuis ios 0 
ensayos de biodisponibilidad pero descriptos en las farmocopeas acordadas 
(1) o ta litorciurs (ipsiíTica con rvadencias suricientes ús viliósc ión. 
Cuando Fuera aplicable, le prasantoción de setos enrryos 52 zensidoro 
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ficiente demostración de equivalencia. 


6.1.3.2.3. Ensayos de equivalencia “in vitro” por cualquier método que 
este correlacionado con estudios en seres humanos. Cuando fuera 
aplicable, la presentación de estos ensayos se considera suficiente 
demostración de equivalencia. 


6.1.3.2,4. Pruebas "in vivo” en anivales existiendo o no correlación con 
datos en Seres humanos cuando se trate de formas farsacévticas en los 
cuales la realización de ensayos de equivalencia “ia vitro” no es posible 
o de principios activos con cinética dependiente de la dosis en el rango 
terapéutico o con índice terapéutico estrecho (menor de 2). 


6.1,3.2.5. Pruebas "ia vivo” en seres husanos, cuando <e trate de formas 
farmacéuticas en las cuales la reslización de ensayos de equivalencia “in 
vitro” o "in vivo” en animales no es posible, o de principios activos con 
cinética dependiente de las dosis en el rango terapéutico o con índice 
terapéutico estrecho (menor de 2), o de principios activos para los 
cuales existan evidencias clínicas de problemas relacionados con la 
biodisponibilidad o la equivalencia terapdutica. 


Queda acordado que los Estados Parte buscarán el perfeccionaniento de las 
condiciones para la realización de las pruebas de demostración de 
equivalencia y que revisarán este mecanismo a los $ años de la vigencia 
de este docunento. Hasta tanto estén dadas estas condiciones será 
aceptada la desostreción de equivalencia por medio de los tests 
descriptos en los ítems 6.1.3.1, 6.1.3.2,1 y 6.1.3.2.2. 


(*) Las Farmacopeas acordadas son: la Farmacopea Europea, la Farmacopea 
de EE.UU. y ls de los Estados Parte, en caso de que las tuvieran, en el 
orden expresado. 


6,2. REQUISITOS DE REGISTRO 


Los productos farnacétrticos similares a productos registrados en el 
Estado Parte Receptor deben ser obligatoriamente registrados en las 
agencias regulatorias de dicho Estado Parte y, pura eso, deberán cumplir 
con los requisitos previstos en este docunento, 


Tules requisitos tienen la función básica de proveer toda la información 
necesaria para la comprobación de las exigencias básicas de un producto 
faraacóutico que cumpla con los requisitos de similaridad. 


3) que demuestre nediante información ciertífica requerída lo similaridad 
con el producto registrado en el Estado Perte Receptor. 


L) quy 1 xloborz di: scuerts ; laj DFS y € 
€) que sicemoa los requisitos de caliasó y estabilidad preconizados. 
6,2.1, REQUISITOS ESPECIFICOS 


6.2.1.1. El pedido de un RPF estará firaado por el Responsable Legul de 
la Imprasa y por el Director Técnico/ Regente/facnacéutica responsable/ 
designados en el Estado Parte Receptor por la capresa productora y 
contendrá toda la inforancidón indicada en ette documento. 


6.2.3.2. A criterio de la Autoridad Sanitaria, £a el momento por alla 
definido, la esprasz deberá presentar costes del producto y/o 
ewteria(s) prico($), resctívos patrones y otros elemertos mencionados en 
los método de control del producto y los empleados en Ja determinación 
de su plaxo de vida útil. Osberá ser dado el mismo tratamiento paro los 


productos a registrar, ya sean estos producidos en el país o en otros 
Estados Parte. 


6.2.1.3. La empresa responsable esvcá obligada a comunicar a la Autoridad 


Sanitaria el lantaalento del producto, en un plazo ds hasta 68 días a 
partir del lanzesiento, especificando el número de registro concedido, y 
el territorio (loczl paogréófico) dondo s3 va a comercializar. 


6.2.2. INFORMACIONES ADMINISTRATIVAS 


La solicitud de registro de producto deberá incluir la siguiente 
informacion edeinistrative: 


6.2.2.1. Noubre y dirección de la enpresa solicitaste localizada en el 
Estado Párle Recsocor. 
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6.2.2.2. Nombre y dirección de la enpresa productora/elaboradora. 


6.2.2.3 Copia del documento que acredite la habilitación/Autorización de 
Funcionamiento de la empresa solicitante del ítem 6.2.2.1. 


6.2.2.4. Copía del documento que acredite la habíilitación/Autorización de 
funcionamiento de la empresa productora/elaboradora. 


6.2.2.5. Demostración del cumplimiento de las 8PF y C: Copia de 
Constancia/Certidio de las BPF y C 


6,2,2.6. Declaración de la enpresa solicitante del íten 6.2.2.1 
conprobando la responsabilidad técnica del Director Técnico/Farmacéutico 


Responsable/Regente y del Responsable Legal. 


6.2.2.7. Declaración de la capacidad operativa propia para producir el 
producto en sus instalaciones. 


6.2.2.8. Copia del contrato de servicios de terceros cuando 
correspondiese, junto con la copia de Constancia/Cortidbo de BPF y C. 


6.2.2.9. Comprobante de pago de la tasa establecida por la Autoridad 
Sanitaria. 


5.2.2.10. Formulario de Registro de Producto Farmacéutico sínilar al 
producto registrado en el Estado Parte Receptor, que deberá estar 
obligatoriamente suscripto por el Director Técnico/Farmecévtico 
rasponsablo/Regente y por el Responsable Legal de la empresa solicitante 
mencionsda en el ítem 6.2.2.1. 


6.2.2.11. Autorización de registro autorizando el consuso interno en el 
Estado Parte Productor, 


6.2.2.12. Copia autenticada del docunento que acredita lo personería del 
/ los responsablo (s) legal (s) designado (s) por la empresa solicitante 
del ítesz 6.2.2.1. frente a la Autoridad Sanitaria. 


6.2.2.13. Información sobre la situación del regístro de marca, referente 
al nombre comercial solicitado en el Estado Parte Receptor. 


6.2.3. INFORMACION CIENTIFICA Y TECNICA 


La información del registro del producto deberá incluir la información 
técnica que se enumera a continuación, y que estará de acuerdo con esta 
normativa. 


6729 INFORMACIÓN PARMALIUTIC: 
PARTE X - DATOS GENERALES 


01 - Denominación comercial propuesta y denominación (es) genírica (s) de 
la (s) sustancia (s) activa (5) según Denosinación Coscún Internacional 
(0C1) en español o su equivalente en portugués. 


62 - Closificación Farmecológica - Aplicación Terapéutica haciendo 
referancia »1 Código ATC Classification (Anotordcal Therápeutic Chemical.) 
o en coso de no astar implartada se aceptará la vigente en cada uno de 
los Estados Parto. 


63 - Fórmula de composición del producto - sustancias activas de la 
fórmula por el nombre genórico y sus cuentitativos segón corresponda por 
2», Ml., O por unidad de forma farmacéutica. 

04 - Foreas Farmacéuticas y Concentración. 

85 - Forza de Presentación: contenido de la (s) unidad (es) de venta, 
indicando peso, volumen o unidad de forma Hormaicertica y concentración. 


Estas presenteciones dederáón guardar relación con la previsible cantidad 
de 'midades de dosificación nicazocles pora al tratamiento promedio. 


06 - Vías de adoinistración. 


07 - Indicacionas terapéuticas principales y corpleuentarias si las 
hubiera. 


0% - Contraindicaciones. 


09 - Reacciones adverses. afectos rolrtass]as 
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19 - Precauciones y advertencias. 


11 - Condición de venta. Segón corresponda de acuerdo con el riesgo 
sanitario involucrado en el uso del procucto, conforme a las cotegorías 
definidas en el Estado Parte Receptor. 


12 - Restricciones de Uso. Uso en carpañas de salud pública / uso 
profesional / entidades especializadas / control especial en función del 
riesgo que representa. 


13 - Plazo de velidez / Período de vida útil del producto. 
14 - Condiciones de consarvación. 

PARTE I - DATOS DE FARMACOLOGIA 

01 - Mecanismo de acción y datos de farmacocinética 

62 - Posología y Modo de Uso 

03 - Interacción con nedicementos y alimentos 

64 - Sobredosis (signos, síntomas, conducta y tratamiento) 
PARTE III - DATOS DE PRODUCCION Y CONTROL 


01 - Fóreule completa por unidad de foras Farnscáutica, g. O ML., 
incluyendo justificativo de empleo en exceso, cuando fuere el coso. 


02 - Método de fabricación según noraas de buenas Prácticas de 
fabricación. 


03 - Controles de proceso (por unidad peso / volumen). 


D4 - Especificación y descripción de métodos de control de las materias 
primas y productos terminados, incluyendo poro los ensayos y 
determinaciones, las técnicas de muestreo 


BS - Métodos de control de productos semielaborados, materiales de 
acondicionamiento y esbalaje, incluyendo, para los ensayos y 
determinaciones, las técnicas de muestreo. 


36 - Indicación de la (3) farnacopes (3) donde están citados los 
componentes de la fórmula e especificaciones propias de la enpresa. 


67 - Estudio de »stabilidpo realizado sara deteralnor al periodo de vída 
útli y las condiciones de conservación en el exvase definitivo 
[descripción del mismo) indicento condiciones experimentales, 
determinaciones efecturdes y nótodos utilizaco». En el caso 02 productos 
de preparación extemporánea se incluirán también los estudios realizados 
sobre el preparodo reconstituido. 


62 - Condiciones de almacenamiento y transporte. 


89 - Indicación del código a convención utilizado por la wapresa para la 
identificación de los lotes del producto. 


2.2.3.2. TEXTOS DE PROSPECTOS, ROTULOS Y ESTICHES 
6.2.3.2.1. Requisitos Generales 


81 - Los textos de prospectos, rótulos y estuches deberán ser escritos en 
el idioma del Estado Perte Receptor, pudiendo ester escrítos 
simultánessente en aspeñol y portugués. 


e2 - Los textos de prospectos, rótulos y estuches deberán tensr los 
Civensionas necesarías pera una Fácil lectura visual, observando la 
tipografía un límite mínizo de un (1) aílimerro de altura 


6,2,3.2.2. Textos de Prospactos 


Los textos de prospactos deberán responder a los criterios vigentes en el 
Estado Derte receptor. 


S.2.3.2.3. Texto de Rótulos 
6.2.3.2,2.1. Texto rínimo de envase primario cuando 62 producto Veva 
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envase secundario, 


- Nosbre del producto, comercial y genérico 

- Contenido del o los principios activos por unidad de forma 
Farmacéutica, por unicad de dosis u otras formas de expresión que 
corraspondan. 

- Vía de administración excepto para comprimidos, comprimidos 
recubiertos, grageas y cópsulas de uso oral, cuando no haya 
especificación en contrario. 

- Contenido del envase primario excepto en blisters y laminados (Tiros), 
expresado en £g, ml o unidades de forma farmacéutica según corresponda. 
- Nombre de la expresa productora /elaboradora. 

- Fecha de vencimiento. 

- Núnero de lote 


- Casos Especiales, inyectables de pequeño volumen: (en este caso la 
autoridad sanitaria podrá autorizar excepciones en lo referente a] tamaño 
de letra exigido en el £ten 6.2.3.2.1.). 


- nombre comercial y genérico, 

- concentración, 

- vía de administración (abreviada), 

- fecha de vencimiento y número de lote o partida, 

- identificación de la expresa (nombre de la empresa abreviado),- 
-= contenido expresado en nl. 


56.2.3.2.3.2. Texto mínimo de envase primario cuando el producto no lleva 
envase siácundario ídem ¿il Íter 6.2.3.2.3.1. nds el contenido del 
prospecto no incluido en este 1tea 


6.2.3.2.4. Texto de Estuches 


6.2.3.2.4.1. Cuando la unidad de venta presenta prospecto, los estuches 
deberán contener la siguiente información: 

A. INFORMACION GENERAL 

- Houbre del producto 

- Nombre genérico 

- Coricentración o dosis por unidad de forma farmacéutica 

- Fórmula cualicuantitativa por unidad de farma farmacéutica, por unidad 
de dosis u otras formas de expresión que correspondan (incluye sólo 
principios activos, con su denominación genérica). 

- Forma farmacéutica, vías de adninistración modo de empleo y dosis 
ususl. 

- Nombre y dirección de la empresa productora/elaboradora. 

- País de origen. 

- Ferha dí vencinitat:, 

- Nónero de lote. 

- Condiciones de conservación (segón 20 disponga la autoridad 
sanitarip). 

- Información sobre 31 producto: ver pruspeLlo. 

+ Mantener fuera del nicance de los niños./Todo medicamento deve ser 
mantádo fora do vlcance des crisnpos/ 

- Muestra médico/profesional (cuando corresponde). 

- Contenido de la unidad de vente expresado en g/si o unidades de Farsa 
farmacéutica según correspunaa. 

Para productos de venta libre 

- Siga correctemente el modo de usar, no desopareciendo los síntonas 
consulte a su médico./Síga corretamente o modos de usar, náo 
cesaparacendo 6s sintomas procure orienticdo nédicas 


B. INFORMACION REFERIDA AL PAIS RECEPTOR 


- Número de Registro/Certificado del producto 

- Nonbre y dirección de la enpresa solicitante mencionada an el £ften 
6.2.2.1 

Director Ténico/Parascóutico Aesponsable/Regente 

- Condición de vente y restricciones de uso, de acuerdo a las normes del 
país raceptor (sz incluye texto y otras formas Visuales de 
idertificación) 

6.2.3.2.4.2. Cuando la unidad de verta no prasenta prospecto deberá 
contener la inforgsción descripta para sl estuche en el item 6.2.3.2.4.1. 
más el texto del prospecto no incluido según lo establecido en el 1ten 


6.2.3.£.d. 
6.2.4. PLAZO PARA CONCLUSIÓN DEL PROCESO 


El nlaro serf de 129 días corridos 2 puctia dy Le presaniación de Lodas 
las irforasciones estabiecións en los requisitos ce registro. Este plaro 
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será suspendido toda vez que, a pedido de la Autoridad Sanitaria, el 
solicitante deba incorporar inforsación adicicnal hasta que la misma se 
considere suficiente. En todos los casos, la suspensión del plazo deberá 
estar fundamentada. La Autoridad Sanitoria establecerá un plazo máximo 
para el cunpliniento de la exigencia o presentación de justificación de 
no cumplimiento de la misas. Cuando no hubiere cualquier manifestación 
por parte de la Autoridad Sanitaria en el plazo de 129 días corridos el 
producto estará autométicaaente registrado por plazo 
perentorio/vencimiento de plazo/decurso de prazo/y será enviado 
inmediatamente para publicación. En cualquier situación el tiempo total 
de tramitación del proceso no excederá a 188 días corridos 


Los cuatro Estados Partes se comprometen a informar quincenslaente, los 
registros otorgados en un boletín secuencial y en forma padronizadoa. 
La publicación incluirá la siguiente información: 


principios activos y concentraciones 

forma Farmacéutica 

vía de administración 

indicación terapéutica 

posología 

denominación comercial 

enpresa registrante 

fecha de presentación de solicitud de registro 
fecha en que se otorga el registro 


6.2.5 PIAZO DE COMERCIALIZACION 


Desde ul nomento de la concesión del registro la empresa tendrá un plazo 
de hasta un año para iniciar la cosercíslización, prorrogable por un 
plazo adicional de seis meses por razones justifícadas a criterio de la 
fartoridad sanitaria. La solicitud de prorroga generará un nuevo pago de 
la tasa de registro establecida por la Autoridad Sanitaria. 


Si vencido el plazo de comercialización, el producto no fue lanzado en el 
mercado, el registro queda sutonáticamente cancelado. La empresa no podrá 
solicitar suevo registro hasta transcurridos dos años, salvo que el 
impedimento para la comercialización no sea responsabilidad del titular 
del registro. 


Recibido par 0. O. el 15 de Dctubre de 1999 


6 de julio de 2016 


6 de julio de 2016 


CÁMARA DE SENADORES 


Montevideo, 6 de julio de 2016 


Sr. Presidente de la Cmara de Senadores 
Lic, Raúl Sendic 
PRESENTE 


De mi mayor consideración: 
De acuerdo con lo dispuesto por el art. 172 del Reglamento de la Cámara de Senadores 
solicito a Usted se dé curso a la siguiente exposición escrita: 


En el año 1998, 26 niños sufrieron una infección por la bacteria Escherichia Coli en un 
parque acuático (White Water Park) de Cobb County, Atlanta, Estados Unidos, 7 de 
ellos debieron ser hospitalizados y uno falleció. 

La noticia hizo poner en aviso no solamente a parques acuáticos y piscinas públicas y 
privadas de ese país, sino que tuvo repercusión mundial. 

Quince años después, el CDC (Centro de Control de Enfermedades) al realizar un 
control de los filtros de las piscinas de Atlanta, constata la presencia de la bacteria 
Pseudomona Aeruginosa en 59% y Escherichia Coli en 58%. Ello motivó que en su 
informe semanal del 17 de mayo de 2013, el CDC analizara el caso y alertara a la 
población que esas bacterias podían llegar a la piscina por “incidentes” de diarrea fecal 
en la piscina, falta de higiene, escapes de materias por los pañales descartables de los 
niños, etc., recomendando ducha obligatoria, higiene de manos al concurrir a los 
servicios higiénicos y repetir esa visita cada sesenta minutos. 

En 2013 es publicado un trabajo científico (el cual se adjunta) en la revista BOLETÍN 
DE MALARIOLOGÍA Y SALUD AMBIENTAL Enero-Julio 2013, Vol. LIM (1): 37 — 
45 titulado: “Calidad bacteriológica de aguas en piscinas públicas y privadas de la 
ciudad de Cumaná, estado Sucre, Venezuela” por las doctoras Rosa Martínez y Luzmila 
Albarado. En el mismo, para evaluar la calidad bacteriológica de las aguas en piscinas 
de esa ciudad de Venezuela, se recolectaron muestras de aguas en una piscina pública y 
cuatro privadas tomando dos muestras semanales durante dos meses antes y después de 
la limpieza. Se cultivaron las siguientes bacterias: Klebsiella pneumoniae, Escherichia 
Coli y Pseudomonas aeruginosa. Estos resultados indican una constante contaminación 
bacteriana y riesgo sanitario. 

Es decir, Sr. Presidente, que está científicamente demostrado que una gran variedad de 
enfermedades ha sido reportada como resultado del mantenimiento y uso inapropiado de 
las piscinas. Lo que es aún peor es que los casos registrados se han ido incrementando 
en los últimos años y son atribuidos al incremento en la popularidad de las piscinas, ya 
que la calidad microbiológica se relaciona directamente a la contaminación transferida 
por los usuarios. 

Además, indudablemente, el aspecto más importante a controlar dentro de la vigilancia 
epidemiológica de estas zonas recreativas es la calidad fisicoquímica y microbiológica 
de sus aguas, ya que la primera condición que debe cumplir el agua de las piscinas es la 
de su pureza bacteriológica, es decir, estar exenta de microorganismos patógenos 
capaces de afectar la salud de los bañistas. Asimismo, han de controlarse aquellos 
parámetros fisicoquímicos que puedan dar lugar a cualquier tipo de trastorno o molestia. 
Si tenemos en cuenta que su uso está sometido a una d incesante y creciente por 
parte de la población, no sólo como lugar de esparcimiento, sino también para la 
práctica de deportes e incluso para la recuperación y rehabilitación en ciertas patologías, 
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enfermedades y dolencias, está suficientemente justificada la necesidad de llevar a cabo 
un riguroso control de la calidad de sus aguas debiendo ser, dicho control, el adecuado 
para realizar una evaluación correcta del estado del agua y de los métodos de 
tratamiento a los que es sometida. 

Es por esta razón que, hace poco más de un año (en noviembre de 2014) la Consejería 
de Sanidad y Politica Social, Dirección General de Salud Pública y Adicciones de 
Murcia, España, publicó un Manual de Piscinas el cual, despertó nuestro interés y se 
adjunta a la presente. Este Manual es editado 53 altos después de la Publicación de la 
Orden de 31 de mayo de 1960 sobre piscinas públicas, reguladora hasta ese momento 
del funcionamiento de las piscinas de carácter público. El Manual, está contenido en el 
Real Decreto 74212013 del 27 de setiembre de 2013 y Sus correcciones del 12-11-2013 
y 27-06-2014 y en el mismo se establecen los criterios técnico-sanitarios a observar en 
las piscinas, actualiza y describe los criterios sanitarios básicos y mininos de la 
normativa de piscinas en el ámbito nacional, dada la importancia que el uso de éstas 
supone para la salud humana. Es decir que desde la Corona de España primero y ahora 
la provincia de Murcia le vienen prestando suma atención a este delicado tema. Otro 
tanto ocurre en Chile qon el Reglamento de Piscinas de uso público aprobado por el 
Ministerio de Salud en el año 2002. 

En nuestro país el Digesto de la Intendencia de Montevideo recoge una vieja resolución 
del año 1974 es por ello que pregunto Sr. Presidente ¿no sería razonable que se 
analizara la situación en detalle a nivel nacional y departamental actualizando la 
normativa, adecuándola a las nuevas tecnologías haciéndolo extensivo a todo el 
territorio nacional, teniendo además especial cuidado en contemplar zonas termales y 
parques acuáticos con su creciente afluencia de turistas? 

Es por estos motivos que solicito a usted que la transcripción de mis palabras, así como 
el material que adjunto, sean remitidos a los Ministerios de Salud Pública, de Vivienda 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y Turismo, Intendencias Municipales, 
Juntas Locales, Alcaldías, ASSE y prensa en general. 


Muchas gracias. 


Sr. Villalba 
Senador 
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Documentación aportada por el señor senador 


Región de Murcia Servicio de Sanidad Ambiental T. 968 362 577 

Consejería de Sanidad y Política Social 03 308 040 
ivecdón G 5 Ronda de Levante, 11 - 4? pl 

E cs ds 20008 Murda sanambilistas.carm.es 


SINTESIS Real Decreto 742/2013, DE CRITERIOS 
TÉCNICO-SANITARIOS DE LAS PISCINAS. 


1. PISCINAS DE USO PÚBLICO: 


Son piscinas abiertas al público o a un grupo definido de usuarios, no destinada 
únicamente a la familia e invitados del propietario u ocupante, con independencia 
del pago de un precio de entrada. 
= Tipo 1 Piscinas donde la actividad relacionada con el agua es el objetivo 
principal, como en el caso de piscinas públicas, de ocio, parques acuáticos o 
spas. 
= Tipo 2. Piscinas que actúan como servicio suplementario al objetivo 
principal, como en el caso de piscinas de hoteles, alojamientos turísticos, 
camping o terapéuticas en centros sanitarios, entre otras. 


11. Piscinas de uso público Tipo 1 y Tipo 2. 


+ El titular de la piscina deberá comunicar la apertura de la misma a la 
autoridad competente, antes de su entrada en funcionamiento, tras 
las obras de construcción o modificación de la misma 


(sanambiOlistas, carm.es). 

+ Iniciada la actividad, el funcionamiento de la piscina es una 
responsabilidad exclusiva del titular. 

+ El titular deberá registrar los datos relativos al autocontrol y 
situaciones de incidencias e incumplimiento, con las medidas 
correctoras adoptadas, preferentemente en soporte informático. 

+ La autoridad competente pondrá a disposición de los titulares, una 
guía para el diseño del programa de autocontro! de piscinas o en su 
defecto, un programa de vigilancia sanitaria de las piscinas. 


+ Las de nueva construcción o reforma deben cumplir con Real 
Decreto 314/2006 (CTE!) y Real Decreto 1027/2007 (RITE?). 

+ El titular de la piscina velará para que sus instalaciones tengan los 
elementos adecuados para prevenir los riesgos para la salud y 
garantizar la salubridad de las instalaciones. 


+ La calidad del agua debe cumplir con los parámetros del Real 
Decreto. 

+ Debe estar filtrada y desinfectada antes de entrar al vaso. 

+ Los tratamientos no se realizarán directamente en el vaso, 


1 CTE: Código Técnico de la Edificación. 

2 RITE: Reglamento de Instalaciones Térmicas en los Edificios 

2 En relación con los productos químicos utilizados para el tratamiento del agua del vaso, deberán 
de disponer de las fichas de datos de seguridad (FDS) actualizadas de los productos que utilicen y 
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+ Serán de tipo de producto 2: Desinfectantes utilizados en los ámbitos 
de la vida privada y de la salud pública y otros biocidas. 

+ El resto de productos cumplirán con el REACH* (Reglamento (CE) n.2 
1907/2006). 

+ Las nuevas piscinas o de modificación constructiva del vaso, deberán 


desempeño de esta actividad. 


+ Los laboratorios que analicen las muestras de agua de piscina 
deberán tener implantado un sistema de calidad. 

+ Los kits usados en los controles del agua de la piscina, deberán 
cumplir con la norma UNE-ISO 17381 «Calidad del agua, Selección y 
aplicación de métodos que utilizan kits de ensayo listos para usar en 
el análisis del agua» u otra norma equivalente. 

+ El titular de la piscina deberá disponer de procedimientos escritos de 
los métodos de análisis ín situ utilizados para la cuantificación de los 
parámetros y los límites de detección o de cuantificación. 


+ El agua del vaso deberá contener desinfectante residual y tener 
poder desinfectante. 

+ El agua del vaso deberá cumplir con los requisitos que se especifican 
en el Anexo 1. 

+ El aire del recinto de los vasos cubiertos o mixtos y en las salas 
técnicas, no deberá ser irritante para los ojos, piel o mucosas y 
deberá cumplir con los requisitos que se especifican en el Anexo 11. 


+ El titular de la piscina deberá controlar en cada vaso, como mínimo, 
los parámetros establecidos en los Anexos 1 y 11. 
+ Seefectuarán los siguientes controles del agua: 

- Control inicial: Si el agua de aporte al vaso no procede de la 
red de abastecimiento público o si el vaso está cerrado más 
de 2 semanas. Parámetros Anexos | y II. Quincena anterior a la 
apertura piscina. 

- Control de rutina: al menos 1 vez /día y antes de abrir la 
piscina, en los puntos de muestreo establecidos: pH, 


seguir las instrucciones incluidas en las mismas. También deberán ponerse en contacto con sus 
proveedores si dispone de Información nueva acerca de los peligros de un producto que no estén 
incluidos en las FDS o si piensa que las medidas de gestión de riesgos no son apropiadas. Para los 
biocidas (desinfectantes y alguicidas), además de lo anterior, deberán estar inscritos en el Registro 
de Plaguicidas del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e igualdad: .. 

] ? asss e oh dadanos/s; dA D O prodOuimico tm; as, 


YA ESO 1 G 


Piscinas) 
4 Registration, Evaluation, Authorisation and Restriction of Chemicals (Registro, Evaluación, 
Autorización y Restricción de Sustancias Químicas). 
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desinfectante residual, turbidez, transparencia, temperatura, 
tiempo de recirculación, 
- Control periódico: mensual, parámetros de los Anexos 1 y IL en 
los puntos de muestreo establecidos. 
+ Seefectuarán los siguientes controles del aire: piscinas cubiertas o 
mixtas. 
- Humedad relativa, t* ambiente y CO»: Inicial, rutina o 
periódico, 
+ El titular de la piscina dispondrá de un protocolo de autocontrol que 
estará en la instalación y que contemplará, al menos: 
- Tratamiento del agua de cada vaso. 
- Control del agua. 
- Mantenimiento de la piscina. 
- Limpieza y desinfección. 
- Seguridad y buenas prácticas. 
- Plan de control de plagas. 
Gestión de proveedores y servicios. 
. Suaciones de sconpliaaiantos serán aquellas en las que no se cumpla lo 
dispuesto en el anexo 1, 1! o HL 
+ El titular investigará inmediatamente el motivo del incumplimiento, 
y adoptará las medidas correctoras y preventivas necesarias. 
+ Realizará comprobación que el motivo de incumplimiento se ha 
corregido. 
+ Se cerrará el vaso al público, hasta que se normalicen sus valores, 
cuando: 
- El titular o la autoridad sanitaria considere que existe de 
forma inminente un riesgo para la salud de los usuarios. 
-  Trasel control de rutina y/o periódico, se presentan las 
condiciones de cierre del vaso del Anexo 1. 
- Enel agua del vaso hay presencia de heces o vómitos u otros 
residuos orgánicos visibles, 

» Situaciones de incidencia: Son ahogamientos, ahogamientos con resultado 
de muerte, lesiones medulares, traumatismos craneoencefálicos, 
quemaduras graves, electrocución, intoxicación por productos químicos u 
otras, que se puedan producir en los usuarios o personal de la instalación. 

+ El titular deberá realizar las gestiones oportunas para conocer las 
causas, así como adoptar las medidas correctoras y preventivas. 
+ El titular deberá informar a la autoridad competente 


(sanambi0listas.carm.es). 
= Información al público: El titular dispondrá en lugar accesible y fácilmente 
visible: 
+ Resultados de los últimos controles realizados (inicial, rutina o 
periódico), indicando vaso, hora y fecha de toma de la muestra, 
+ Situaciones de incumplimiento del anexo l o II, medidas correctoras 
y recomendaciones si hubiera riesgo para la salud. 
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+ Material divulgativo sobre prevención de ahogamientos, 
traumatismos craneoencefálicos, lesiones medulares y protección 
solar (sólo piscinas descubiertas). 

+ Información sobre las sustancias químicas y mezclas utilizadas en el 
tratamiento. 

+ Información sobre la existencia o no de socorrista y las direcciones y 
teléfonos de los centros sanitarios más cercanos y de emergencias. 

+ Normas de utilización de la piscina y derechos y deberes para los 
usuarios de la misma. 
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2. PISCINAS DE USO PRIVADO 


Aquellas piscinas destinadas únicamente a la familia e invitados del propietario, u 

ocupante, incluyendo el uso relacionado con el alquiler de casas para uso familiar, 
= Tipo 3A: Piscinas de comunidades de propietarios, casas rurales o de 

agroturismo, colegios mayores o similares. 

» Tipo 3B: Piscinas unifamiliares. 

2.1. Piscinas de uso privado Tipo 3A. 
= Características de la piscina: 

+ Las de nueva construcción o reforma deben cumplir con Real 
Decreto 314/2006 (CTE) y Real Decreto 1027/2007 (RITE). 

+ El titular de la piscina velará para que sus instalaciones tengan los 
elementos adecuados para prevenir los riesgos para la salud y 
garantizar la salubridad de las instalaciones. 


+ La calidad del agua debe cumplir con los parámetros del Real 
Decreto. 

+ Debe estar filtrada y desinfectada antes de entrar al vaso. 

+ Los tratamientos no se realizarán directamente en el vaso. 

= Productos químicos para el tratamiento del aguas, 

+ Serán de tipo de producto 2: Desinfectantes utilizados en los ámbitos 
de la vida privada y de la salud pública y otros biocidas. 

+ Bl resto de productos cumplirán con el REACH (Reglamento (CE) n.2 
1907/2006). 

+ Las nuevas piscinas o de modificación constructiva del vaso, deberán 
contar con sistemas automáticos o semiautomáticos de productos. 


+ El agua del vaso deberá contener desinfectante residual y tener 
poder desinfectante. 
+ El agua del vaso deberá cumplir con los requisitos que se especifican 
en el Anexo I. 
= Situaciones de incidencia: Son ahogamientos, ahogamientos con resultado 
de muerte, lesiones medulares, traumatismos craneoencefálicos, 
quemaduras graves, electrocución, intoxicación por productos químicos u 
otras, que se puedan producir en los usuarios o personal de la instalación. 


5 En relación con los productos químicos utilizados para el tratamiento del agua del vaso, deberán 
de disponer de las fichas de datos de seguridad (FDS) actualizadas de los productos que utilicen y 
seguirlas instrucciones incluidas en las mismas. También deberán ponerse en contacto con sus 
proveedores sí dispone de información nueva acerca de los peligros de un producto que no estén 
incluidos en las FDS o 5i piensa que las medidas de gestión de riesgos no son apropiadas. Para los 
biocidas (desinfectantes y alguicidas), además de lo anterior, deberán estar inscritos en el Registro 
de Plaguicidas del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad: 


BOD,.eS tal/prod Quimicos 
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+ El titular deberá realizar las gestiones oportunas para conocer las 
causas, así como adoptar las medidas correctoras y preventivas. 

+ El titular deberá informar a la autoridad competente 
(sanambiOlistas.carm.es). 


+ Información sobre las sustancias químicas y mezclas utilizadas en el 
tratamiento. 

+ Información sobre la existencia o no de socorrista y las direcciones y 
teléfonos de los centros sanitarios más cercanos y de emergencias. 

+ Las normas de utilización de la piscina y derechos y deberes para los 
usuarios de la misma. 


2.2. Piscinas de uso privado Tipo 3B. 
= Situaciones de incidencia: Son ahogamientos, ahogamientos con resultado 
de muerte, lesiones medulares, traumatismos craneoencefálicos, 
quemaduras graves, electrocución, intoxicación por productos químicos u 
otras, que se puedan producir en los usuarios o personal de la instalación. 
+ El titular deberá realizar las gestiones oportunas para conocer las 
causas, así como adoptar las medidas correctoras y preventivas. 
+ El titular deberá informar a la autoridad competente 
(sanambiOlistas.carm.es). 
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[PIECINAS, — Aprobación de las normas para la habilitación de públicas 
-Y privadas.) 


DECRETO N* 16,235 


LA JUNTA DE VECINOS DE MONTEVIDEO, 
DEORETA: 


*-—Las piscinas a los efectos de este Decreto se dividen en 


: 


previamente, presentará 
de construcción con detalle de todas las instaliciones ante los 


an. -—L > da y e 

as 

Art. 3? —Las piscinas públicas deberán tar 

de hablita ante los Servicios de Salubrí que lo rá lu 

de examinar las condiciones de AE 

del agua, hecho por intermedio de los Servicios de Laboratorio de Higiene. 
Art 4 — Las en los artículos anteriores que ya 


plecina autorizada deberá asimismo cumplir los trámites detallados an- 
tarlormen 


te, 
y verificación del cumplimiento delas exigoncias de este Decreto. 

do a ? q q —Á deberán estar E, A de mo- 

Art. ”—la construcción de las piscinas se ajuslará a las siguientes 

A ds 

Zadas expresamente por le” Disección del Departamento de Higiene 


d) el declive de la plecina será suave basta la profuádidad de 1 m, 65. 
La pendiente será de 1/15 (6.6%) en esa zona; 
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e) da protnáldel em la parte más bona no acá, inferior a 1 mt. 00 


14 ángulos romos en los Agcains y sn Jas pemalatass 
las canelctas (gargantas de desborde) deberán disponer de un de- 
ve y caños de salida suficientes para permitir su 


como mmáxdimo, de 180 m.2 por metro cuadrado por día 
Art. 13, — El sistema de abastecimiento de agua de la piscina no de 
permitir interconexión con la red pública de abastecimiento de agus. 
Art. 14. —Las instelaciones de de la piscina no deberán tener 
conexión directa con lon desagies sani internos o con la red de sanea. 
miento en condiciones el reflujo, 
Art. 15, —El agua de las piscinas deberá presentar a pe 


par 
por millón, 

de higlenización de agua fuera del 
deberá ser apróbtado por los Servicios de 
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oo — PA te de E, coll 

y un 
escio de 10 coliformes expresados como NMÉ por 190 de agua, según 
puto de miemtiano de tubos de 10 ce, 1 Qudo de A 00 yl tudo de 
por 


g 


a mamento, después de la extracclón 
as 
Art, 20,-—El análisis bacterlológico se expresará como ACEPTABLE 


II (sutisftectodas) serán las que presenten un NMP de coll. 
de 1 y. menor de 22, 
or E e que presenten un NMP -de colifortnes 


e ; 
Llevará la calificación bacter! ca de "N ble" toda 
il + mg e E >< e. 


respiratorias. 
Art. 23.— Todo concurrente a una piscina está obligado a tomar pre- 
A A A 


E A o a E 
a 
limpieza adecuado, lo que rige también para la roya propiedad de los 
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acceso plsci: 
su por ellos, Tendrán una 1 de 3 mts, y una pro- 
tuncidad de ems. manteniéndose un nivel agua de 2) cms, como 


Art. 29.—- Todas las Instalaciones contarán con sistemas de ventilación 
adecuados deberán str sabados sentía corsesponde, por los Barvitios 
de Xdificación, Instalaciones 5 7 TA dad. 

Art. 30.—A los espectadores les prohibido tranalter por las zonas 

A cen de pe rán das ' certi 

rt 31.— se , personas que . 
Am o por los Servicios de Salas . 

Los actuales tendrán ur plazo de £60 días para su obtención. 

Art. 32,—-So pe ct eos E a E A A 
para tareas de salvataje por cada 40 bañistas, no pudie estar la piscina 
en funcionamiento sin su presencia, 

= == asimiemo un número adecuado de dispositivos salvavidas unidos 
a cu 

Art. 33. —Las disposiciones de este Reglamento atinentes a los bañís. 


tas Piscina, 

Art. 34, —El to, de las di del te decroto 
A O E 
máximo legal autorizado por la Ley, pudiéndose la inhabilitación 

de la piscina cuando la gravedad o reiteración de las faltas 


Roger Monteagudo 
RESOLUCION N* 24.888 Montevideo, enero 8 de 1974. 
VISTO: el Decreto N* 16,235 sancionado por la Junta de Vecinos de 
Y y tevideo con fecha 2 de enero del año y recibido por este 
Ejecutivo el 7 del mismo mes, por el cual, de conformidad con ción: 
N' 24115, de 14 do diclembro de 1973, so aprueban normas para la habil. 


Promúlgase; publíquese; hágase saber a ln Junta de Vecinos de Monte 
video; incorpórese al Registro correspondiente; comuníquese a la Asesoría 
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ai Dn y El pro a Ta Pronsa; y transcribase 
sus antecedentes— al Departamento de de Higiene y Asistencia Social. 


Dr. Oscar Y. Rachetti 
Dr. Ariel Correa Vallejo A 


Secretario General 
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¿HD CU 
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MED 
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CRD CH 


Eficacia y actividad residual del regulador de crecimiento pyriproxyfen sobre 
larvas de Aedes aegypti (Diptera: Culicidae) en condiciones de laboratorio 


Bartí Mosor Jesús, Manzo Demary, Romos Mariela, Guerra Luts Antonio. 


¿E CE 


Reportes epidemiológicos 


Susceptibilidad a la fiebro amarilla en el municipio Infante, estado Guárico, 
Venezuela, 2010 i 
Hornándoz Muñoz Tuba Moria, Delgado Virginia, Maranjo Garcia Moria Margarta, 
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CE CIO 


Récord de incidencia malárica en Venezueía 
Cáceros Garcia Jose Luis. 


CE CH 


Notas científicas 


Aodes (Stogomyla) albopictus (Skuso) (Diptera: Culicidae) en los estados 
Monagas y Guárico, Venezuela 
Quinto Frontaco Carlos, Frontedo Mortencia, Ledezma Marin, Polanco Rodríguez Géreday, 


Montenegro .horinett, Naranjo José F, 
CE CH 
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a “HO 
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de laboratorio 
A AE dadas | 
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Mayaro para el Ecuador 


Nawawo Cottro Juan Cotos, Ponco Patricio, Covalos Varsovia. 
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SO0E  soLerín OFICIAL DEL ESTADO ¿ls 
Núm. 156. Viernes 27dojuniode 2014 Sec.l Pág 49585 
|, DISPOSICIONES GENERALES 


MINISTERIO DE SANIDAD, SERVICIOS SOCIALES E IGUALDAD 


6730 Corrección de errores del Real Decreto 742/2013, de 27 de septiembre, por el 
que se establecen los criterios técnico-sanitarios de las piscinas. 


Advertido error en el Real Decreto 742/2013, de 27 de septiembre, por el que se 
establecen los criterios técnico-sanitarios de las piscinas, publicado en el «Boletín Oficial 
del Estado» número 244, de 11 de octubre de 2013, se procede a efectuar la oportuna 
rectificación: 


En la página 83133, se sustituye el anexo Il «Parámetros indicadores de calidad del 
aire» por el siguiente: 


ANEXO Il 
Parámetros indicadores de calidad del aire 
Se medirá en aire, en el caso de piscinas cubiertas: 


La temperatura seca del alre de los locales que alberguen 

piscinas climatizadas se mantendrá entre 1 *C y 2 *C por 

encima de la del agua del vaso, exceplo vasos de hidromasaje 
tera 


La concentración de CO, en el aire del recinto de los vasos 
cubiertos no superará más de 500 ppm (en volumen) del CO, 
del gira exdteñor. 
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BOE —soLerÍN OFICIAL DEL ESTADO ¿ls 


Núm. 271 Martes 12 de noviembre de 2013 Sec.!. Pág. 90434 


I. DISPOSICIONES GENERALES 
MINISTERIO DE SANIDAD, SERVICIOS SOCIALES E IGUALDAD- 


11796 Corrección de errores del Real Decreto 742/2013, de 27 de septiembre, por el 
que se establecen los criterios técnico-sanitarios de las piscinas. 


Advertido error en el Real Decreto 742/2013, de 27 de septiembre, por el que se 


establecen los criterios técnico-sanitarios de las piscinas, publicado en el «Boletín Oficial 
del Estado» n.” 244, de 11 de octubre de 2013, se procede a efectuar la oportuna 


rectificación 
Se sustituye el Anexo | «Parámetros indicadores de calidad del agua» por el siguiente: 
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ANEXO | 
PARÁMETROS INDICADORES DE CALIDAD DEL AGUA 


: pueda distinguir el desagúe 
del fondo o el disco de Secchi 


Desintectante residual: 


Cloro libre | 0,5—2,0 Cla 
residual 
Cioro combinado mgL 
residual 
Bromo total 2-5 mgyL Br: superación de 
A piscinas 
se intensificará la renovación del elre. 
= A En caso superación de 150 mg/L se cerrará 
e el vaso hasta normalización del valor. 
An. Tilclorolsociamieloo. 


Se controlará cuando | En caso de superación de 3 mg/L se cerrará 
se utilice cloro o |el vaso hasta normalización del valor; en 
del cubiertas 
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Condicia 's para el cl del vaso 


autoridad | compatante 
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5) PEDIDOS DE INFORMES SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «El señor 
senador Guillermo Besozzi solicita, de conformidad con 
lo establecido en el artículo 118 de la Constitución de la 
! república, se curse un pedido de informes con destino a 
Informes. la Oficina Nacional del Servicio Civil, relacionado con los 
funcionarios declarados excedentarios. 
(Se da del siguiente). —OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un pedido de 
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(Texto del pedido de informes). 


Montevideo, 28 de junio de 2016.- 


Presidente de la Cámara de Senadores 
Lic. Raúl Sendic 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Amparado en las facultades que me confiere el artículo 17 de la Ley 
16134 y el artículo 118 de la Constitución de la República solicito se curse el 
siguiente pedido de informe a la Oficina Nacional de Servicio Civil con 
referencia al cantidad de funcionarios que se encuentran declarados 
excedentarios. 


Estos días se comienza a analizar en el Parlamento Nacional una nueva 
Rendición de Cuentas. Esta iniciativa del Ejecutivo se identifica en esta 
oportunidad por el estado de crisis o casi crisis en que vive el país depende 
de quién realice la interpretación de la situación-, en el déficit fiscal, en el 
aumento de la recaudación por medio de un aumento de la carga impositiva y 
en una aparente mejora en la gestión de los gastos públicos. 

Sin entrar a analizar en esta oportunidad si las medidas aconsejadas son 
las ideales ni porque llegamos a esta situación, entiendo, como legislador 
nacional, debemos centrar nuestra atención en una mejora de gestión y en un 
contro! del Estado. 

Es en este sentido, a efectos de realizar una mejor administración de los 
dineros públicos y de los funcionarios públicos, entiendo que debemos analizar 
la plantilla de funcionarios que revisten en el Estado y realizar una correcta 
distribución de los mismos. 

En el Estado, desde hace años, por reestructura u otros motivos, se han 
declarado excedentarios a muchos funcionarios del Estado. 
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Esta declaración de excedencia lleva a una injusta situación: el 
funcionario cobra su sueldo sin trabajar pero, como contrapartida, se le limita o 
coarta su derecho a la carrera administrativa. En esta situación están muchos 
funcionarios públicos que, sin trabajar, sin hacer nada, cobran su sueldo. La 
administración de turno, en este dificil periodo que está atravesando nuestro 
país, debe realizar una correcta y eficiente administración del personal 
utilizando el personal presupuestado al que ya se le paga el sueldo. 

Nuestro país necesita ajustarse el cinturón, estamos inmersos en una 
crisis y, lo que no hicimos en tiempo de bonanza, debemos hacerlo ahora 
gestionando y administrando mejor el dinero de todos. 

Una de las formas de recorte de gasto o de mejor administración de las 
arcas públicas debe ser la reincorporación de los funcionarios excedentarios —a 
los que ya se les está pagando un sueldo- a las tareas, en lugar de seguir 
contratando o presupuestando funcionarios. 

Por todo lo expresado es que solicito a la ONSC me informe: 


1) Que cantidad de funcionarios se encuentran declarados 
excedentarios. 

2) A que organismos pertenecen 

3) Desde que fecha están declarados excedentarios y los motivos de 
esta declaración 

4) Cuál es el monto mensual .que se abona por cualquier concepto a 
estos funcionarios del Estado. 

5) Frente a un llamado de personal tanto sea idóneo o no, de cualquier 
oficina o ente público, se consulta a los excedentarios si están 
interesados en ese puesto, 

5) Cualquier otro punto vinculado a este_ tema 
competente estime pertinente informag LT 


O 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de otro pedido lo establecido en el artículo 118 de la Constitución de la 
de informes. república, se curse un pedido de informes con destino al 
Ministerio de Desarrollo Social, y por su intermedio al 
(Se da del siguiente). Instituto Nacional de Alimentación, relacionado con la 
suspensión de servicios en algunos puntos del interior 

SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «La seño- del país. 


ra senadora Carol Aviaga solicita, de conformidad con —OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO». 


6 de julio de 2016 
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(Texto del pedido de informes). 


Saluda a usted atentamente, 


Montevideo 30 de junio de 2016 


Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Raúl Sendic 


De mi consideración: 


De acuerdo con el artículo 118 de la Constitución de la 


República solicito a Ud. elevar el presente pedido de informes al Ministerio de 
Desarrollo Social, Instituto Nacional de Alimentación. 


Durante el último Congreso de Intendentes, se informó que el INDA ha suspendido 
distintos servicios en el interior del país, favor informar las razones: 


1: Cese del apoyo al servicio del “Plato Caliente” en Cerro Largo. Clarificar 


razones de la suspensión de la ayuda alimenticia y alternativas que maneja el 
“Ministerio. 


. Cese del pago de partida alimenticia en centros CAIF de Barros Blancos y 


Paysandú. 
a. ¿Se extendió esta medida para otros en otros centros CAIF del país? De 
ser así especificar las razones. 
b. ¿Que alternativas de ayuda alimenticia maneja el Ministerio para los 
niños que concurren a estos centros. 


. Anuncio de cierre de comedores en Durazno, dependencias de la INDA. 


Clarificar razones de la suspensión de la ayuda alimenticia y alternativas que 
maneja el Ministerio. 


. Suspensión del envió de alimentos para estudiantes del interior de bajos 


recursos, que estudian en la capital y pernoctan en hogares estudiantiles de 
las Intendencias. Clarificar razones de la suspensión de la ayuda alimenticia y 
alternativas que maneja el Ministerio. 


Carol Aviaga 
Senadora de la Repúblic 
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6) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 22 de junio de 2016 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Raúl Sendic 


De mi mayor consideración: 


Por medio de la presente solicito al Cuerpo me conceda 
licencia al amparo del artículo 1.* de la Ley n.* 17827, de 14 
de setiembre de 2004, por motivos personales, los días 6 y 
7 de julio del corriente. 


Sin otro particular, saludo al señor presidente muy 
atentamente. 
Álvaro Delgado. Senador». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota). 
—15 en 17. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Alejandro Draper y Mer- 
cedes Antía han presentado nota de desistimiento por los 
días 6 y 7 de julio, y el señor Armando Castaingdebat por 
el día 6 de julio, informando que por esta vez no aceptan la 
convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que quedan con- 
vocados: para el día 6 de julio, la señora Beatriz Argimón, 
y para el día 7 de julio, el señor Jorge Saravia, a quienes ya 
se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 6 de julio de 2016 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Raúl Sendic 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me conceda 
licencia al amparo del artículo 1.*, inciso D, de la Ley 
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n.* 17827, de 14 de setiembre de 2004, desde el 11 al 14 de 
julio de 2016. 


Sin otro particular, saludo al señor presidente muy 
atentamente. 
Marcos Otheguy. Senador». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota). 
—16 en 17. Afirmativa. 


Se comunica que la señora Cristina Lustemberg ha 
presentado nota de desistimiento, informando que por esta 
vez no acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo 
que queda convocado el señor Saúl Aristimuño, a quien ya 
se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 5 de julio de 2016 


Señor presidente de la 


Cámara de Senadores 
Raúl Sendic 


De mi mayor consideración: 


Por medio de la presente y al amparo de la Ley n.* 17827, 
de 14 de setiembre de 2004, solicito al Cuerpo me conceda 
licencia, por motivos personales, el día 11 de julio. 


Sin otro particular, saludo a usted muy atentamente. 
Pedro Bordaberry. Senador». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota). 
—19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda convocada la señora Cecilia Eguiluz, a quien ya 
se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 


(Se lee). 


6 de julio de 2016 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 5 de julio de 2016 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 
Raúl Sendic 
De mi mayor consideración: 
De acuerdo con lo establecido en la Ley n.* 17827, de 
14 de setiembre de 2004, solicito al Cuerpo que tan digna- 
mente preside se sirva concederme el uso de licencia para 
los días 11 y 13 de julio de 2016, por motivos personales. 
Sin más, lo saludo muy atentamente. 


Luis Lacalle Pou. Senador». 


SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota). 
—18 en 19. Afirmativa. 


Queda convocado el señor Armando Castaingdebat, a 
quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 5 de julio de 2016 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Raúl Sendic 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente solicito al Cuerpo me conceda, 
al amparo del artículo 1.* de la Ley n.” 17827, licencia el 
día 6 de julio de 2016, sin goce de sueldo. 


Sin otro particular, saludo al señor presidente muy 
atentamente. 
Ernesto Agazzi. Senador». 


SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota). 
—16 en 19. Afirmativa. 
Se comunica que el señor Francisco Beltrame ha pre- 


sentado nota de desistimiento, informando que por esta 
vez no acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo 
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que queda convocado el señor Daniel Garín, a quien ya se 
ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 1.* de julio de 2016 


Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Raúl Sendic 


De mi consideración: 


Por la presente solicito a usted, de acuerdo con la Ley 
n.> 17827, inciso D, me conceda licencia a partir del día 8 
del corriente hasta el 15 inclusive, dado que me encontraré 
en Israel participando como invitada en el seminario para 
líderes de opinión de nuestro país, ofrecido por el Instituto 
Belfer para Asuntos Latinos y el Comité Central Israelita 
del Uruguay. 


Sin otro particular, saludo a usted atentamente. 
Carol Aviaga. Senadora». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota). 
—20 en 21. Afirmativa. 


Queda convocada la señora Carmen Asiaín, a quien ya 
se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 5 de julio de 2016 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 
Raúl Sendic 


De mi mayor consideración: 
Por este medio solicito al Cuerpo que usted preside 
me conceda licencia el día 6 del corriente, por razones 


particulares. 


Sin otro particular, 
Lucía Topolansky. Senadora». 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota). 
—17 en 20. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Charles Carrera, Lucía 
Etcheverry y Andrés Berterreche han presentado nota de 
desistimiento, informando que por esta vez no aceptan la 
convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que queda con- 
vocada la señora Sandra Lazo, a quien ya se ha tomado la 
promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 5 de julio de 2016 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 
Raúl Sendic 

Presente 


De mi consideración: 

Por este intermedio solicito al Cuerpo me conceda li- 
cencia, por asuntos particulares, al amparo del artículo 1.* 
de la Ley n. 17827, de 14 de setiembre de 2004, el día 6 
del corriente. 

Solicito, además, se convoque al suplente respectivo. 

Sin más, saludo atentamente. 


Marcos Carámbula. Senador». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota). 
—22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica que el señor Juan Castillo ha presenta- 
do nota de desistimiento, informando que por esta vez no 
acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocado el señor Eduardo Lorier, a quien ya se 
ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 


(Se lee). 
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SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 6 de julio de 2016 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Raúl Sendic 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me conceda 
licencia entre el 11 y el 17 del corriente inclusive, al ampa- 
ro del literal D del artículo 1.* de la Ley n.* 17827, de 14 de 
setiembre de 2004, El motivo de la misma es ser integrante 
de la delegación oficial del Uruguay que participará en la 
64.* sesión del Comité para la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer (Cedaw), que se 
llevará a cabo en la ciudad de Ginebra, Suiza. 


Sin otro particular, saludo al señor presidente muy 
atentamente. 
Mónica Xavier. Senadora». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota). 
—20 en 21. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Daniel Olesker, Julio 
Bango, Viviana Piñeiro, Yerú Pardiñas, Eduardo Fernán- 
dez, María Elena Laurnaga, Álvaro García, Hyara Rodrí- 
guez, Manuel Laguarda y Noelia Millán han presentado 
nota de desistimiento, informando que por esta vez no 
aceptan la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocado el señor Julio Pintos, a quien ya se ha 
tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 5 de julio de 2016 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Raúl Sendic 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me conceda 
licencia al amparo del artículo 1.” de la Ley n.” 17827, de 
14 de setiembre de 2004, por motivos personales, los días 
6 y 7 del presente mes. 


Sin otro particular, saludo al señor presidente muy 
atentamente. 
José Amorín Batlle. Senador». 
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SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota). 
20 en 21. Afirmativa. 


Se comunica que el señor Tabaré Viera ha presenta- 
do nota de desistimiento, informando que por esta vez no 
acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocada la señora Walkiria Olano, a quien ya se 
ha tomado la promesa de estilo. 


7) CONSECUENCIAS DEL ODIO HACIA LO 
DIFERENTE 


SEÑOR PRESIDENTE. El Senado ingresa a la media 
hora previa. 


Tiene la palabra la señora senadora Lazo. 


SEÑORA LAZO.- Señor presidente: hacemos uso de 
la palabra hoy para referirnos a una mujer asesinada a los 
41 años de edad, en Inglaterra. Nos referimos a Jo Cox, 
diputada laborista que desarrollaba una fuerte campaña 
para que Gran Bretaña no se separara de la Unión Europea. 


¿Quién fue Jo Cox? ¿Cuál fue su origen? ¿Por qué lu- 
chó? En una entrevista, ella dijo que su paso por Cambrid- 
ge fue lo que la decidió a trabajar políticamente. Provenía 
de un sector de la sociedad que allá se denomina working 
class, exactamente como aquí. Es decir que era una mu- 
jer de la clase trabajadora, y ese paso por Cambridge la 
enfrentó a la necesidad de cambiar las cosas para que las 
diferencias entre las clases sociales desaparecieran, según 
dijo: «Tras haber pasado por la experiencia de Cambridge, 
haber logrado sobrevivir a ella y reconstruirme, venir al 
parlamento ha sido un paseo». 


Es fácil saber por quiénes había tomado partido. Su 
paso por distintos lugares en el mundo, que fueron y son 
zonas de guerra, promoviendo políticas desde la ONG 
Oxfam a favor de los más desposeídos, demuestra su inte- 
rés y sus acciones consecuentes con dicho interés. 


En algún momento expresó: «He estado en situaciones 
horrorosas, en las que mujeres eran violadas repetidamen- 
te en Darfur; he estado con niños soldados a los que les 
habían dado un kaláshnikov y que habían matado a miem- 
bros de su propia familia en Uganda. He aprendido que si 
ignoras un problema, empeora». 


Su militancia contra la presencia de Gran Bretaña en 
Siria, su postura frente a la inmigración en contradicción 
con los acentos xenofóbicos de la sociedad, su férrea ac- 
tividad y empuje le ganaron admiración, pero también la 
pusieron en la mira de quienes se sienten representados 
por la derecha en su país. De hecho, el asesino que terminó 
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con su vida lo hizo al grito de «¡Britain First!» —Bretaña 
Primero—, nombre de un partido de ultraderecha. 


Hace unos días, la señora senadora Topolansky hizo 
referencia al asesinato de otra mujer cuyo papel en la so- 
ciedad de su país, Honduras, fue relevante. Berta Cáceres, 
indígena de la etnia lenca —la más numerosa en su terri- 
torio—, fue asesinada el 3 de marzo de este año. A la hora 
de su muerte tenía 44 años. Su militancia feminista y de 
defensa de los derechos indígenas, sus denuncias contra 
los intereses empresariales y en defensa del medioambien- 
te la hicieron blanco de amenazas de muerte reiteradas, 
hasta que finalmente desconocidos irrumpieron en su casa 
y terminaron con su vida. 


Podríamos, también, sumar a estos episodios otro que 
no tuvo las mismas consecuencias que los anteriores, el 
de Henriette Reker, quien en octubre del año pasado fuera 
apuñalada por un individuo en un ataque que los investi- 
gadores calificaron de xenófobo, aunque en su caso, feliz- 
mente, el agresor no pudo terminar con la vida de esta mu- 
jer que era candidata a la alcaldía de Colonia, Alemania. 


Estamos siendo testigos de estos actos en el mundo y 
es responsabilidad de todos reflexionar sobre ellos para 
estar conscientes de que existe un clima que se fomenta 
desde distintos ámbitos, un impulso de saldar de forma 
violenta debates que son propios de la ciudadanía. Ese im- 
pulso encuentra manos dispuestas entre individuos que, 
según se dice, sufren de problemas mentales. 


Es responsabilidad de todos, entonces, estar alertas 
para frenar ese clima insano antes de que encuentre ejecu- 
tores dispuestos a llevar adelante lo que se sugiere subli- 
minalmente desde distintos ámbitos: el odio hacia lo dis- 
tinto, la misoginia, la xenofobia, el odio contra todas las 
variantes de la otredad que, conocemos, promueve estos 
desenlaces. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿La señora senadora no va a 
hacer ninguna solicitud? 


SEÑORA LAZO.- No, señor presidente. 


8) REVITALIZACIÓN DE LA AVENIDA 18 DE 
JULIO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la media 
hora previa, tiene la palabra la señora senadora Pesce. 


SEÑORA PESCE.- Señor presidente: me voy a refe- 
rir, con preocupación, a un tema absolutamente local, de 
Montevideo, relacionado con trascendidos de estos últi- 
mos días sobre posibles medidas urbanísticas de revitali- 
zación de nuestra avenida 18 de Julio. 
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Esto comienza con la visita del arquitecto danés Jan 
Gehl, a quien tuve la oportunidad de escuchar durante una 
de sus exposiciones en la Facultad de Arquitectura. Se 
trata de un urbanista reconocido, que ha trabajado inter- 
nacionalmente y ha realizado interesantes intervenciones 
en muchas capitales del mundo, entre las que se destaca la 
ciudad de Copenhague. 


En su segunda visita a nuestro país promovió el estu- 
dio de las quince cuadras más importantes de la ciudad 
de Montevideo. ¿Cuál fue la conclusión? Que la avenida 
18 de Julio no tiene suficiente espacio y que lo ideal sería 
transformarla, orientándola hacia el peatón y la bicicleta. 
¿Cómo se lograría eso? Restringiendo el uso de los auto- 
móviles —precisamente en pos del peatón y de la bicicleta— 
y creando ciclovías. 


El arquitecto hizo otras recomendaciones que me pa- 
recen muy razonables en relación con el urbanismo —por 
ejemplo, en cuanto a equipamiento y espacios para Mon- 
tevideo—, pero no quiero referirme a ellas. 


Ahora bien; cuando hablamos de hacer más ciclovías, 
tengo la obligación de reflexionar acerca de si los urugua- 
yos realmente hemos incorporado la bicicleta a nuestra so- 
ciedad de manera que amerite las reformas que pretende 
hacer el arquitecto Jan Gehl. 


En el caso de Uruguay, lamentablemente, las campa- 
ñas de concientización del buen uso de la bicicleta, tan- 
to para ir a estudiar como a trabajar, no han obtenido los 
mismos resultados que en los países nórdicos o en los más 
desarrollados. 


Frecuentemente circulo por la Ciudad Vieja —última- 
mente lo he hecho también por las calles Nueva Palmira 
y Hocquart- y puedo decir que no vi una sola bicicleta 
circulando por las ciclovías, a pesar de tratarse de días 
soleados, sin viento, en los que no hacía frío y tampoco 
llovía. Creo que primero que todo hay que tener en cuenta 
las estadísticas que maneja la Intendencia de Montevideo 
sobre las ciclovías ya instaladas, para después encarar la 
construcción de más de ellas en nuestra principal avenida. 


Los señores senadores se preguntarán por qué expongo 
aquí este tema cuando los Gobiernos departamentales tie- 
nen total independencia. Lo hago porque pienso que, como 
legisladores, tenemos la obligación de tratar lo que refiere 
al urbanismo y a la planificación de todo nuestro territo- 
rio, y especialmente de nuestras ciudades, y Montevideo es 
nuestra principal urbe y 18 de Julio, su principal avenida. 


El uso o, mejor dicho, el no uso de la bicicleta segura- 
mente se deba a muchos factores, entre ellos, por ejemplo, 
la falta de intercomunicación entre las ciclovías, la mala 
señalización, tal vez la oscuridad que en algunas calles 
incluidas las cercanas a 18 de Julio— todavía estamos su- 
friendo, pero una de las más importantes es la inseguridad 
pública. Si no se mejoran primero la seguridad pública y 
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el transporte público, señores senadores, 18 de Julio no 
va a ser la excepción a la regla simplemente por la revi- 
talización planteada por el arquitecto Gehl. Por ello me 
parece bueno involucrar a todos los actores: a los expertos 
en urbanismo, a los políticos —que somos los que debemos 
velar por el buen desempeño de las medidas adoptadas en 
nuestras ciudades— y también a la ciudadanía porque, en 
definitiva, es la beneficiaria de las acciones tomadas. 


Espero que no se me malinterprete, señor presidente: 
no estoy en contra de las ciclovías ni de las bicicletas. La 
bicicleta es un elemento que, tanto para deporte como para 
actividad de esparcimiento, resulta sumamente atractivo y 
beneficioso. 


(Suena el timbre indicador del tiempo). 


—Como todos sabemos, Montevideo tiene más de 20 
kilómetros de rambla y muy poca cantidad de ciclovías 
construidas. Desde el puerto del Buceo hasta Carrasco, 10 
kilómetros de vías están esperando la construcción de ci- 
clovías; debemos evaluar la posibilidad de hacer más ciclo- 
vías para quienes deseen hacer deporte o para quienes tra- 
bajan en barrios populosos como Colón, Capurro y La Teja. 


Por lo tanto, estamos a favor de las ciclovías y la bici- 
cleta, pero lo primero y más importante es tratar de que los 
usuarios tengan la seguridad pública necesaria. 


Sí compartimos, señor presidente, la necesidad de re- 
vitalización de la avenida 18 de Julio para que resulte ágil, 
atractiva, accesible a todos los uruguayos y, por sobre to- 
das las cosas, segura. 


Era cuanto tenía para decir. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras sea 
enviada a la Intendencia de Montevideo, a los Ministerios 
de Transporte y Obras Públicas y de Vivienda, Ordena- 
miento Territorial y Medio Ambiente, así como también a 
la Junta Departamental y a los medios de prensa de Mon- 
tevideo. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción for- 
mulada por la señora senadora Pesce. 


(Se vota). 
20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
9 CONSECUENCIAS DEL ODIO HACIA LO 
DIFERENTE 
SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa pregunta nueva- 


mente a la señora senadora Lazo si desea solicitar algún 
trámite para sus palabras. 
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SEÑORA LAZO.- Así es, señor presidente. Omití 
solicitar que la versión taquigráfica de mis palabras 
sea enviada a la embajada británica, así como también 
a la Junta Departamental de Rocha y a los medios de 
comunicación del departamento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite so- 
licitado. 


(Se vota). 


—18 en 20. Afirmativa. 


10) TRASMISIÓN DE LA SESIÓN EN LENGUAJE 
DE SEÑAS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la media 
hora previa, tiene la palabra la señora senadora Aviaga. 


SEÑORA AVIAGA.- Señor presidente: para nosotros, 
esta no es una sesión más; es una sesión especial porque es 
la primera que está siendo trasmitida en lengua de señas, 
haciéndola accesible a todos los uruguayos, especialmente 
a los sordos e hipoacúsicos. 


Quiero reconocer a la presidencia de la cámara y a los 
señores secretarios, que impulsaron esta iniciativa e hicie- 
ron posible que hoy podamos marcar este hito en la histo- 
ria del Parlamento uruguayo en cuanto a inclusión en ma- 
teria comunicacional. Y quiero reconocer especialmente 
la tarea de nuestro secretario, Hebert Paguas, que recogió 
las inquietudes en la materia. 


La primera vez que hicimos uso de la palabra en esta 
cámara solicitamos tener un intérprete de lengua de señas 
para que trasmitiera nuestras alocuciones. Como todos sa- 
ben, mi hija es sorda, de modo que la intención era poder 
integrarla facilitándole la comprensión de lo que se estaba 
expresando y que lo mismo se hiciera para todos los ciuda- 
danos que están en esta situación en nuestro querido país. 
Estas personas tienen otra forma natural de comunicarse, 
a través de la lengua de señas, y la intención era que pudie- 
ran sentirse integrados. En ese momento me dijeron que 
no se podía contar con un intérprete de lengua de señas en 
sala, pero que tomarían los recaudos para que se incluyera 
esta lengua en la trasmisión de las sesiones de la cámara. 
Por lo tanto, felicito y agradezco al señor presidente Sen- 
dic y alos señores secretarios por todo el esfuerzo que han 
hecho para que hoy, por primera vez, podamos trasmitir 
esta sesión con un intérprete de lengua de señas. 


La lengua de señas favorece y posibilita la trasmisión 
del conocimiento y de la información a las personas sor- 
das, como canal básico de las relaciones individuales y 
sociales. El uso y conocimiento de una lengua como es 
la lengua de señas constituye un medio vital para el libre 
desarrollo de la personalidad y, en definitiva, para el forta- 
lecimiento de la dignidad humana en las personas sordas. 
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Se considera a la persona sorda discapacitada porque no 
puede realizar todas las actividades en forma «normal», 
ya que por su diferencia lingúística necesita de un intér- 
prete de lengua de señas. Este último es una figura muy 
importante para garantizar la accesibilidad a la comunica- 
ción de las personas sordas, usuarias de la lengua de señas. 
Se trata de profesionales cuya ética y formación especia- 
lizada facilita la comunicación entre las personas sordas 
y las oyentes. 


En nuestro país existe un cuerpo normativo específico 
para las personas discapacitadas y, en especial, para las 
sordas o hipoacúsicas. Específicamente, la Ley n.* 17378, 
que entró en vigencia en el año 2001, reconoce que la len- 
gua de señas uruguaya es la natural de toda persona sorda 
O hipoacúsica. Sin embargo, hasta el día de hoy estamos 
esperando que se reglamente. Este es uno de los grandes 
debes que tenemos. Si se reglamentara y aplicara en todo 
el territorio nacional, el Estado debería tratar de asegurar 
que todas las personas sordas tuvieran acceso a la infor- 
mación, proporcionando un intérprete de lengua de señas 
en cualquier instancia en que fuese necesario. Debemos 
tener en cuenta, por ejemplo, que cuando las personas sor- 
das tienen un problema de salud es todo un drama, porque 
se les dificulta relacionarse con el médico, expresar qué 
les pasa y entender cuál es el tratamiento que tienen que 
recibir. 


De acuerdo con un relevamiento de datos que se hizo 
en la Encuesta Continua de Hogares en el año 2011, en 
el Uruguay hay aproximadamente 120.000 personas con 
problemas de audición. A su vez, al día de hoy tenemos 
59 intérpretes egresados y 69 estudiantes avanzados, la 
mayoría de los cuales presta sus servicios en Montevideo, 
habiendo muy pocos en las capitales departamentales. El 
arancel vigente para la contratación de sus servicios es de 
1 UR —aproximadamente $ 901-— la hora. De acuerdo con 
estos datos, está claro que mientras no se reglamente esta 
ley de accesibilidad, de manera de poder contar con in- 
térpretes de lengua de señas en los servicios básicos, solo 
una parte de las personas sordas e hipoacúsicas del país 
podrán disponer de ese servicio. En la actualidad, pueden 
hacerlo solo aquellos cuya situación económica les permi- 
te solventarlo. Esto hace que para los sordos en Uruguay 
sea muy difícil tener la libertad y el derecho de comuni- 
carse en su propia lengua. 


En el día de hoy, el Parlamento está dando un gran paso 
adelante y la Cámara de Senadores ha dado el puntapié 
inicial. Esperemos que la Cámara de Representantes y los 
demás organismos del Estado continúen con la iniciativa. 


Reitero: considero muy relevante el hecho de que hoy 
estemos empezando una nueva historia de inclusión en 
nuestro país. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras 
sea enviada a la Presidencia de la República, a Apasu, a 
ASUR y a los medios de comunicación nacionales. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos las palabras de 
la señora senadora. 


Se va a votar el trámite solicitado. 
(Se vota). 


23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


11) INDEFENSIÓN DE LOS CIUDADANOS 
EN MOMENTOS DE ENLENTECIMIENTO 
ECONÓMICO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la media 
hora previa, tiene la palabra la señora senadora. 


SEÑORA OLANO.- Señor presidente: en los últimos 
días hemos escuchado en los medios de prensa de la ca- 
pital datos relativos a la situación de indefensión que pa- 
decen algunos ciudadanos frente a terceros que cumplen 
servicios para empresas públicas, así como al largo pere- 
grinar que deben padecer cuando quieren salirse de esas 
ligazones. Varios ciudadanos me han acercado la inquie- 
tud de que la empresa estatal OSE comenzó a intimar el 
pago de convenios de deudas prescritas por el paso de los 
años, algunas de ellas del año 2002. Estas deudas pres- 
cribieron, pero se está exigiendo al ciudadano su pago en 
este gris 2016. 


En el año 2003, tuve el honor de integrar el Poder Eje- 
cutivo y recuerdo que en ese momento, ante la crisis y los 
costos de las tarifas públicas, se realizaron convenios para 
que las personas pudieran pagarlos. El cumplimiento de 
algunos de ellos no fue exigido en su momento y ahora 
OSE intima a estas personas para que, además de pagar su 
tarifa mensual, se hagan cargo de los convenios de aque- 
lla época. 


Por otro lado, en los comercios establecidos flo- 
rece el otorgamiento de préstamos de dinero en efec- 
tivo, a veces enlazado a la compra de un producto y 
otras por el solo hecho de ser cliente registrado. No 
estoy hablando de la carnicería que vende fideos sino, 
por ejemplo, de farmacias que se transformaron en fi- 
nancieras porque prestan dinero contra la venta de un 
blíster de aspirinas; hablo de las farmacias, pero tam- 
bién podría mencionar zapaterías, casas de electrodo- 
mésticos, tiendas de ropa, etcétera. Ese microcrédito 
masivo, en momentos de enlentecimiento económico, 
ha determinado un aumento de más de 50 % de juicios 
ejecutivos en los juzgados de paz departamentales. Es- 
tamos diciendo que doña María compró un blíster de 
aspirinas, contrajo un crédito y en los futuros meses 
pueden rematarle su casita en el barrio. Esto se veía 
venir hace rato. El año pasado, alarmada por la burbu- 
ja descontrolada que se estaba gestando, me entrevisté 
con las autoridades de la Dirección Nacional de Defen- 
sa del Consumidor y Arbitraje de Consumo, quienes 
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manifestaron que estaban en un período de capacita- 
ción de los funcionarios de la Dirección Nacional de 
Correos para que en aquellos lugares donde no hubiera 
una oficina específica de defensa al consumidor, los 
ciudadanos fueran atendidos en el local del Correo. Me 
pareció que eso era algo bueno porque se debe acer- 
car el servicio a la población del interior del país. Sin 
embargo, ha transcurrido ya un año y hasta el día de 
hoy no he visto aviso oficial alguno dando cuenta de la 
puesta en ejecución de dicho convenio, así como tam- 
poco ninguna promoción en tal sentido. 


En lo personal, me preocupa y me ocupa la indefensión 
de los ciudadanos en momentos de contracción económi- 
ca. Por lo tanto, voy a presentar un pedido de informes al 
Ministerio de Economía y Finanzas, el que diligenciaré 
por la vía correspondiente, haciendo también esta exhor- 
tación a las autoridades competentes. 


Los ciudadanos se encuentran abandonados a su 
suerte en un mercado de crédito sin ninguna supervi- 
sión del Banco Central del Uruguay ni asistencia al con- 
sumidor. Hasta las empresas públicas intentan rescatar 
deudas prescriptas de los incautos o desinformados, en 
una patética medida de austeridad, luego de haber tirado 
por la ventana la prosperidad que algunos ayudamos a 
construir. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras sea 
enviada al Ministerio de Economía y Finanzas, al Directo- 
rio del Banco Central del Uruguay, al programa Las cosas 
en su sitio de Radio Sarandí y a los medios de prensa de 
circulación nacional. 


Muchas gracias, señor presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Desea incluir a OSE, señora 
senadora? 


SENORA OLANO.- Sí, señor presidente, a OSE tam- 
bién. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite soli- 
citado por la señora senadora. 


(Se vota). 
—24 en 25. Afirmativa. 
12) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una solicitud de 
licencia. 


(Se lee). 
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SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 6 de julio de 2016 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 
Raúl Sendic 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me conceda 
licencia al amparo del artículo 1. de la Ley n.” 17827, por 
motivos particulares, los días 6 y 7 de julio de 2016. 


Sin otro particular, saludo al señor presidente muy 
atentamente. 
Leonardo de León. Senador». 


SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota). 
—24 en 25. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Julio Calzada y Beatriz 
Ramírez han presentado nota de desistimiento, informan- 
do que por esta vez no aceptan la convocatoria a integrar el 
Cuerpo, por lo que queda convocado el señor Felipe Car- 
ballo, a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


13) RÉGIMEN DE TRABAJO 


SENOR MICHELINI.- Pido la palabra para varias 
cuestiones de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SENOR MICHELINI.- Señor presidente: en primer 
lugar, proponemos suspender la sesión del 12 de julio 
para que la Comisión de Constitución y Legislación pue- 
da seguir trabajando, y que la exposición del señor sena- 
dor Camy prevista para esa fecha se corra para el día 13 
de julio. 


En segundo término, proponemos que el miércoles 20 
de julio se celebre una sesión extraordinaria para tratar va- 
rios asuntos, pero también para homenajear al exdiputado 
Juan Chenlo. 


Por último, proponemos que se distribuyan, se decla- 
ren urgentes y se consideren en la presente sesión los pro- 
yectos de ley sobre delito de abigeato y régimen de liber- 
tad anticipada, votados en el día de ayer por la Comisión 
de Constitución y Legislación. 
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Queremos aclarar que esto fue acordado en la coor- 
dinación de bancada y, si la Mesa lo entiende pertinente, 
podríamos votarlo en bloque. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE. A ver si entendí bien. 


La primera propuesta consiste en suspender la sesión 
del día 12 de julio; además, se plantea la celebración de 
una sesión extraordinaria para homenajear al exdiputado 
Juan Chenlo, y finalmente, se solicita considerar en la se- 
sión de hoy los dos proyectos de ley que vienen de la Co- 
misión de Constitución y Legislación. 


SEÑOR MICHELINI.- Faltaría la solicitud de que la 
exposición del señor senador Camy se corra para el día 13 
de julio. 


SEÑOR PRESIDENTE. Propongo votar por separado 
cada solicitud. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la suspen- 
sión de la sesión del día 12 de julio. 


(Se vota). 
29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Corresponde ahora votar la postergación de la exposi- 
ción del señor senador Camy para el día 13 de julio. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
28 en 29. Afirmativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la pro- 
puesta para que el día 20 de julio se celebre un homenaje 
al exlegislador Juan Chenlo. 


(Se vota). 
—28 en 29. Afirmativa. 


Por último, si no se hace uso de la palabra, se va a votar 
la propuesta de considerar en la sesión de hoy los proyec- 
tos de ley sobre delito de abigeato y sobre el régimen de 
libertad anticipada, que vienen de la Comisión de Consti- 
tución y Legislación y que serían analizados al finalizar el 
tratamiento del orden del día que estaba previsto. 


(Se vota). 


—28 en 29. Afirmativa. 
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14) DAVID MANUEL HUGO ROHRER el nombre David Manuel Hugo Rohrer la escuela técnica 
de la ciudad de Ecilda Paullier, departamento de San José, 

SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa al orden dependiente del Consejo Técnico Profesional, Administra- 
del día con la consideración del asunto que figura en pri- ción Nacional de Educación Pública. (Carp. n.* 593/2016 - 


mer término: «Proyecto de ley por el que se designa con rep. n.* 292/2016)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 593/2016 - rep. n.? 292/2016 
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COMISIÓN DE 
EDUCACIÓN Y CULTURA 


PROYECTO DE LEY 
Artículo Único - Desígnase con el nombre "David Manuel Hugo Rohrer” la 
Escuela Técnica de la ciudad de Ecilda Paullier, departamento de San José, 


dependiente del Consejo de Educación Técnico Profesional, Administración 
Nacional de Educación Pública. 


Sala de la Comisión, 15 de junio de 2016. 


VERÓNICA ALONSO 
Miembro Informante 


EDUARDO LORIER 


CONSTANZA MOREIRA 


JOSÉ MUJICA 


IVONNE PASSADA 


JORGE SARAVIA 
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PROYECTO DE LEY 


Artículo único.- Designase con el nombre de “David Manuel HUGO 
ROHRER', a la Escuela Técnica dependiente del Consejo Técnico Profesional, 
Administración Nacional de Educación Pública, ubicada en la ciudad de Ecilda 


Paullier, departamento de San José. 


Montevideo, 13 de junio de 2016 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


El Sr. David Manuel HUGO ROHRER nació el 1? de noviembre de 1910 
en el paraje "La Estanzuela” del departamento de Colonia y en 1937 se radicó 
en lo que en su momento fuera la villa de Ecilda Paullier en el departamento de 
San José. 


Para el año 1945 instala su propio comercio e integra distintas 
comisiones zonales como el Rotary Internacional y el Club Artigas, colaborando 
con las distintas organizaciones sociales, siempre dispuesto a empeñar horas 
de su trabajo por el bien común. 


En su mente estaba la idea de que debía existir un centro educativo para 
la formación de jóvenes en actividades industriales como en la Universidad del 
Trabajo, fue entonces que en abril de 1965 quedó instalada en la escuela N* 38 
la comisión Pro- Escuela Industrial, presidiendo la misma. 


Desde de la instalación de la comisión comenzaron largas jornadas de 
trabajo, solicitudes del terreno, pedido de donaciones de portland y arena, 
aporte de mano de obra por parte de los vecinos para poder edificar, los 
comienzos fueron difíciles pero el objetivo estaba claro. 


Luego de intensas gestiones ante las autoridades departamentales y 
nacionales en el año 1966, comienza el dictado del curso de hojalatería por 
parte del Profesor Avallone pero en las instalaciones de la escuela N* 38 de la 
misma villa. 
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Finalmente el 5 de Diciembre de 1968, en un sencillo pero emotivo acto, 
se inaugura el edificio en las condiciones que exigía la Universidad del Trabajo; 
desde entonces se han dictado diferentes cursos en beneficio de los habitantes 
de la hoy ciudad de Ecilda Paullier. 


El Sr. David Manuel HUGO ROHRER falleció el 20 de marzo de 1995, 
durante casi 30 años pudo ver como se formaban jóvenes y adultos en las 
distintas disciplinas industriales, fruto de aquella gran idea de la década de los 
60. 


Por lo expuesto precedentemente, considero un merecido homenaje la 
nominación de la Escuela Industrial de Ecilda Paullier con su nombre 


Montevideo, 13 de junio de 2016 


/ 
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Antecedentes: 


INFORMACION SOBRE LA VIDA DEL SR. DAVID 
MANUEL HUGO ROHRER 


El Sr. David Manuel HUGO ROHRER nació el 1* de 
noviembre de 1910 en el paraje “La Estanzuela” del Dpto. de 
Colonia. 

Radicándose en la villa de Ecilda Paullier (Dpto. San José) 
en el año 1937, desempeñándose como empleado en distintos 
comercios. En el año 1945, instala el suyo propio con venta de 
artículos de hojalatería y plomería. 

Integró distintas comisiones de la localidad como Rotary y 
Club A.Artigas. 

Su espíritu altruista, dispuesto siempre a sacrificarse en 
bien de . -, la comunidad, tenía en mente que Ecilda Paullier 
tuviera un local con una nueva fuente de enseñanza sobre todo 
para los jóvenes; donde se dictaran diversos cursos que 
brindaba la Universidad del Trabajo del Uruguay. 

Fue así que comenzó a impulsar su iniciativa con otros 
vecinos, y finalmente el 13 de abril de 1965, en el local de la 
Escuela N” 48 se reunieron un grupo de personas con el fin de 
formar una comisión Pro-Escuela Industrial; siendo así 
elegidos los pioneros de dicha comisión. La misma quedó 
integrada por los Sres: Pte. David Hugo, Vice Pte. Juan Pedro 
Guelvenzu, Srio Guillermo Bidegaray, Tro. José Larguero, Pro 
Tro. Pedro Degiovanángelo, Pro.Srio Nelso Pérez, y como 
vocales los Sres: Alfonso Haller, Gregorio Avallone, René 
Sánchez, Juan Olivera, Evaristo Acevedo, Walter Berriel, Luis 
Eduardo Scheidegger, Domingo Mesa, Rómulo Castro, 
Bernardo Correa, Teodoro Hernández, Olegario Berriel, Guido 
Guidi, Otto Rohrer, Felipe Herrera. 
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Desde entonces, comenzó una larga jornada de trabajo, 
primero con el pedido del terreno y luego solicitando Pórtland 
a ANCAP, viajes de arena a camioneros, madera a la 
Compañía MAYO S.A, colaboración monetaria por medio de 
beneficios y donaciones, colaboración de mano de obra para 
armar vigas, levantar paredes y sus cimientos. 

Los comienzos fueron muy dificiles, pero Don David y 
sus compañeros siguieron luchando con la mirada puesta en el 
objetivo final. 

Luego de distintas gestiones ante las Autoridades Locales, 
Departamentales, Nacionales y la Universidad del Trabajo, en 
el año 1966, comienza el dictado del Curso de Hojalatería por 
el por el Prof. Avallone, en un salón de la Escuela N* 48. 

Finalmente el $ de diciembre de 1968, en sencillo pero 
emotivo acto, se entrega oficialmente el edificio como la UTU 
lo exige. 

En presencia de distintas Autoridades el Sr. David 
Manuel HUGO ROHRER, con breves pero elocuentes 
palabras, agradeció a la población por su aporte, lo que hizo 
posible la construcción del edificio. La Sra. Esposa del 
Presidente, Sra. Emita HIRSIGER de HUGO, cortó la cinta 
inaugurando el nuevo local. 

Desde entonces y hasta la fecha se han dictado distintos 
cursos. 

El Sr. David Manuel HUGO ROHRER falleció el 20 de 
marzo de 1995 en Ecilda Paullier. Felizmente pudo ver 
durante casi 30 años, frutos de aquella idea que surgió en la 
década del 60; donde jóvenes y adultos aprendieron diversos 
oficios, para desenvolverse en la vida y que son útiles para la 
sociedad. 

Por todo lo expuesto, es que consideramos un merecido 
homenaje la Nominación de la Escuela Industrial de Ecilda 
Paullier con su nombre.- 
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SEÑOR PRESIDENTE. En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Saravia. 


SEÑOR SARAVIA.- Señor presidente: la Comisión 
de Educación y Cultura del Senado eleva al Cuerpo esta 
Iniciativa —que pertenece al señor senador Camy- como 
forma de homenajear al señor David Manuel Hugo Rohrer, 
quien impulsara la instalación de la escuela industrial en 
la ciudad de Ecilda Paullier —en ese momento villa—, de- 
partamento de San José. 


Este proyecto de ley había sido aprobado por la Cáma- 
ra de Representantes en la legislatura anterior, pero debido 
a que no se contaba con el informe favorable del Codicén 
—documento que se requiere para los nombramientos de 
escuelas y liceos—, el Senado no tuvo tiempo de dar cum- 
plimiento a la sanción para proceder a tal designación. Por 
este motivo, el proyecto de ley fue archivado. 


En el pasado mes de junio se presenta nuevamente la 
iniciativa y, contando ahora con la documentación remiti- 
da por la ANEP, en la que consta la opinión favorable del 
Consejo de Educación Técnico Profesional, la Comisión 
de Educación y Cultura resolvió aprobar el proyecto de ley 
y elevarlo en el día de la fecha al Senado. 


El señor David Manuel Hugo Rohrer era oriundo de La 
Estanzuela, departamento de Colonia, pero en el año 1937 
se radicó en Ecilda Paullier, donde comenzó a trabajar in- 
cansablemente con diferentes organizaciones sociales en 
la búsqueda del bien común. Siempre estuvo en su mente 
la instalación de un centro educativo para la formación de 
los jóvenes en la actividad industrial, hasta que logró que 
se creara una comisión pro escuela industrial. Como pre- 
sidente de dicha comisión realizó intensas gestiones ante 
autoridades departamentales y nacionales a fin de obtener 
un terreno y materiales para poder edificar un local ade- 
cuado a las exigencias requeridas. Finalmente, en el año 
1968 se inaugura el edificio en las condiciones que exigía 
la Universidad del Trabajo del Uruguay, y a partir de ese 
momento comenzó el dictado de diferentes disciplinas in- 
dustriales para jóvenes y adultos. 


El señor David Manuel Hugo Rohrer falleció el 20 de 
marzo de 1995 en Ecilda Paullier. Gracias a su impulso 
y a su espíritu altruista existe un centro donde se forman 
personas en diferentes oficios que las preparan para desen- 
volverse en su vida y ser útiles a la sociedad. 


La Comisión de Educación y Cultura —que votó este 
proyecto de ley por unanimidad— considera que es muy 
merecido el homenaje a este ciudadano que trabajó incan- 
sablemente para que hoy la ciudad de Ecilda Paullier tenga 
una escuela industrial y, por lo tanto, aconseja al plenario 
su aprobación. 


Muchas gracias, señor presidente. 
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SEÑOR CAMY-.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR CAMY.- Señor presidente: como senador que 
presentó este proyecto de ley, quiero hacer dos puntuali- 
zaciones. 


En primer lugar, tengo que reconocer que, tal como se- 
ñalara el señor senador Saravia, el proyecto de ley fue im- 
pulsado en la legislatura pasada por los tres diputados del 
departamento de San José, que representaban los lemas 
del Partido Nacional, del Partido Colorado y del Frente 
Amplio, pero por lo anteriormente expresado no fue po- 
sible concretar el trámite para que la ley quedara sancio- 
nada. 


Entendemos que este es un justo y merecido reconoci- 
miento —precisamente cuando se cumplen cincuenta años 
de la creación de la escuela industrial de Ecilda Paullier, 
como se la denomina en el lugar— al señor David Manuel 
Hugo Rohrer, fallecido ya pero que seguramente disfrutó, 
a lo largo de treinta años, de ver concretado el sueño que 
dio motivo a que, el 13 de abril de 1965, se reuniera una 
cantidad importante de vecinos para dar vida a lo que es 
una realidad orgullosa de esa ciudad y de la 5.* sección del 
departamento de San José. 


A efectos de que quede estampado en el Diario de Se- 
siones del Senado de la república, junto a quien va a pres- 
tar su nombre para la denominación de la UTU de Ecilda 
Paullier, en este día importante quiero reconocer también 
a Juan Pedro Guelvenzu, Guillermo Bidegaray, José Lar- 
guero, el presbístero Pedro Degiovanángelo, Nelso Pérez, 
Alfonso Haller, René Sánchez, Juan Olivera, Evaristo 
Acevedo, Walter Berriel, Rómulo Castro, Bernardo Co- 
rrea, Domingo Mesa, Teodoro Hernández, Olegario Be- 
rriel, Guido Guidi, Otto Rohrer, Felipe Herrera y Luis 
Scheidegger, que fueron quienes impulsaron conjunta- 
mente este sueño que hoy cumple cincuenta años de vida. 
Precisamente en ese marco se procede a la designación de 
la mencionada institución con el nombre David Manuel 
Hugo Rohrer, descendiente de una de las diecisiete fami- 
lias suizas que fundaron lo que hoy es la ciudad de Ecilda 
Paullier. 


Muchas gracias, señor presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 
—26 en 28. Afirmativa. 
En discusión particular. 


Léase el artículo único del proyecto de ley. 
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(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «De- 
sígnase con el nombre “David Manuel Hugo Rohrer” la 
Escuela Técnica de la ciudad de Ecilda Paullier, departa- 
mento de San José, dependiente del Consejo de Educación 
Técnico Profesional, Administración Nacional de Educa- 
ción Pública». 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 
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(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, 
por ser igual al considerado). 


15) DOCTORES ROSARIO ISABEL SILVEIRA 
RETAMAR, CECILIA MARÍA MANASSI 
CORTS Y RICARDO MARCELO BREGANI 
ROSANO. DESIGNACIÓN COMO FISCALES 
ADSCRIPTOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en segundo término del orden del día: 
«Informe de la Comisión de Asuntos Administrativos 
relacionado con la solicitud de venia remitida por el Poder 
Ejecutivo, a fin de designar en el cargo de fiscal adscripto 
(escalafón “N”) a los doctores Rosario Isabel Silveira 
Retamar, Cecilia María Manassi Corts y Ricardo Marcelo 
Bregani Rosano. (Carp. n.* 552/2016 - rep. n.* 293/2016)». 
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Carp. n.* 552/2016 - rep. n.? 293/2016 
PODER EJECUTIVO 


Montevideo, 1 Q MAY 2015 


Señor Presidente de la Cámara de Senadores 
Don Raúl Sendic 
Presente 

El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo a efectos de solicitar 
la venia requerida por el numeral 13 del artículo 168 de la Constitución de la República, 
para una vez obtenida, proceder a la provisión de tres (3) cargos vacantes de Fiscal 
Adscripto, Escalafón “N”., 

Así, el Sr. Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, Dr. Jorge Díaz, 
elevó a consideración del Ministerio de Educación y Cultura — en el marco de la 
competencia que le asignaba en ese momento el numeral 5* del artículo 7% de la Ley 
15.365 los nombres de las personas que aprobaron el concurso de Oposición y Méritos, 
dispuesto por Resolución de dicha Unidad Ejecutora N* A/136/14 de 5 de Junio de 2014 
y de acuerdo a la Ley N” 18,974, con el objetivo de elaborar un orden de prelación para 
la provisión de nuevas vacantes que se generen en igual categoría el plazo de 
vigencia del orden de prelación. 

Según lo informado por el Tribunal oportunamente designado, el concurso de 
oposición y méritos fue aprobado por sesenta y dos personas sobre un total de 
doscientas ochenta y tres. 

El Dr. Díaz, actuando dentro de la competencia funcional que en el orden 
administrativo la Ley le asigna, y en el pleno ejercicio de la potestad que 
específicamente le confiere el artículo $ literal 1 de la Ley 19,334, propone al Poder 
Ejecutivo las designaciones de los Magistrados que ocuparon del décimo noveno al 
vigésimo primer lugar del orden de prelación del concurso mencionado (por Oficio N* 
106 de fecha 25 de abril de 2016). Así propone para los cargos de Fiscales Adscriptos a 
los Dres. Rosario Isabel SILVEIRA RETAMAR, Ricardo Marcelo BREGANI 
ROSANO, Cecilia María MANASSI CORTS. 

Por Oficio N* 243/15 de fecha 10 de abril de 2015 (Expediente N” 2014-11- 
0019-0207) el Sr. Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, propuso la 
designación de los postulantes que ocuparán los nueve cargos de Fiscal Adscripto, 
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doctoras Cecilia Irigoyen, Claudia Rodríguez, Cecilia Legnani, Andrea Mastroianni, 
Cecilia Gutiérrez, María Acevedo, Guillermina Arcaus y Ana Pandolfi. 

Surge del Oficio recién mencionado que los concursantes Maximiliano Cal 
Laggiardi, Carina Ascheri Bene, Maria Elliot Cardozo y Lorena Acevedo Pereyra no 
aceptaron la propuesta de designación realizada, por lo que no fueron incluidos en la 
presente propuesta, teniéndoselos por desistidos y excluidos del orden de prelación. 

Por Oficio N* 273/15 de fecha 20 de abril de 2015 (Expediente N* 2015-11- 
0019-0087) el Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, eleva modificación 
parcial del Oficio N* 243 ya referido, informando del desistimiento de una de las 
concursantes propuestas: Dra, Amalia de la Riva López, quien quedó en similares 
condiciones que los demás concursantes que desistieran, proponiendo en su lugar la 
designación de la concursante que quedara en el lugar N* 14 de la lista de prelación, 
Dra. Yhoyse Delgado Ramos. 

Por Oficio N* 046 de de fecha 18 de setiembre de 2015 (Expediente 2015-11- 
0019-0319) el Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, propuso la 
designación de los postulantes que ocuparan de los puestos décimo quinto al décimo 
octavo lugar de Fiscal Adscripto, Dres. Paola Liliana Nebot Brufao, Jorge Fabio Vaz 
González, Angela Yanina Búhnke Lorenzo y Gissela Catherine Dalmas González. 

El Poder Ejecutivo tiene la responsabilidad de analizar la correspondencia legal 
de la norma, así como la oportunidad y mérito de la misma. Efectuado el análisis de 
rigor, se cumple con enviar las solicitudes de venia al cuerpo legislativo que habilite la 
designación de los Dres. Rosario Isabel SILVEIRA RETAMAR, Ricardo Marcelo 
BREGANI ROSANO y Cecilia María MANASSI CORTS, para ocupar los cargos de 
Fiscales Adscriptos. 

El Poder Ejecutivo saluda al Señor Presidente de la Cámara de Senadores con su 
más alta consideración. 

ZH/nt 
Expte. 2016-11-0019-0376 
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Fiscalía General de la Nación 


Montevideo, 25 de abril de 2016. 


Sra. Ministra de Educación y Cultura. 
Dra. María Julia MUÑOZ. 
De mi mayor consideración: 

Llevo a su conocimiento, que la Fiscalía General de 
la Nación cuenta con 33 cargos vacantes de Fiscales Adscriptos. 

Por Resolución N* A/136/14 de 5 de junio de 2014 
se convocó a concurso de Oposición y Méritos con el objetivo de 
elaborar un orden de prelación para la provisión de cargos de Fiscales 
Adscriptos, así como la provisión de nuevas vacantes que se generen 
en igual categoría en el plazo de vigencia del orden de prelación. 

La integración del Tribunal de Concurso fue 
integrada por la Dra. Magda Puig, Dra. Patricia Marquisá y Dra. 
Mariela Saettone en carácter de titulares, y por la Dra. Nerina 
Hernández, Dra. Graciela Martinez y Dra. Susana Rivadavia en 
carácter de suplentes. 

Por Resolución N* 77/15 de 9 de marzo de 2015, 
este Jerarca aprobó lo actuado por el Tribunal del Concurso. 

Por tal motivo, el suscrito Fiscal de Corte y 
Procurador General de la Nación actuando dentro de la competencia 
funcional que en el orden administrativo la Ley le asigna, tiene el 
agrado de dirigirse a la Señora Ministra a efectos de proponer la 
designación de los postulantes que ocuparán tres de los cargos 
vacantes de Fiscal Adscripto. 
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El proceso de selección indica que los concursantes 
propuestos para ser designados en el cargo de Fiscal Adscripto son los 


siguientes: 


C .CIVICA 


Rosario Isabel Silveira Retamar 3.837.747-7 IBCC 12862 


Ricardo Marcelo Bregani Rosano 1.932.291-6 ¡BCD 9030 
Cecilia Maria Manassi Corts 3.184.316-8 KBA 31718 


Los fiscales que ocuparon los nueve primeros 
lugares del concurso de oposición y mérito fueron las doctoras Cecilia 
Irigoyen, Claudia Rodriguez, Cecilia Legnani, Andrea Mastroianni, 
Cecilia Gutierrez, María Acevedo, Gillermina Arcaus, Ana Pandolfi, y 
Johyse Delgado, las que fueron propuestas por Oficio N* 243/15 de 
10 de abril de 2015, modificada parcialmente por Oficio N* 273/15 de 
20 de abril de 2015 y remitido a esa Secretaría de Estado en su 
oportunidad. 

Siguiendo con el orden de prelación, los doctores 
Paola Nebot, Jorge Vaz, Angela Bohnke y Gissela Dalmás fueron 
propuestos para ocupar cargos de fiscales adscriptos por Oficio N* 
046/15 de 18 de setiembre, el que fuera remitido a esa Secretaría de 
Estado en su oportunidad. 

Se acompaña a la presente propuesta copia 
autenticada de los curriculum vitae de los profesionales señalados, del 
informe del tribunal actuante y de la Resolución N* 77/15 de fecha 09 
de marzo de 2015, en la cual el proveyente aprueba lo actuado por el 
Tribunal. 
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Sin otro particular, y a la espera de que la Sra. 
Ministra considere las presentes propuestas de designación de los 
profesionales que ocuparán la titularidad de tres de los cargos 
vacantes, y dé a la misma el trámite legal y constitucional que hubiere 
de corresponder, hago propicia la ocasión para saludarle con mi mas 


distinguida consideración. 


j e y Procura 
General ¡de la PP” 
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Montevidev 04 de Marzo de 2015, 


Señor Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación. 
Dr. Jorge Díaz Almeida. 


De nuestra mayor consideración. 


Jus suscriptas integrantes, títulares y suplentes del Tribunal del Concurso llamado 
para proveer cargos de Tiscales Adscriptos, convocado por Resolución de Fiscalía de Corte 
N” A/136/14, de 5 de junio de 2014, se presentan unte Ud. a los efectos de entregarle cl 
informe final respecto del proceso de concurso instrumentado. 

En primer lugar corresponde señalar que a la tonvocatoria del concurso 
anteriormente referido, se presentaron en tiempo y forma doscientos ochenta y tes 
profesionales (lista primaria que fue publicada con fecha 04 de agosto), la primera tarea que 
se asumió fue controlar que los postulantes hubiesen presentado la documentación exigida 
en las bases, lo que se hizo, y se dio un plazo de tres días pura levantar las observaciones 
formales lo que oportunamente fue publicado en la página web de nuestra institución, con 
fecha 21 de agosto del dos mil catorce. 

Posteriormente, como cstaba establecido en las bases se procedió a ordenar por 
escolaridad los doscientos postulantes que se encontraban habilitados para concursar, 
quedando los siguientes cincuenta postulantes en lista de cspera para el caso que existieran 
desistimientos expresos. 

Según lo dispuesto cn el artículo 29 Reglamento Gencral del Concurso 
Rcs.A/338/13 con fecha 12 de setiembre de 2014, el Tribunal resolvió fijar la fecha de la 
prueba escrita de oposición, la que se efectúo el sábado 18 de octubre de 2014 en el Edificio 
úe la Universidad de la Republica, Facultad de Derecho, lo cual fue publicado en la web 
para conocimiento do lus postulantes. Asimismo en la comunicación de la web, se estableció 
que para cl desarrollo de la prueba de acuerdo en lo dispuesto en las basos se podía consultar 
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unicamente textos legales no comentados ni anotados, Según surge del expodiente, el 
Tribunal procedió a realizar tros prucbas, de las cuales en el momento de la prueba salio 
sorteada la opción número uno. 

A la prueba de oposición concurricron ciento sosenta y sicte personas, comenzando 
allí para este tribunal la tarea de corrección de los sobres pertinentes en forma totalmento 
anónima. Con fecha veinticuatro de noviembre el tribunal se reunió para confeccionar la 
planilla con lu calificación de las preguntas y acusación, con ol número de sobre 
correspondiente. De acuerdo a lo dispuesto en las bases del concurso los postulantos debían 
aprobar la prueba de oposición con treinta y seis puntos lo que los habilitaba a participar de 
las prucbas siguientes, en el caso ficron ochenta y cinga concursantes que aprobaron la 
prueba do oposición, anulandosc una prueba por haber establecido datos identificatorios en 
la misma. 

El 28 de noviembre en acto público se procedió a la apertura de los subres cerrados y 
a Ja identificación de los concursantes, según surge del acta agregada en autos con los 
listados correspondientes. 

Con fecha 5 de diciembre del dos mil catorce, las pruebas de oposición fueron 
exhibidas a tados los concursantes que desenban verlas, en la sede de Fiscalía sita en 18 de 
Julio 948 piso 8. 

El tribunal se avocó a la corrección de los méritos de los participantes reuniendose en 
varias oportunidades, y culminó en fecha 3 de diciembre la estructuración de las planillas de 
méritos, las cuales lucen agregadus cn uutos. 

La penúltima etapa del concurso fuc la evaluación psicolaboral que se Jlevó acabo el 
día dioz de diciembre, en cl Salón de Actos do! Ministerio Público y Fiscal, utilizandoss el 
procedimiento para la proservación del anónimato que dispone el art. 31 del Reglamento 
General de Concursos aprobado por la Res. A/338/13. Comparccieron ochenta y un 
postulantes a la prueba psicolaborai, no comparecieron cuatro postulantes por lo que se los 
tuvo por desistidos, en virtud de lo dispuesto en las bases particulares aprobadas por Res. 
A/136/14 del 05 de junio del 2014 “Si un concursante no participa de alguna de las ctapas 
del concurso, sc le tendrá por desistido del mismo”. 
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Con fecha 30 de diciembre, en acto público se dió a conocer el puntaje obtenido en la 
prueba psicolaboral, relacionandola con los sobres que contenian los datos identificatorios. 

Los días nueve y diez do febrero del dos mil quinco el tribunal cumpliendo con las 
Buses mencionadas cfectuó lus entrevistas personales a los pshenta postulantes que so 
presentaron. 

Posteriormente cl día 18 de fcbrero del corriente año, so público en la página web 
institucional, la lista rosullanto de la sumatoria de los puntajes obtenidos por los 
concursantes en las distintas etapas provistas, 

Por último, el día 03 de Marzo del corricnte año, se reulizó un sorteo entre los 
concursantes que habiendo salvado el concurso, obtuvieron la misma calificación y a los 
solos cfectos de determinar la lista definitiva por orden de prelación, 

En virtud de lo expuesto, habiendo culminado todas lus etapas del procedimiento del 
concurso el tribuna) le prosenta a Ud. cn el día de la fecha el listado dofinitivo con ol ordon 
de prelación dispuesto de los 62 postulantes que aprobaron el concumo. 

Este tribunal agradece la confianza depositada en el mismo para la labor confiada y 
quiere destacar espociulmonte el excelente relacionamiento entre sus integrantes y la Sra. 
Secretaria del tribunal la Fiscal Adscripta Dra Dabiana Padilla, así como cl grado de 
profesionalismo que ha demostrado en las tareas de apoyo at tribunal. 


Sin otro particular, saludamos a Ud. muy atentamento. 
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Resolución N* 77/15 
Montevideo, 9 de marzo de 2015 


VISTO: las presentes actuaciones, relativas a la realización del 
Concurso Abicrto do Oposición y Mérito para la provisión de cargos 
vacantes de Fiscal Adscripto, convocado por Resolución N* A/136/14 
de fecha 5 de jumio de 2014, 

RESULTANDO: 

1) Que cl Tribunal del referido Concurso estuvo 
integrado por la Dra. Magda Puig, Sra. Maricla Suettonse y Dra, 
Patricia Marquisá, como titulares, y la Dra. Nerina Hemández, Dra. 
Graciela Martincz y Dra. Susana Rivadavia como suplentes. 

2) Que se dio cumplimiento a la Resolución 
precitada por Oficio N” 829/2014 dirigido u la Oficina Nacional del 
Servicio Civil, Por Oficio N* 916/2014 a los Soñores Magistrados de 
la República. Se realizaron las publicucionos de rigor cn la página del 
Diario Oficial, Diario “El País” y por expediente elecirónico N” 
2014-11-0019-0207 se comunicó al Ministerio de Educación y 
Cultura. 

3) Que según informe prosentado ante esta 
Fiscalía con fecha 4 de marzo de 2015 suscrito por los miembros del 
Tribunal, el concurso se desarrolló con regularidad formal, 
cumpliéndose la totalidad de las etapas provistas, 

4) Que de acuerdo a lo que surge del expediente 
se inscribieron al concurso (283) doscientos ochenta y tres 
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profesionales y se presentaron cl día de la prueba 167 (ciento sesenta 
y sicte profesionales). 

5) Que de acuerdo a la lista presentada por el 
Tribunal, el día 18 de octubre de 2014, aprobaron la prueba de 
oposición (85) ochenta y cinco postulantes, de los cuales 62 (sesenta 
y dos) postulantes aprobaron el concurso. 

CONSIDERANDO: 

D) Que el proceso mediante el cual se llega a esta 
ctapa del concurso ha sido, a juicio del proveycnte, ajustado al 
Reglamento General de Concursos (Resolución N” A/338/13) y a las 
bases dispuestas; de carácler público, transparente y dotado de todas 
las garantías que estaban dispuestas, así como las que el Tribunal 
estableció para un mejor cumplimiento de los objetivos fijados. Por 
ende cl resultado deviene legítimo. 

11) Que corresponde, en consecuencia, aprobar el 
resultado del concurso efuctuado, y el orden de prelación presentado 
oportunamente por el Tribunal. 

ATENTO: a lo expuesto; 
El, FISCAL DE CORTE Y PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN 
RESUELVE: 


1) APRUÉBASE lo actuado por cl “Tribunal del Concurso de 
Oposición y Méritos convocado pur Resolución N” A/136/14 de la 
Fiscalía de Corte y Procuraduría Genera! de la Nación, a efectos de 
elaborar un orden de prelación para la provisión de cargos de Fiscal 


Atte 
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2) APRUÉBASE el resultado final del referido Concurso y 
homológase el orden de prelación de los participantes que lo han 
aprobado, ordenada corrolativamente de mayor a menor puntaje, de 


acuerdo al siguiente detalle: mn a. 
Posición % Y docente > 
cent 42 Identidad _ 
e 1 _ [Irigoyen Cecilia _ | _3.177,121-4 _ 
_2 _ [DelaRivaAmala | _1:802.735-1 — 
_3 _ [CalMeximilano |: 3.894.816-7 _ 
__4 _ [Rodriguez Claudia ___ | _3.722430-8 _ 
__5_ _ [Legnani Ceretta Cecilia | _ 4.384.717-0_ 
_._6_ _|Ascheri Carina [_ 1 :906.958-4_ | 
__7_ _ |Mastrolam Andrea] 3.852.255-1 _ 
_ 8 _ JEliotMaríe _____ | _ 2.738.518-8 _ 
[87 JAcevedo Lorena — | 2.603.680-1 
__10_ _ [Gutierrez María Cecia | _ 1.871.473-6 _| 
[ __11 _ [Acevedo Maria | 3:435.100-3 _ 
| _ 12 _¡Arcaus Guillermina _|_ 4.032.254-1 _ 
__13 _ [Pandolfina |: 3.588,488-9 _ 
¡__14 _ [Delgado Yhoyse____ | _ 3.304.872-2_ 
15 _ [Nebot Paola _____ | 47646671 | 
_ 16 _ [Vazdorge ______[ 4.002,476-9 _ 
IM 17 Bohnke Angela] _ 4.351.455-9 _ ñ 
|” "18" [¡Dalmas Gissela | - 3.077.190: _| 
— 19_ _|Silveire Rosario _ |: 3,837.747-7 | 
20 _ |Bregani Ricardo | _1.932.291-6 _ 
[_ 21 _ [Manassi Corts Cecilia _ _ | _ 3,184.316-8_ 7] 
L _ 22 _ _[Nicolint Gloria | 3: 062.152-3 | 
| _ 23 _¡Castellaro Raquel _____| _4.523.324-0 _ | 
[24 [Sánchez Valentina ___| _4. 275.274-4 
[257 —]Monzón Siivia [7 Ta.9a7.3816 — ] 
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26 |Peirán Delia o NN] _ 3.286.526-0 
[7 Jesconariaren] TT LO ais 
L 20 Tuega varo. | 4.497.325-1 | 
[Tag furse maria ades.ó0s-9 
| 30 [Meirelles Pamela | 3.121:540-0 | 
— Y AAA 2 AAA 
— 2 JPA, PE 
io 33 [Manganello María Fernanda ¡ _4.629.237-0 
y 34 PettschsSomia | 1.727.220-2 
FP 35 Tpión Federico 4.377.420-0 
| 36 — Ísilveira Diego | 3.209.217-0. 
A PA y 
¡ 37 Buceta Carla T _ 4.051.321-7 | 
7 as — [aivanez Norma 7] 30962658 y 
A y E EE 0 E E 
40 ¡Alveztuls 1 3.162.447-9 _ | 
pa a AA, PAE | 
[42 [DethySofa ___ j 3:648.030-3 
| Pana — — AL. 
; 42_ [González Sebastián __ | 2.023.260-9 
[__ 45_ _|Altez Claudia Natalia | _4.493:820-9 
| 46 [Ledesma Carolina |  3.780.070-6 
¡747 7 rugnese Analía 1 005391908 
48  lOlmosMaría Rosina |  4.067.190-2 | 
[_ _49 _ [López verónica ____ | 4.067.478-8 
| _50 [Silvestre Mana, _3.231.486-3 
A a A O e 
| 52 |Gonzáiez Nelly Beatriz 3.393.506-0 
| 53 [Cerrancio Gabriela |  1.891.829-7 
| — 54 — Jamaya verónica [4200199 
[55 _[fBuffaAna | 4.380.170-4 
' 56 Zeni María Andrea ¡ 


A | 


a 
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| —57 — [Machado Andrea |] _ 3:425.498:4 | 
58  IGonzalez Marie Soledad __|  3.732.855-0 
Cfr 7 esoo 7 
L —60 — [MartinezAna | 3:254.149-0 
__61 _ ¡Brites Gladys | 3.097.529-1 | 
[7 Toz — ÍMatros Matilde) 394024209 | 


Los demás concursantes no han alcanzado cl puntaje requerido para 
integrar el precedente orden de prelación. 

3) DETERMÍNASE que el orden de prelación tendrá una vigencia 
de 2 (dos) años a partir de la presente Resolución (Resojución N” 
A/338/13 de esta Unidad Ejecutora). 

4) NOTIFÍQUESE a presente a los concursanies que realizaron la 
prueba de oposición. 

5) COMUNÍQUESE al Ministerio de Educación y Cultura a sas 
efectos, 

6) CUMPLIDO póngase al Despacho a efectos de imiciar los 
trámites tendientes a las designaciones correspondientes 


ON 
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Montevideo, 09 de marzo de 2015, 
En el día de la fecha el suscrito, Dr. Ignacio Montedeocar, publicó en 
la página web del Ministerio Público y Fiscal (www.fiscalia.gub.uy) copia 
de la Resolución N* 77/2015 de la Fiscalía de Corte y Procuraduría General 
de la Nación, proporcionada por la Dra. Dahiana Padilla. 
Para constancia firman los mencionados Fiscales Adscriptos. 


ll AA GOASAM 


Dra, Dahiana Padilla 
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Montevideo, 18 de setiembre de 2015. 


Ministerio de Educación y Cultura.- 
Sra, Ministra.- 
Dra. Maria Julia MUÑOZ. 


De mi mayor consideración: 

Llevo a su conocimiento, que, de acuerdo a la 
información que proporcionó el Departamento Financiero Contable, la Fiscalía 
General de la Nación cuenta con cuatro cargos vacantes de fiscales adscriptos, a 
saber, Puesto N* 44822, Plazas N* 44, 51, 103 y 135. 

Por Resolución N” A/136/14 de 5 de junio de 2014 y de 
acuerdo a la Ley N” 18,974, esta repartición convocó a concurso de Oposición y 
Méritos con el objetivo de elaborar un orden de prelación para la provisión de 
cargos de fiscales adscriptos, así como la provisión de nuevas vacantes que se 
generen en igual categoría en el plazo de vigencia del orden de prelación. 

La integración del Tribunal de Concurso fue integrada por la 
Dra. Magda Puig, Dra, Patricia Marquisá y Dra. Mariela Saettone en carácter de 
titulares, y por la Dra. Nerina Hernández, Dra. Graciela Martinez y Dra. Susana 
Rivadavia en carácter de suplentes. 

Se realizaron las publicaciones de rigor en el Diario Oficial y 
otro diario de circulación nacional. 

La prueba se llevó a cabo el día 18 de octubre de 2014, 

desarrollándose la misma con regularidad formal, cumpliéndose la totalidad de 
las etapas previstas. 
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Dicho concurso fue aprobado por sesenta y dos postulañl8s 
sobre un total de doscientas ochenta y tres.- 

Por Resolución N* 77/15 de 9 de marzo del corriente, el 
proveyente aprobó lo actuado por el Tribunal del Concurso y homologó el orden 
de prelación.- 

Por tal motivo, el suscrito Fiscal de Corte y Procurador General de 
la Nación actuando dentro de la competencia funcional que en el orden 
administrativo la Ley le asigna, y en el ejercicio de las facultades que 
especificamente le confiere el artículo 7 del Decreto-Ley N* 15,365, tiene el 
agrado de dirigirse a la Señora Ministra a efectos de proponer la designación de 
los postulantes que ocuparán los cargos de fiscal adscripto. 

El proceso de selección realizado indica que los concursantes 


propuestos para ser designados en el cargo de Fiscal Adscripto son: 


[Cédula de Identidad [Credencial Cívica 
4.764.667-1 


Nombre 
¡Paola Liliana NEBOT BRUFAO 
Jorge Fabio VAZ GONZALEZ | 
Angela Yanina BÓHNKE LORENZO |4,351.455-9 
Gisela Catherine DALMAS GONZALEZ |3.077.190-6 


KCB 27530 


Los concursantes indicados anteriormente ocuparon del décimo quinto al 
décimo octavo lugar del orden de prelación del concurso mencionado.- 

Cumplo en informar que los magistrados que ocuparon los 
nueve primeros lugares de la lista de prelación de los que aprobaron el concurso 
de oposición y mérito para cargos de fiscal adscriptos fueron las doctoras Cecilia 
Irigoyen, Claudia Rodriguez, Cecilia Legnani, Andrea Mastroianni, Cecilia 
Gutierrez, María Acevedo, Guillermina Arcaus, Ana Pandolfi, y Johse Delgado, 
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las que fueron propuestas por Oficio N* 243/15 de 10 de abril de 2015, 
modificada parcialmente por Oficio N” 273/15 de 20 de abril del corriente.- 

Como ya fuera mencionado en los Oficios señalados, cinco 
concursantes no aceptaron la propuesta de designación, por Jo que se los tuvo 
por desistidos y excluidos del orden de prelación, es por tal razón, que la 
primera doctora propuesta ocupa el número quince del orden de prelación.- 

Se acompaña a la presente, copia autenticada de currículum 
vitae de los concursantes, del informe del tribunal actuante y de la Resolución 
N* 77/15 de 9 de marzo del corriente, en la cual el proveyente aprueba lo 
actuado, como asimismo informe del despacho administrativo respecto a los 
recursos interpuestos. 

Sin otro particular, y a la espera de que la Sra. Ministra dé a 
la presente propuesta de designación el trámite legal y constitucional que 
hubiere de corresponder, hago propicia la ocasión para saludarle con mi mas 


distinguida consideración.- 
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Momevideo, 10 de abril de 2015.- 


Sra. Ministra de Educación y Cultura. 
Dra. Julía Maria MUÑOZ. 

Presente. 

De mi mayor consideración: 

Llevo 4 su conocimiento, que, de acuerdo a 
la información que proporcionó el Departamento Financiero Contable, 
la Unidad Ejecutora cuenta con nueve cargos vacantes do Fiscales 
Adscriptos, a saber, Puesto N* 44822, Plazas N* 1, 52, 59, 79, 84, 89, 
144, 145, y 146.- 

Par Resolución N” A/336/14 de 5 de junio de 2014 
y de acuerdo a la Ley N” 18,974, la Fiscalía de Coxte y Procuraduría 
General de la Nación convocó a concurso de Oposición y Méritos con 
el objetivo de elaborar un orden de prelación para la provisión de 
cargos de Fiscales Adscriptos, así como la provisión de nuevas 
vacantes que se generen en igual categoría en el pluzo de vigencia 
del orden de prelación. 

La integración del Tribunal de Concurso fue 
integrada por la Dra. Magda Puig, Dra. Patricia Marquisá y Dra. 
Mariela Saettone en carácter de titulares, y por la Dra. Nerina 
Hernández, Dra. Graciela Martinez y Dra. Susana Rivadavia en 
carácter de suplentes, 

Se realizaron las publicaciones úe rigor en el Diario 


Oficial y otro diario de circulación naciona). 
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La prueba se llevó a cxbo ol día 18 de octubre de 
2014, desarrollándose la misma con regularidad formal, cumpliéndoso 
la totalidad de las ctapas previstas. 
El proceso de selección fue «probado por un número 
de sesenta y dos postulantes, sobre un total de doscientas ochenta y 
tres que formularon 3u aspiración a concursar. 
Por Resolución N” 77/15 de 9 de marzo del corriente, 
este Jerarca aprobó lo actuado por el Tribunal del Concurso. 
Por tal motivo, el suscrito Fiscal de Corte y Procurador 
General de la Nación actuando dentro de la competencia funcional que 
en el orden administrativo la Ley le asigna, y en el ejercicio de las 
facultades que especificamente le confiere el artículo 7 del Decreto- 
Ley N” 15.365, tiene el agrado de dirigirse a la Señora Ministra a 
efectos de proponer la designación de los postulantes que ocuparán los 
cargos de Fiscal Adscripto, 

Las propuostas se realizaron siguiendo el orden de 
prelación resultante del concurso mencionado ut-supra y a cuyo 
resultado se ajusta. Se adjuntan los respoctivos curriculum vitae. 

Los concursantes Maximiliano Cai Laggiardí, 
Carina Ascheri Bene, María Elliot Cardozo y Lorena Acevedo Pereya 
no aceptaron la propuesta de designación realizada, por lo que no 
fueron incluidos en la presente propuesta, teniendoselos por desistidos 
y excluidos del orden de prelación. Se adjunta copis autenticada de las 
notas presentadas y de Resolución de Fiscalía do Corto .- 

Se adjunta nómina de los profesionales cuya 
designación se propone, así como el destino que les (uera asiguado a 
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cada uno de ellos, para ocupar, previa venia del Senudo nueve (9) 
cargos vacantes de Fiscs! Adscripto existente en la Unidad Ejocutora. 


PROPONE 
R DOC, € CIVICA 
i NOMBRE DESTINO A | 
j [Maria Cecilia — irigayeni Fiscalía 3,177.1214 |KAA A 
Tharburu Departamental — de 41528 1 
Paysaudu de 1, 2%, 3? ! 
a -- ACI | 
2 | Amalia de la Riva Lopez Fiscalía :1,802:735-1 | BJA 26407 ¡ 
Departameptal ¡ 
o ¡Cumédo ' 
13 [Claudia Nair Rodriguez|Piscalia 13.722,430-8 [BEA 10011 - 
:  |Subiza Departamental del : 
Cerco Largo 1? Turno | 
4 | Cecilia Tegnani Ceretia Fiscalia 4,384,717-0 [fBCA ¿ 
Departamental de; 103783: 
: Rivera 2% Turno |! . 
5 | Andrea Silvana Mastrolanni ¡Fiscalia 3.852255-1 ¡CMB $467 ! 
[Casanova Departamental de Í 
¡6|Maria. Cecilia Gutierrez. |Piscalía 1.872.473-6 |BCA 52590) 
; ¿Puppo Departamental de | 
¡ [Rivera 9” Tumo o Ir ) 
(7'Maria — Esther  Acevedo|Fiscolía 2,435.100-3 |K 
¡ *Geymonat. Departamental de 23203 | 
: Rivera 19, 2% 3% Turno A 
¡8 'Quillcrmina Arcaus [Fiscalía 14.032.254-1 |ARA 
| Menéndez. Departamental de 22444 ¡ 
a ... Rivera 1* Tumo | 
¡Q¡Ana — Marcela:  PendolfijFiscalía 13.588.488-9 |TAA 61670 | 
| ¡Suenes Departamental dej 


Dolores 
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Sin otro particular, y a la espera de que la 
Sra, Ministra considero las presentes propuestas de designación de los 
profesionales que ocuparán la titularidad de los cargos vacantes, y dé a 
la misma el trámite legal y constitucional que hubiere de corresponder, 
hago propicia la ocasión para saludarie con mi mas distinguida 


consideración.- 


Dr. lo, Tue o ole 
p> e la y Prerrados-—> 
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Montevidco, 20 «de abril de 20;5.- 


Sra. Ministra de Educación y Cultura. 
Dra. Julia Maria MUÑOZ, 

Presente. 

De mi mayor consideración: 

Por Oficio N* 243/15 de 10 de abril del 
corriente el suscrito clevó a Usted la propuesta de designación de los 
postulantes que ocuparán los cargos vacantes de Fiscales Adscriptos. 

Con fecha 17 de abril del presente, la 
concursante propuesta en el Oficio mencionado, Dra. Amalia de la 
Riva López se presentó anto el Proveyente señalondo'sn imposibilidad 
de aceptur la propuesta de designación para ocupar el cargo de Fiscal 
Adscripto. Se adjuntan copias aulenticadas de desestimienio y 
Resolución de Fiscalía de Corte teniendo por no «ceptada su propuesta 
de des:guación. 

Por tal motivo, tengo el agrado de dirigirmo 
a Usted, a efectos de proceder a la modificación parcial del Oficio N* 
243, proponiendo la designación de la concursante que quedara en el 
lugar cutcrce de la lista de prelación del concurso de Oposición y 
Mérito para ocupar el curgo do Fiscal Adscripto. 

La profesional, cuya designación se propone, 
es la Dra YHOYSE DELGADO RAMOS. Se adjunta copia 
autenticada de su respectivo curriculum vitae. 


A da imlia de 2016 
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Por razones de servicio, se procederá en este 
acto a la modificación del destino que lc fuera propuesto a Usted, de la 
Dra. Cecilia Legnani Cerctla, la que fuera propuesta para la Fiscalía 
Letrada Departamental de Rivera de 2? Tumo, proponiéndola en este 
acto para la Fiscalía Letrada Departamental de Carmelo. 

Se adjunta nueva nómina de las profesionales 
cuya designación se propone, así como el destino que les fuera 
asignado a cada una de ellas, para ocupar, previa venia del Senado 
nueve (9) cargos de Fiscales Adscriptos existentes cn Fiscalía de Corte 


y Procuraduría General de la Nación. 


* 
”, * » 


PROPONE 
DOC. C CHICA 
IIA a 9 a 
Maria — Cocilia — Irigoyen|Piscalta 3.177.121-4 |[KAA 
Ibarburu Departamental de 41528 
Paysandu de 1“, 21, 29 
“Nuno 
Clhudia Nair Rodriguez iFiscalía 3.722420-8 
Subiza Departament de 
'esro Largo 1? Turno 
3 |Cocilia Legnoni Ceresta Fiscalía 4,384. 117-0 [ACA 
Departamental de 103783 
Carmelo 
Andrea Silvana Mastroianni [Fiscalía 3,852.255-1 [CMB 8467 
Casanova 


1.871.473-6 [CA 92390 
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Ana Marcela  PandoMilE 
Suances 


de 
Dolores 
Yhoywe Delgado Rumos Fiscalía Letrada /3.304.872-2 |HAB 
Departamental de 54632 
Rivera de 2 Tumo 


Sin otro particular, y a la espera de que la 
Sra. Ministra considere las presentes propuestas de designación de los 
profesionales que ocuparán la tinilaridad de los cargos vacantes, y dé a 
la misma el trámite legal y constitucional que hubiere de corresponder, 
hago propicia la ocasión para saludare com mi mas distinguida 


consideración.- 
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SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor sena- 
dor Heber. 


SEÑOR HEBER.- Señor presidente: de acuerdo con el 
numeral 13 del artículo 168 de la Constitución de la repú- 
blica, el Poder Ejecutivo envía la solicitud de venia para la 
designación de tres fiscales adscriptos: los doctores Rosa- 
rio Isabel Silveira Retamar, Ricardo Marcelo Bregani Ro- 
sano y Cecilia María Manassi Corts. Al respecto cabe in- 
formar que se han cumplido todos los requisitos exigidos 
por la normativa vigente para solicitar las venias referidas. 
Por resolución del fiscal de Corte y procurador general de 
la nación, de fecha de 5 de junio de 2014, y de acuerdo 
con la Ley n. 18974, se dispuso un llamado a concurso; 
creo que todos somos conscientes de que hay un sistema 
de concursos en las fiscalías que lleva a dar mayores ga- 
rantías a la hora de los ascensos. El mencionado concurso 
es de oposición y méritos y tiene el fin de determinar un 
orden de prelación para efectuar las designaciones necesa- 
rias de acuerdo con las vacantes. 


La Fiscalía General de la Nación, por resolución del 
9 de marzo de 2015, aprueba lo actuado por el tribunal 
del concurso, que se manejó dentro de las formalidades 
establecidas en la reglamentación y determinó un orden 
de prelación de los participantes que lo habían aprobado. 
Así se integró una nómina de 62 participantes ordenados 
correlativamente de acuerdo con el mayor o menor puntaje 
obtenido en el concurso. 


Cabe señalar que de la prueba de oposición participa- 
ron 167 concursantes —creo que es importante saber esto 
para tomar dimensión del hecho— y se ascendió a tres. 
También informo que cuatro de los participantes, que fi- 
guran en el orden de prelación con los números 3, 6, 8 
y 9, renunciaron a su postulación por razones de distinta 
índole, por lo cual fueron excluidos. 


Por oficios de la Fiscalía General de la Nación, de fe- 
chas 20 de abril y 18 de setiembre de 2015, se propuso la 
designación de 14 fiscales adscriptos llegando, en el orden 
de prelación, hasta el número 18, teniendo en cuenta los 
desistimientos antes mencionados. 
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Los funcionarios hoy propuestos ocupan, en el orden 
de prelación, los lugares 19 a 21. Aclaro que el orden de 
prelación se encuentra vigente porque está dentro de los 
dos años de la resolución que homologó el concurso y, al 
haberse efectuado todo el procedimiento en forma ajus- 
tada a la reglamentación vigente, se aconseja, por parte 
de la Comisión de Asuntos Administrativos, otorgar las 
venias solicitadas porque, reitero, cumplen perfectamente 
con todo este procedimiento del concurso de oposición y 
méritos y, además, se generaron las garantías en cuanto al 
ascenso a cargos tan importantes como es el de los fiscales 
antes mencionados. 


En ese sentido, señor presidente, informo al Cuerpo 
para que se aprueben estas venias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de reso- 
lución. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo único.- Concédense al Poder Ejecutivo las ve- 
nias solicitadas para designar a las doctoras Rosario Isa- 
bel Silveira Retamar y Cecilia María Manassi Corts, y al 
doctor Ricardo Marcelo Bregani Rosano para ocupar los 
cargos de Fiscales Adscriptos (Escalafón “N”)». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar. 


(Se vota). 
—24 en 25. Afirmativa. 


Se comunicará al Poder Ejecutivo. 


16) DELITO DE ABIGEATO 


SEÑOR PRESIDENTE. Se pasa a considerar el asun- 
to cuya urgencia fue votada: «Proyecto de ley por el que 
se modifican los artículos 258, 259 y 259 bis del Códi- 
go Rural. (Carp. n.” 564/2016 - rep. n.-” 299/2016 - rep. 
n.? 299/2016 anexo 1)». 


442-C.S. CÁMARA DE SENADORES 6 de julio de 2016 


(Antecedentes). 


Carp. n.* 564/2016 - rep. n.* 299/2016 
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Denfarerontentes de la Departa 
Criental dele Preguas en deótón de 


2 O 
Bogart elo de Log 


Artículo 1% - Sustitúyese el artículo 258 del Código Rural por el siguiente: 


"ARTÍCULO 258.- Comete el delito de abigeato y será castigado con tres meses 
de prisión a seis años de penitenciaria, el que con intención de matar, diere 
muerte, faenare o se apoderare con sustracción de ganado vacuno y bubalino, 
caballar, lanar, cabrio, porcino, cualquier otra especie de corral o criadero, 
colmenas, cueros, lanas, pieles, plumas o cerdas ajenos; y el que marcare o 
señalare, borrare, modificare o destruyere dispositivos de identificación individual 
oficial, o las marcas y señales de animales o cueros ajenos, para aprovecharse de 
ellos. 


Con igual pena será castigado quien recibiere, ocultare, comercializare o de 
cualquier forma dispusiere de los productos obtenidos de la comisión de un delito 
de abigeato en cualquiera de sus formas". 


Artículo 2?.- Sustitúyese el artículo 259 del Código Rural por el siguiente: 


"ARTÍCULO 259.- La pena prevista en el artículo 258 será de dos a ocho años de 
penitenciaria, cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias agravantes 
especiales o cuando el Juez entienda al considerarlas en relación con las demás 
caracteristicas del caso, que hacen presumir la actuación concertada de dos o 
más personas con fines de lucro, antes, durante o después de la ejecución del 
delito: 


1%) Si para cometer el delito se emplearan vehículos de carga aptos para el 
transporte de los objetos robados. 
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2%) Si para cometer el delito se dañaran cercos, cortando alambre, 
destruyendo o arrancando postes, cadenas o cerrojos de porteras. 


3%) Si para la comisión del delito se utilizaran guías de propiedad y tránsito o 
documentación equivalente falsas o expedidas por terceras personas, o se 
falsificaran boletas de marca y señal. 

4%) Si se emplearen sevicias contra los animales. 

Son circunstancias agravantes muy especiales: 

1%) Ser jefe o promotor del delito. 

2%) La de poseer la calidad de hacendado o productor agropecuario. 


3% La de poseer la calidad de funcionario público cuando haya actuado con 
violación de los deberes de su cargo. 


Será aplicable al delito tipificado en el artículo 258, la circunstancia atenuante 
establecida por el inciso segundo del artículo 342 del Código Penal, y en tal caso 
las penas serán las indicadas en dicho artículo 258". 


Artículo 3?.- Sustitúyese el artículo 259 bis del Código Rural por el siguiente: 


"ARTÍCULO 259 bis.- El Juez actuante dispondrá el comiso y remate de todo 
elemento que directa o indirectamente fuere empleado en la comisión de los 
delitos tipificados en los artículos 258 y 259". 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 18 de mayo 


de 2016. 


FELIPE CARBALLO 
1er. Vicepresidente 
RGI TIZ 
Secretaria 
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COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, CÓDIGOS, 
LEGISLACIÓN GENERAL Y ADMINISTRACIÓN 


INFORME EN MAYORÍA 


Señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General 
y Administración, ha analizado el proyecto de ley por el que se introducen modificaciones 
al Código Rural, en lo relativo al delito de abigeato. 


La redacción original del Código Rural que fuera aprobado por la 
Ley N” 10.024, de 16 de junio de 1941, en su artículo 258 describía el abigeato con la 
siguiente fórmula: "el que fuera de las ciudades o pueblos, hurta o roba ganado vacuno, 
caballar, lanar, cabrío o porcino, cueros, lanas, pieles, plumas o cerdas, y el que marca o 
señala, borra o modifica las marcas o señales de animales o cueros ajenos sin 
consentimiento del dueño y para aprovecharse de ellos” y el artículo 259 establecía que 
el delito de abigeato será castigado de conformidad con las disposiciones del Título XIII, 
Libro II; del Código Penal que refiere a los delitos contra la propiedad. 


La redacción de ambos artículos fue modificada por la Ley 
N” 16.146, de 9 de octubre de 1990, estableciendo una pena de tres meses de prisión a 
seis años de penitenciaria, las agravantes especiales, con un mínimo de doce meses de 
prisión a un máximo de ocho años de penitenciaria, y las muy mp en que la pena 
era de de dos a diez años de penitenciaria. 


En lo que refiere a las atenuantes esta ley remite al artículo 342 
del Código Penal. 


La Ley N* 17.826, de 19 de setiembre de 2004, agrega el artículo 
259 bis. 


La redacción que se plantea por parte de la mayoría de esta 
Comisión, se fundamenta en dos principios básicos: por una parte, si bien se trata de un 
delito contra la propiedad, no se puede dejar de lado la importancia que tienen estos 
bienes para la economía nacional y la circunstancia geográfica que determinan que su 
protección requiera un estatuto diferente que la de los otros bienes. Por otra parte es 
necesaria la distinción entre el sujeto activo que comete el ilícito para atender una 
necesidad mínima o circunstancial de aquel que lo comete haciendo de éste su modus 
vivendi, una forma de enriquecimiento a costilla no solo del propietario del ganado hurtado 
o robado, sino de toda la sociedad, afectando la economía nacional. 


Por esa razón se debe distinguir claramente una situación de la 
otra, y se debe castigar con mayor rigor una que otra. 


Parcialmente concordamos con la redacción dada al artículo 258, 
por el Poder Ejecutivo, con la salvedad de que se mantiene la pena de tres meses de 
prisión a seis años de penitenciaría, por las razones ya mencionadas. 


Además se establece en su inciso segundo que se aplica igual 
pena a quien recibe, oculta, comercializa o de cualquier forma dispone de los productos 
de la comisión del delito de abigeato en cualquiera de sus formas, lo que implica una 
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ampliación de los sujetos activos en este delito, en tanto no solo se castiga a quien 
comete el abigeato, sino que también serán ahora castigados quienes colaboren de 
alguna manera con quienes cometan el abigeo. 


En lo que refiere al artículo 259, siguiendo la lógica antes planteada, se entiende 
que se debe castigar con mayor rigor cuando quien comete el delito lo hace de manera 
organizada y con finalidad de lucro, ya sea antes, durante o después de la ejecución del 
mismo. 


Entendemos que en estos casos el delito debe ser castigado con mayor rigor, por tal 
motivo se establece una pena de dos a ocho años de penitenciaria, convirtiéndolo en un 
delito inexcarcelable. 


A su vez dicha pena se verá aumentada si se dan las circunstancias agravantes 
especiales que se enumeran, agregando, como innovación, la sevicia contra los animales. 


En el artículo 259 bis se agrega un inciso que pretende corregir la situación 
planteada ante el decomiso de los bienes que se hubieren utilizado para cometer el delito, 
a efectos de que los mismos no queden en manos de quienes sean imputados del 
abigeato. 


En conclusión, la redacción propuesta pretende distinguir la situación de quien 
comete el delito para cubrir una necesidad circunstancial de que quien lo hace en forma 
organizada. En este último caso el daño que se produce del bien jurídico tutelado es 
mucho mayor que en el primero. 


A su vez se impone en la circunstancia de concierto y finalidad de lucro, considerar 
las agravantes especiales y muy especiales. 


Por todo lo expuesto, esta Asesora aconseja a la Cámara la aprobación del proyecto 
de ley que se acompaña. 


Sala de la Comisión, 11 de mayo de 2016 


DARCY DE LOS SANTOS 
MIEMBRO INFORMANTE 
CECILIA BOTTINO 
CATALINA CORREA 
MACARENA GELMAN 
PABLO GONZÁLEZ 
JAVIER UMPIÉRREZ 
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PROYECTO DE LEY 


Artículo 1*.- Sustitúyese el artículo 258 del Código Rural por el siguiente: 


"ARTÍCULO 258.- Comete el delito de abigeato y será castigado con tres meses 
de prisión a seis años de penitenciaria, el que con intención de matar, diere 
muerte, faenare o se apoderare con sustracción de ganado vacuno y bubalino, 
caballar, lanar, cabrío, porcino, cualquier otra especie de corral o criadero, 
colmenas, cueros, lanas, pieles, plumas o cerdas ajenos; y el que marcare o 
señalare, borrare, modificare o destruyere dispositivos de identificación individual 
oficial, o las marcas y señales de animales o cueros ajenos, para aprovecharse 
de ellos. 


Con igual pena será castigado quien recibiere, ocultare, comercializare o de 
cualquier forma dispusiere de los productos obtenidos de la comisión de un delito 
de abigeato en cualquiera de sus formas". 


Artículo 2”.- Sustitúyese el artículo 259 del Código Rural por el siguiente: 


"ARTÍCULO 259.- La pena prevista en el artículo 258 será de dos a ocho años de 
penitenciaría, cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias 
agravantes especiales y el Juez entienda al considerarlas en relación con las 
demás características del caso, que hacen presumir la actuación concertada de 
dos o más personas con fines de lucro, antes, durante o después de la ejecución 
del delito: 


1%) Si para cometer el delito se emplearan vehículos de carga aptos para el 
transporte de los objetos robados. 


2%) Si para cometer el delito se dañaran cercos, cortando alambre, 
destruyendo o arrancando postes, cadenas o cerrojos de porteras. 


3”) Si para la comisión del delito se utilizaran guías de propiedad y tránsito o 
documentación equivalente falsas o expedidas por terceras personas, o 
se falsificaran boletas de marca y señal. 


4”) Si se emplearen sevicias contra los animales. 
Son circunstancias agravantes muy especiales: 
1”) Ser jefe o promotor del delito. 
2%) La de poseer la calidad de hacendado o productor agropecuario. 


3”) La de poseer la calidad de funcionario público cuando haya actuado con 
violación de los deberes de su cargo. 


Será aplicable al delito tipificado en el artículo 258, la circunstancia atenuante 
establecida por el inciso segundo del artículo 342 del Código Penal, y en tal caso 
las penas serán las indicadas en dicho artículo 258”. 


Artículo 3”.- Sustitúyese el artículo 259 bis del Código Rural por el siguiente: 


"ARTÍCULO 259 bis.- El Juez actuante dispondrá el comiso de todo elemento que 
directa o indirectamente fuere empleado en la comisión de los delitos tipificados 
en los artículos 258 y 259. 
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En ningún caso se podrá nombrar como depositario de los bienes comisados a 
cualquiera de los imputados en la causa de que se trate". 


Sala de la Comisión, 11 de mayo de 2016 


DARCY DE LOS SANTOS 
MIEMBRO INFORMANTE 
CECILIA BOTTINO 
CATALINA CORREA 
MACARENA GELMAN 
PABLO GONZÁLEZ 
JAVIER UMPIÉRREZ 
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COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, CÓDIGOS, 
LEGISLACIÓN GENERAL Y ADMINISTRACIÓN 


INFORME EN MINORÍA 


Señores Representantes: 


Los abajo firmantes, integrantes de la Comisión de Constitución, 
Códigos, Legislación General y Administración, recomiendan a la Cámara aprobar el 
proyecto de ley sobre delito de abigeato, remitido oportunamente por el Poder Ejecutivo, 
que se acompaña. 


La referida modalidad delictiva se ha incrementado de manera 
alarmante en los últimos tiempos, impactando gravemente en el sector agropecuario y, 
por añadidura, en la situación de la economía nacional y de la seguridad pública en 
general. Sin considerar los casos que no llegan a denunciarse, en 2014 y 2015 se 
realizaron, respectivamente, 1341 y 1535 denuncias de hechos de ese tipo, las que 
tuvieron un muy bajo nivel de esclarecimientos, y dieron lugar a uno más bajo aún de 
procesamientos con prisión. La caída rotunda de la población ovina, de 26 a poco más de 
6 millones de cabezas, entre 1991 y 2015, asociada directamente al fenómeno que 
analizamos, es una demostración elocuente del daño que el abigeato está infligiendo. 


En atención a esa realidad, el Poder Ejecutivo, en actitud que se 
comparte, promovió el adjunto proyecto de ley con la finalidad de actualizar los 
artículos 258 y 259 del Código Rural, que tipifican y regulan las circunstancias agravantes 
del delito en cuestión. Si bien la doctrina discute si el derecho penal por sí mismo 
persuade o intimida, en el contexto presente resulta necesario ajustar la legislación 
vigente, contemplando más adecuadamente las distintas formas que el abigeato adopta y 
revisando la dosimetría aplicada a las sanciones penales actuales. Todo, con el objeto de 
un más eficaz combate a la criminalidad y, por lo tanto, de una mayor seguridad en 
nuestra campaña. 


En la exposición de motivos que acompaña la iniciativa, con la 
firma del presidente Tabaré Vázquez y de los Ministros Tabaré Aguerre y Eduardo 
Bonomi, el gobierno nacional expresa que ”...las modificaciones propuestas permitirán 
juzgar y perseguir estas conductas con mayor severidad y dejar de considerar al abigeato 
como un delito menor, tal como fuera apreciado por el legislador al aprobar el Código 
Rural. La realidad actual es diferente y, por lo tanto, se deben adecuar las normas 
jurídicas a la misma, pues de lo contrario se vuelven ineficientes...". Para reafirmar esa 
tesitura, y en ocasión de su comparecencia a la Comisión para justificar la propuesta, el 
Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca reivindicó la necesidad de dar una "señal" 
ante el problema, y el Subsecretario del Interior, Lic. Jorge Vázquez, en nombre de la 
cartera, reclamó el aumento de las penas del delito de abigeato por razones de 
proporcionalidad. 


En concreto, la solución proyectada por el Poder Ejecutivo implica 
incrementar las penas del tipo penal de tres a doce meses de prisión (mínima) y de seis a 
ocho años de penitenciaria (máxima); eliminar la posibilidad que hoy existe de aplicar 
penas sustitutivas; crear la figura del "reducidor”; y subir las penas de las agravantes, 
llevándolas de doce meses de prisión a dos años de penitenciaría (mínima) y de ocho a 
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diez años de penitenciaria (máxima). Cabe destacar que, para facilitar este planteo, 
fueron decisivos la participación y el acuerdo que alcanzaron, al respecto, los colegas de 
distintos partidos políticos que integran la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca de 
esta Cámara. 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración, sin 
embargo, resolvió por mayoría aprobar un proyecto alternativo al del Poder Ejecutivo, que 
limita las modificaciones penales sugeridas. Los abajo firmantes no comparten tal 
temperamento, fundamentalmente, porque en dicho proyecto las penas vigentes para el 
tipo penal previsto en el artículo 258 del Código Rural se mantienen, y porque con 
relación a las agravantes del artículo 259, si bien aumenta la mínima, para que se 
configure alguna de esas circunstancias se introduce la condición de que el delito sea 
cometido por una organización criminal. 


Tal innovación, por lo tanto, elimina el agravamiento de la pena que hoy opera 
cuando las conductas descriptas responden a acciones individuales, lo que se considera 
un inconveniente retroceso. Para ponerlo en términos prácticos, si hoy un individuo 
comete el delito de abigeato dañando cercos o destruyendo postes, utilizando guías o 
documentación falsa, o poseyendo la calidad de productor o de funcionario público, tales 
circunstancias agravan su conducta y la consecuencia penal. Con la redacción propuesta 
por la mayoría, eso ya no ocurrirá. 


Por las razones expuestas, se aconseja a la Cámara la sanción del proyecto de ley 
presentado por el Poder Ejecutivo, desechándose el que fuera aprobado por la mayoría 
de la Comisión Asesora. 


Sala de la Comisión, 11 de mayo de 2016 


PABLO D. ABDALA 
MIEMBRO INFORMANTE 
PABLO DÍAZ ANGÚILLA 
RODRIGO GOÑI REYES 


450-C.S. CÁMARA DE SENADORES 6 de julio de 2016 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1%.- Sustitúyese el artículo 258 del Código Rural por el siguiente: 


"ARTÍCULO 258.- Comete el delito de abigeato y será castigado con doce meses 
de prisión a ocho años de penitenciaria, el que con intención de matar, diere 
muerte, faenare o se apoderare con sustracción de ganado vacuno y bubalino, 
caballar, lanar, cabrío, porcino, cualquier otra especie de corral o criadero, 
colmenas, cueros, lanas, pieles, plumas o cerdas ajenos; y el que marcare o 
señalare, borrare, modificare o destruyere dispositivos de identificación individual 
oficial, o las marcas y señales de animales o cueros ajenos, para aprovecharse 
de ellos. 


Con igual pena será castigado quien recibiere, ocultare, comercializare o de 
cualquier forma dispusiere de los productos obtenidos de la comisión de un delito 
de abigeato en cualquiera de sus formas”. 


Artículo 2”.- Sustitúyese el artículo 259 del Código Rural por el siguiente: 


"ARTÍCULO 259.- La pena prevista en el artículo precedente, será de dos a diez 
años de penitenciaria, cuando concurran algunas de las siguientes circunstancias 
agravantes especiales: 


1%) Si el delito se ejecutara en banda con la participación de dos o más 
personas. 


2*) Si para cometer el delito se emplearan vehículos de carga aptos para el 
transporte de los objetos robados. 


3”) Si para cometer el delito se dañaran cercos, cortando alambre, 
destruyendo o arrancando postes, cadenas o cerrojos de porteras. 


4”) Si para la comisión del delito se utilizaran guías de propiedad y tránsito o 
documentación equivalente falsas o expedidas para terceras personas, O 
se falsificaran boletas de marca y señal. 


5”) Si se facilitaran los medios de transporte o la documentación falsa aludida 
en el numeral precedente. 


Son circunstancias agravantes muy especiales: 
17) Ser jefe o promotor del delito. 
2”) La de poseer la calidad de hacendado o productor agropecuario. 


3”) La de poseer la calidad de funcionario público cuando haya actuado con 
violación de los deberes de su cargo. 


Será aplicable al delito tipificado en el artículo anterior el atenuante establecido en 
el inciso segundo del artículo 342 del Código Penal". 
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Sala de la Comisión, 11 de mayo de 2016 


PABLO D. ABDALA 
MIEMBRO INFORMANTE 
PABLO DÍAZ ANGUILLA 
RODRIGO GOÑI REYES 
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COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, CÓDIGOS, 
LEGISLACIÓN GENERAL Y ADMINISTRACIÓN 


INFORME EN MINORÍA 


Señores Representantes: 


. Los abajo firmantes recomiendan a la Cámara de 
Representantes la sanción del adjunto proyecto de ley, por el que se modifican normas 
del Código Rural referidas al delito de abigeato, en mérito a las siguientes 
consideraciones. 


|.- Antecedentes. 


El Poder Ejecutivo remitió al Parlamento, con fecha 21 de diciembre de 2015, un 
proyecto de ley por el que se modifican los artículos 258 y 259 del Código Rural. 


Dicho proyecto de ley fue destinado inicialmente a la Comisión de Ganadería, 
Agricultura y Pesca de la Cámara, donde se agregó una propuesta de modificación del 
artículo 259 bis del mismo Código. 


Posteriormente se rectificó el trámite dado al asunto y el proyecto vino a estudio de 
la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración. 


La Comisión recibió al señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca, Tabaré 
Aguerre, y al señor Subsecretario del Ministerio del Interior, Jorge Vázquez, 
acompañados por sus asesores. Ámbos jerarcas abogaron por la rápida aprobación del 
proyecto de referencia, haciendo hincapié en la necesidad de actuar con urgencia para 
combatir al abigeato, que está causando verdaderos estragos en el medio rural. 
Subrayaron que las actuales formas de comisión del delito no guardan relación alguna 
con lo que sucedía en otras épocas, cuando quienes lo perpetraban lo hacian en pequeña 
escala y para satisfacer necesidades propias o familiares. Expresaron que hoy actúan en 
el medio rural organizaciones criminales que de manera planificada y con los medios 
materiales necesarios, operan en gran escala para abastecer de came mal habida a 
circuitos de comercialización de los que extraen importantes beneficios. La propuesta del 
Poder Ejecutivo en el sentido de aumentar las penas previstas para el abigeato responde, 
precisamente, al propósito de combatir el flagelo con la energía que reclaman sus nuevas 
manifestaciones. 


1I.- Algunas consideraciones de carácter general. 


Antes de comenzar el análisis del articulado, queremos formular algunas 
consideraciones de carácter general. 


Se encuentra a estudio de esta Comisión, un proyecto de Código Penal que procura 
actualizar y armonizar la profusa normativa vigente en tan importante materia. Una de las 
preocupaciones reiteradamente expuestas por legisladores, jueces, abogados y juristas 
que se han referido al asunto, es la de establecer proporciones racionales entre las penas 
previstas para los diferentes delitos, de manera de evitar que la agresión a bienes 
jurídicos relativamente menos importantes, reciba un castigo mayor que la agresión a 
otros, más importantes. 
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Para responder a una situación que considera apremiante, el Poder Ejecutivo 
propone al Parlamento la modificación de la legislación penal en materia de abigeato. Las 
normas pertinentes no se encuentran en el Código Penal, sino en el Código Rural, pero 
los firmantes de este informe entienden que esa circunstancia no debe impedir que, 
también con referencia al abigeato, se tenga en cuenta la necesidad de lograr "la debida 
correspondencia y armonía" entre las disposiciones que componen la legislación panal. 
Las normas sobre abigeato no pueden ser una isla, separada del cuerpo general de las 
normas penales; deberán interpretarse y aplicarse en el contexto de éstas y por lo tanto 
deben guardar cierta coherencia con los criterios rectores que informan la generalidad del 
ordenamiento punitivo. 


También hay que tener presente que las normas penales sustantivas se aplican por 
intermedio del proceso penal, el cual se rige por las normas de carácter procesal penal. 
Es en el Código respectivo y sus leyes modificativas, donde deben buscarse las 
disposiciones relativas a las medidas cautelares que pueden adoptarse cuando se 
dispone el procesamiento de una persona. Puede admitirse que, de manera excepcional, 
se establezcan normas procesales especiales para algún delito en particular; pero no 
sería de buena política legislativa prever un proceso penal distinto para cada tipo delictivo, 
y menos aún hacerlo en función de los reclamos más o menos enérgicos de los sectores 
de la población afectados por el delito de que se trate. Estas consideraciones tienen 
particular relevancia, a nuestro juicio, cuando el país se encuentra prácticamente en 
visperas de que comience a regir un nuevo Código del Proceso Penal que introduce 
cambios radicales en la materia, luego de años de debate académico y legislativo al 
respecto. 


El proyecto del Poder Ejecutivo no toma en cuenta la señalada necesidad de que las 
normas sobre abigeato se inserten armoniosamente en el ordenamiento penal y procesal 
penal vigente, y menos aún, en el proyectado. Por razones de necesidad y urgencia, 
seguramente, se prescindió de considerar ese aspecto de la cuestión. 


Los firmantes admiten en cierta medida la pertinencia de tales razones de necesidad 
y urgencia y por ello acompañarán parcialmente el proyecto en consideración; pero en 
algunos puntos estiman que el apartamiento de los criterios generalmente recibidos es 
demasiado grande y carece de justificación cabal, por lo que no acompañarán, en esos 
puntos, la propuesta del Poder Ejecutivo, sino la que surgió del trabajo de la Comisión. 


Lo dicho debe entenderse, además, sin perjuicio del reexamen de todos los 
aspectos del tema que pueda realizarse, sin urgencias, cuando se estudie el Código 
Penal. 


1Il.- Las modificaciones propuestas por el Poder Ejecutivo y la acordada en el seno da la 
Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


El Poder Ejecutivo propone modificar los artículos 258 y 259 del Código Rural. 


Esas normas tienen, actualmente, la redacción que les dio la Ley N” 17.826, de 14 
de setiembre de 2004, que modificó a su vez la redacción establecida por la Ley 
N? 16.146, de 9 de octubre de 1990. 


La Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca agregó una propuesta de 
modificación del artículo 259 bis del Código Rural. Ese artículo fue incorporado a dicho 
Código por la citada Ley N* 17.826. 


Con relación al artículo 258 del Código Rural, las modificaciones propuestas por el 
Poder Ejecutivo en el artículo 1? del proyecto consisten en: 
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a) aumentar las penas para el delito de abigeato, que son hoy de tres meses de 
prisión, la mínima, y seis años de penitenciaria, la máxima, a doce meses de prisión y 
ocho años de penitenciaria, respectivamente; 


b) sustituir el inciso segundo vigente, según el cual "La pena de prisión podrá 
sustituirse con horas de trabajo al servicio de la comunidad...”, por el siguiente: "Con igual 
pena será castigado quien recibiere, ocultare, comercializare o de cualquier forma 
dispusiere de los productos obtenidos de la comisión de un delito de abigeato en 
cualquiera de sus formas". 


Con relación al artículo 259 del Código Rural, que establece agravantes especiales y 
muy especiales, el Poder Ejecutivo propone -en el artículo 2? del proyecto- aumentar las 
penas mínima y máxima hoy vigentes, que son de doce meses de prisión y ocho años de 
penitenciaría, a dos y diez años de penitenciaria respectivamente. Se procura, pues, que 
el delito de abigeato sea incompatible con el procesamiento sin prisión y además 
inexcarcelable, toda vez que concurran algunas de las agravantes especiales previstas 
por la norma. 


Nada propone el proyecto en consideración, con respecto a los casos en que 
concurran agravantes muy especiales. La Ley N* 16.146 disponía que en tales casos las 
penas mínima y máxima fueran de dos y diez años de penitenciaría. La Ley N* 17.826 
mantuvo el elenco de las agravantes muy especiales, pero suprimió la previsión punitiva 
referida a ellas. El proyecto del Poder Ejecutivo no innova en esta maleria, con lo cual 
admite el absurdo de que cuando se verifica una circunstancia a la que el legislador 
consideró "agravante muy especial" (como por ejemplo, la de tener el agente del delito la 
calidad de hacendado, productor agropecuario o funcionario público actuando en ejercicio 
de sus funciones), la pena no varía y sigue siendo la del artículo 258, pero cuando se dan 
agravantes solamente "especiales", la pena sí se eleva y el delito pasa a ser 
inexcarcelable. 


Con relación al artículo 259 bis del Código Rural, los señores. Legisladores que 
integran la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca proponen suprimir en el inciso 
primero la salvaguardia de los derechos delos terceros de buena fe, y agregar un inciso 
segundo que diga que "En ningún caso se podrá nombrar como depositario de los bienes 
decomisados a cualquiera de los imputados en la causa de que se trate”, 


IV.- Nuestras recomendaciones. 


Con relación al artículo 258 del Código Rural recomendamos sancionar el texto 
propuesto por el Poder Ejecutivo en el artículo 1? del proyecto en consideración. 


En el inciso primero se aumentan las penas, como se indicó, pero manteniendo un 
mínimo de prisión que, aunque elevado (doce meses), es compatible tanto con el 
procesamiento sin prisión cuando se reúnan los demás requisitos necesarios para 
disponerlo, como con la excarcelación provisional del imputado cuando así corresponda. 
Demás está decir que el representante del Ministerio Público puede solicitar el 
procesamiento con prisión u oponerse a la excarcelación provisional, si así lo entiende 
pertinente, aunque la pena mínima sea la indicada. 


No objetamos la eliminación de la referencia a la sustitución de la pena de prisión 
por horas de trabajo en servicio a la comunidad, por considerar que ese no es asunto de 
una ley especial sino de las normas generales en materia de medidas cautelares o 
cumplimiento de las penas. 


Consideramos técnicamente inconveniente establecer, para el encubrimiento de 
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abigeato, un régimen propio y distinto del consagrado por el artículo 197 del Código 
Penal, tal como lo hace el nuevo texto que se propone como inciso segundo del artículo 
258 del Código Rural con el propósito de aumentar las penas previstas para las 
conductas subsumibles en aquel concepto general. No hacemos cuestión del punto en 
esta oportunidad, en atención a las razones de urgencia a las que hicimos referencia, 
pero nos reservamos la posibilidad de volver sobre el tema cuando se estudie el nuevo 
Código Penal. 


Advertimos, eso. sí, que si no se sanciona el aumento de penas propuesto por el 
Poder Ejecutivo en el inciso primero, la disposición del nuevo inciso segundo tendría por 
efecto disminuir la pena máxima prevista para las diversas modalidades del 
encubrimiento, que pasaría a ser de seis años de penitenciaria (artículo 258 vigente) y no 
de diez (artículo 197 del Código Penal). 


Con relación al artículo 259 del Código Rural, no aceptamos la modificación 
propuesta por el Poder Ejecutivo en el artículo 2% de su proyecto y recomendamos, en 
cambio, sancionar el texto elaborado por la Comisión. 


El Poder Ejecutivo propone un mínimo de dos años de penitenciaria para todos los 
casos en que concurran las agravantes especiales del artículo 259 del Código Rural. 
Entendemos que el criterio propuesto es excesivamente severo, porque elimina todo 
margen de discrecionalidad del Juez para contemplar las particularidades del caso 
concreto. De acuerdo con el proyecto del Ejecutivo, un joven de 18 años de edad, sin 
antecedentes penales, que cortara el tejido de alambre de un gallinero para robar una 
gallina, tendría que ser necesariamente procesado con prisión, sin posibilidades de 
obtener la excarcelación provisional; en efecto, habría robado un animal de corral 
(artículo 258), cortando alambre (artículo 259, numeral 3), por lo que la pena mínima a 
aplicársele sería de dos años de penitenciaria, con las consecuencias indicadas. 


En cambio, si el mismo joven hurta un automóvil de alta gama que lleva además en 
su interior un maletín con miles de dólares, responderá por un hurto agravado, que se 
castiga con un mínimo de doce meses de prisión (artículo 341 del Código Penal, con sus 
sucesivas modificaciones). 


Es demasiada la diferencia de trato entre conductas que son sustancialmente 
similares. 


Por eso, recomendamos acotar la elevación de penas propuesta por el Poder 
Ejecutivo a los casos contemplados por el mismo Poder Ejecutivo para justificar su 
propuesta ante la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración: aquellos casos en los que hayan actuado organizaciones criminales. No 
hay acuerdo en la doctrina acerca de lo que deba entenderse por "organizaciones 
criminales”. Para superar ese obstáculo sin perder la referencia al fenómeno aludido, la 
Comisión adoptó una fórmula simple y mínima para hacer operativas las agravantes 
especiales y el aumento de penas consiguiente a su aplicación: requerir la actuación 
concertada de dos o más personas, con ánimo de lucro, antes, durante o después de la 
ejecución del delito. Dos personas es el mínimo posible para una organización. El ánimo 
de lucro es lo que distingue al abigeato, en su forma actual, del que se cometía para 
satisfacer necesidades propias o familiares. La acción puede producirse en cualquier 
momento (en la planificación, la obtención de los medios necesarios para cometer el 
delito, su ejecución, el transporte, el almacenamiento o la comercialización de lo 
sustraído, etc.). No se requiere la prueba acabada de estos extremos, sino que el Juez 
pueda presumir que existen a partir de los datos objetivos constituidos por cualquiera de 
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las agravantes especiales del artículo y las demás características del caso. 


En lo que hace al elenco de las agravantes especiales, proponemos suprimir la del 
numeral 5* del artículo 259 del Código Rural ("Si se facilitaran los medios de transporte o 
la documentación falsa aludida en el numeral precedente”), que en rigor no es una 
circunstancia del delito sino una forma de participación en el mismo. 


En cambio, proponemos incorporar una previsión que atienda a un fenómeno nuevo, 
hasta donde sabemos, y merecedor del más enérgico repudio: la práctica de descuartizar 
a los animales ovinos o bovinos estando vivos, causándoles así un sufrimiento atroz, 
absolutamente innecesario aún a los fines del delito. Independientemente del daño que se 
hace a la propiedad del dueño de los animales, las sevicias infligidas a éstos deben ser 
castigadas. 


Para el último inciso de este artículo 259 del Código Rural proponemos una 
redacción que no viene a agregar nada nuevo, sino a explicitar una conclusión que ya 
puede extraerse de la disposición hoy vigente, interpretada en su contexto: "Será 
aplicable al delito tipificado en el artículo 258, la circunstancia atenuante establecida por 
el inciso segundo del artículo 342 del Código Penal, y en tal caso las penas serán las 
indicadas en dicho artículo 258”. El inciso segundo del artículo 342 del Código Penal 
prevé el caso en que la sustracción haya recaído sobre cosas de poco valor, para atender 
una necesidad, fuera de las circunstancias previstas en el artículo 27 del Código Penal, es 
decir, fuera del estado de necesidad estrictamente considerado. Si se obró para atender 
una necesidad no se actuó con ánimo de lucro, y por lo tanto no son de aplicación las 
agravantes especiales si se acepta la redacción propuesta por los firmantes; por lo tanto, 
no se agrega nada nuevo cuando se dice que en tal caso las penas serán las del artículo 
258, pero enunciar la conclusión contribuirá a dar claridad a la norma y certeza a su 
aplicación. 

En lo que respecta a la redacción propuesta para el artículo 259 bis del Código 
Rural, debemos decir que no compartimos la supresión de la salvaguardia de los 
derechos de los terceros de buena fe que resulta del nuevo texto propuesto para el inciso 
primero. Ello no nos impide, empero, acompañar la modificación que se propone para 
este artículo, porque los derechos de los terceros de buena fe quedan igualmente 
amparados por la legislación general. 


En cambio, sí compartimos lo que se propone como inciso segundo del artículo 259 
bis, es decir, la prohibición de que el Juez designe al imputado como depositario de 
cualquier elemento utilizado en la comisión del delito. Estimamos que el simple sentido 
común depone a favor de la redacción propuesta. 


Para finalizar, queremos reconocer que el proyecto que se eleva a la consideración 
del Plenario deja sin resolver algunas cuestiones; esperamos que el Senado pueda 
ocuparse de ellas, si no resulta posible hacerlo en Sala. 


Nos referimos, en primer lugar, a que no se establecen penas para los casos en los 
que concurren agravantes muy especiales. En nuestra opinión, una solución razonable 
sería la de mantener la penalidad prevista para las agravantes especiales (mínimo de dos 
años de penitenciaria, máximo de diez), pero prescindiendo del requisito de la presunción 
que planteamos para el cómputo de éstas. 


Otro cabo suelto es que el castigo mayor en caso de causación de sevicias a los 
animales, no tendría que depender de ningún otro requisito. Para ello, una solución 
factible consistiría en considerar a esa circunstancia como a una agravante ya no 
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especial, sino muy especial. Estimamos que esta mayor severidad estaría plenamente 
justificada. 


Por las razones expuestas, recomendamos a la Cámara la sanción del proyecto que 
se adjunta a este Informe. 


Sala de la Comisión, 11 de mayo de 2016 


OPE PASQUET 
MIEMBRO INFORMANTE 
DANIEL RADÍO 
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PROYECTO DE LEY 


Artículo 1%.- Sustitúyese el artículo 258 del Código Rural por el siguiente: 


"ARTÍCULO 258.- Comete el delito de abigeato y será castigado con doce meses 
de prisión a ocho años de penitenciaria, el que con intención de matar, diere 
muerte, faenare o se apoderare con sustracción de ganado vacuno y bubalino, 
caballar, lanar, cabrío, porcino, cualquier otra especie de corral o criadero, 
colmenas, cueros, lanas, pieles, plumas o cerdas ajenos; y el que marcare o 
señalare, borrare, modificare o destruyere dispositivos de identificación individual 
oficial, o las marcas y señales de animales o cueros ajenos, para aprovecharse 
de ellos. 


Con igual pena será castigado quien recibiere, ocultare, comercializare o de 
cualquier forma dispusiere de los productos obtenidos de la comisión de un delito 
de abigeato en cualquiera de sus formas". 


Artículo 2*.- Sustitúyese el artículo 259 del Código Rural por el siguiente: 


"ARTÍCULO 259.- La pena prevista en el artículo 258, será de dos a diez años de 
penitenciaria, cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias 
agravantes especiales y el Juez entienda, al considerarlas en relación con las 
demás características del caso, que hacen presumir la actuación concertada de 
dos o más personas con fines de lucro, antes, durante o después de la ejecución 
del delito: 


1%) Si para cometer el delito se emplearan vehículos de carga aptos para el 
transporte de los objetos robados. 


2%) Si para cometer el delito se dañaran cercos, cortando alambre, 
destruyendo o arrancando postes, cadenas o cerrojos de porteras. 


37) Si para la comisión del delito se utilizaran guías de propiedad y tránsito o 
documentación equivalente falsas o expedidas por terceras personas, o 
se falsificaran boletas de marca y señal. 


4%) Si se emplearen sevicias contra los animales. 
Son circunstancias agravantes muy especiales: 
1”) Ser jefe o promotor del delito. 
2%) La de poseer la calidad de hacendado o productor agropecuario. 


3”) La de poseer la calidad de funcionario público cuando haya actuado con 
violación de los deberes de su cargo. 


Será aplicable al delito tipificado en el artículo 258, la circunstancia atenuante 
establecida por el inciso segundo del artículo 342 del Código Penal, y en tal caso 
las penas serán las indicadas en dicho artículo 258". 


Artículo 3”.- Sustitúyese el artículo 259 bis del Código Rural por el siguiente: 


"ARTÍCULO 259 bis.- El Juez actuante dispondrá el comiso de todo elemento que 
directa o indirectamente fuere empleado en la comisión de los delitos tipificados 
en los artículos 258 y 259. 
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En ningún caso se podrá nombrar como depositario de los bienes comisados a 
cualquiera de los imputados en la causa de que se trate". 


Sala de la Comisión, 11 de mayo de 2016 


OPE PASQUET 
MIEMBRO INFORMANTE 
DANIEL RADÍO 
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PODER EJECUTIVO 


PROYECTO DE LEY 
MODIFICATIVO DE LOS ARTICULOS 258 Y 259 DEL CODIGO RURAL 
QUE REFIEREN AL DELITO DE ABIGEATO” 


Artículo 1*.- Sustitúyase el artículo 258 del Código Rural por el 
siguiente: 

"ARTÍCULO 258.- Comete el delito de abigeato y será castigado con 
doce meses de prisión a ocho años de penitenciaria, el que con intención de 
matar, diere muerte, faenare o se apoderare con sustracción de ganado 
vacuno y bubalino, caballar, lanar, cabrio, porcino, cualquier otra especia de 
corral o criadero, colmenas, cueros, lanas, pieles, plumas o cerdas ajenos: y 
el que marcare o señalare, borrare, modificare o destruyere dispositivos de 
identificación individual oficial, o las marcas y señales de animales o cueros 
ajenos, para aprovecharse de ellos. 

Con igual pena será castigado quien recibiere, ocultare, 
comercializare o de cualquier forma dispusiere de los productos obtenidos 
de la comisión de un delito de abigeato en cualquiera de sus formas”. 


Artículo 2”.- Sustitúyase el artículo 259 del Código Rural por el 
siguiente: 

"ARTÍCULO 259.- La pena prevista en el artículo precedente, será de 
dos a diez años de penitenciaria, cuando concurran algunas de las 
siguientes circunstancias agravantes especiales: 

1% Si el delito se ejecutara en banda con la participación de dos o más 
personas. 

2% Si para cometer el delito se emplearan vehículos de carga aptos para 
el transporte de los objetos robados. 

3% Si para cometer el delito se dañaran cercos, cortando alambre, 
destruyendo o arrancando postes, cadenas o cerrojos de porteras. 

4% Si para la comisión del delito se utilizaran guías de propiedad y 
tránsito o documentación equivalente falsas o expedidas para terceras 
personas, o se falsificaran boletas de marca y señal. 
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5% Si se facilitaran los medios de transporte o la documentación falsa 
aludida en el numeral precedente. 

Son circunstancias agravantes muy especiales: 
1% Ser jefe o promotor del delito. 
2%) La de poseer la calidad de hacendado o productor agropecuario. 
3% La de poseer la calidad de funcionario público cuando haya 
actuado con violación de los deberes de su cargo. 

Será aplicable al delito tipificado en el artículo anterior el atenuante 

* establecido en el inciso segundo del artículo 342 del Código Penal". 
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MINISTERIO DE GANADERIA AGRICULTURA Y PESCA 
MINISTERIO DEL INTERIOR 


Montevideo, 21 DIC 2015 


Señor Presidente de la Asamblea General 
Lic. Raúl Sendic 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo, a 
fin de someter a su consideración el presente proyecto de ley modificativo de 
los artículos 258 y 259 del Código Rural que refieren al delito de abigeato. 


Desde hace muchos años este delito viene preocupando 
tanto a las victimas objeto de tales ilícitos, así como a las diversas entidades 
gremiales vinculadas al sector agropecuario y por supuesto a las autoridades 
públicas tanto a nivel del Poder Ejecutivo como Legislativo. 


Si bien la normativa que regula este delito en su momento 
pudo ser un instrumento adecuado para combatirlo, hoy en día aparece 
como ineficaz para dar una repuesta firme y eficiente para disuadir a los 
sujetos que atacan contra los bienes tutelados por la norma jurídica. 


En ese sentido y en base a la información que se cuenta 
respecto al aumento del número de abigeatos, se entiende oportuno 
introducir algunas modificaciones al artículo 258 del Código Rural tales como 
el incremento de las penas, la eliminación de la facultad del Juez respecto a 
la aplicación de penas sustitutivas a la prisión; creación en el nuevo inciso 
segundo del artículo 258 de la figura que podríamos llamar de *reducidor”; y 
también se propone aumentar las penas para las agravantes establecidas en 
el artículo 259 del código antes mencionado. 
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Con la nueva redacción se pretende dar a la justicia medios 
adecuados para combatir este delito que hoy en día no solo tiene como 
ámbito destinatario el medio rural, sino que también se ha trasladado a 
ciudades y pueblos y alli radica la eliminación de la referencia “fuera de 
las ciudades o pueblos” que restringía el delito en lo atinente al ámbito 
espacial. 


Cabe consignar que la reforma planteada sigue el ejemplo 
de nuestros vecinos Argentina y Brasil, países que han incrementado las 
penas para el delito de abigeato en sus respectivas legislaciones, también 
como forma de dar respuesta al flagelo que afecta los bienes jurídicos 
tutelados. 


Sin lugar a dudas las modificaciones propuestas permitirán 
juzgar y perseguir estas conductas con mayor severidad y dejar de 
considerar al abigeato como un delito menor tal como fuera apreciado por 
el legislador al aprobar el Código Rural. La realidad actual es diferente y 
por lo tanto se deben adecuar las normas jurídicas a la misma, pues de lo 
contrario se vuelven ineficientes no solo en la represión, sino también 
respecto al efecto disuasivo que debe operar en los sujetos activos que 
participan en la comisión de este delito.- 


El Poder Ejecutivo saluda a ese cuerpo con su mayor 
consideración. 
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Disposición citada 


Ley N* 10.024, 
de 14 de junio de 1941 


CÓDIGO RURAL 


SECCION ll 
CAPITULO lll 
ABIGEATO 


Artículo 258.- Comete el delito de abigeato y será castigado con tres meses de 
prisión a seis años de penitenciaria, el que fuera de las ciudades o pueblos, con 
intención de matar, diere muerte, faenare o se apoderare con sustracción de ganado 
vacuno y bubalino, caballar, lanar, cabrío, porcino, cualquier otra especie de corral o 
criadero, colmenas, cueros, lanas, pieles, plumas o cerdas ajenos, y el que marcare o 
señalare, borrare o modificare las marcas y señales de animales o cueros ajenos, para 
aprovecharse de ellos. 


La pena de prisión podrá sustituirse con horas de trabajo en servicio a la 
comunidad. El Juez de la causa determinará la clase de servicio a cumplirse, el lugar y 
la cantidad de horas, así como el contralor del cumplimiento de dicha sanción. 


Fuente: Ley N* 17.826, de 14 de setiembre de 2004, 
artículo 1”. 


Artículo 259.- La pena prevista en el artículo precedente, será de doce meses de 
prisión a ocho años de penitenciaría, cuando concurran algunas de las siguientes 
circunstancias agravantes especiales: 

1”) Si el delito se ejecutara en banda con la participación de dos o más personas. 


2*) Si para cometer el delito se emplearan vehículos de carga aptos para el transporte 
de los objetos robados. 


3”) Si para cometer el delito se dañaran cercos, cortando alambre, destruyendo o 
arrancando postes, cadenas o cerrojos de porteras. 


4”) Si para la comisión del delito se utilizaran guías de propiedad y tránsito o 
documentación equivalente falsas o expedidas para terceras personas, o se 
falsificaran boletas de marca y señal. 


5”) Si se facilitaran los medios de transporte o la documentación falsa aludida en el 
numeral precedente. 


Son circunstancias agravantes muy especiales: 
1”) Ser jefe o promotor del delito. 


2”) La de poseer la calidad de hacendado o productor agropecuario. 
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3”) La de poseer la calidad de funcionario público cuando haya actuado con violación 
de los deberes de su cargo. 


Será aplicable al delito tipificado en el artículo anterior el atenuante establecido en 
el inciso segundo del artículo 342 del Código Penal. 


Fuente: Ley N* 17.826, de 14 de setiembre de 2004, 

artículo 22. 

Artículo 259 bis.- El Juez actuante dispondrá el comiso de todo elemento que 
directa o indirectamente fuere empleado en la comisión del delito. 


Lo dispuesto en el inciso precedente regirá sin perjuicio de los derechos de los 
terceros de buena fe. 


Fuente: Ley N* 17.826, de 14 de setiembre de 2004, 
articulo 3*. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Martínez Huelmo. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Señor presidente: 
este proyecto de ley está relacionado con el delito de 
abigeato y, por su tenor, modifica algunas disposiciones del 
Código Rural. Concretamente, se plantea la modificación 
de los artículos 258 y 259, en la redacción dada por la Ley 
n.” 10024, de 14 de junio de 1941, y sus modificaciones 
previstas en la Ley n.? 16146, de 9 de octubre de 1990 y, 
a su vez, la del artículo 259 bis, incorporado por la Ley 
n 17826, de 14 de setiembre de 2004. 


Cuando se abordan, señor presidente, los antecedentes 
de este delito, queda claro que la adecuación de la norma- 
tiva que estamos modificando hace a una realidad que no 
es la de los años treinta del siglo xx, a la que se respondió 
con la Ley n.- 10024. En esos tiempos el delito que nos 
ocupa poseía un componente social irrefutable para aquel 
entonces y, además, se sabía que muchas veces era origi- 
nado por cierta parte de la población que tenía necesidades 
básicas insatisfechas. 


En el presente, y mirando hacia atrás, luego de varios 
lustros esa circunstancia ha cambiado notoriamente en 
virtud de un sinnúmero de políticas sociales y demás ac- 
tividades inclusivas que Uruguay ha desarrollado y que 
han permitido un alto estándar de seguridad alimentaria 
en beneficio de la población. 


Realizada esta puntualización referida a tiempos pre- 
téritos, cuando un sujeto podía cometer un delito de abi- 
geato para atender una necesidad básica suya o familiar, 
es necesario distinguirlo de quien o quienes, al presente, 
hacen de esta práctica una afectación contra la propiedad 
privada y también, fundamentalmente, contra la economía 
del país. Quizás en el presente, más que en cualquier otra 
época, el abigeato genera tantos perjuicios económicos 
que ha activado la alarma del sector productivo y de los 
poderes públicos, y de allí este proyecto de ley. 


Alcanza con conocer algunas estadísticas que hemos 
extraido de los debates que se dieron en la Cámara de Re- 
presentantes y también de las investigaciones que hemos 
realizado en los últimos días para saber que, por ejemplo, 
en el año 2014 hubo 1341 denuncias de presuntos delitos 
de abigeato y que en el pasado año fueron 1535. Este es, 
además, un delito de difícil esclarecimiento, tal como lo 
demuestran las estadísticas existentes. 


A pesar de estar en Montevideo —nosotros somos de 
esta ciudad—, gracias a la prensa estamos al tanto de los 
estragos que causa este delito. Por ejemplo, en enero de 
2015 nos llamó poderosamente la atención que un gran 
campeón Hereford fuera faenado al borde del camino, a 
treinta kilómetros de la ciudad de Melo. Como consecuen- 
cia de eso, el INAC realizó un estudio de ADN en los la- 
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boratorios y así descubrieron que la carne estaba en varias 
carnicerías de la ciudad de Melo. Quiere decir que, sin 
lugar a dudas, esta faena totalmente ilícita fue llevada a 
cabo por una organización delictiva dedicada al abigeato. 


A su vez, en el año 2015 se robó una oveja cada tres 
horas; eso es lo que muestran las estadísticas para los de- 
partamentos que se dedican, fundamentalmente, a la cría 
de ganado ovino. Quiere decir que aquello que decía Osi- 
ris Rodríguez Castillos de que «tu padre carneó una oveja 
y está preso por ladrón» va quedando en la historia ante la 
operativa de organizaciones delictivas que hacen del abi- 
geato su sustento y su negocio. 


Creo, señor presidente, que proteger el desarrollo de 
la majada nacional —y, también, por supuesto, de otros ro- 
deos— y defender la producción, en particular al pequeño 
y mediano productor agropecuario, es algo fundamental 
en estos tiempos, justamente en un momento en el que el 
Uruguay está impulsando —a través del Poder Ejecutivo 
y de los poderes públicos que se dedican a la búsqueda 
de mercados— la exportación de carne ovina a grandes 
mercados tales como México y Estados Unidos, que darán 
mucho trabajo en el medio rural. 


Por lo tanto, debemos decir que hay que dar señales 
claras para que quienes se dedican a estas actividades tan 
fundamentales para la economía del país sepan que están 
siendo amparados por el Estado y, también, para que quie- 
nes se dedican al delito del abigeato sepan que el Estado 
está atento a estos menesteres. 


Además, esta actividad ilícita reúne una cualidad tam- 
bién negativa para el Estado y para la sociedad: la viola- 
ción absoluta de toda normativa sanitaria y bromatológi- 
ca. En este sentido, hemos escuchado decir al ministro del 
Interior y a las autoridades del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca que es muy común encontrar los sub- 
productos de la carne —tanto en los chacinados como en 
el expendio de milanesas y otro tipo de comidas hechas 
a partir de la carne ovina y bovina— a la venta a la vera 
del camino, o aun en las propias carnicerías de distintas 
ciudades y poblados del interior del país. 


(Ocupa la presidencia el señor Guillermo Besozzi). 


—La comisión recibió a los ministros del Interior y de 
Ganadería, Agricultura y Pesca para conocer su opinión 
sobre este proyecto de ley y no recibió objeciones sobre 
sus alcances. 


Vamos a detallar las características del articulado para 
que podamos observar qué está generando el Poder Legis- 
lativo ante este fenómeno. 


A través del artículo 1. se sustituye el actual artículo 
258 del Código Rural. Al respecto, es necesario hacer 
algunas puntualizaciones para hacer un seguimiento del 
proyecto de ley que viene de la Cámara de Representantes, 
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que no sufrió modificaciones en la comisión del Senado. 
En él se elimina la razón del lugar para la comisión del de- 
lito, es decir, «fuera de las ciudades o pueblos», tal como 
decía el antiguo artículo del Código Rural. Esto significa 
que no quedan lugares excluidos para la persecución del 
delito. 


A su vez, se incorporan dentro del tipo penal la modifi- 
cación, alteración, supresión o destrucción de los disposi- 
tivos de identificación individual oficial. Creemos que este 
aspecto es muy importante porque abarca la inclusión de 
la tecnología utilizada actualmente para identificar la pro- 
piedad y para certificar la trazabilidad de nuestras carnes, 
algo que, además, es un sello que distingue a nuestra pro- 
ducción y le da un valor agregado. Por tanto, son penadas 
la alteración y afectación de esta identificación individual 
oficial. 


Asimismo, por este artículo 1.” se suprime expresa- 
mente la facultad que tenía la Justicia de aplicar medidas 
alternativas a través del trabajo comunitario. Eso estaba 
incluido en el artículo 258 del antiguo Código Rural. 


Otro aspecto no menor es que se castiga de igual forma 
a quienes reciban, oculten, comercialicen o dispongan de 
los productos obtenidos del delito de abigeato en cualquie- 
ra de sus formas. Esta disposición es de gran importancia 
porque, de alguna forma, corta y ataca al último eslabón 
de la cadena del delito, que en la modernidad ha adquirido 
la particularidad de que no es para alimentar a la familia 
o para hacer un asado en algún monte, sino para alimentar 
a una red que comercializa esto en todas las ciudades pe- 
queñas y medianas del interior de nuestro país. 


El artículo 2.” del proyecto de ley sustituye al artículo 
259 del Código Rural aumentando las penas por circuns- 
tancias agravantes especiales y agravantes muy especia- 
les. Concretamente, eleva la mínima de doce meses de 
prisión a dos años de penitenciaría, lo que vuelve al delito 
inexcarcelable. 


En la redacción propuesta para el artículo 259 se con- 
templa la actuación, en la conducta delictiva, de una or- 
ganización integrada por dos o más personas, lo que será 
valorado por el juez competente. 


Dentro de las circunstancias agravantes especiales se 
incorpora el empleo de sevicia contra los animales en la 
comisión del delito. Creo, señor presidente, que este es un 
tema importante porque se ha visto una saña, una actua- 
ción inhumana, en el acto de la faena en el abigeato: los 
animales son desollados prácticamente vivos y se sabe que 
se les sacan los cortes más importantes cuando el animal 
está vivo. Esto también está contemplado en la ley porque 
es evidente que hay que marcar una ruta en este tema, so- 
bre todo en lo que hace al maltrato animal. 


Dentro de las circunstancias agravantes especiales re- 
sulta necesario distinguir al sujeto activo que incurre en 
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esta conducta delictiva en forma circunstancial, para aten- 
der una necesidad mínima, del que hace de este delito su 
forma de vida y modus operandi. En ese sentido, en el in- 
ciso final del artículo 259 se distinguen ambas situaciones. 


El artículo 3.” sustituye la redacción del artículo 259 
bis del Código Rural con el objetivo de corregir la situa- 
ción que se verifica ante el comiso de los bienes utilizados 
para cometer el delito, ya sea en su modalidad simple o 
cuando concurran circunstancias agravantes, disponién- 
dose su remate. Con relación a esto, tuvimos un intercam- 
bio entre los miembros de la comisión y finalmente deci- 
dimos que, a los efectos de probar los eventuales derechos 
de terceros, este asunto se solucione por la vía civil. Este 
aspecto también fue muy discutido en la Cámara de Re- 
presentantes, pero finalmente se llegó a la conclusión de 
que estos aspectos están amparados por el sistema jurídico 
y por las normas generales del derecho. Por lo tanto, señor 
presidente, la comisión estimó que era procedente aprobar 
el artículo 3.*, que sustituye la redacción del artículo 259 
bis del Código Rural. 


Señor presidente: con la aprobación de este proyecto 
de ley estamos dando una herramienta jurídica adecuada 
para combatir un delito que viene en ascenso y que es fun- 
damental enfrentar para, como se ha dicho, dar seguridad 
y estabilidad al negocio agropecuario. 


Estuve leyendo los razonamientos de algunos señores 
legisladores del interior del país y la verdad es que aprendí 
mucho en esa fuente. Después de escuchar a los señores 
diputados De los Santos y Fratti —entre otros—, podemos 
concluir que es un tema que se debe enfrentar con deci- 
sión. Quiero decir que, teniendo en cuenta el aspecto so- 
cial y las opiniones que se han recibido de quienes son 
nuestros representantes en los distintos departamentos, 
parece sustancial acompañar este proyecto de ley. Si a 
un pequeño productor que tiene veinte vacas lecheras le 
carnean tres, además de perder miles de litros de leche 
al año, sin lugar a dudas va a ver afectado su patrimonio, 
el trabajo de su familia y las expectativas de vivir en el 
medio rural, un medio muy inhóspito. ¡Imaginemos lo que 
significa, con estos días, vivir en campaña! 


Creemos que el Senado de la república, tal como lo 
hizo la Cámara de Representantes, debe dar señales muy 
claras contra este delito que afecta tanto a la familia rural 
como a la economía del país. Por lo tanto, la Comisión de 
Constitución y Legislación recomienda la aprobación de 
este proyecto de ley por considerar que es beneficioso para 
el país. 


SEÑOR CAMY-.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR CAMY.- Señor presidente: queremos dejar 
constancia de nuestra posición favorable y la del Partido 
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Nacional —que ya fue expresada en la Comisión de Consti- 
tución y Legislación— con relación a la modificación de los 
artículos 258, 259 y 259 bis del Código Rural. 


Vamos a hacer una breve reseña sobre la creación del 
Código Rural en 1875 y también alguna referencia al de 
1942, vigente hasta el día de hoy con algunas modifica- 
ciones. 


En primer lugar hay que destacar que la gloria de 
dotar al país del Código Rural de 1875 corresponde a la 
Asociación Rural del Uruguay y a personalidades de la 
época, como el doctor Joaquín Requena, don Daniel Zo- 
rrilla y don Domingo Ordoñana, quienes concluyeron y 
armonizaron la obra. Con fecha 17 de julio de 1875 resulta 
aprobado nuestro primer Código Rural. Posteriormente, 
en 1914, el abogado y ministro de Industrias, don Justino 
Jiménez de Aréchaga, comunica por carta al doctor Daniel 
García Acevedo que, por decisión del Poder Ejecutivo, se 
le encomendaba la tarea de revisión de la legislación ru- 
ral, encargo que fue cumplido satisfactoriamente por este 
reconocido jurista. 


Entre los aportes realizados existieron modificacio- 
nes en materia de abigeato. Por ejemplo, se estableció una 
pena accesoria para el condenado por el delito de abigeato: 
la inhabilitación para negociar ganado o frutos del país 
durante un tiempo igual al doble de la duración efectiva 
de la pena. 


Finalmente, el 14 de junio de 1941 se deroga el Código 
Rural existente desde 1875 y entra en vigencia el nuevo 
Código Rural, que nos rige hasta la actualidad, obviamen- 
te con algunas modificaciones. 


Estos antecedentes históricos que menciono fueron 
extraidos del Código Rural anotado y concordado por el 
prestigioso docente de Derecho Agrario, el doctor Jorge 
Fernández Reyes. Y me parece oportuno mencionar esto 
porque cuando hablamos del delito de abigeato nos esta- 
mos refiriendo al hurto de ganado, modalidad delictiva 
que no está prevista en el Código Penal —que contiene la 
enorme mayoría de los delitos—, sino en el Código Rural, 
un compendio normativo que regula las relaciones en el 
medio rural. Allí es donde, a nuestro juicio, tenemos que 
hacer foco para valorar de forma justa las modificaciones 
que en el día de hoy el Senado está considerando. 


El delito de abigeato aparece previsto por primera vez 
en la Ley n.” 323, de 13 de junio de 1853, que original- 
mente constaba de 10 artículos y era preponderantemente 
resarcitoria, más parecido a una solución de derecho civil. 
Desde entonces tuvo sucesivas modificaciones: en 1875, 
en 1882, en 1911, en 1941, en 1990 y, por último, en 2004. 


Los actuales artículos 258, 259 y 259 bis quedaron con 
la redacción dada por la Ley n. 17826, de 14 de setiem- 
bre de 2004. Mencionamos como antecedente de nuestra 
fundamentación de voto el origen de los códigos y la re- 
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seña legislativa porque entendemos que la temática en sí 
no responde a una suerte de capricho ni se trata de un au- 
mento de penas desmedido porque sí. La evolución legis- 
lativa que ha tenido este tema demuestra la importancia y 
la dedicación del Parlamento nacional a la defensa de los 
valores de las mujeres y los hombres que trabajan la tierra. 


La importancia de los medios de producción en el me- 
dio rural es lo que nos preocupa a la hora de estudiar las 
modificaciones normativas, señor presidente. En la Cáma- 
ra de Representantes, que es de donde viene este proyecto, 
se dio un fuerte debate sobre las diferencias entre el tex- 
to que venía del Poder Ejecutivo y el que finalmente fue 
aprobado. En ese sentido, creemos importante subrayar las 
palabras del señor diputado Abdala al referirse a este fla- 
gelo que impera en nuestra campaña, porque no solamente 
afecta a los trabajadores del mundo rural. Y lo cito textual- 
mente: «Reitero que esta afectación no solo es económica, 
social y moral; también tiene consecuencias negativas des- 
de el punto de vista de la calidad de vida de los uruguayos. 
Afecta lo que se conoce como la inocuidad alimentaria — 
las condiciones de seguridad y de calidad de los alimentos 
que los uruguayos consumimos-, ya que las condiciones 
de higiene y de manipulación previstas en la reglamenta- 
ción obviamente no se cumplen porque estamos frente a 
una actividad que, por definición, es clandestina». 


Si aprobamos este proyecto de ley, señor presidente, 
estamos dando una fuerte señal desde el Parlamento a los 
productores agropecuarios. ¿Hubiésemos querido penas 
más altas? Es verdad. En la Cámara de Representantes, 
el informe en minoría del Partido Nacional prestó confor- 
midad con el proyecto enviado por el Poder Ejecutivo, que 
imponía penas más gravosas para este delito. Pero lo im- 
portante es reconocer que la problemática existe y que se 
debe afrontar. Y no lo estamos planteando, como algunos 
creen, desde la lógica de defender a los grandes capitales 
y corporaciones —más allá de que, obviamente, deben ser 
resguardados en su justa medida—, sino que pretendemos 
ayudar a los pequeños productores que viven cerca de las 
zonas urbanas, que también tienen animales para subsistir 
y que se ven afectados cuando les carnean dos o tres ove- 
jas. ¡Vaya si no tienen también que ser defendidos por esta 
norma! No olvidemos que en Uruguay existen 14.000 pro- 
ductores que tienen extensiones de menos de 500 hectáreas 
y que representan más del 30 % del conjunto del rubro ovi- 
no. Sin duda que, por las características de la producción, 
son los más sensibles a este tema. A estos productores es 
a quienes refiere el Partido Nacional y pretende defender 
cuando habla de aumentar las penas, y no otra cosa. 


Señor presidente: Alianza Nacional —la agrupación po- 
lítica que integro— ha impulsado recientemente un paquete 
de medidas contra la inseguridad, que incluye algunas so- 
luciones a la problemática de la gente que vive en el cam- 
po. Concretamente, el señor senador Larrañaga ha presen- 
tado a la comisión que tengo la distinción de presidir un 
proyecto de ley que modifica el Código Penal ampliando 
la legítima defensa en el medio rural. No olvidemos que 


6 de julio de 2016 


el productor rural trabaja, come, educa, respira, sufre o se 
regocija en el propio establecimiento, porque es su hogar. 
Por lo tanto, no es posible pretender entender o juzgar a los 
productores rurales con la misma vara que a quien vive en 
un apartamento en Montevideo. Son realidades distintas y 
merecen soluciones distintas. 


En resumen, el proyecto de ley está en consonancia con 
aquellos fenómenos sociales nocivos que el Partido Na- 
cional quiere revertir. Entonces, y tal como se expresara 
en la Comisión de Constitución y Legislación, el Partido 
Nacional está en condiciones de votar el proyecto porque 
es mejor que lo que teníamos, reúne un amplio consenso 
y está más adaptado a las nuevas realidades que se viven 
en el medio rural. 


Es cuanto tengo para decir, señor presidente. 
17) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- Léase 
una solicitud de licencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Montevi- 
deo, 6 de julio de 2016 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 

Raúl Sendic 

De mi mayor consideración: 

Por la presente, solicito licencia los días lunes 11, mar- 
tes 12, miércoles 13 y jueves 14 de julio de 2016, por mo- 
tivos personales. 

Solicito, también, se convoque a mi suplente respectivo. 

Sin otro particular, saludo a usted muy atentamente. 


Constanza Moreira. Senadora». 


SEÑOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- Se va a 
votar si se concede la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—25 en 26. Afirmativa. 


Queda convocado el señor Rafael Paternain, a quien ya 
se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 


(Se lee). 
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SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Montevi- 
deo, martes 5 de julio de 2016 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 
Raúl Sendic 


De mi mayor consideración: 


Por medio de la presente, solicito al Cuerpo se me con- 
ceda licencia al amparo del artículo 1.* de la Ley n.* 17827, 
de 14 de setiembre de 2004, por motivos personales, los 
días miércoles 6 y jueves 7 de julio del corriente año. 


Sin otro particular, saludo al señor presidente muy 
atentamente. 
Ivonne Passada. Senadora». 


SEÑOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- Se va a 
votar si se concede la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—24 en 25. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Gonzalo Mujica, Zulimar 
Ferreira, Andrés Berterreche, Sandra Lazo, Charles Ca- 
rrera, Lucía Etcheverry, Francisco Beltrame, Daniel Ga- 
rín y Susana Pereira han presentado nota de desistimiento 
informando que por esta vez no aceptan la convocatoria a 
integrar el Cuerpo, por lo que queda convocado el señor 
Lauro Meléndez, a quien ya se ha tomado la promesa de 
estilo. 


18) DELITO DE ABIGEATO 


SEÑOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- Conti- 
nuando con el asunto en consideración, tiene la palabra el 
señor senador Mieres. 


SEÑOR MIERES.- Señor presidente: nosotros vamos 
a acompañar la votación en general de este proyecto de ley 
porque estamos de acuerdo con los fundamentos que de- 
terminan la necesidad de ajustar la normativa con respecto 
al delito de abigeato, en la medida en que, además, ha cam- 
biado sustancialmente su naturaleza en los últimos años. 


Los oradores que me precedieron en el uso de la pala- 
bra han dicho ya que, efectivamente, cuando se creó este 
delito, tenía como referencia circunstancias sociales radi- 
calmente diferentes a las que existen hoy. La afectación a 
los productores rurales por la vía del abigeato ha ganado 
en dimensión. Además, ya no existen las motivaciones 
de subsistencia que, de alguna manera, determinaron la 
prefiguración de lo que se constituyó como delito décadas 
atrás. Estamos en presencia de una actividad que afecta 
la producción, tanto de pequeños como de grandes pro- 
ductores, e, independientemente de ello, lo que cambió de 
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manera sustancial es la motivación por la cual ocurre la 
muerte de animales y su carneo posterior. 


No obstante, adelanto que vamos a votar en contra al- 
gunas de las disposiciones que se corrigieron con respecto 
al proyecto de ley del Poder Ejecutivo. Nosotros hubiéra- 
mos votado, sin dudas, la normativa que el Poder Ejecu- 
tivo remitió al Parlamento, pero algunas de las modifica- 
ciones que aparecen en el texto aprobado por la Cámara de 
Representantes nos merecen reparos, en particular dos de 
ellas. Por eso, desde ya solicitamos que cuando se conside- 
re el artículo 2. del proyecto de ley se desglose el primer 
inciso, que es aquel en el que tenemos diferencias. 


El proyecto de ley del Poder Ejecutivo mantenía la lógi- 
ca del Código Rural. Solamente en el caso del artículo 259, 
cuando existieran circunstancias agravantes, modificaba 
la pena, que era de doce meses de prisión a ocho años de 
penitenciaría, subiéndola de dos a diez años de penitencia- 
ría. Con esto no tenemos problema. Incluso, mantenía la 
lógica de que concurrieran algunas de las agravantes espe- 
ciales —repito: algunas, en plural- y, tras ello, se reiteraban 
las mismas circunstancias agravantes que están vigentes 
en el Código Rural. Con esto estábamos de acuerdo. 


El problema es que en el tratamiento en la Cámara de 
Representantes la norma se modificó. Se bajó el máximo 
de la pena, de diez a ocho años —en eso tampoco tenemos 
problema-—, pero, al señalar las circunstancias agravantes, 
en lugar de tomar en consideración algunas de las que se 
mencionan, se dice: «[...] cuando concurra alguna de las 
siguientes circunstancias agravantes especiales o cuando 
el juez entienda al considerarlas en relación con las demás 
características del caso, que hacen presumir la actuación 
concertada de dos o más personas con fines de lucro, an- 
tes, durante o después de la ejecución del delito». Creo 
que esa conjunción disyuntiva «o», sin tomar en conside- 
ración que exista también alguna otra de las agravantes es, 
a todas luces, una mala solución textual porque si basta 
con que haya una actuación concertada, ¿para qué se plan- 
tean las otras agravantes? El artículo utiliza la conjunción 
«o» y no «y», que debería ser la lógica consistente. Sí me 
parece bien que se haya incorporado, como agravante, la 
referencia al empleo de sevicias contra animales. Ese es 
un elemento nuevo que vale. Pero, en definitiva, con esta 
redacción creo que estamos empeorando el proyecto de 
ley que vino del Poder Ejecutivo. 


La segunda diferencia tiene que ver con la aparición de 
un artículo 3.”, que modifica el artículo 259 bis del Código 
Rural. Esta disposición no está en el proyecto que envió el 
Poder Ejecutivo y realmente creo que se comete un error 
jurídico importante. El artículo 259 bis preveía qué hacer 
con los elementos que fueron empleados en la comisión 
del delito. Concretamente, establecía que el juez dispondrá 
el comiso de todos esos elementos y agregaba un inciso 
final que establecía: «Lo dispuesto en el inciso precedente 
regirá sin perjuicio de los derechos de los terceros de bue- 
na fe», lo cual es evidente porque no necesariamente todos 
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los elementos empleados en la comisión del delito perte- 
necen a los autores del delito. Puede ocurrir que haya ha- 
bido robo de herramientas —para cometer el delito— o robo 
de vehículos, y por eso el inciso final del artículo 259 bis 
resguarda el derecho de los terceros de buena fe, para que 
puedan reclamar. Sorprendentemente, en la Cámara de 
Representantes se incorporó una modificación al artículo 
259 bis que agrega, además del comiso, el remate —lo cual 
no me parece mal-, pero elimina el inciso referido a los 
terceros de buena fe. Es una cosa increíble. ¿Cuál es la 
lógica legislativa? ¿Qué señal se quiere dar en ese sentido? 


Se ha dicho también —lo dijo el miembro informante 
y lo quiero señalar— que, de cualquier manera, los princi- 
pios generales del derecho proceden y el dueño legítimo 
de un bien podría reclamar. Pero la señal legislativa de 
eliminar el último inciso también puede ser leída porque, 
en definitiva, al eliminar intencionalmente el legislador la 
referencia a los terceros de buena fe, está queriendo decir 
algo que bien podría interpretarse como que los derechos 
de los terceros de buena fe no se toman en consideración 
en este caso o, por lo menos, queda la duda. De cualquier 
manera, parece insólito. Cuando compareció el Ministerio 
del Interior ante la comisión, nosotros le preguntamos por 
este artículo y, obviamente, nos dijo que no le parecía co- 
rrecta la eliminación del inciso. 


De manera tal que nosotros hemos presentado un aditi- 
vo que incorpora, al final del artículo 3.*, el inciso final que 
ya existe hoy en el Código Rural y cuya derogación tácita 
sería un error jurídico que abriría una puerta a la incerti- 
dumbre sobre asuntos que debemos dejar claros. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR MIERES.- Señor presidente: como no podía 
ser de otra manera, el señor senador Michelini me está pi- 
diendo una interrupción, que voy a conceder —como siem- 
pre— también con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- Puede 
interrumpir el señor senador. 


SEÑOR MICHELINI- Señor presidente: si al senador 
Mieres le molesta que lo interrumpa, no lo hago. Estamos 
escuchando su intervención y queremos aportar un punto 
de vista. Si cada vez que alguien de esta casa pide una 
interrupción se genera una ironía, lo que vamos a lograr es 
que nadie pida interrupciones y no haya debate, intercam- 
bio ni diálogo. Me parece que está razonando mal, pero 
cada uno es como es. 


Tal como lo planteó el senador Martínez Huelmo, 
nosotros creemos, ateniéndonos al Código Civil, que no 
corresponde o no preocupa ese inciso, aunque quizás el 
senador Mieres tenga razón y haya que pasar su propuesta 
a la comisión correspondiente para que la estudie a fondo. 
Lo que no corresponde es que se le haga decir al Senado 


6 de julio de 2016 


lo que no dice. Nosotros, al votar este artículo 3.%, no es- 
tamos diciendo que el juez debe llevar a remate todo, in- 
cluso bienes que tienen un propietario legítimo y de buena 
fe. Lo que estamos diciendo es que el Código Civil basta 
para amparar esos derechos. Tal vez no tengamos razón 
nosotros y sí el senador Mieres, en cuyo caso habrá que 
estudiar su propuesta e incorporarla, pero que no se nos 
haga decir una cosa que no estamos diciendo. 


No tenemos que establecer en cada ley todos los de- 
rechos constitucionales y legales porque, de lo contrario, 
las leyes serían infinitas. Repito: quizás el señor senador 
Mieres en estas circunstancias tiene razón y haya que 
estudiarlo, pero lo que no podría ocurrir es quedarnos 
callados ante sus expresiones, sin aclarar que estamos 
convencidos de que el derecho civil ampara estas cir- 
cunstancias y que ningún juez podría poner en remate 
bienes que no son del Estado uruguayo y que no fue- 
ron decomisados por un delito porque estaría violando la 
Constitución dado que tienen propietario legítimo que se 
vio afectado en su buena fe. 


En definitiva, me parece bien que el señor senador 
Mieres haya realizado este aporte y en su momento vamos 
a pedir que pase a comisión para estudiarlo, pero creemos 
que los derechos de los terceros de buena fe están ampara- 
dos por los códigos correspondientes. 


SEÑOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- Puede 
continuar el señor senador Mieres. 


SEÑOR MIERES.- Señor presidente: no dije en nin- 
gún caso que fuera la voluntad del Senado hacer esto, pero 
sí es claro que mañana cualquier intérprete de la ley apro- 
bada puede hacer hincapié en el hecho de que se eliminó 
el inciso para sostener una tesis diferente, y eso es lo que 
hay que tratar de evitar, sobre todo cuando simplemente se 
arregla restaurando el inciso final, que es muy sencillo y 
que, además, es obvio. 


De cualquier manera, sé que esta modificación impli- 
caría la devolución del proyecto a la Cámara de Represen- 
tantes para que lo discuta. En la medida en que la Cámara 
de Representantes lo aprobó, uno asume que debería vol- 
ver a aprobarlo con esta sola modificación, sin problemas, 
pero el Senado tiene el derecho de decidir si corresponde o 
no incorporarla. Yo siento que debo presentar esta moción 
y solicitar que se someta a votación. 


Gracias, señor presidente. 
SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- Tiene la 
palabra el señor miembro informante. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Señor presidente: 
simplemente quería agregar que cuando el Ministerio del 
Interior fue consultado en esta materia, el doctor Carre- 
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ra dijo lo siguiente —leo textualmente la página 11 de la 
versión taquigráfica de la sesión de la comisión a la que 
asistió: «En lo personal, considero que habrá que mante- 
ner la redacción tal como fue votada en la Cámara de Re- 
presentantes y después habrá que seguir las disposiciones 
del Código Civil en cuanto al reclamo. Por consiguiente, 
pienso que en este caso habría que hacer lo que muchas 
veces dicen los jueces a la Policía cuando no se trata de un 
delito: recurrir a la vía civil». 


Esto fue lo que respondió el Ministerio del Interior 
cuando fue consultado sobre este punto. 
19) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 


DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- Léase 
una solicitud de licencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Montevi- 
deo, 6 de julio de 2016 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 

Don Raúl Sendic 

De mi mayor consideración: 

Por la presente, me dirijo a usted y al Cuerpo que presi- 
de para solicitar licencia para el señor senador José Carlos 
Cardoso por el día 20 de julio de 2016, de acuerdo con el 
artículo 1.” literal A, de la Ley n.* 17827. 

Sin otro particular, lo saludo muy atentamente. 


Luis A. Heber. Senador. Coordinador de bancada». 


SEÑOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- Se va a 
votar si se concede la licencia solicitada. 


(Se vota). 

29 en 30. Afirmativa. 

Queda convocado el señor Jorge Saravia, a quien ya se 
ha tomado la promesa de estilo. 
20) DELITO DE ABIGEATO 

SEÑOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- Conti- 
nuando con el asunto en consideración, tiene la palabra el 


señor senador Garín. 


SEÑOR GARÍN.- Señor presidente: queremos expre- 
sar que vemos como muy buena la solución que se ha ido 
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construyendo en la comisión y que se está dando en el de- 
bate de este Cuerpo, que apunta a la adecuación de las 
normas legales que penan el delito del abigeato. 


Entendemos que corresponde adecuar este delito, so- 
bre el cual ya varios señores senadores se han expresado, 
en virtud de la transformación que ha operado esta moda- 
lidad de hurto de ganado, que originalmente refería a lo 
que se ha dado en llamar delito social y que en los últimos 
años ha evolucionado, pasando a ser un delito claramente 
económico y que connota organizaciones detrás. 


Por lo tanto, nos parece que esta adecuación, reflejada 
en las modificaciones al Código Rural en los artículos del 
proyecto a consideración, es una contribución importante 
para seguir dando respuesta a una necesidad no solo de 
los productores, sino de sus organizaciones y de las ins- 
tituciones del Estado que, directa o indirectamente, están 
involucradas en la persecución y el combate del abigeato. 
Estamos hablando de un delito que genera enorme daño y 
no solo en el ámbito rural, porque a través de los produc- 
tos del abigeato se termina cometiendo, también, delitos 
a nivel urbano. En efecto, muchas veces el producto de la 
acción delictiva termina siendo comercializado en forma 
ilegal, generando las repercusiones que han sido indica- 
das aquí y que afectan la inocuidad y la seguridad alimen- 
tarias de nuestra población. Creemos que esta esperada 
adecuación dará oportunidad al combate de un delito que 
ha tenido —y es importante remarcarlo— una evolución as- 
cendente. Así lo indican las estadísticas del Observatorio 
Nacional sobre Violencia y Criminalidad que en el año 
2013 incorporó el abigeato como un delito de registro en 
el mismo. En los últimos años, desgraciadamente, los nú- 
meros han ido ascendiendo. Nosotros encontramos datos 
del año 2013 hasta el presente, publicados por el Obser- 
vatorio Nacional sobre Violencia y Criminalidad, del Mi- 
nisterio del Interior, en los que se observa claramente un 
incremento del número de delitos y del daño que se gene- 
ra como consecuencia de ello. Como bien dijo hace unos 
instantes el señor senador Martínez Huelmo, en el último 
año se registraron más de 1500 delitos. Pero cuando uno 
hurga un poco más atrás en las estadísticas se encuentra, 
por ejemplo, con que en el año 2005 el número de delitos 
era de alrededor de 3000. Puede ser que los números no 
sean exactamente comparables, pero desde el año 2005 al 
2011 —con otra metodología de cuantificación del delito— 
fueron descendiendo y a partir de 2013, con otra moda- 
lidad de construir las estadísticas, se ve claramente que 
esos números empiezan a ascender. Posiblemente, en ese 
cambio de la modalidad de registrar el delito pudo haber 
tenido algo que ver el cambio en la forma en que se ejerce 
el delito. Da la sensación —según los reportes de la prensa 
y de la Policía— de que en el 2005 se daba más el robo 
de ganado en la modalidad que comúnmente conocemos 
como delito social, es decir, la desaparición de una oveja 
o de una vaca. Sin embargo, a partir de 2011, 2012 y 2013 
parecería que cambia la forma de actuación y el abigeato 
empieza a expresarse como un delito de naturaleza eco- 
nómica y organizada. 
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Hasta aquí la idea era comentar un poco los números, 
que son muy fríos, pero nos orientan en la toma de deci- 
siones y de adecuaciones. A nuestro criterio, bienvenidas 
sean las adecuaciones porque seguramente van a resultar 
de ayuda en lo que respecta a las normas con las que se 
penará ese tipo de delito. Los números nos van a permitir 
tomar mejores decisiones y creo que ya han sido tenidos 
en cuenta en algunas de las modificaciones que se están 
introduciendo al proyecto de ley que estamos consideran- 
do. Más adelante, retomaré algún comentario adicional al 
respecto. 


Estos números, que son bastante fríos, muchas ve- 
ces no nos permiten tener una adecuada apreciación de 
las pérdidas que ocasiona el abigeato. Creo que muchos 
senadores que viven en el interior del país —o cuya vida 
cotidiana está vinculada a ese ámbito— saben que en el abi- 
geato están implícitos dos fenómenos importantes que nos 
parece fundamental resaltar, a pesar de que ya han sido 
mencionados. Uno de ellos es la pérdida de capital, que se 
expresa en la pérdida de los animales sustraídos. Pero hay 
otra dimensión que nos parece muy importante y que, qui- 
zás, en algunos casos sea la más grave. Me refiero a que, 
muchas veces, a los productores agropecuarios familiares 
o a las pequeñas empresas agropecuarias la sustracción de 
ese capital les significa quedarse sin una máquina de pro- 
ducción, lo que provoca la pérdida de su fuente de trabajo. 
En síntesis, en la acción del delito de abigeato coinciden 
dos pérdidas muy importantes: el capital —por los anima- 
les perdidos— y el trabajo, que muchas veces es una de las 
principales fuentes de ingreso de la familia agropecuaria, 
especialmente de los productores agropecuarios familia- 
res y de las pequeñas empresas. Es decir que en el acto de 
faena de los animales a través del delito de abigeato, mu- 
chas veces, los productores y sus familias tienen pérdidas 
dobles: el capital y la fuente de trabajo. 


En esencia, estos son los datos que hay que remarcar 
porque, además, cuando se pierde el trabajo —y todos so- 
mos conscientes de lo que eso significa— no solo hay una 
pérdida económica, sino que también se produce una afec- 
tación en el estado de ánimo porque el individuo se hunde 
en la desesperanza. La reciente evolución de este delito 
en el medio rural ha generado importantes afectaciones, 
por eso nos parece interesante abordarla a través de las 
modificaciones que estamos proponiendo para el proyecto 
de ley en consideración. 


¿Por qué insisto tanto en el tema de la situación de los 
productores familiares y de las pequeñas empresas agro- 
pecuarias? Porque aquí se ha identificado el número de 
productores y la forma en que estos han sido afectados. 
Pero, además, hay que tener presente un aspecto adicional: 
este tipo de unidades de producción —desbaratadas mu- 
chas veces por el abigeato— son, en términos relativos, las 
más afectadas porque tienen la particularidad de que la 
mayoría de las veces están cerca de los centros poblados. 
La estructura agraria de nuestro país determina que las 
unidades de producción agropecuaria más pequeñas nor- 
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malmente estén próximas a los centros urbanos. En térmi- 
nos relativos, el delito económico y organizado del abigea- 
to hoy le está pegando mucho más fuerte a esas unidades 
ya que, generalmente, una gran unidad de producción 
agropecuaria está un poco más distante. No voy a poner 
en tela de juicio el daño que genera en el capital de una 
unidad de producción grande o de una chica el hecho de 
que maten sus animales, porque el daño es el mismo; pero 
es notoriamente diferente la dimensión en la afectación de 
la fuente de trabajo. Sin dudas, las unidades de producción 
cercanas a los centros poblados son, hoy en día, las que 
están siendo más afectadas. 


Más adelante comentaré un aspecto que me parece im- 
portante, con respecto a la incorporación de la adecuación 
del artículo 258 a este combate contra el abigeato. 


El delito de abigeato ha ido creciendo, pero hubo res- 
puestas para combatirlo; por ejemplo, las viejas Brigadas 
Especiales para la Prevención y Represión del Abigea- 
to (Bepra), que tienen varias décadas de existencia. A 
partir del año 2011, estas brigadas fueron mejor equipa- 
das para realizar su tarea; podríamos hablar de mejora 
de vehículos, lectores para identificar los animales por 
la trazabilidad y láptops para identificar un animal que 
aparentemente esté en proceso de abigeato. Con respecto 
a esto último, a través de ese mecanismo hoy la policía 
puede identificar al animal en el momento y referenciarlo 
a distancia, al que se agrega la capacitación del cuerpo 
policial. Además, se incorporaron otros instrumentos, 
como la Comisión Nacional Asesora Honoraria para la 
Seguridad Rural, en el año 2011, y las Comisiones De- 
partamentales Asesoras Honorarias para la Seguridad 
Rural, en el 2015. Creo que esas son respuestas de com- 
bate al abigeato porque, a nuestro entender, la asistencia 
a escenarios institucionalizados del Estado y de la socie- 
dad civil, a través de los productores y de sus organiza- 
ciones, es una buena forma de mancomunar esfuerzos 
para perseguir y combatir este delito. Esa acción ha dado 
resultados. Cuando recorremos el país nos encontramos 
con que en muchos lugares estas comisiones han estado 
dando respuesta a este problema, más allá de que reco- 
nocemos que el número de delitos ha aumentado, segu- 
ramente porque así como el Estado y la sociedad civil 
han obrado de buena fe y han implementado mecanismos 
para combatir el delito, quienes lo cometen también han 
respondido y se han organizado. Hoy vemos que exis- 
ten bandas o grupos organizados que delinquen y, con 
frecuencia, nos enteramos de que esas bandas que co- 
metían abigeato con muchas personas involucradas, son 
desbaratadas, con el resultado de que algunos son proce- 
sados y unos pocos van a la cárcel. Como consecuencia, 
en el medio rural se ha generalizado el concepto de que 
el combate al abigeato no tiene la suficiente presión o 
firmeza, porque los responsables del delito detenidos por 
la policía resultan involucrados en procesos judiciales 
y, en el mejor de los casos, la mayoría termina con un 
procesamiento con prisión y medidas sustitutivas. En la 
percepción de la gente que vive en el medio rural eso es 
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muy decepcionante, porque más allá del alicaído estado 
de ánimo que se genera por los daños del delito, ven que 
quienes lo cometen son identificados, perseguidos y cap- 
turados pero no van a la cárcel. Podría citar muchos ca- 
sos que ocurrieron en diferentes departamentos durante 
los últimos dos años, en los que la policía ha detenido a 
grupos de personas que han pasado por instancias judi- 
ciales y han sido sentenciados con penas de prisión, pero 
como el delito es excarcelable solo unos pocos cumplen 
la pena. Creemos que esta situación da pie para que mu- 
cha gente no dé importancia a la pena que se aplica al 
delito, porque no es suficiente para que el combate tenga 
la firmeza que el problema requiere. 


Específicamente, el artículo 1.” del proyecto de ley en 
consideración modifica el artículo 258 del Código Rural e 
introduce mejoras en cuanto a la cobertura del delito, ya 
que a partir de su puesta en vigencia va a alcanzar todo 
el territorio nacional, en virtud de que se retira la restric- 
ción de que solo se aplicaba fuera de ciudades y pueblos. 
Además, cabe destacar las acotaciones que se han hecho 
sobre la alteración de la identificación oficial del sistema 
de trazabilidad que es muy importante. Pero lo más im- 
portante es que al introducir el concepto de que el delito 
no solo alcanza al que hurta el animal porque el original 
artículo 258 no alcanzaba a quien lo trasladaba, lo guar- 
daba y lo comercializaba. Precisamente, la incorporación 
que se hace al artículo 258 va a determinar que la ley com- 
prenda a las personas que realizan esas actividades. Ese 
es un aspecto que nos parece muy importante, porque de 
esa forma, posiblemente, contribuyamos a que «lo roba- 
do» no tenga un mercado donde pueda ser comercializado. 
Pensamos que es un buen criterio que se sume a nuevas 
personas vinculadas al delito tradicional, sin aumentar las 
penas originales previstas en el Código Rural. 


Por su parte, el artículo 2.” —que refiere al 259 del Có- 
digo Rural— del proyecto de ley incorpora algo diferente, 
porque esta disposición sí determina un claro aumento de 
la pena. Concretamente, desaparece la pena de prisión y 
pasa a ser pena de penitenciaría de dos a ocho años por los 
agravantes, lo que determinará que los delincuentes vayan 
a la cárcel. Por otra parte, esta adecuación legal, además 
de incorporar especificaciones sobre cuáles son los agra- 
vantes, le da al juez la oportunidad de calificar que hay 
actividad concertada. Con esta iniciativa, apuntamos al 
centro de la problemática, a fin de combatir un delito que 
tiene apariencia de actividad concertada con claros efectos 
económicos. Por lo tanto, como el artículo 259 establece el 
incremento de las penas —en el entendido de que va a ir a 
la cárcel la persona que el juez entienda que es alcanzado 
por este agravante— se estará dando una señal mucho más 
clara para la sociedad en su conjunto. 


Por último, el artículo 259 refiere a los derechos de los 
terceros de buena fe, asunto que ya ha sido discutido. Al 
respecto, nos sentimos identificados con la percepción de 
que los derechos de los terceros de buena fe están salva- 
guardados en otras disposiciones del Código Civil. 
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A nuestro juicio, este ha sido un laborioso proyecto de 
adecuación del Código Rural, que fue largamente discuti- 
do en la Cámara de Representantes y que dio como resul- 
tado la versión que hoy tenemos a consideración. En nues- 
tra opinión, incluye una fuerte e importante valoración de 
que el instrumento se adecua a lo que necesita el país para 
combatir este delito. Sin lugar a dudas, esperamos que esta 
normativa sea eficaz en las señales que dé a la sociedad y 
que la seguridad rural, así como la seguridad económi- 
ca de las unidades de producción, estén salvaguardadas. 
Indudablemente, con esta iniciativa estamos ayudando a 
cortar circuitos de distribución y a mejorar la inocuidad 
en los centros poblados, conformando un conjunto de 
actividades que desde nuestro punto de vista hacen que 
este Senado acompañe la adecuación de los instrumentos 
—que por lo que se ha expresado hasta el momento tiene 
una aprobación general— lo que, sin ningún lugar a dudas, 
aparejará más seguridad en el medio rural y contribuirá a 
mejorar la convivencia en esos territorios. 


Era cuanto quería manifestar. 
SEÑOR SARAVIA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR SARAVIA.- Señor presidente: nosotros ve- 
mos con mucho agrado este proyecto de ley, más allá de 
que hubiéramos esperado algo más contundente y más 
drástico en esta materia. De todas formas, creemos que la 
iniciativa realmente es buena y que hay que acompañarla. 
Es una buena señal y una herramienta para que se trabaje 
en este tema desde el Ministerio del Interior y en el ámbito 
de la justicia en el Uruguay. 


El abigeato no es un tema que se originó ahora. Quizás 
hoy la información y la tecnología han permitido hacer el 
monitoreo permanente de los delitos, incluir el abigeato 
como tal y verlo como un tema grave, pero no es de ahora, 
sino que este problema tiene décadas. 


Ingresé al ámbito agropecuario como productor hace 
más de cuarenta años; este tema lo viví con mi familia, 
que ha sido de productores de toda la vida. En la década 
de los sesenta hubo una enorme discusión en materia de 
abigeato en el Gobierno del Partido Nacional, de la UBD 
—cuando Wilson Ferreira Aldunate fue ministro de Gana- 
dería y Agricultura, entre los años 1964 y 1965—, porque el 
tema de las enormes bandas de cuatreros ladrones de ga- 
nado se mezclaba en aquel tiempo con el del contrabando 
hacia Brasil pues los precios duplicaban los del Uruguay; 
era un dos a uno. En esa discusión se mezclaban dos ele- 
mentos fundamentales: no solo el daño a los productores 
—el robo de ganado y el perjuicio material—, sino también 
el tema sanitario. 


La década de los sesenta trajo como consecuencia 
una enorme epidemia de aftosa y entonces surge toda la 
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discusión sobre el tema de la vacuna contra la aftosa y la 
creación de Dilfa. La preocupación del Ministerio de Ga- 
nadería y Agricultura de entonces se generó por la epide- 
mia que se trasladaba desde Brasil y Paraguay a la región, 
mezclada con el tránsito de ganado por el contrabando de 
grandes cantidades de cabezas de vacunos hacia el país 
norteño por la diferencia de precios. Esto trajo como con- 
secuencia una ampliación en el tema de lo que es la sani- 
dad, punto que se incluye en esta discusión porque el tema 
del abigeato no es solo el robo de ganado y del capital del 
productor pequeño, mediano o grande, sino también el de 
la transferencia genética, el de la salud animal y la salud 
humana. 


En la discusión de la década de los sesenta estuvo 
presente el problema de la hidatidosis, el de las primeras 
Comisiones Nacionales Honorarias de Lucha contra la Hi- 
datidosis, el de las carneadas clandestinas y el del consu- 
mo de las achuras por los perros que luego transmitían la 
hidatidosis al ser humano. 


De modo que este no es un tema de ahora. Tengo larga 
data como productor y, además, como dirigente gremial 
agropecuario. La década de los noventa estuvo plagada de 
discusiones sobre este tema en el ámbito parlamentario y 
en el de los productores, de las gremiales, de los pequeños 
y medianos productores. 


Reitero que es un tema de larga data y que siempre 
afectó directamente el aparato productivo nacional. 


En la década de los noventa también dimos una dis- 
cusión muy larga por el tema del stock ovino, cuya caída 
no solo se refiere a que en esa época la lana valía USD 1 
y una oveja USD 10 en las ferias, sino también a que hay 
una gran cantidad de bosques forestales y contaminación 
por la proliferación de los depredadores del ovino. Agre- 
gado a eso, hay estadísticas que muestran que el abigeato 
en esa época fue una de las consecuencias de que muchos 
productores, como decía el señor senador Garín, en zonas 
de poblados muy cercanos —conformados por pequeños 
productores con una economía basada prácticamente en 
la cría de ovejas—, fueran afectados por el abigeato, por 
zorros y jabalíes. Y así fueron abandonando el stock ovi- 
no, que alcanzó a más de veinte millones de cabezas y que 
hoy, según la última declaración de Dicose, no llega a los 
ocho millones. 


Ahí el Uruguay ha perdido miles de puestos de trabajo. 
Fui empresario esquilador —he sido esquilador; capaz que 
hoy no inclino el espinazo porque me quedo doblado-—, viví 
de eso y sé de todo el proceso económico de la esquila. 
De esquilar más de 200.000 ovejas con dos máquinas 
esquiladoras, con el tiempo terminé esquilando 10.000 
ovejas. Ese fue un proceso de devastación económica en 
materia de mano de obra calificada y genuina en el país. 
Muchas veces, teníamos que traer esquiladores de primera 
de la Argentina porque acá no se daba abasto. 


6 de julio de 2016 


Todo ese proceso se vive con discusiones en las gre- 
miales, en los ámbitos agropecuarios, incluso en las pro- 
pias comisiones zonales que tienen que ver con el abigea- 
to. Por lo tanto, hay una larga historia que tiene que ver 
con este delito y que ha vivido el país entero. 


¡Cada día se incrementa más y hay un avance hacia el 
abigeato, y las cifras así lo van mostrando! Hoy tenemos 
la posibilidad de monitorearlo. Hoy contamos con una 
gran herramienta, como es la ley sobre la trazabilidad to- 
tal —que fue aprobada por todos los partidos y que es una 
herramienta fundamental para el registro ganadero—, pero 
durante mucho tiempo existió solo la marca. En la década 
de los sesenta —que yo menciono-, ¡si habrá habido remar- 
cado! Yo era muy gurí, pero me acuerdo de los famosos 
remarcados para llevar ganado a Brasil y de los cuentos 
que se hacían en esa época. ¡Se remarcaban miles de cabe- 
zas de ganado, idas y venidas! 


Hoy la ley permite, a un país que tiene la posibilidad de 
trazar la totalidad de su ganado, hacer un control estricto y 
disponer de una herramienta fundamental para llegar a las 
bandas que cometen este delito. La discusión sobre el abi- 
geato ha sido histórica en cuanto a la contradicción del que 
carnea una oveja para comer porque tiene necesidad y que 
el código lo protege porque, dejando el cuero colgado con 
las patas en el alambre, ¡ya está! —he visto montones de 
cueros colgados en los alambres— y el otro que se organiza 
para carnear y vender clandestinamente en los barrios de 
los pueblos del interior, ocasionando graves consecuencias 
sanitarias a la población porque se carnea en cualquier 
lado. Pero también se vende a la mitad del precio que fija el 
carnicero con su comercio instalado y que funciona legal- 
mente, pagando la DGI y que es objeto de las inspecciones 
sanitarias correspondientes. Ahí hay una afectación eco- 
nómica a gente que está bien organizada. 


Pero a la vez, esas carneadas clandestinas se hacen 
en un entorno donde hay animales, por ejemplo masco- 
tas como los perros, que consumen las achuras crudas y 
después transmiten hidatidosis a los seres humanos, entre 
ellos a los niños que allí se encuentran. Lo hemos visto 
todos los que hemos estado en los pueblos del interior y 
los que hemos integrado comisiones de escuelas rurales, 
comisiones de escuelas de fomento y comisiones naciona- 
les de lucha contra la hidatidosis en el territorio nacional. 


Por lo tanto, aquí hay un elemento fundamental, que 
es la salud humana y la salud animal, pero también está 
la afectación de la transferencia genética, en el caso de los 
cabañeros, porque muchas veces se carnean animales va- 
liosos como se ha visto en la prensa—, que implican años 
de trabajo del productor agropecuario. ¡Son años de costos 
de inversión y de mano de obra calificada, como es la que 
se requiere en el trabajo de una cabaña! ¡Eso también tiene 
que ver con el abigeato! ¡Hoy en el Uruguay sigue exis- 
tiendo! En las décadas de los ochenta y de los noventa se 
dio una gran discusión con las gremiales de productores y 
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se tomaron grandes medidas, e incluso se hicieron grandes 
capturas de ganado. 


¡Montevideo no está exento del abigeato! ¡En Montevi- 
deo prolifera el abigeato de ovinos, vacunos y equinos! ¡A 
mí me robaron dos caballos de mi chacra! A productores 
chicos en Montevideo que, de repente, tienen cantidades 
pequeñas de cabras —que se ha instalado como un elemen- 
to para sobrevivir y vivir de forma digna en 2,3,405 
hectáreas—, también se las han carneado o robado. 


Es más, se han visto afectados diversos pequeños pro- 
ductores lecheros en la zona de Canelones, incluso con 
asaltos violentos, la carneada de tres o cuatro vacas leche- 
ras y herida o muerte de alguno de ellos. 


¡En todo esto está el tema del abigeato! O sea que no 
tiene que ver solamente con el robo del vacuno o del ovino 
a un productor y la contradicción de si la carneada es para 
comer o no, sino que está todo eso que mencionaba antes. 
Esta discusión es larga y la dimos los productores, las gre- 
miales y los gobiernos a través de los tiempos. Por lo tanto, 
bienvenida sea esta herramienta. 


No voy a opinar sobre la parte jurídica porque ya lo han 
hecho los demás legisladores; incluso comparto algunas 
apreciaciones del señor senador Mieres. Más allá de eso, 
creo que debemos profundizar en este tema porque es de 
afectación nacional y tiene que ver con la salud humana. 
¡Todos sabemos del daño que ha ocasionado la hidatidosis 
a la sociedad uruguaya, sobre todo a los niños de lugares 
carenciados y de bajos recursos, en las zonas periféricas 
de las ciudades y pueblos del interior! Eso tiene que ver 
con las carneadas clandestinas. 


También afecta la economía de las carnicerías, de los 
frigoríficos y las exportaciones del país, pero fundamen- 
talmente la salud humana y la de un animal porque, en 
definitiva, esas carneadas clandestinas siguen transfirien- 
do problemas a la sanidad nacional en todo el territorio 
uruguayo. Y eso tiene que ver con todos los elementos que 
hay que discutir en esta materia. 


Eso es lo que quería plantear sobre este proyecto de 
ley, que voy a votar con mucha convicción. Creo que es 
una herramienta para trabajar en la materia. Debemos se- 
guir profundizando y pensar entre todos los legisladores 
en cómo avanzar en esta materia, sobre todo en el camino 
del control de este tema por la afectación de la salud hu- 
mana y de la animal, y la inversión que se ha hecho en el 
Uruguay a ese respecto. Así que vamos a acompañar con 
mucha alegría este proyecto de ley. 


Muchas gracias. 
SEÑORA EGUILUZ.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- Tiene la 
palabra la señora senadora. 
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SEÑORA EGUILUZ.- Señor presidente: el Partido Co- 
lorado va a acompañar este proyecto de ley relativo al de- 
lito de abigeato en el entendido de que, de alguna manera, 
cumple con un viejo reclamo de los productores. Y cuando 
hablamos de los productores no nos referimos solamente a 
los grandes, sino a todos los que tiene nuestro país. 


Como bien decía el senador que me antecedió en el 
uso de la palabra, este es un viejo tema, un asunto de lar- 
ga data —sobre todo para quienes vivimos en el interior 
del país— sobre el que los productores han hecho muchos 
reclamos. Después de bastante tiempo el Poder Ejecutivo 
presentó esta iniciativa, que tuvo un curso muy rápido en 
la Cámara de Representantes —con mucha discusión, pero 
en un lapso corto— y ahora también en la Cámara de Se- 
nadores, donde todos coincidimos en que hay que votarlo 
porque debemos aggiornar las normas a la realidad ac- 
tual. En algún momento la realidad nos muestra que las 
normas quedan absolutamente superadas y que debemos 
adecuarlas. 


Se ha discutido mucho sobre el delito de abigeato y se 
han presentado varias iniciativas. Quiero destacar el pro- 
yecto que, junto con otros senadores, presentara quien ya 
no nos acompaña, la entonces senadora Martha Montaner, 
así como el elaborado por el senador Bordaberry. Varios 
legisladores a nivel de ambas cámaras han sido protago- 
nistas de esta larga discusión para, en definitiva, aumen- 
tar —como se hace hoy-— las penas y ampliar el espectro 
de personas y de organizaciones vinculadas a este delito. 
Creo que es por eso que este tema ha tenido un tratamiento 
tan rápido, ya que ingresó al Poder Legislativo a principios 
de año y ya se está considerando en esta cámara. 


El abigeato no solamente genera grandes pérdidas eco- 
nómicas, sino también —y fundamentalmente— una ruptu- 
ra en quienes producen, que son el verdadero motor de 
nuestro país. Para quienes tienen mucho puede no signi- 
ficar tanto que le maten un animal, pero para los peque- 
ños y medianos productores este delito implica grandes 
pérdidas. Me refiero a la pérdida de animales, a la pérdida 
genética y a la desmoralización de las familias —funda- 
mentalmente de aquellas que viven en los cinturones cer- 
canos a la ciudad y su único medio de vida son algunos 
animales— por ser víctimas de ese delito. 


También quienes vivimos en el interior, cerca de la 
frontera, sabemos que el contrabando afecta fuertemen- 
te al sector, y todo se suma en una cadena que realmente 
nos perjudica. Todos sabemos que nuestros caballos son 
pasados por el río y otros animales son pasados a Brasil 
por la frontera. Insisto: todos los que vivimos en el interior 
conocemos y padecemos esta realidad. 


Los sectores vinculados a este ramo han sido muy fir- 
mes en sus reclamos. Por eso, creo que hoy no estamos 
ante un hecho inédito ni nada por el estilo, sino que esta- 
mos haciendo lo que debemos, esto es, dar cumplimiento 
a nuestro deber, que es representar a la gente. Acá estamos 
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representando a un gran sector de nuestro país que nos pe- 
día a gritos que se tomaran medidas a este respecto y, por 
tanto, lo que estamos haciendo es nada más que cumplir 
con esa obligación. Por eso vamos a votar con convenci- 
miento. 


¿Se podría hablar de una norma mejor? ¡Sí; siempre se 
puede mejorar! ¿Se puede ir perfeccionando con el tiem- 
po? Por supuesto que sí, porque con el correr del tiempo, 
viendo el funcionamiento de esta nueva norma, la realidad 
va a ir indicando cuándo tenemos que aggiornarla. 


¡También debemos velar para que no sea letra muerta! 
Es muy bueno que se aumenten las penas y que se amplíe 
el espectro de las personas que están vinculadas a este de- 
lito por el lucro, pero también es importante contar con 
más recursos para que se puedan cumplir los operativos, 
porque de lo contrario no vamos a poder detener este deli- 
to. Todos sabemos que muchas veces no hay vehículos ni 
funcionarios para hacer los operativos, y que en otras oca- 
siones no llegan los datos a los observatorios. Todos con- 
sideramos que los observatorios son buenas herramientas, 
pero los datos que les llegan son la «cifra blanca», pues 
hay un montón de casos que ni siquiera pueden ser ob- 
servados porque no se cuenta con recursos, por lo que no 
se pueden tomar las medidas adecuadas, sobre todo en el 
interior del país. 


Quería dejar esa constancia: esto es solamente una 
parte de lo que podemos hacer, pero hay que velar para 
que se cumpla con todo lo necesario para defender a un 
sector que sin dudas es fuente de riquezas del país. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- Antes 
de continuar con el tema, saludamos a los alumnos de 5.* 
año de la escuela n.” 32, Simón Bolívar, del barrio Pocitos. 
Gracias por visitarnos. 


SEÑORA OLANO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. (Guillermo Besozzi).- Tiene 
la palabra la señora senadora. 


SEÑORA OLANO.- Señor presidente: escuché al 
miembro informante hablar sobre los dichos de represen- 
tantes del Ministerio del Interior y sobre la posibilidad de 
recurrir a la vía civil. En mi humilde opinión, creo que no 
sería lo adecuado, porque estamos hablando del Código 
Rural y de un delito específico, y ahí se conjugaría con el 
Código Penal, cuando los principios que informan estos 
derechos son totalmente diferentes. 


Ahora bien, en atención a lo propuesto por el señor se- 
nador Mieres sobre los derechos del tercero de buena fe, 
diría lo siguiente. Estamos analizando una norma que nos 
fue exigida por las asociaciones, por los pequeños produc- 
tores, por esa gente que no encuentra una salida porque un 
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día ve su ganado destrozado por jaurías de perros salvajes 
o a veces no salvajes, sino de algún vecino del campo-, 
y al otro se encuentra con su ganado lapidado, descuarti- 
zado, producto de esas acciones delictivas —en el campo o 
alrededor de la ciudad— que tienen asolados a los pequeños 
productores. Creo que lo que se quiere con esta norma es 
no dejar salida. Y me parece que eso es bueno. 


(Ocupa la presidencia el señor Raúl Sendic). 


—Si hay un tercero de buena fe, que lo pruebe; para 
ello tiene todos los principios de la Constitución y de los 
demás derechos. Pero si incluimos eso aquí va a suceder 
lo mismo que con los terceros de buena fe en el caso de 
los vehículos de contrabando. Hace muchos años que soy 
abogada en la frontera y puedo afirmar que hay un montón 
de maneras de presentarse reclamando buena fe, aducien- 
do que no sabía nada, que prestó su vehículo —ya sea una 
bicicleta, un camión o una camioneta— de buena fe. Tam- 
bién pasa que a veces no se hace la transferencia de los 
vehículos y estos figuran a nombre de otra persona, que se 
presenta a reclamar la buena fe. Entonces, pienso que está 
bien que no se haya incluido en este caso. 


La experiencia que uno tiene indica que a veces la gen- 
te que realiza esta tarea quiere más el vehículo o los im- 
plementos que utiliza para llevarla a cabo, que a su madre. 
Por lo tanto, va a poner las barbas en remojo y, como todos 
estos delitos se realizan utilizando algún medio de trans- 
porte, ya no va a ser tan fácil. Precisamente, el legislador 
busca que no sea fácil cometer el delito de abigeato; quiere 
ponerle fin o atenuar esta circunstancia que realmente tie- 
ne a maltraer a grandes, medianos y pequeños producto- 
res, porque siempre se trata de pérdidas. 


Recuerdo un hecho que ocurrió hace poco menos de un 
año cuando un campeón premiado fue objeto de abigeato 
en la zona cercana a Fraile Muerto, en el departamento 
de Cerro Largo. La pérdida fue recuperable porque, como 
el dueño era presidente de la Asociación Rural —o tenía 
un cargo similar—, encontraron a los delincuentes. Sin em- 
bargo, cuando se trata de un pequeño productor o de una 
persona anónima, por diferentes causas es difícil que se 
encuentre a los culpables. 


Por las razones expuestas, comparto la redacción de 
este artículo tal como está. Los que tengan derecho de 
buena fe deberán probarlo para que algún elemento del 
comiso le sea devuelto; de lo contrario, que vaya a remate. 
En ese caso, los demás se van a enterar de que se está ha- 
ciendo algo serio por el tema del abigeato. 


Muchas gracias. 
SEÑOR LARRAÑAGA-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 
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SEÑOR LARRAÑAGA.-- Voy a ser muy breve. 


En primer lugar, le doy la bienvenida a esta norma, 
que me parece imprescindible. ¡Estamos hablando de mo- 
dificaciones al Código Rural de 1875 y 1942! ¡La vamos 
corriendo de atrás de una manera insólita! Eso habla de 
una inoperancia muy importante a la hora de encontrar 
entendimientos y acuerdos. Por lo tanto, si bien esta legis- 
lación puede ser perfectible, es vital, fundamental, porque 
hoy en la campaña es un «¡sálvese quien pueda!». 


En lo personal, considero que el abigeato también está 
atado a la faena clandestina, a la inseguridad de la campa- 
ña. En muchísimos pueblos vemos comisarías que la mitad 
de la semana son taperas. Esta es una realidad que se da 
desde hace años. La sociedad, incluso la local, construyó 
escuelas y dependencias locativas para la policía, para la 
familia, y luego se transforman en taperas, porque son co- 
misarías part time. 


El señor senador hacía alusión a Bepra como institu- 
ción destinada a llevar adelante el control del abigeato. 
Con toda franqueza, debo decir que me parece que es ver- 
daderamente insuficiente porque hoy, en muchos depar- 
tamentos del interior del país hay campo libre para hacer 
cualquier cosa. No estoy adjudicando ninguna responsabi- 
lidad —¡por favor! a algún gobierno o fuerza política. Esta 
fue y es la realidad de nuestra campaña, donde decenas y 
centenas de familias viven absolutamente desprotegidas. 
Esto también debemos tomarlo en cuenta. 


Creemos que este proyecto de ley, que agrava circuns- 
tancias, aumenta penas, pune asociaciones para delinquir, 
representa un avance y un mensaje fuerte —como han di- 
cho los señores senadores preopinantes— que debe combi- 
narse con la prevención y la represión. De lo contrario será 
imposible que los responsables lleguen a los juzgados, 
porque después de hacer la redada empieza el torneo de 
excusas y muchos disparan o logran salir del atolladero y 
solo queda uno o dos responsables de la comisión de estos 
delitos, cuando la mayor parte de las veces hay un concier- 
to delictivo muy importante, una asociación para delinquir 
compuesta por quienes efectivamente cometen el delito de 
abigeato, pero también por aquellos que comercializan el 
producto del abigeato, generando así un daño en la campa- 
ña con repercusiones realmente muy importantes. 


Alerto sobre la desprotección de la familia rural, sobre 
la falta de recursos humanos y técnicos para combatir y 
prevenir estas modalidades delictivas. ¡Esto es evidente! 
Si hacemos un estudio veremos que en las comisarías de 
campaña, en los destacamentos del interior profundo de 
nuestros departamentos, la presencia de efectivos policia- 
les es cada vez más baja. ¡Es así! Un centro turístico termal 
como Arapey tiene dos policías por turno; en Belén —una 
población de importancia— pasa lo mismo. Podría destacar 
lo que hoy está pasando en muchísimos lugares, en todo 
el costillar limítrofe con Tacuarembó —Merinos, Piñera, 
Morató, Arbolito—, donde las comisarías funcionan solo 
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dos días a la semana. En esas circunstancias el campo es 
orégano como para darle para adelante con el delito sobre 
el que estamos legislando. 


Creo que es relevante el aporte que hace el señor se- 
nador Mieres —con toda franqueza lo apoyaría, lo apo- 
yo— porque siempre hay que preservar los derechos de los 
terceros de buena fe. Pero, sinceramente, creo que estos 
derechos hoy están protegidos por la legislación civil, por 
las disposiciones concordantes en la materia. Por tanto, 
entiendo que no va a haber una desprotección. 


Me parece importante que el señor senador Mieres 
procure una modificación y que se discuta en este Parla- 
mento, para que de esa discusión emerja que en este caso 
no hay ninguna intención del Parlamento nacional de dis- 
minuir los derechos de los terceros de buena fe. Reitero 
que me parece verdaderamente relevante que lo discuta- 
mos, más allá de que no se apruebe porque hay que apurar 
la aprobación de esta legislación que, con franqueza, creo 
que se precisa de manera urgente para que la Justicia ten- 
ga instrumentos para proceder y cortar lo que sucede en 
la frontera de muchos departamentos de la república: el 
trasiego de ganado, de ovejas, de caballos, de chanchos, 
de lo que sea. 


En momentos en que damos trazabilidad a catorce o 
quince millones de cabezas de ganado —aunque no poda- 
mos dar trazabilidad a dos millones de garrafas y ¡tene- 
mos que pintarlas!; es insólito lo que motiva el lío del su- 
pergás—, me parece imprescindible que estos instrumentos 
estén en manos del Ministerio del Interior y del Poder 
Judicial. Y aprovecho para pasar el aviso —cuestionable y 
cuestionado, aunque los hechos nos van dando parte de la 
razón— de que, aparentemente, el Ministerio de Ganade- 
ría, Agricultura y Pesca ha acudido a las fuerzas armadas 
para colaborar con la barrera sanitaria. Quiere decir que 
alguna razón teníamos. Seguramente llegará el día en que 
también el control y la prevención del abigeato en nuestra 
campaña puedan estar en manos de una parte de las Fuer- 
zas Armadas, colaborando con el Ministerio del Interior. 
De esta forma se podría dar seguridad a la campaña, pre- 
venir estas situaciones y cortar de cuajo una realidad que 
impacta y daña la economía y la forma de vida de miles de 
compatriotas, ya que incluso causa daño en su salud. 


Muchas gracias, señor presidente. 
SEÑOR PARDIÑAS.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Señor presidente: nosotros va- 
mos a acompañar este proyecto de ley, pero queremos rea- 
firmar que no siempre la solución a los delitos viene por el 
lado de poner más penas. Creo que esto es bueno a la luz 
de que el sistema político y el Parlamento están discutien- 
do una cantidad de temas vinculados a la seguridad. 
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Uno de los aspectos que se plantean aquí es, justamen- 
te, que no hay pena sustitutiva, y me parece que a veces, 
en las comunidades pequeñas, que haya este tipo de pe- 
nas es muy importante. Creo que sería muy interesante, 
por ejemplo, que a un carnicero que vende carne en forma 
clandestina se le adjudicara una pena sustitutiva y tuviera 
que ir a hacer su tarea en un hospital o en una dependen- 
cia pública, o simplemente a trabajar —aportar mano de 
obra— en una comunidad. Creo que en esas comunidades 
pequeñas sería mucho más aleccionador ponerlo a trabajar 
que enviarlo a la cárcel. 


Pero, bueno, nosotros simplemente dejamos la cons- 
tancia y decimos que vamos a acompañar el proyecto de 
ley. Si hay algo que caracteriza al Uruguay es que el con- 
trol social, sobre todo en el interior, pega fuerte; tenemos 
que aprovechar esta herramienta —que todavía tiene valor 
en nuestra sociedad— antes de que se pierda. 


Por otro lado, es cierto lo que señalaba el señor sena- 
dor Larrañaga en cuanto a que hay puestos policiales en 
los que no hay policías. Pero ¿por qué pasa eso? Porque 
realmente allí no hay la inseguridad que a veces existe 
en concentraciones sociales importantes. ¡Esa es la reali- 
dad! Pero no solamente hay puestos policiales sin policías; 
quienes andamos por los caminos de campaña también 
vemos que hay establecimientos sin personal y sin pro- 
pietario. Lo cierto es que uno pasa por allí y ve que está 
la cadena con el candado puesto. ¿Por qué? Porque en esa 
jornada no hay nadie allí. Muchas veces sucede que la gen- 
te solo va cuando tiene que vacunar los animales, o va tres 
veces por semana. Esa también es la realidad del campo 
de hoy. En muchos de esos casos la inseguridad no es tan 
frecuente como para que las personas tengan que ir a vivir 
al establecimiento y, además, cargarse de municiones y de 
diferentes instrumentos de defensa. ¡Eso no pasa! 


El contrabando en la zona de frontera es más viejo que 
el agujero del mate, y como bien decía el señor senador 
Saravia, en otras épocas el contrabando en nuestro país 
lo hacían los propios propietarios del ganado. ¿Por qué? 
Porque les servía económicamente. ¿Acaso pensamos que 
la producción pecuaria es altruista? ¿Que aquí se hace 
para proporcionar alimento a la sociedad en una actitud 
benefactora? ¡No! Se hace como una actividad económica. 
Por eso decimos que el abigeato no es solamente un delito 
que daña la propiedad, sino que también afecta económi- 
camente porque en algunos casos involucra patrimonios 
productivos que van más allá del valor de la propiedad. 


El abigeato es importante en un país productor de car- 
ne, donde el aparato productivo son los animales. Tene- 
mos más animales que gente, y eso es así desde hace años. 
Ahora bien, si lo analizamos desde el punto de vista del 
daño económico, concluimos que es tan importante como 
el que enfrenta el bolichero que instala un supermercado 
de barrio y le roban la mercadería. Creo que, en ese caso, 
las consecuencias del delito económico no se alejan de las 
del abigeato. 
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En síntesis, me parece bien que se legisle en este senti- 
do porque es una señal que da el Gobierno a una demanda 
que plantea la sociedad, las organizaciones de productores 
y el sistema político, que tienen que ser escuchados por- 
que, en definitiva, la democracia la construimos y defen- 
demos entre todos. Creo que el Poder Ejecutivo da una 
respuesta al remitir la iniciativa y el Parlamento nacional 
hace lo propio al discutirla y proponer modificaciones. 


SEÑORA PAYSSÉ.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR PARDIÑAS.- Con mucho gusto concedo la 
interrupción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir la señora 
senadora. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Señor presidente: adelanto que 
comparto totalmente lo expresado por el señor senador 
Pardiñas en cuanto a las penas sustitutivas. Tanto es así 
que recuerdo que cuando votamos el proyecto de ley de 
faltas —en aquel momento era diputada—, propusimos que 
una serie de faltas tuvieran una pena sustitutiva. Cuando 
ese proyecto de ley llegó al Senado, a esta casa en la que 
no estaba, el único artículo que fue modificado, quitando 
la medida sustitutiva —como la que planteaba el señor se- 
nador Pardiñas—, fue el 364 bis, relativo a la infracción de 
la disposición sanitaria destinada a combatir las epizoo- 
tias, que tiene que ver con esto. Y, ¡oh casualidad! En ese 
caso, el Senado no quiso penas sustitutivas y las cambió 
por multa. Seguramente, los señores que tenían que ver 
con estas cuestiones no querían tener que llevar adelante 
penas sustitutivas como las que indicaba el señor senador 
Pardiñas, que son aleccionantes en las comunidades y que, 
de alguna manera, revierten ciertas conductas. Reitero 
que en esta casa se sustituyeron esas penas por multa y por 
eso ahora el artículo 364 bis de la ley a que hice referencia 
establece que quien infringiese las disposiciones sanita- 
rias relativas a la declaración y combate de las epizootias, 
recibirá una pena de 10 UR de multa o prisión equivalente. 


Por lo tanto, cuando reflexionamos tenemos que recor- 
dar que algunas veces es aquí mismo donde no logramos 
que se alienten propuestas como las que trasmitía el señor 
senador Pardiñas. En lo personal, no solo las comparto, 
sino que oportunamente me hice cargo de plantearlas, pero 
luego aquí, en el Senado, se interpretaron de otra manera. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor se- 
nador Pardiñas. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Señor presidente: creo que no- 
sotros, como país, todavía tenemos que avanzar bastante 
en muchos aspectos. Una de las debilidades que tenemos 
es, justamente, en cuanto a la pena sustitutiva. No puede 
ser que el acusado tenga que ir a la comisaría, por ejem- 
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plo, dos horas, los lunes, miércoles y viernes. Sin embar- 
go, es lo que muchas veces se aplica. Si tuviéramos otra 
capacidad, si el Poder Judicial indicara las penas y, a su 
vez, hubiera una tutela para plasmarlas en otro tipo de ac- 
ciones, sin lugar a dudas podríamos tener elementos más 
aleccionadores para quienes infringen las normas. Este es 
un aspecto que vamos a tener que seguir analizando para 
generar las herramientas que nos permitan avanzar. 


Para finalizar, señor presidente, el abigeato es un grave 
problema para la producción porque se ha transformado 
en una forma de obtener ingresos y de mejorar las condi- 
ciones de vida de algunas personas. También existe faena 
clandestina que no está dentro del circuito del abigeato, 
y es allí donde la Justicia debe poner la mira cuando hay 
denuncias. Muchas veces esto ocurre porque el productor 
=sobre todo el pequeño—, como es lógico, debe encontrar 
alguna forma de mejorar sus ingresos. Al llevar una vaca 
a la feria, debe pagar el 12 % de comisiones, lo que en 
algunos casos es algo abusivo; entonces, ¿cuál es el razo- 
namiento que hace el productor? Faenar la vaca él mismo 
y vendérsela al carnicero de la esquina. En el interior esa 
modalidad es más conocida que la ruda. 


Por lo tanto, debemos seguir desarrollando mecanis- 
mos que mejoren y faciliten el desenvolvimiento econó- 
mico del pequeño productor. Debemos seguir pensando en 
alternativas y en políticas. Y el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca tendrá que esforzarse en esa línea de 
construcción de políticas que ayuden a un mejor desempe- 
ño y reembolso económico de la actividad pecuaria cuan- 
do esta se realiza a pequeña escala. 


Muchas gracias, señor presidente. 


21) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un asunto en- 
trado fuera de hora. 


(Se da del siguiente). 


SEÑORA PROSECRETARIA (Silvana Charlone).- 
«El Poder Ejecutivo remite mensajes, de conformidad con 
lo dispuesto por el numeral 12 del artículo 168 de la Cons- 
titución de la república, a fin de solicitar las venias corres- 
pondientes para designar: 


- en calidad de embajador extraordinario y plenipo- 
tenciario de la república ante Canadá, al señor Martín 
Vidal; 


« en calidad de embajador extraordinario y plenipo- 
tenciario de la república ante la República Democrática 
Federal de Etiopía, al señor Alejandro Garofali. 

-A LA COMISIÓN DE ASUNTOS INTERNA- 
CIONALES». 
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22) DELITO DE ABIGEATO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa el tratamiento del 
tema en consideración. 


SEÑOR LACALLE POU.- Pido la palabra. 


SENOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SENOR LACALLE POU.- Señor presidente: quiero 
hacer una acotación. 


Sin perjuicio de lo expresado por el señor senador Par- 
diñas, quiero hacer referencia a algo que nada tiene que 
ver con el abigeato, pero sí con el ámbito rural. Este es un 
debate que debemos dar, sobre todo porque en estos años 
se han perdido más de 12.000 productores y porque existe 
incapacidad de los pequeños productores de mantener su 
rodeo, etcétera, y de lograr espacios para cría y engorde. 


Yendo puntualmente al proyecto de ley que estamos 
considerando, debo decir que en la vida no alcanza sola- 
mente con tomar medidas adecuadas, sino que hay que 
hacerlo en tiempo y forma. No quiero hacer llover sobre 
mojado, pero debo recordar que hace más de diez años que 
este tema está sobre la mesa; hace más de diez años que 
productores, abogados y personas vinculadas al ámbito 
rural han estado trabajando, e insistentemente han tocado 
las puertas de este Parlamento. Esto ha venido sucediendo 
desde el famoso proyecto de ley de seguridad rural, que 
incluía la presunta legítima defensa, abordando el ámbito 
de las casas, ya no solo el del hogar propiamente dicho. 


Hasta la fecha, mucha gente ha dejado de producir. 
Muchos de quienes viven cerca de los pueblos o donde lo 
urbano rápidamente se mezcla con lo rural —como es el 
caso del departamento de Canelones— han dejado de ser 
productores. ¡Esta medida llega tarde! Y en ello tiene mu- 
cho que ver ese afán conservador de no hacer modifica- 
ciones a las normativas, sobre todo en lo que hace a la ley 
penal. Aquí a veces se nota el instinto más conservador; 
esta casa se blinda y no da señales hacia el exterior acerca 
de las cosas que están pasando. 


A su vez, quiero mencionar algo que es muy del dere- 
cho latino: el creer que con una ley se soluciona todo. La 
superabundancia legal de nuestros países es enorme. Es 
muy difícil aplicar una ley cuando ocurre lo que señalaba 
el señor senador Larrañaga en cuanto a las comisarías —y 
hago hincapié en eso—, cuando van a cerrar doce juzgados 
—como dijimos hace unos días— o cuando faltan elementos 
técnicos idóneos para la persecución de estos delitos en 
el ámbito rural. Cuando las leyes salgan de aquí con un 
número, cuando se reglamenten y empiecen a impactar so- 
bre la realidad, deberemos contar con otros instrumentos. 
En el ámbito rural resulta mucho más difícil desarrollarlos 
porque a veces los tentáculos del derecho llegan hasta don- 
de termina la civilización urbana. Nosotros, que recorre- 
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mos el interior del país, que lo conocemos, sabemos que 
esta ley que se va a aprobar hoy aparecerá en los medios 
de prensa, con lo que muchos la conocerán, pero ¿cuánto 
tiempo pasará para que se haga realidad? 


Entonces, las medidas deben ser buenas, votarse a 
tiempo y tener la instrumentación necesaria, que muchas 
veces pasa por lo económico, otras por la división de pode- 
res sustentada y, obviamente, por la puesta en conocimien- 
to de toda la sociedad. 


Muchas gracias, señor presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 

—27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo 1.* del proyecto de ley. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo 1.”.- Sustitúyese el artículo 258 del Código Ru- 
ral por el siguiente: 


“Artículo 258.- Comete el delito de abigeato y será cas- 
tigado con tres meses de prisión a seis años de penitencia- 
ría, el que con intención de matar, diere muerte, faenare o 
se apoderare con sustracción de ganado vacuno y bubali- 
no, caballar, lanar, cabrío, porcino, cualquier otra especie 
de corral o criadero, colmenas, cueros, lanas, pieles, plu- 
mas o cerdas ajenos; y el que marcare o señalare, borra- 
re, modificare o destruyere dispositivos de identificación 
individual oficial, o las marcas y señales de animales o 
cueros ajenos, para aprovecharse de ellos. 


Con igual pena será castigado quien recibiere, oculta- 
re, comercializare o de cualquier forma dispusiere de los 
productos obtenidos de la comisión de un delito de abigea- 
to en cualquiera de sus formas”. 

SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota). 

—28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR SARAVIA.- Pido la palabra por una moción 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 
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SEÑOR SARAVIA.- Formulo moción en el sentido de 
que se suprima la lectura del articulado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar la moción formulada. 


(Se vota). 

27 en 29. Afirmativa. 

En consideración el articulado. 
SEÑOR MIERES.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR MIERES.- Señor presidente: en mi interven- 
ción solicité que se desglosara el primer inciso del artículo 
259, que corresponde al artículo 2.” del proyecto de ley en 
consideración. Solicito que se vote por separado el primer 
inciso y luego el resto del artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Estamos hablando del pri- 
mer inciso o del numeral? 


SEÑOR MIERES.- Estoy hablando del primer inciso 
del artículo 259, al que refiere el artículo 2.. 


Con respecto al artículo 3.”, me gustaría dividir la vo- 
tación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar el artículo 2.”, separando el primer inciso 
del artículo. 

(Se vota). 

—28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el primer 
inciso del artículo 2... 


(Se vota). 

—29 en 30. Afirmativa. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 3.2 
(Se vota). 

—30 en 30. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Hay un aditivo para el artículo 3. propuesto por el se- 
ñor senador Mieres. 


Léase. 


(Se lee). 
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SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Lo 
dispuesto en el inciso precedente regirá sin perjuicio de 
los derechos de los terceros de buena fe». 


SENOR PRESIDENTE.- En consideración. 


SEÑOR MICHELINI- Pido la palabra. 


SENOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SENOR MICHELINI.- Señor presidente: solicito que 
esta propuesta del señor senador Mieres sea derivada a la 
Comisión de Constitución y Legislación del Senado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay dos propuestas a con- 
siderar: una, del señor senador Mieres, consistente en 
agregar un inciso a lo que hemos votado y, otra, del se- 
ñor senador Michelini, en el sentido de que el texto de ese 
agregado que se propone pase a estudio de la comisión. 


SEÑOR MIERES.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR MIERES.- Me parece que la propuesta del se- 
ñor senador Michelini es buena, así que estoy de acuerdo, 
señor presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor senador Mieres ha 
retirado su moción en el sentido de agregar hoy el inciso al 
que se ha dado lectura al artículo 3.” 


Se va a votar la moción del señor senador Michelini en 
el sentido de que el texto en cuestión pase a la Comisión de 
Constitución y Legislación. 


(Se vota). 
—28 en 30. Afirmativa. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunica- 
rá al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado, 
por ser igual al considerado). 


23) RÉGIMEN DE LIBERTAD ANTICIPADA Y 
PENAS SUSTITUTIVAS A LA PRIVACIÓN DE 
LIBERTAD 


SEÑOR PRESIDENTE. Se pasa a considerar el asun- 
to cuya urgencia fue votada: «Proyecto de ley por el que se 
modifica el régimen de libertad anticipada y penas susti- 
tutivas a la privación de libertad. (Carp. n.* 559/2016 - rep. 
n.” 300/2016 - rep. n.* 300/2016 anexo 1)». 
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COMISIÓN DE 
CONSTITUCIÓN Y LEGISLACIÓN 


PROYECTO DE LEY 


CAPÍTULO | 
De la limitación de la libertad provisional, condicional o anticipada 


Artículo 1? - El beneficio de libertad provisional, condicional o anticipada no 
será de aplicación en caso de reiteración, reincidencia o habitualidad, 
indistintamente, en los siguientes delitos y bajo las circunstancias previstas a 
continuación: 

a) violación (artículo 272 del Código Penal); 


b) lesiones graves, únicamente cuando la lesión ponga en peligro la vida de la 
persona ofendida (numeral 1* del artículo 317 del Código Penal); 


c) lesiones gravísimas (artículo 318 del Código Penal); 


d) hurto, cuando concurran sus circunstancias agravantes (artículo 341 del 
Código Penal): 


e) rapiña (artículo 344 del Código Penal); 


f) rapiña con privación de libertad. Copamiento (artículo 344 bis del Código 
Penal); 


g) extorsión (artículo 345 del Código Penal); 
h) secuestro (artículo 346 del Código Penal); 
i), homicidio y sus agravantes (artículos 310, 311 y 312 del Código Penal); 


j) los delitos previstos en el Decreto-Ley N* 14. 294, de 31 de octubre de 1974, 
y sus modificativas; 


k) los crimenes y delitos contenidos en la Ley N” 18,026, de 25 de setiembre 
de 2006. 
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CAPÍTULO Il 
De las penas alternativas a la privación de libertad 


Artículo 2”.- El cumplimiento de las penas privativas de libertad podrá 
sustituirse por alguna de las siguientes penas: 


a) libertad vigilada; 
b) libertad vigilada intensiva. 


Artículo 3".- La libertad vigilada consiste en someter al penado a un régimen 
de libertad a prueba, tendiente a su reinserción social, a través de una intervención 
individualizada, bajo la vigilancia y orientación permanentes de la Oficina de 
Seguimiento de la Libertad Asistida, dependiente del Ministerio del Interior, 


Artículo 4”.- La libertad vigilada intensiva consiste en someter al penado al 
cumplimiento de un programa de actividades orientado a su reinserción social en el 
ámbito personal, comunitario y laboral a través de una intervención individualizada 
y bajo la aplicación de ciertas condiciones especiales. La vigilancia y orientación 
permanentes de lo establecido en este artículo estará a cargo de la Oficina de 
Seguimiento de la Libertad Asistida. 


Artículo 5”.- La libertad vigilada podrá disponerse siempre que la pena privativa 
de libertad sea de prisión o no supere los tres años de penitenciaria. 


Artículo 6*.- La libertad vigilada intensiva podrá disponerse si la pena privativa 
de libertad fuere superior a tres años y menor a cinco años. 


Artículo 7”.- No podrá disponerse la libertad vigilada ni la libertad vigilada 
intensiva en casos de reincidencia, reiteración o habitualidad. 


Artículo 8”.- Al imponer la pena de libertad vigilada o libertad vigilada intensiva, 
según correspondiere, el tribunal fijará el plazo de intervención que será igual al 
que correspondería cumplir si se aplicara efectivamente la pena que se sustituye. 


La Oficina de Seguimiento de la Libertad Asistida presentará en un plazo de 
cuarenta y cinco días, desde que se le notifica la sentencia condenatoria por el 
tribunal, el plan de intervención correspondiente. 


Dicho plan deberá ser individual, comprender la realización de actividades 
tendientes a la reinserción social y laboral del penado, indicando los objetivos 
perseguidos con las actividades programadas y los resultados esperados. 


Artículo 9* - Al decretar la pena sustitutiva de libertad vigilada o libertad 
vigilada intensiva, el tribunal impondrá al condenado, por lo menos, las siguientes 
condiciones: 


a) residencia en un lugar determinado donde sea posible la supervisión por la 
Oficina de Seguimiento de la Libertad Asistida; 


487-C.S. 


488-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 6 de julio de 2016 


b) sujeción a la orientación y vigilancia permanentes de la referida Oficina; 


c) ejercicio de una profesión, oficio, empleo, arte, industria y comercio bajo las 
modalidades que se determinen en el plan de intervención; 


d) presentación una vez por semana en la Seccional Policial correspondiente al 
domicilio fijado conforme a lo dispuesto en el literal a) de este artículo; 


e) si el penado presentara un consumo problemático de drogas o alcohol, se 
impondrá la obligación de asistir a programas de tratamiento de rehabilitación 
de dichas sustancias. 


Artículo 10.- Para el caso de la libertad vigilada intensiva, el tribunal dispondrá 
además, una o más de las siguientes medidas: 


a) prohibición de acudir a determinados lugares; 


b) prohibición de acercamiento a la víctima, a sus familiares u otras personas 
que determine el tribunal o mantener algún tipo de comunicación con ellas; 


c) obligación de mantenerse en el domicilio o lugar que el tribunal determine 
por espacio de hasta ocho horas diarias continuas; 


d) obligación de cumplir programas formativos laborales, culturales, de 
educación vial, sexual, de tratamiento de la violencia u otros similares. 


Artículo 11.- El tribunal podrá disponer que la persona penada sometida al 
régimen de libertad vigilada o libertad vigilada intensiva deba portar un dispositivo 
de monitoreo electrónico. No obstante, será preceptiva la medida si se tratare de 
penado por violencia doméstica, violencia intrafamiliar o delitos sexuales. 


Si entendiere del caso podrá disponer que la víctima del delito porte dicho 
dispositivo, para cuya colocación requerirá su consentimiento. 


Artículo 12.- En caso de incumplimiento de alguna de las medidas impuestas, 
el tribunal podrá, valorando las circunstancias del caso, intensificar las condiciones 
de la pena sustitutiva. 


De persistir los incumplimientos a las condiciones o medidas impuestas el 
tribunal, previo informe de la Oficina de Seguimiento de la Libertad Asistida, podrá 
revocar la libertad vigilada o vigilada intensiva, privando de la libertad al individuo 
por el saldo restante de la pena. 


La violación grave del régimen de libertad vigilada o libertad vigilada intensiva 
deberá dar lugar a su revocación inmediata. Se considerará violación grave la 
existencia de un procesamiento posterior. 
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CAPÍTULO II 
Do la aplicación de la libertad condicional 


Artículo 13. (Presupuestos).- 


13.1 Lalibertad condicional es un beneficio que se otorga a petición de parte 
o por medio de su letrado patrocinante, a los penados que se hallaren en libertad 
al quedar ejecutoriada la sentencia de condena, cuando teniendo en cuenta su 
conducta, personalidad, forma y condiciones de vida pueda formularse un 
pronóstico favorable de reinserción social. En tal caso, la pena se cumplirá en 
libertad en la forma y condiciones previstas por la ley. 


13.2 El penado podrá solicitar la libertad condicional en un plazo perentorio de 
diez días hábiles posteriores a que haya quedado ejecutoriada la sentencia de 
condena, suspendiéndose su reintegro a la cárcel hasta tanto se resuelva si se le 
otorga dicho beneficio, el que se tramitará de acuerdo con lo dispuesto en los 
artículos siguientes. 


13.3 El liberado condicional queda sujeto a vigilancia de la autoridad, en los 
términos dispuestos en el Código Penal, por el saldo de pena que resultare de la 
liquidación respectiva. 


Artículo 14. (Trámite).-. 


14.1 Aprobada la liquidación, el juez competente solicitará al Instituto Técnico 
Forense dentro del plazo de tres días la planilla de antecedentes judiciales del 
penado, actualizada a no más de sesenta días de su emisión. 


14.2 Si dicha planilla no registra que haya sido condenado por nuevo delito y 
el solicitante acreditare hallarse en condiciones de vida que permitan formular un 
pronóstico favorable de reinserción social, el juez, previa vista al Ministerio Público, 
podrá conceder la libertad condicional. Se liquidará el saldo de pena a cumplir, 
computando el tiempo de vigilancia que refiere el artículo 102 del Código Penal, a 
partir del momento en que el penado fue puesto en libertad. Si conforme a la 
liquidación efectuada la pena estuviese cumplida, el juez declarará extinguida la 
pena, efectuando las comunicaciones pertinentes. 


14.3 En caso de existir saldo de pena, el condenado quedará sujeto a vigilancia 
de la autoridad y a su término el juez solicitará nueva planilla de antecedentes al 
Instituto Técnico Forense. Si no hubiere sido condenado por la comisión de nuevo 
delito, previa vista al Ministerio Público, se declarará extinguida la pena 
efectuándose las comunicaciones pertinentes. 


14.4 No podrá otorgarse el beneficio de la libertad condicional si, agregada la 
respectiva planilla de antecedentes, resulta que el condenado fue procesado por la 
comisión de nuevo delito durante el lapso en que estuvo en libertad provisional. 
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Artículo 15. (Impugnación).- La sentencia que resuelva el pedido de libertad 
condicional podrá ser impugnada mediante los recursos de reposición y apelación. 
Solo tendrá efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto contra la 
sentencia que deniegue la libertad condicional. 


CAPÍTULO IV 
De la reiteración 


Artículo 16. (Reiteración).- Se entiende por tal, el acto de cometer un nuevo 
delito en el país o fuera de él, antes de obtener sentencia condenatoria por la 
comisión de un delito anterior, estando en uso del beneficio de cualquier régimen 
de libertad. 


Artículo 17. (Limitaciones a la reiteración).- No existe reiteración entre delitos 
dolosos y culpables, entre delitos comunes y militares, entre delitos comunes y 
políticos, entre delitos y faltas. 


CAPÍTULO V 
Del cumplimiento de la pena por parte del extranjero 


Artículo 18.- A los efectos de los procesados o condenados extranjeros 
residentes o no residentes en nuestro país, se establecen además de las normas 
generales, las siguientes disposiciones especiales: 


18.1 En el caso de extranjeros no residentes, bastará la caución juratoria para 
el otorgamiento de la autorización para salir del país en forma definitiva, no siendo 
necesaria la presentación del inculpado a los efectos del cierre de la causa. 


18.2 La caución juratoria consistirá en la promesa del imputado de cumplir 
fielmente las condiciones impuestas por el juez y procederá cuando el procesado o 
penado sea un extranjero no residente. 


18.3 Podrá el excarcelado provisional, el liberado en forma condicional o 
anticipada, ser autorizado a salir del país, con conocimiento de causa y siempre 
que se cumplan los requisitos dispuestos por la ley procesal penal siempre que 
hayan constituido caución sea de carácter real, personal o juratoria. 
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CAPÍTULO VI 
Disposición general 


Artículo 19.- Estas normas son de aplicación inmediata a su promulgación y 


continuarán en vigencia en todo aquello que sea concordante y complementario a lo 
dispuesto por la Ley N* 19.293, de 19 de diciembre de 2014 y sus modificativas. 


Sala de la Comisión, en Montevideo, el 5 de julio de 2016 


PATRICIA AYALA 
Miembro Informante 


CARLOS CAMY CECILIA EGUILUZ 
Con salvedades Con salvedades 
LUIS ALBERTO HEBER RUBÉN MARTÍNEZ HUELMO 


Con salvedades 


RAFAEL MICHELINI PABLO MIERES 


DANIELA PAYSSÉ FEDERICO PREVE 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DEL INTERIOR 

MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS 

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

MINISTERIO DE EDUCACION Y CULTURA 

MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS 
MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGIA Y MINERIA 
MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 
MINISTERIO DE SALUD PÚBLICA 

MINISTERIO DE GANADERIA, AGRICULTURA Y PESCA 
MINISTERIO DE TURISMO 

MINISTERIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO 
AMBIENTE 

MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL 


Montevideo, 18 [4AY 2010 


Señor Presidente de la Asamblea General 
Presente 


El Poder Ejecutivo tiene el agrado de dirigirse a ese Cuerpo, a los efectos de 
presentar el adjunto Proyecto de Ley Integral de Responsabilidad Penal, por el cual 
se introducen cambios al régimen de libertad anticipada previsto actualmente por el 
vigente Código del Proceso Penal, así como se prevén nuevas modalidades de 
penas sustitutivas a la privación de libertad 

El presente Proyecto tiene su origen en primer término, en la necesidad de 
contemplar la situación de aquellos delincuentes que reinciden en conductas 
tipificadas por la Ley Penal como de extrema gravedad, excluyéndolos del beneficio 
de la libertad anticipada. 
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En efecto, dicho régimen es un beneficio que permite al condenado a pena de 
penitenciaria que se encuentre recluido al recaer la sentencia condenatoria, obtener 
la libertad ambulatoria si se cumplen determinados requisitos, sustituyéndola por un 
régimen de vigilancia que dura el término de la condena. 

La limitación de la libertad anticipada se plantea para el caso de delitos muy 
graves, como los previstos en el artículo 1 del mencionado proyecto de ley. 

En momentos en que se enfrentan cada vez más complejidades en el 
combate del delito y en particular del crimen organizado, se hacen necesarias 
medidas que garanticen la seguridad pública. 

El Poder Ejecutivo viene bregando por mejores condiciones de reclusión 
humanizando el sistema carcelario y la sociedad viene haciendo esfuerzos para 
dotar de recursos a esta política. 

Como contrapartida, deben adoptarse medidas como la propuesta, tendientes 
a circunscribir el sistema de libertad anticipada a aquellos condenados que 
realmente están en condiciones de afrontar una nueva vida alejada del delito. 

Pero por otra parte y conforme con los lineamientos trazados, también deben 
concentrarse esfuerzos en la reinserción social de las personas que resultan 
condenadas, buscando nuevos instrumentos que coadyuven para ello. 

Por eso se proyecta incorporar al régimen de penas sustitutivas a la privación 
de libertad, dos institutos de amplia aplicación a nivel de Derecho Comparado, el 
sistema de libertad vigilada y el sistema de libertad vigilada intensiva, adaptándolos 
a nuestra realidad. 

Se trata de dos modalidades de intervención, en libertad del condenado, que 
establecen una especie de tutela sobre su proceso de reinserción social, con 
distintos grados de intensidad, pero que persiguen la misma finalidad, la 
rehabilitación mediante un programa de actividades que abarquen los distintos 
aspectos de la persona, acompañándolo en su proceso. 

En otro orden, se establecen normas relativas a la libertad condicional, 
disponiendo que la misma se realice a petición de parte o por medio de su letrado 
patrocinante, teniendo en cuenta la conducta, personalidad, forma y condiciones de 
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vida del penado. 

Finalmente el proyecto contempla la posibilidad de que los condenados 
extranjeros puedan obtener la autorización para salir del pais en forma definitiva, 
estableciendo expresamente que no es necesaria la presentación del inculpado a los 
efectos del cierre de su causa. 

El Poder Ejecutivo saluda a ese Cuerpo con su mayor consideración. 


alar do 
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De la limitación de la libertad provisional, condicional y anticipada 
Artículo 1.- El beneficio de libertad provisional, condicional y anticipada no será de 
aplicación en caso de reiteración, reincidencia, o habitualidad, indistintamente, en 
los siguientes delitos y bajo las circunstancias previstas a continuación: 

a) Violación (Artículo 272 del Código Penal). 

b) Lesiones graves, Únicamente cuando la lesión ponga en peligro la vida de 
la persona ofendida (Numeral 1? del Artículo 317 del Código Penal). 

c) Lesiones gravísimas (Artículo 318 del Código Penal). 

d) Hurto, únicamente cuando concurran sus circunstancias agravantes 
(Artículo 341 del Código Penal). 

e) Rapiña (Artículo 344 del Código Penal). 

f) Rapiña con privación de libertad. Copamiento. (Artículo 344 bis. del Código 
Penal). 

g) Extorsión (Artículo 345 del Código Penal). 

h) Secuestro (Artículo 346 del Código Penal). 

i) Homicidio y sus agravantes (Artículos 310, 311 y 312 del Código Penal). 

j) Los delitos previstos en el Decreto-Ley 14.294 de 31 de octubre de 1974, 

k) Los crímenes y delitos contenidos en la Ley N” 18.026 de 25 de setiembre 
de 2006. 

Las disposiciones establecidas en el presente artículo no serán alcanzadas 
por la derogación prevista por el artículo 382 de la Ley 19.293 de 19 de diciembre de 
2014, 

De las penas alternativas a la prisión 
Artículo 2.- La ejecución de las penas privativas de libertad podrá sustituirse por el 
Tribunal que las imponga por alguna de las siguientes penas: 
* Libertad vigilada. 
* Libertad vigilada intensiva. 


Artículo 3.- La libertad vigilada consiste en someter al penado a un régimen de 
libertad a prueba, tendiente a su reinserción social, a través de una intervención 
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individualizada, bajo la vigilancia y orientación permanentes de la Oficina de 
Seguimiento de la Libertad Asistida, dependiente del Ministerio del Interior. 


Artículo 4.- La libertad vigilada intensiva consiste en someter al penado al 
cumplimiento de un programa de actividades orientado a su reinserción social, en el 
ámbito personal, comunitario y laboral, a través de una intervención individualizada y 
bajo la aplicación de ciertas condiciones especiales. 


Artículo 5.- La libertad vigilada podrá disponerse siempre que la pena privativa de 
libertad sea de prisión o no supere los tres años de penitenciaría. 


Artículo 6.- La libertad vigilada intensiva podrá disponerse si la pena privativa de la 
libertad fuere superior a tres años y menor a cinco. 


Artículo 7.- No podrá disponerse la libertad vigilada ni la libertad vigilada intensiva 
en casos de reincidencia, reiteración o habitualidad. 


Artículo 8.- Al imponer la pena de libertad vigilada o libertad vigilada intensiva, el 
Tribunal fijará el plazo de intervención, que será igual al que correspondería cumplir 
si se aplicara efectivamente la pena que se sustituye. 

La Oficina de Seguimiento de la Libertad Asistida presentará en plazo de cuarenta y 
cinco días al Tribunal, el plan de intervención correspondiente. 

Dicho plan deberá ser individual, comprender la realización de actividades 
tendientes a la reinserción social y laboral del penado, indicando los objetivos 
perseguidos con las actividades programadas y los resultados esperados. 


Artículo 9.- Al decretar la pena sustitutiva de libertad vigilada o libertad vigilada 
intensiva, el Tribunal impondrá al condenado, por lo menos, las siguientes 
condiciones: 

* Residencia en un lugar determinado, donde sea posible la supervisión por la 


6 de julio de 2016 


6 de julio de 2016 CÁMARA DE SENADORES 497-C.S. 


Oficina de Seguimiento de la Libertad Asistida. 

* Sujeción a la orientación y vigilancia permanentes de la referida Oficina. 

* Ejercicio de una profesión, oficio, empleo, arte, industria y comercio, bajo las 
modalidades que se determinen en el plan de intervención. 

* Presentación una vez por semana en la Seccional Policial correspondiente al 
domicilio fijado conforme a lo dispuesto en el literal a). 

* Si el penado presentara un consumo problemático de drogas o alcohol, se 
impondrá la obligación de asistir a programes de tratamiento de 
rehabilitación de dichas sustancias. 


Artículo 10.- Para el caso de la libertad vigilada intensiva, el Tribunal dispondrá 
además, una o más de las siguientes medidas: 

* Prohibición de acudir a determinados lugares. 

* Prohibición de acercamiento a la víctima, a sus familiares u otras personas 
que determine el Tribunal, o mantener algún tipo de comunicación con 
ellas. 

* Obligación de mantenerse en el domicilio o lugar que el Tribunal determina 
por espacio de hasta ocho horas diarias continuas. 

* Obligación de cumplir programas formativos laborales, culturales, de 
educación vial, sexual, de tratamiento de la violencia u otros similares. 


Artículo 11.- El Tribunal podrá disponer que la persona penada sometida al régimen 
de libertad vigilada y libertad vigilada intensiva deba portar un dispositivo de 
monitoreo electrónico. No obstante, será preceptiva la medida si se tratare de 
penado por violencia doméstica, violencia intrafamiliar o delitos sexuales. 

Si entendiere del caso podrá, previo consentimiento, disponer la colocación del 
dispositivo para la víctima del delito. 


Artículo 12.- La violación grave del régimen de libertad vigilada o libertad vigilada 
intensiva, deberá dar lugar a su revocación. Se considerará violación grave la 
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existencia de un procesamiento posterior. 

Si se produjera alguna o algunas violaciones al régimen que no revistan el carácter 
de grave el Tribunal podrá intensificar las condiciones de la pena sustitutiva, 
incluyendo más controles al penado. 


De la aplicación de la libertad condicional 
Artículo 13. (Presupuestos). 
13.1 La libertad condicional es un beneficio que se otorga a petición de parte o por 
medio de su letrado patrocinante, a los penados que se hallaren en libertad al 
quedar ejecutoriada la sentencia de condena, cuando teniendo en cuenta su 
conducta, personalidad, forma y condiciones de vida, pueda formularse un 
pronóstico favorable de reinserción social. En tal caso, la pena se cumplirá en 
libertad en la forma y condiciones previstas por la ley. 
13.2 El penado podrá solicitar la libertad condicional en un plazo perentorio de diez 
días hábiles posteriores a la ejecutoriedad de la sentencia de condena, 
suspendiéndose su reintegro a la cárcel hasta tanto se resuelva si se le otorga dicho 
beneficio, el que se tramitará de acuerdo con lo dispuesto en los artículos siguientes. 
13.3 El liberado condicional queda sujeto a vigilancia de la autoridad, en los términos 
dispuestos en el Código Penal, por el saldo de pena que resultare de la liquidación 
respectiva. 


Artículo 14 (Trámite). 

14.1 Aprobada la liquidación, el juez competente solicitará al Instituto Técnico 
Forense dentro del plazo de tres días la planilla de antecedentes judiciales del 
penado, actualizada a no más de sesenta días de su emisión. 

14.2 Si dicha planilla no registra que haya sido condenado por nuevo delito, y 
acreditare hallarse en condiciones de vida que permitan formular un pronóstico 
favorable de reinserción social, el juez, previa vista al Ministerio Público, podrá 
conceder la libertad condicional. Se liquidará el saldo de pena a cumplir, computando 
el tiempo de vigilancia que refiere el artículo 102 del Código Penal, a partir del 
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momento en que el penado fue puesto en libertad. Si conforme a la liquidación 
efectuada la vigilancia estuviese cumplida, el juez declarará extinguida la pena, 
efectuando las comunicaciones pertinentes, 

14.3 En caso de existir saldo de pena, el condenado quedará sujeto a vigilancia de 
la autoridad y a su término el juez solicitará nueva planilla de antecedentes al 
Instituto Técnico Forense. Si no hubiere sido condenado por la comisión de nuevo 
delito, previa vista al Ministerio Público se declarará extinguida la pena efectuándose 
las comunicaciones pertinentes. 

Artículo 14.4 No podrá otorgarse el beneficio de la libertad condicional, si agregada 
la respectiva planilla de antecedentes, resulta que el penado fue condenado por la 
comisión de nuevo delito durante el lapso en que estuvo en libertad provisional. 


Artículo 15 (Impugnación). La sentencia que resuelva el pedido de libertad 
condicional podrá ser impugnada mediante los recursos de reposición y apelación. 
Solo tendrá efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto contra la 
sentencia que deniegue la libertad condicional. 


De la reiteración 
Artículo 16 (Reiteración). Se entiende por tal, el acto de cometer un nuevo delito en 
el país o fuera de él, antes de obtener sentencia condenatoria por la comisión de un 
delito anterior, estando en uso del beneficio de cualquier régimen de libertad. 


Artículo 17 (Limitaciones a la reiteración). No existe reiteración entre delitos dolosos 
y culpables, entre delitos comunes y militares, entre delitos comunes y políticos, 
entre delitos y faltas. 


Del cumplimiento de la pena por parte del extranjero 
Artículo 18 Agrégase al Artículo 144 del Decreto-Ley N* 15.032 de 7 de jullo de 
1980 (Código de Proceso Penal) el siguiente numeral: 
"3* Cuando el procesado o penado sea un extranjero no residente”. 
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Artículo 19 Modifícase el literal A del Artículo 155 del Decreto-Ley N* 15,032 de 7 de 
julio de 1980, el que quedará redactado de la siguiente manera: 
"A. Que se haya constituido caución real, personal o juratoria”. 


Artículo 20. Agrégase el siguiente inciso final al Artículo 155 del Decreto-Ley N? 
15.032 de 7 de julio de 1980: 

"En el caso de extranjeros no residentes, bastará la caución juratoria para el 
otorgamiento de la autorización para salir del país en forma definitiva, no siendo 
necesaria la presentación del inculpado a los efectos del cierre de la causa. 

Las presentes disposiciones también serán aplicables a los liberados en forma 
condicional o anticipada (Artículo 329)". 
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Disposiciones citadas: 


Ley N* 19.293, 
de 19 de diciembre de 2014 


CÓDIGO DEL PROCESO PENAL 


TÍTULO Il 
DEROGACIONES, OBSERVANCIA DEL CÓDIGO 
Y DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


Artículo 382. (Derogación).- 


382.1 Deróganse a partir de la vigencia de este Código, el Código del Proceso 
Penal (Decreto-Ley N* 15.032, de 7 de julio de 1980) sus modificaciones y todas las 
disposiciones legales y reglamentarias que se opongan al presente 


382.2 No obstante lo establecido en el inciso anterior, las referidas disposiciones 
continuarán aplicándose a los asuntos en trámite judicial hasta la sentencia definitiva 
de primera instancia, inclusive. 
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Ley 18.026, de 
25 de setiembre de 2006 


PARTE Il 
PRINCIPIOS GENERALES 


Artículo 1%. (Crimenes y delitos).- 


Sustitúyese el artículo 2% del Código Penal por el siguiente: 


"ARTÍCULO 2*. (División de los delitos).- Los delitos, atendida su gravedad, se 
dividen en crímenes, delitos y faltas. Los crimenes son los ilícitos de competencia 
de la Corte Penal Internacional de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 5 del 
Estatuto de Roma y además todos los que por su extrema gravedad se rijan por 
leyes especiales, por este Código y las normas de derecho internacional en cuanto 
le sean aplicables. Los delitos son todos los demás que no revistan la gravedad 
indicada en el párrafo anterior. Las faltas se rigen por lo dispuesto en el libro 11! del 
presente Código". 


Artículo 2”. (Derecho y deber de juzgar crimenes internacionales).- 


La República Oriental del Uruguay tiene el derecho y el deber de juzgar los hechos 
tipificados como delito según el derecho internacional. Especialmente tiene el derecho 
y el deber de juzgar, de conformidad con las disposiciones contenidas en esta ley, los 
crímenes reconocidos en el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional 
aprobado por la Ley N* 17.510, de 27 de junio de 2002. 


Artículo 3". (Principios de derecho penal).- 


Serán aplicables a los crímenes y delitos tipificados por esta ley los principios 
generales de derecho penal consagrados en el derecho nacional y en los tratados y 
convenciones de los que Uruguay es parte y, en particular, cuando correspondiere, los 
enunciados en el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional y los 
especialmente establecidos en esta ley. 


Artículo 4”. (Ámbito de aplicación. Condiciones de extradición).- 


4.1. Los crimenes y delitos que se tipifican por esta ley se aplicarán en relación 
con: 


A) Los crimenes y delitos cometidos o cuyos efectos deban producirse en el territorio 
de la República o en espacios sometidos a su jurisdicción. 


B) Los crímenes y delitos cometidos en el extranjero por nacionales uruguayos, sean 
o no funcionarios públicos, civiles o militares, siempre que el imputado no haya 
sido absuelto o condenado en el extranjero o, en este último caso, no haya 
cumplido la pena. 
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4.2. Cuando se encontrare en territorio de la República o en lugares sometidos a 
su jurisdicción, una persona sospechada de haber cometido un crimen de los 
tipificados en los Títulos | a IV de la Parte || de la presente ley, el Estado uruguayo 
está obligado a tomar las medidas necesarias para ejercer su jurisdicción respecto de 
dicho crimen o delito, si no recibiera solicitud de entrega a la Corte Penal Internacional 
o pedidos de extradición, debiendo proceder a su enjuiciamiento como si el crimen o 
delito se hubiese cometido en territorio de la República, independientemente del lugar 
de su comisión, la nacionalidad del sospechado o de las víctimas. La sospecha 
referida en la primera parte de este párrafo debe estar basada en la existencia de la 
semiplena prueba. 


4.3. Verificada la situación prevista en el párrafo precedente: si se trata de un 
crimen o delito cuyo juzgamiento no sea jurisdicción de la Corte Penal Internacional, 
se procederá de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 5*. 


4.4. La jurisdicción nacional no se ejercerá cuando: 


A) Tratándose de crimenes o delitos cuyo juzgamiento sea jurisdicción de la Corte 
Penal Internacional: 


1) Se solicte la entrega por la Corte Penal Internacional. 


2) Se solicite la extradición por parte del Estado competente al amparo de 
tratados o convenciones internacionales vigentes para la República. 


3) Se solicite la extradición por parte del Estado competente no existiendo 
tratados o convenciones vigentes con la República, en cuyo caso y sin 
perjuicio de los demás requerimientos legales, para conceder la extradición, 
el Estado requirente debió haber ratificado el Estatuto de Roma de la Corte 
Penal Internacional, se procederá de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 5*. 


B) Si se reciben en forma concurrente solicitudes de entrega a la Corte Penal 
Internacional y de extradición por terceros Estados, se procederá de acuerdo con 
lo previsto en el artículo 60. 


C) Se trate de crimenes o delitos que no se encuentran bajo la jurisdicción de la 
Corte Penal Internacional, cuando se conceda la extradición por parte del Estado 
competente. 


4.5. Los crímenes y delitos tipificados en esta ley no se considerarán delitos 
políticos, ni delitos comunes conexos con delitos políticos o cuya represión obedezca a 
fines políticos. 


Artículo 5%. (Actuación bajo jurisdicción nacional).- 


5.1. Cuando se constate la situación prevista en el artículo 4.2., encontrándose en 
territorio de la República o en lugares sometidos a su jurisdicción, una persona sobre 
la que mediare semiplena prueba de haber cometido un crimen o delito que no fuese 
jurisdicción de la Corte Penal Internacional, conocerá el Juez competente quien, si las 
circunstancias lo justifican y con noticia al Ministerio Público, dispondrá orden de 
prisión preventiva que se notificará inmediatamente al Estado en cuyo territorio se 
sospecha que la persona ha cometido los crimenes o delitos, al Estado de su 
nacionalidad que se encuentre más próximo y, si fuese apátrida, al Estado en que 
habitualmente resida. Las comunicaciones serán realizadas por el Poder Ejecutivo por 
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vía diplomática y contendrán información sobre el procedimiento que dispone la 
presente ley. 


5.2. Dentro de las veinticuatro horas de producido el arresto, el Juez tomará 
audiencia al detenido en presencia del Ministerio Público, en la cual: 


A) Le intimará la designación de defensor de su elección, bajo apercibimiento de 
tenérsele por designado al de oficio de turno 


B) Nombrará un intérprete y le facilitará las traducciones que sean necesarias para 
su defensa. 


C) Le informará que existen motivos para creer que ha cometido un crimen o delito 
tipificado en la presente ley y que se le presume inocente mientras no se pruebe 
su culpabilidad. 


D) Procederá a tomarle declaración en presencia del defensor. 


5.3. Lo actuado en audiencia será comunicado al Poder Ejecutivo quien lo 
notificará al Estado en cuyo territorio se presume que la persona ha cometido los 
crímenes o delitos, y al Estado de su nacionalidad que se encuentre más próximo y, si 
fuese apátrida, al Estado en que habitualmente resida. La persona detenida tendrá 
facilidades para comunicarse inmediatamente con el representante correspondiente 
del Estado de su nacionalidad que se encuentre más próximo o, si se trata de un 
apátrida, con el representante del Estado en que habitualmente resida. 


5.4. Si dentro del plazo de veinte días desde la fecha de notificación a los Estados 
prevista en el párrafo 1 de este artículo no se hubiese recibido ningún pedido de 
extradición, dentro de los diez días corridos siguientes se dispondrá la libertad del 
indagado o, si hubiese mérito, se iniciará el procedimiento penal. 


Artículo 6”. (Improcedencia de asilo y refugio).- 

No corresponderá conceder asilo ni refugio cuando existan motivos fundados para 
considerar que la persona ha cometido un crimen o delito de los tipificados en la 
presente ley, aun cuando reuniera las demás condiciones para ser asilado o solicitar 
refugio. 

Artículo 7”. (Imprescriptibilidad).- 


Los crímenes y penas tipificados en los Títulos | a !Il de la Parte || de la presente 
ley son imprescriptibles. 


Artículo 8*. (Improcedencia de amnistía y similares).- 

Los crímenes y penas tipificados en los Títulos | a !Il de la Parte 1! de la presente 
ley, no podrán declararse extinguidos por indulto, amnistía, gracia, ni por ningún otro 
instituto de clemencia, soberana o similar, que en los hechos impida el juzgamiento de 
los sospechosos o el efectivo cumplimiento de la pena por los condenados. 

Artículo 9”. (Obediencia debida y otros eximentes).- 


No podrá invocarse la orden de un superior, ni la existencia de circunstancias 
excepcionales (como, por ejemplo, amenaza o estado de guerra, inestabilidad política 
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o cualquier otra emergencia pública real o presunta) como justificación de los crimenes 
tipificados en los Títulos | a !Il de la Parte Il de la presente ley. 


Por consiguiente, ni haber actuado bajo órdenes superiores, ni la invocación de 
circunstancias excepcionales, eximirán de responsabilidad penal a quienes cometan, 
en cualquiera de sus modalidades, los crimenes o delitos referidos. 


Artículo 10. (Responsabilidad jerárquica).- 


El superior jerárquico, funcionario civil o militar, cualquiera sea su cargo oficial o de 
gobierno, será penalmente responsable por los crimenes establecidos en los Títulos | 
a |Il de la Parte || de la presente ley que fuesen cometidos por quienes estén bajo su 
autoridad, mando o control efectivo, cuando en razón de su investidura, cargo o 
función, hubiere sabido que estaban participando de cualquier manera en la comisión 
de los crímenes o delitos referidos y no hubiere adoptado, estando posibilitado para 
ello, todas las medidas razonables y necesarias a su alcance para impedir, denunciar 
o reprimir la comisión de dichos crimenes o delitos. 


Artículo 11. (Exclusión de jurisdicción especial).- 


Los crímenes y delitos tipificados en la presente ley no podrán considerarse como 
cometidos en el ejercicio de funciones militares, no serán considerados delitos 
militares y quedará excluida la jurisdicción militar para su juzgamiento. 


Artículo 12. (Inhabilitación absoluta).- 


12.1. A los ciudadanos uruguayos condenados por los crimenes previstos en los 
Títulos | a lll de la Parte || de la presente ley, se les impondrá pena accesoria de 
inhabilitación absoluta para ocupar cargos, oficios públicos y derechos políticos, por el 
tiempo de la condena. 


12.2. Si el condenado fuese un profesional o idóneo en oficios de la medicina 
condenado por crimenes previstos en los Títulos | a ll de la Parte || de la presente ley, 
se le impondrá, además, inhabilitación especial para el ejercicio de su profesión u 
oficio por el tiempo de la condena. 


12.3, Si la condena fuese dispuesta por la Corte Penal Internacional, regirán las 
inhabilitaciones previstas en los numerales precedentes. 


Artículo 13. (Intervención de la víctima).- 


13.1. En los casos de los crimenes previstos en los Títulos | a || de la Parte |! de la 
presente ley, el denunciante, la víctima o sus familiares podrán acceder a la totalidad 
de las actuaciones, proponer pruebas, poner a su disposición las que tengan en su 
poder y participar de todas las diligencias judiciales. A dichos efectos, constituirán 
domicilio y serán notificadas de todas las resoluciones que se adopten. 


Asimismo, si se hubiese dispuesto el archivo de los antecedentes o si luego de 
transcurridos sesenta días desde la formulación de la denuncia aún continúa la etapa 
de instrucción o indagación preliminar, el denunciante, la víctima o sus familiares 
podrán formular ante el Juez competente petición fundada de reexamen del caso o 
solicitud de información sobre el estado del trámite. 
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13.2. Si la petición de reexamen del caso se presenta por haberse dispuesto el 
archivo de los antecedentes, se dará intervención al Fiscal subrogante quien 
reexaminará las actuaciones en un plazo de veinte días. 


13.3. La resolución judicial será comunicada al peticionante, al Fiscal y al Fiscal de 
Corte. 


13.4, Durante el proceso, a solicitud del Fiscal o de oficio, el Juez adoptará 
cualquier medida que considere adecuada y necesaria para proteger la seguridad, el 
bienestar físico y psicológico, la dignidad y la vida privada de las víctimas y los 
testigos. A tal fin, tendrá en cuenta todos los factores pertinentes, incluidos la edad, el 
género, la salud, así como las características del delito, en particular cuando éste 
entrañe violencia sexual, violencia en razón del género o violencia contra niñas, niños 
y adolescentes. 


En casos de violencia sexual no se requerirá la corroboración del testimonio de la 
víctima, no se admitirá ninguna evidencia relacionada con la conducta sexual anterior 
de la víctima o testigos, ni se aceptará utilizar como defensa el argumento del 
consentimiento. 


Como excepción, y a fin de proteger a las víctimas, los testigos o el indagado, el 
Juez podrá disponer por resolución fundada la presentación de pruebas por medios 
electrónicos u otros medios técnicos especiales tendientes a prevenir la victimización 
secundaria. En particular, se aplicarán estas medidas en el caso de víctimas de 
agresión sexual y menores de edad, sean víctimas o testigos. Será de aplicación en lo 
pertinente lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley N*” 17.514, de 2 de julio de 2002. 


Se procurarán todos los medios posibles para que el Fiscal cuente con asesores 
jurídicos especialistas en determinados temas, entre ellos violencia sexual, violencia 
por razones de género y violencia contra los niños. Asimismo, se procurará que el 
tribunal cuente con personal especializado para atender a las víctimas de traumas, 
incluidos los relacionados con la violencia sexual y de género. 


Artículo 14. (Reparación de las víctimas).- 


14.1. El Estado será responsable de la reparación de las víctimas de los crimenes 
tipificados en los Títulos | a lil de la Parte |! de la presente ley que se cometan en 
territorio de la República o que se cometan en el extranjero por agentes del Estado o 
por quienes sin serlo hubiesen contado con la autorización, apoyo o aquiescencia de 
agentes del Estado. 


14.2. La reparación de la victima deberá ser integral comprensiva de 
indemnización, restitución y rehabilitación y se extenderá también a sus familiares, 
grupo o comunidad a la cual pertenezca. Se entenderá por "familiares", el conjunto de 
personas unidas por un lazo de matrimonio o parentesco, así como por el hecho de 
cohabitar o mantener una forma de vida en común. 


Artículo 15. (Circunstancias agravantes) - 


Agravan especialmente los crimenes y delitos previstos en la presente ley, cuando 
no sean elementos constitutivos de los mismos y sin perjuicio de otras circunstancias 
agravantes que sean de aplicación, cuando el crimen o delito se cometa respecto de 
niños, adolescentes, mujeres embarazadas, personas con limitaciones en su salud 
física o mental a causa de su edad o enfermedad o de cualquier otra causa; o grupos 
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familiares. Se entenderá por "grupos familiares” el conjunto de personas unidas por un 
lazo de matrimonio o parentesco, así como por el hecho de cohabitar o mantener una 
forma de vida en común, 


PARTE Il 
CRÍMENES Y PENAS 
TÍTULO | 
CRIMEN DE GENOCIDIO 
Artículo 16. (Genocidio).- 


El que con la intención de destruir total o parcialmente a un grupo nacional, étnico, 
racial, religioso, político, sindical, o a un grupo con identidad propia fundada en 
razones de género, orientación sexual, culturales, sociales, edad, discapacidad o 
salud, perpetrare alguno de los actos mencionados a continuación, será castigado con 
quince a treinta años de penitenciaria: 


A) Homicidio intencional de una o más personas del grupo. 

B) Tortura, desaparición forzada, privación de libertad, agresión sexual, embarazo 
forzoso, sometimiento a tratos inhumanos o degradantes o lesiones graves contra 
la integridad física o mental de una o más personas del grupo. 

C) Sometimiento intencional de una o más personas del grupo, a privaciones de 
recursos indispensables para su supervivencia, a una perturbación grave de 
salud; a la expulsión sistemática de sus hogares o a condiciones de existencia 
que puedan impedir su género de vida o acarrear su destrucción fisica, total o 
parcial o del grupo. 

D) Medidas destinadas a impedir nacimientos en el seno del grupo. 

E) Traslado por la fuerza o bajo amenazas de uno o más miembros del grupo a otro 
grupo, o el desplazamiento del grupo del lugar donde está asentado. 

Artículo 17. (Instigación al genocidio).- 


El que instigare públicamente a cometer crimen de genocidio, será castigado con 
dos a cuatro años de penitenciaria. 


TÍTULO II 
CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD 
CAPÍTULO 1 
CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD - ESTATUTO DE ROMA 


Artículo 18. (Crimen internacional de lesa humanidad).- El que cometiera 
cualquiera de los crimenes de lesa humanidad previstos en el artículo 7 del Estatuto 
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de Roma de la Corte Penal Internacional aprobado por Ley N* 17.510, de 27 de junio 
de 2002, será castigado con quince a treinta años de penitenciaria. 


CAPÍTULO Il 
CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD - ACTOS AISLADOS 
Artículo 19. (Extensión de principios generales).- 


Se consideran crimenes de lesa humanidad los delitos que se tipifican en el 
presente Capítulo 2 y será de aplicación lo dispuesto en la Parte | de esta ley. A los 
efectos de lo dispuesto en los artículos siguientes, se entenderá por "agente del 
Estado" a una persona que actúa en ejercicio de una función pública, revista o no la 
calidad de funcionario público. 


Artículo 20. (Homicidio político) - 


El que siendo agente del Estado, o sin serlo contando con la autorización, apoyo o 
aquiescencia de uno o más agentes del Estado, diere muerte a alguna persona en 
virtud de sus actividades u opiniones políticas, sindicales, religiosas, culturales, de 
género, reales o presuntas; o en razón de su real o presunta pertenencia a una 
colectividad política, sindical, religiosa o a un grupo con identidad propia fundada en 
motivos de sexo o a un sector social, será castigado con quince a treinta años de 
penitenciaria. 


Artículo 21. (Desaparición forzada de personas).- 


21.1. El que de cualquier manera y por cualquier motivo, siendo agente del Estado 
o sin serlo contando con la autorización, apoyo o aquiescencia de uno o más agentes 
del Estado, procediere a privar de libertad a una persona, seguido de la negativa a 
informar sobre la privación de libertad o el paradero o la suerte de la persona privada 
de libertad; o que omita y se niegue a brindar información sobre el hecho de la 
privación de libertad de una persona desaparecida, su paradero o suerte, será 
castigado con dos a veinticinco años de penitenciaria. 


21.2. El delito de desaparición forzada será considerado como delito permanente, 
mientras no se establezca el destino o paradero de la víctima. 


21.3, El juez podrá considerar como atenuantes del delito de desaparición forzada 
de personas las siguientes circunstancias: a) Que la víctima sea puesta en libertad 
indemne en un plazo menor a diez días; b) que se informe o actúe para posibilitar o 
facilitar la aparición con vida del desaparecido. 


Artículo 22. (Tortura). - 


22.1. El que de cualquier manera y por cualquier motivo, siendo agente del Estado 
o sin serlo contando con la autorización, apoyo o aquiescencia de uno o más agentes 
del Estado impusiere cualquier forma de tortura a una persona privada de libertad o 
bajo su custodia o control o a una persona que comparezca ante la autoridad en 
calidad de testigo, perito o similar, será castigado con veinte meses de prisión a ocho 
años de penitenciaria. 


22.2. Se entenderá por "tortura": 
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A) Todo acto por el cual se inflija dolores o sufrimientos graves, físicos, mentales o 
morales. 


B) El sometimiento a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. 


C) Todo acto tendiente a anular la personalidad o disminuir la capacidad física o 
mental aunque no cause dolor ni angustia física o cualquier acto de los previstos 
en el artículo 291 del Código Penal realizado con fines indagatorios, de castigo o 
intimidación. 


22.3. No se entenderá por tortura el dolor o los sufrimientos que se deriven 
únicamente de sanciones lícitas o que sean consecuencia normal o fortuita de ellas 


Artículo 23. (Privación grave de la libertad).- 


El que cometiera el delito previsto en el artículo 281 del Código Penal siendo 
agente del Estado o que sin serlo hubiera contado con la autorización, apoyo o 
aquiescencia de uno o más agentes del Estado, será castigado con seis a doce años 
de penitenciaria. 


Artículo 24. (Agresión sexual contra persona privada de libertad).- El que 
siendo agente del Estado o sin serlo contando con la autorización, apoyo o 
aquiescencia de uno o más agentes del Estado, cometiere cualquier acto de agresión 
sexual contra una persona privada de libertad o bajo su custodia o control o contra una 
persona que comparezca ante la autoridad en calidad de denunciante, testigo, perito o 
similar, será castigado con dos a quince años de penitenciaria. 


Artículo 25. (Asociación para cometer genocidio, crimenes de lesa 
humanidad o crimenes de guerra).- 


Los que se asociaren para cometer uno o más crimenes de los tipificados en la 
presente ley, serán castigados por el simple hecho de la asociación, con la pena de 
ocho meses de prisión a seis años de penitenciaria. 


TÍTULO III 
CRÍMENES DE GUERRA 

Artículo 26. (Crimen de guerra).- 

26.1. El que en un conflicto armado de carácter internacional o interno, conforme 
los términos en que dichos conflictos son definidos por el derecho internacional, 
cometa cualquiera de los crimenes de guerra que se tipifican a continuación, en forma 
aislada o a gran escala, o como parte de un plan o política, será castigado con dos a 
treinta años de penitenciaria. 

26.2. A los efectos de los crimenes de guerra que se tipifican en el presente, se 
considerarán personas y bienes protegidos, a quienes el derecho internacional ampara 
como tales en el marco de los conflictos armados internacionales o internos. 

26.3. Serán crímenes de guerra: 


1. El homicidio intencional. 
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2. La tortura o los tratos inhumanos, incluidos los experimentos biológicos. 


3. El hecho de causar deliberadamente grandes sufrimientos o atentar gravemente 
contra la integridad física o la salud. 


4. La destrucción y la apropiación de bienes no justificadas por necesidades 
militares o del conflicto armado, y efectuadas a gran escala, ¡lícita y arbitrariamente. 


5. El hecho de forzar a un prisionero de guerra o a un combatiente adversario 
detenido o a cualquier persona protegida a servir en las fuerzas de una potencia 
enemiga o del adversano. 


6. El hecho de privar deliberadamente a un prisionero de guerra o a un 
combatiente adversario detenido o a otra persona protegida de su derecho a ser 
juzgado legítima e imparcialmente; o someterlo a condenas o ejecuciones sin previo 
juicio ante un Tribunal regularmente constituido con todas las garantías judiciales 
generalmente reconocidas como indispensables. 


7. La deportación o el traslado, confinamiento o detención ilegales. 
8. La toma de rehenes. 


9. Dirigir intencionalmente ataques contra la población civil en cuanto tal o contra 
personas civiles o protegidas que no participen directamente en las hostilidades. 


10. Dirigir intencionalmente ataques contra bienes civiles o bienes protegidos, es 
decir, bienes que no son objetivos militares. 


11. Dirigir intencionalmente ataques contra personal, instalaciones, material, 
unidades o vehículos participantes en una misión de mantenimiento de la paz o de 
asistencia humanitaria de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, siempre 
que tengan derecho a la protección otorgada a civiles o bienes civiles o a personas o 
bienes protegidos, con arreglo al derecho internacional de los conflictos armados. 


12. Lanzar un ataque intencionalmente o cuando sea de prever que causará 
pérdidas de vidas, lesiones a civiles o personas protegidas o daños a bienes de 
carácter civil o protegidos o daños extensos, duraderos y graves al medio ambiente 
natural que serían manifiestamente excesivos en relación con la ventaja militar 
concreta y directa de conjunto que se prevea. 


13. Atacar o bombardear, por cualquier medio, ciudades, aldeas, viviendas o 
edificios que no estén defendidos y que no sean objetivos militares. 


14. Causar la muerte o lesiones a un enemigo o combatiente adversario que haya 
depuesto las armas o que, al no tener medios para defenderse, se haya rendido a 
discreción, o que se encuentra en poder de la parte adversaria por cualquier motivo. 


15. Utilizar de modo indebido la bandera blanca, la bandera nacional o las insignias 
militares o el uniforme del enemigo o de las Naciones Unidas, así como los emblemas 
distintivos de los Convenios de Ginebra y sus Protocolos Adicionales y causar así la 
muerte o lesiones graves. 
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16. El traslado, directa o indirectamente, por la potencia ocupante de parte de su 
población civil al territorio que ocupa o la deportación o el traslado de la totalidad o 
parte de la población del territorio ocupado, dentro o fuera de ese territorio; u ordenar 
cualquier otro desplazamiento de la población civil por razones relacionadas con el 
conflicto armado, a menos que asi lo exija la seguridad de los civiles o de personas 
protegidas de que se trate, por razones militares imperativas. 


17. Dirigir intencionalmente ataques contra edificios dedicados a la religión, la 
instrucción, las artes, las ciencias o la beneficencia, los monumentos históricos, los 
hospitales y los lugares en que se agrupa a enfermos y heridos, siempre que no sean 
objetivos militares. 


18. Someter a personas que estén en poder de otra parte en el conflicto, a 
mutilaciones físicas o a experimentos médicos o científicos de cualquier tipo que no 
estén justificados en razón de un tratamiento médico, dental u hospitalario, ni se lleven 
a cabo en su interés, y que causen la muerte o pongan gravemente en peligro su 
salud. 


19. Matar o herir a traición a personas pertenecientes a la nación, al ejército 
enemigo o a los combatientes adversarios, 


20. Declarar que no se dará cuartel. 


21. Destruir, confiscar o apoderarse de bienes del enemigo o del combatiente 
adversario, a menos que las necesidades del conflicto armado lo hagan imperativo. 


22. Declarar abolidos, suspendidos o inadmisibles ante un tribunal los derechos y 
acciones de los nacionales de la parte enemiga o del combatiente adversario. 


23. Obligar a los nacionales de la parte enemiga a participar en operaciones 
bélicas dirigidas contra su propio país, aunque hubieran estado al servicio del 
beligerante antes del inicio de la guerra. 


24. Saquear una ciudad o una plaza, incluso cuando es tomada por asalto. 
25. Emplear veneno o armas envenenadas 


26. Emplear gases asfixiantes, tóxicos o similares o cualquier líquido, material o 
dispositivo análogos. 


27. Emplear balas que se ensanchan o aplasten fácilmente en el cuerpo humano, 
como balas de camisa dura que no recubra totalmente la parte interior o que tenga 
incisiones. 


28. Emplear armas, proyectiles, materiales y métodos de guerra que, por su propia 
naturaleza, causen daños superfluos o sufrimientos innecesarios o surtan efectos 
indiscriminados en violación del derecho humanitario internacional de los conflictos 
armados. 


29. Cometer atentados y ultrajes contra la dignidad personal, especialmente los 
tratos humillantes y degradantes; y las prácticas de apartheid y demás basadas en la 
discriminación racial, de género o por la pertenencia a un grupo con identidad propia. 
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30. Cometer actos de violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo 
forzado, esterilización forzada comprendidos en el artículo 24 y referidos al artículo 7, 
literal g) del Estatuto de Roma y, cualquier otra forma de violencia sexual que 
constituya una infracción grave de los Convenios de Ginebra. 


31. Utilizar la presencia de una persona civil u otra persona protegida para poner 
ciertos puntos, zonas o fuerzas militares o combatientes a cubierto de operaciones 
militares o de combate armado. 


32. Dirigir intencionalmente ataques contra edificios, material, unidades y medios 
de transporte sanitarios, y contra personal que utilice los emblemas distintivos de los 
Convenios de Ginebra y sus Protocolos Adicionales de conformidad con el derecho 
internacional. 


33. Hacer padecer intencionalmente hambre o sed a la población civil como 
método de hacer la guerra o de combate, privándola de los objetos indispensables 
para su supervivencia, incluido el hecho de obstaculizar intencionalmente los 
suministros de socorro, la acción humanitaria o el acceso a las víctimas, de 
conformidad con los Convenios de Ginebra y las normas del derecho internacional 
humanitario. 


34. Reclutar o alistar a niños menores de 18 años en las fuerzas armadas 
nacionales o grupos combatientes o utilizarlos para participar activamente en las 
hostilidades. 


35. Demorar en forma injustificada en repatriar o liberar a los prisioneros de guerra 
o a los combatientes enemigos detenidos o a la población civil internada una vez 
finalizadas las hostilidades. 


36. Atacar, destruir o inutilizar por cualquier medio, los bienes indispensables para 
la supervivencia o subsistencia de la población civil (víveres, ganado, reserva de agua 
potable, etc.). 


37. Infligir castigos colectivos o realizar actos o amenazas que tengan por objeto 
aterrorizar a la población civil. 


38. Lanzar un ataque empleando armas y métodos de combate que no permitan 
hacer distinción entre objetivos militares y no militares o entre combatientes y 
personas protegidas, como, por ejemplo, el bombardeo por zona en ciudades, los 
bombardeos masivos, el recurrir a un método o medio de lanzamiento que no pueda 
ser dirigido contra un objetivo militar determinado, el emplear armas o métodos de 
combate del que se pueda prever que cause fortuitamente lesiones o muerte a 
personas protegidas o daños a bienes protegidos. 


39. Dirigir intencionalmente ataques contra: a) bienes culturales protegidos por el 
derecho internacional o utilizar dichos bienes culturales o sus alrededores inmediatos 
en apoyo de acciones militares o cometer hurtos, daños u otros actos de vandalismo 
contra los mismos, b) patrimonio cultural de gran importancia para la humanidad, 
comprendido el patrimonio cultural vinculado a un sitio de patrimonio natural, esté o no 
incluido en las listas mantenidas por la UNESCO o de otra organización internacional. 


40. Lanzar un ataque contra obras o instalaciones que contengan fuerzas 
peligrosas a sabiendas de que ese ataque causará muertos o heridos entre la 
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población civil o daños a bienes de carácter civil (presas hidroeléctricas, diques, 
centrales nucleares, etc.). 


41. Lanzar un ataque contra zonas cesmilitarizadas. 


42. Emplear armas cuyo efecto principal sea lesionar mediante fragmentos que no 
puedan localizarse por rayos X en el cuerpo humano. 


43. Emplear minas antipersonales entendiendo por tales toda munición colocada 
debajo, sobre o cerca de la superficie del terreno u otro lugar, concebida para 
explosionar por la presencia, la proximidad o en contacto de una persona y que 
pudiera incapacitar, lesionar o matar a más de una persona. 


44. Emplear minas, armas trampas y otros artefactos similares, contra la población 
civil o personas protegidas o bienes protegidos o en contravención de las 
disposiciones del derecho internacional. 


45. Emplear trampas y armas incendiarias, entendiendo por tales toda arma, 
munición o trampa concebida primordialmente para incendiar objetos o causar 
quemaduras a las personas mediante la acción de las llamas, del calor o de una 
combinación de ambos, producidos por reacciones químicas. 


46. Emplear armas químicas, biológicas (bacteriológicas o toxinicas) u otras armas 
de destrucción masivas, cualquiera fuese su naturaleza. 


47. Emplear armas láser con aptitud para causar cegueras permanentes. 


48. Utilizar técnicas de modificación ambiental con fines militares, de combate u 
otros fines hostiles que tengan efectos vastos, duraderos o graves, entendiéndose por 
"técnicas de modificación ambiental" todas las técnicas que tienen por objeto alterar, 
mediante la manipulación deliberada de los procesos naturales, la dinámica, la 
composición o estructura de la Tierra, incluida su biótica, su litósfera, su hidrósfera y 
su atmósfera o el espacio ultraterrestre. 


49. Omitir en forma intencional: a) señalizar, vallar y vigilar, durante la vigencia de 
un conflicto armado o luego de finalizado éste, las zonas en las que se hallen restos 
explosivos de guerra con el fin de impedir el ingreso de población civil en dichas 
zonas; b) la limpieza, remoción o destrucción de los restos explosivos de guerra, 
inmediatamente de finalizado un conflicto armado, cuando sea posible la señalación o 
ubicación de dichos restos explosivos de guerra. Se entenderá por "restos explosivos 
de guerra" los definidos como tales por el derecho internacional. 


50. A los efectos de las conductas descriptas en los numerales precedentes, se 
entenderá por objetivos militares en lo que respecta a bienes, aquellos que por su 
naturaleza, ubicación, finalidad o utilización, contribuyan eficazmente a la acción militar 
y cuya destrucción total o parcial, captura o neutralización ofrezca, en las 
circunstancias del momento, una clara ventaja militar, con exclusión de los bienes 
protegidos y de bienes destinados a fines civiles. Se tendrá presente que en caso de 
duda de si un objeto que normalmente se destina a fines civiles, se utiliza con el fin de 
contribuir efectivamente a una acción militar, se presumirá que se utiliza para fines 
civiles. No se considerarán como un solo objetivo militar, diversos objetivos militares 
claramente separados e individualizados que se encuentren en una ciudad, pueblo, 
aldea u otra zona en que haya una concentración análoga de personas o bienes 
protegidos. 
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TÍTULO IV 


DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA 
POR LA CORTE PENAL INTERNACIONAL 
Artículo 27. (Delitos contra la administración de justicia).- 
El que cometiera cualquiera de los delitos previstos en el artículo 70 del Estatuto 


de Roma de la Corte Penal Internacional aprobado por Ley N” 17.510, de 27 de junio 
de 2002, será castigado con dos a diez años de penitenciaria. 


TÍTULO V 


DELITOS ESPECIALES 


Artículo 28. Derogado.- 


Fuento: Loy N* 18.494, de 5 de junio de 2009, 
artículo 14 


Artículo 28. (Lavado de activos y financiación de los 
crimenes de genocidio, de lesa humanidad y de guerra).- 
Sustitúyese el artículo 8* de la Ley N* 17.835, de 23 de 
setiembre de 2004, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 8*.- Los delitos tipificados en los artículos 54 a 
57 del Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de octubre de 1974, - 
incorporados por el artículo 5% de la Ley N* 17.016, de 22 de 
octubre de 1998- se configurarán también cuando su objeto 
material sean los bienes, productos o instrumentos 
provenientes de delitos tipificados por nuestra legislación 
vinculados a las siguientes actividades: crimen de genocidio, 
crimenes de guerra, crimenes de lesa humanidad, 
terrorismo; contrabando superior a US$ 20.000 (veinte mil 
dólares de los Estados Unidos de América); tráfico ilícito de 
armas, explosivos, municiones o material destinado a su 
producción; — tráfico ilícito de órganos, tejidos y 
medicamentos; tráfico ¡lícito de personas; extorsión; 
secuestro, proxenetismo; tráfico ilicito de sustancias 
nucleares; tráfico ilícito de obras de arte, animales o 
materiales tóxicos; estafa, cuando es cometida por personas 
físicas o representantes o empleados de las personas 
jurídicas sujetas al control del Banco Central del Uruguay en 
el ejercicio de sus funciones; y todos los delitos 
comprendidos en la Ley N* 17.060, de 23 de diciembre de 
1998. 


En los casos previstos en el presente artículo serán 
aplicables las disposiciones contenidas en los artículos 58 a 
67 y 71 a 80 del Decreto-Ley N* 14,294, de 31 de octubre de 
1974, incorporados por el artículo 5? de la Ley N* 17.016, de 
22 de octubre de 1998. 


Las disposiciones del presente artículo regirán aun cuando 
el hecho antecedente origen de los bienes, productos o 
instrumentos, hubiera sido cometido en el extranjero, en 
tanto el mismo hubiera estado penado en el lugar de su 
comisión y en la República Oriental del Uruguay” 
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Artículo 29. (Apología de hechos pasados).- 


El que hiciere, públicamente, la apología de hechos anteriores a la entrada en 
vigencia de la presente ley, que hubieran calificado como crimenes o delitos de haber 
estado vigente la misma, será castigado con tres a veinticuatro meses de prisión. 


TÍTULO VI 
PREVENCIÓN - PROGRAMAS DE CAPACITACIÓN 
Artículo 30. (Difusión y programas de formación). - 


El Estado se obliga a informar y difundir, de la forma más amplia posible, las 
normas de derecho interno e internacional que regulan los crimenes y delitos que se 
tipifican. Se implementarán programas de formación y capacitación continua en la 
materia destinados a los funcionarios públicos, especialmente, a todos los niveles del 
personal docente, judicial, policial, militar y de relaciones exteriores. Se diseñarán 
programas especiales de formación continua y completa en derecho internacional 
humanitario destinados especialmente al personal militar. 


PARTE lll 
COOPERACIÓN Y RELACIÓN CON LA CORTE PENAL INTERNACIONAL 
TÍTULO | 
DISPOSICIONES GENERALES SOBRE COOPERACIÓN 


Artículo 31. (Cooperación plena).- 


31.1. La República Oriental del Uruguay cooperará plenamente con la Corte Penal 
Internacional y cumplirá con las solicitudes de cooperación y asistencia que se le 
formulen, de conformidad con lo previsto en el Estatuto de Roma de la Corte Penal 
Internacional aprobado por Ley N* 17.510, de 27 de junio de 2002, y el ordenamiento 
jurídico interno de la República. A los efectos de los artículos siguientes, toda 
referencia al "Estatuto de Roma" se entenderá realizada al Estatuto de Roma de la 
Corte Penal Internacional aprobado por Ley N* 17.510, de 27 de junio de 2002. 


31,2, No podrá invocarse la inexistencia de procedimientos en el orden interno para 
denegar el cumplimiento de solicitudes de cooperación emanadas de la Corte Penal 
Internacional. 


31.3. No podrá discutirse acerca de la existencia de los hechos que la Corte Penal 
Internacional impute a una persona, ni sobre la culpabilidad del requerido. 
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Artículo 32. (Órganos competentes).- 


32.1. El Poder Ejecutivo tendrá a su cargo la representación ante la Corte Penal 
Internacional, actuando a través del Ministerio de Relaciones Exteriores, y será 
competente para entender en todos los asuntos que determina la presente ley. 


32.2. El Poder Judicial tendrá competencia a través de la Suprema Corte de 
Justicia y de los órganos jurisdiccionales que correspondan, según lo dispuesto por la 
presente ley para los asuntos que deban someterse a su jurisdicción. 


32.3. Las solicitudes de cooperación y asistencia recibidas de la Corte Penal 
Internacional se remitirán a la Dirección de Cooperación Jurídica Internacional del 
Ministerio de Educación y Cultura, quien actuará como autoridad central. 


32.4. El Poder Ejecutivo designará quien lo represente en las instancias ante la 
Suprema Corte de Justicia. Sin perjuicio, cuando la Suprema Corte de Justicia deba 
efectuar comunicaciones o notificaciones al Poder Ejecutivo en procesos de asistencia 
o cooperación, lo hará a la Dirección de Cooperación Jurídica Internacional del 
Ministerio de Educación y Cultura y al órgano del Poder Ejecutivo que hubiese 
comparecido en el proceso de asistencia o cooperación de que se trate. 


Artículo 33. (Comunicaciones con la Corte Penal Internacional).- 


33.1, Las comunicaciones desde y hacia la Corte Penal Internacional se realizarán 
por vía diplomática y estarán eximidas del requisito de legalización. 


33.2. Las comunicaciones y documentos recibidos de la Corte Penal Internacional 
o que se envían a ésta, lo serán en idioma español o en su caso, deberán ser 
acompañadas de la respectiva traducción al idioma español. 


Artículo 34. (Solicitud de cooperación a la Corte Penal Internacional).- El 
Poder Ejecutivo y el Poder Judicial podrán solicitar a la Corte Penal Internacional o a 
cualquiera de sus órganos, las solicitudes de cooperación que consideren necesarias 
para una investigación o proceso penal que se siga en nuestro país, conforme a lo 
previsto en el artículo 93 párrafo 10 del Estatuto de Roma. 


Artículo 35. (Obligación de reserva y medidas de protección).- 


35.1. Las solicitudes de cooperación de la Corte Penal Internacional, los 
documentos que las fundamenten, las actuaciones que se realicen en función de 
dichas solicitudes de cooperación, incluidos los procedimientos ante la Suprema Corte 
de Justicia u otros órganos jurisdiccionales previstos en la presente ley y toda la 
información que se transmita, procese, comunique o custodie respecto a dichas 
solicitudes, actuaciones o procedimientos, tendrán carácter reservado, salvo que se 
disponga su dispensa por resolución judicial a pedido del Poder Ejecutivo. 


35.2. Sin perjuicio, se adoptarán especialmente medidas efectivas que aseguren la 
protección de la seguridad y bienestar fisico y sicológico de los indagados, detenidos, 
víctimas, posibles testigos y sus familiares, debiendo estar a las especiales 
recomendaciones o medidas que al respecto hubiese expresamente solicitado o 
adoptado la Corte Penal Internacional, siempre que las mismas no estén prohibidas en 
el orden jurídico interno y sean de posible cumplimiento de acuerdo con los medios 
que se dispongan. 
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Artículo 36. (Sesiones de la Corte Penal Internacional en el Uruguay).- 


Cuando se trate de la investigación o enjuiciamiento de crimenes cometidos en el 
Uruguay o cuando se encuentren en nuestro país las personas indagadas, testigos o 
víctimas de crimenes que fueron cometidos en otra jurisdicción, se autoriza sin 
restricciones, previa noticia a la Suprema Corte de Justicia, que la Corte Penal 
Internacional sesione en el Uruguay o establezca una oficina especial, facilitando que 
así lo haga también cuando ésta entienda que redundaria en interés de la justicia. 


Artículo 37. (Privilegios e inmunidades).- 


El personal de la Corte Penal Internacional gozará en el territorio del Estado de los 
privilegios e inmunidades que sean necesarios para cumplir con sus funciones, en los 
términos del artículo 48 del Estatuto de Roma. 


Artículo 38. (Autorización transitoria de víctimas o testigos). - 


En acuerdo con la Corte Penal Internacional y con noticia de la Suprema Corte de 
Justicia, el Poder Ejecutivo podrá autorizar la residencia transitoria en Uruguay de 
víctimas traumatizadas o amenazadas, testigos u otras personas que estén en peligro 
a causa del testimonio dado por otros testigos, siempre y cuando el costo de su 
manutención y protección sea de cargo de la Corte Penal Internacional. 


TÍTULO II 
PROCEDIMIENTOS GENERALES, OPOSICIONES E IMPUGNACIONES 
Artículo 39. (Intervención preceptiva de la Suprema Corte de Justicia).- 


La Suprema Corte de Justicia intervendrá preceptivamente, de la forma prevista en la 
presente ley, en las solicitudes de asistencia y cooperación que se reciban de la Corte 
Penal Internacional o de cualquiera de sus órganos. 


En todos los casos funcionará de conformidad con el Capítulo V, Sección Il de la Ley 
N? 15,750, de 24 de junio de 1985, atento a lo previsto en el artículo 88 del Estatuto de 
Roma. 


Artículo 40. (Asuntos de competencia exclusiva de la Suprema Corte de 
Justicia).- Será competencia exclusiva de la Suprema Corte de Justicia, sin perjuicio 
de otras que se determinan, resolver si se constatan o no las causales previstas en el 
Estatuto de Roma para: 


A) Solicitar al Fiscal de la Corte Penal Internacional que se inhiba en su competencia 
a favor del Estado uruguayo (artículo 18 párrafo 2 del Estatuto de Roma). 


B) Impugnar la competencia de la Corte Penal Internacional o impugnar la 
admisibilidad de la causa (artículos 17 y 19 del Estatuto de Roma). 


C) No dar curso a una solicitud de asistencia o cooperación recibida de la Corte 
Penal Internacional o de sus órganos por las causas previstas en el Estatuto de 
Roma si: 


1) Se tratare de divulgación de información o documentos que pudiera afectar 
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intereses de la seguridad nacional (artículo 72 del Estatuto de Roma). 


2) Se contraviniera un principio jurídico fundamental de aplicación general 
(artículo 93 párrafo 3 del Estatuto de Roma). 


3) El cumplimiento inmediato de la solicitud de asistencia pudiera interferir con 
una investigación o enjuiciamiento distinto de aquel al que refiere la solicitud 
(artículo 94 párrafo 1 del Estatuto de Roma). 


4) Se configurare otra causa prevista en el Estatuto de Roma. 


Artículo 41. (Resolución previa de la Suprema Corte de Justicia para formular 
oposiciones, impugnaciones o denegar solicitudes de Cooperación).- 


41.1. Se requerirá resolución previa y favorable de la Suprema Corte de Justicia, 
para proceder frente a la Corte Penal Internacional de acuerdo con cualquiera de las 
situaciones previstas en el artículo anterior 


41.2. La resolución podrá ser adoptada de oficio durante el trámite de cooperación 
(con excepción de la causal prevista en el artículo 40 literal c) numeral 1) o a pedido 
del Poder Ejecutivo, en cuyo caso se seguirá el procedimiento establecido en el 
artículo 43. 


41.3. La Suprema Corte de Justicia solo podrá examinar y resolver el supuesto 
contemplado en el artículo 40 literal c) numeral 1), cuando exista expresa y previa 
solicitud del Poder Ejecutivo en tal sentido. 


41.4. Las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia adoptadas en los 
procedimientos previstos en la presente ley sólo serán susceptibles de recurso de 
reposición (artículos 245 a 247 del Código General del Proceso). 


Artículo 42. (Procedimiento general ante la Suprema Corte de Justicia).- 


42.1. Recibida de la Corte Penal Internacional o de cualquiera de sus órganos 
habilitados al efecto una solicitud de asistencia o cooperación, la misma será remitida 
a la Suprema Corte de Justicia dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes. 


42.2. El control de los requisitos formales de una solicitud de cooperación o 
asistencia corresponderá al Poder Ejecutivo y a la Suprema Corte de Justicia. La 
resolución definitiva sobre los mismos será privativa de la Suprema Corte de Justicia. 


42.3. El Ministerio de Relaciones Exteriores o la Dirección de Cooperación Jurídica 
Internacional del Ministerio de Educación y Cultura, al recibir la solicitud de asistencia 
o cooperación, podrán observar el incumplimiento de requisitos formales previstos por 
el Estatuto de Roma para la solicitud de cooperación o asistencia, en cuyo caso y sin 
perjuicio de remitir las actuaciones junto con las observaciones a la Suprema Corte de 
Justicia, realizarán las consultas con la Corte Penal internacional o sus órganos para 
procurar subsanar los vicios formales. 


42.4. Recibida la solicitud por la Suprema Corte de Justicia, ésta examinará de 
inmediato o en los plazos establecidos en la presente ley para el tipo de solicitud o 
asistencia de que se trate: 
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A) Si la orden de solicitud de cooperación o asistencia cumple con los requisitos 
formales previstos por el Estatuto de Roma y en su caso, si son procedentes las 
observaciones que al respecto hubiese formulado el Poder Ejecutivo. 


B) Si se verifica cualquiera de los supuestos previstos en el artículo 40, a excepción 
del establecido en el literal C) numeral 1), para cuyo análisis requerirá expresa 
petición del Poder Ejecutivo de acuerdo con lo previsto en el artículo 41.3. 


42.5. Si la Suprema Corte de Justicia entiende que la solicitud de cooperación o 
asistencia no reúne los requisitos formales, siendo procedentes las observaciones que 
al respecto hubiese formulado el Poder Ejecutivo o sin haber mediado dichas 
observaciones igualmente constata que la solicitud adolece de vicios formales, lo 
comunicará al Poder Ejecutivo y suspenderá el procedimiento hasta aguardar el 
resultado de las consultas que se formulen con la Corte Penal internacional o sus 


órganos. 


42.6. Si la Suprema Corte de Justicia resuelve que no son procedentes las 
observaciones del Poder Ejecutivo sobre los requisitos formales de la solicitud, se 
estará a su resolución y el Poder Ejecutivo lo comunicará a la Corte Penal 
Internacional o a sus órganos, si ya hubiese formulado consultas al respecto. 


42.7. Si la solicitud de cooperación o asistencia reúne los requisitos formales, no se 
constata ninguna de las situaciones previstas en el artículo 40 que puedan ser 
resueltas de oficio y no ha mediado comparecencia del Poder Ejecutivo al amparo de 
la facultad prevista en el artículo 43.1, la Suprema Corte de Justicia dispondrá lo 
pertinente para el cumplimiento de la solicitud de asistencia o cooperación. 


42.8. Si la Suprema Corte de Justicia entiende que se verifica alguna de las 
causales previstas en el artículo 40 que pueden ser resueltas de oficio, adoptará 
resolución expresa previa vista al Fiscal de Corte y lo comunicará al Poder Ejecutivo, 
quien en cumplimiento de dicha resolución procederá frente a la Corte Penal 
Internacional o a sus órganos, de conformidad con lo previsto en el Estatuto de Roma 
y en la presente ley, de acuerdo con el caso de que se trate. 


42.9. La Suprema Cone de Justicia podrá requerir todos los informes que entienda 
pertinente a cualquier órgano del Estado. 


42.10. El Poder Ejecutivo, sin perjuicio de la facultad de comparecer de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 43.1, podrá en cualquier estado del trámite formular las 
observaciones o recomendaciones convenientes a su interés. 


Artículo 43. (Procedimiento ante la Suprema Corte de Justicia ante solicitud 
del Poder Ejecutivo).- 


43.1. Cuando convenga al interés del Poder Ejecutivo proceder frente a la Corte 
Penal Internacional o a cualquiera de sus órganos de acuerdo con las situaciones 
previstas en el artículo 40 literales A) a C), podrá solicitar, en cualquier momento, que 
la Suprema Corte de Justicia adopte resolución al respecto. A estos efectos, el Poder 
Ejecutivo solicitará audiencia ante la Suprema Corte de Justicia, que se celebrará 
dentro de las veinticuatro horas siguientes y en la cual comparecerá verbalmente o por 
escrito, presentando toda la información y documentación en que fundamente su 
petición. De lo actuado en la audiencia se labrará acta. 
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43.2. La Suprema Corte de Justicia mantendrá en suspenso el trámite de 
cooperación o asistencia que estuviese en curso, si lo hubiere, hasta que adopte 
resolución, pudiendo mantener, sustituir o suspender las medidas que ya hubiese 
dispuesto. Asimismo, podrá requerir, en la audiencia o posteriormente, previo a dictar 
resolución, toda la información complementaria que considere necesaria o solicitarla 
directamente al órgano que corresponda. De lo actuado en la audiencia se labrará acta 
resumida. 


43.3. La Suprema Corte de Justicia, dentro de los quince días siguientes a la 
audiencia y previa vista al Fiscal de Corte, resolverá si surge suficientemente 
acreditada conforme a las disposiciones del Estatuto de Roma, la causal invocada por 
el Poder Ejecutivo o cualquier otra de las causales contenidas en el artículo 40 
respecto de las cuales estuviese habilitada para resolver de oficio. 


43.4. La resolución y sus fundamentos se comunicarán en audiencia 
especialmente convocada al efecto y se dará por notificada en la misma. Si la 
resolución deniega la solicitud del Poder Ejecutivo, éste tendrá derecho a reiterarla 
invocando la existencia de hechos nuevos. 


Artículo 44. (Impugnación de admisibilidad o competencia).- 


44.1. Si la Suprema Corte de Justicia resuelve que se verifican las causales para 
solicitar al Fiscal de la Corte Penal Internacional que se inhiba en su competencia a 
favor del Estado uruguayo (artículo 18 párrafo 2 del Estatuto de Roma) o para 
impugnar la competencia de la Corte Penal Internacional o la admisibilidad de la causa 
(artículos 17 y 19 del Estatuto de Roma), el Poder Ejecutivo procederá de acuerdo con 
la resolución de la Suprema Corte de Justicia y a lo previsto en el Estatuto de Roma 
para el caso de que se trate, estando habilitado a deducir ante la Corte Penal 
Internacional o sus órganos, las oposiciones, impugnaciones, apelaciones o recursos 
que correspondan. 


44.2. El Poder Ejecutivo suministrará a la Corte Penal Internacional o a sus 
órganos, toda la información relativa al estado de las actuaciones que se llevan a cabo 
en la República. 


44.3. El Poder Ejecutivo informará periódicamente a la Suprema Corte de Justicia, 
en los plazos y forma en que ésta solicite, sobre el estado de los procedimientos ante 
la Corte Penal Internacional o sus órganos. 


44.4. Mientras esté en trámite ante la Corte Penal Internacional una impugnación 
de admisibilidad o competencia, si se recibiera de la Corte Penal Internacional o de 
alguno de sus órganos, solicitudes de información, cooperación o de asistencia para la 
investigación u obtención de pruebas que la Corte Penal Internacional estime 
importantes o presuma que existe un riesgo cierto de que las mismas no estarán 
disponibles ulteriormente (artículo 18 párrafo 6 del Estatuto de Roma) o se tratare de 
declaraciones de testigos o diligenciamiento de pruebas que estuviesen en trámite 
desde antes de la impugnación (artículo 19 párrafo 8 literal b) del Estatuto de Roma) o 
de medidas tendientes a impedir que una persona respecto de la cual se hubiera 
pedido su detención eluda la acción de la justicia (artículo 19 párrafo 8 literal c) del 
Estatuto de Roma), la Suprema Corte de Justicia dará curso a su diligenciamiento, en 
cuanto dichas solicitudes de cooperación resulten ajustadas a derecho. 
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44.5. Si la Corte Penal internacional resuelve en definitiva que la causa es 
admisible o que es competente, se aceptará dicha competencia o admisibilidad y se 
procederá a dar trámite a los requerimientos de cooperación y asistencia, 


Artículo 45. (Afectación de intereses de seguridad nacional).- 


45.1. Si habiendo mediado solicitud expresa del Poder Ejecutivo y tramitado el 
procedimiento previsto en el artículo 43, la Suprema Corte de Justicia resuelve estar 
ante un caso en que la divulgación de información o de documentos pudiera afectar 
los intereses de la seguridad nacional, podrá autorizar, a solicitud del Poder Ejecutivo, 
las medidas razonables y pertinentes que se sugerirá adoptar por medio de la 
cooperación con la Corte Penal Intemacional para salvaguardar los intereses 
afectados. 


45.2. El Poder Ejecutivo comunicará de inmediato a la Corte Penal Internacional la 
oposición del Estado a la divulgación de la información o de los documentos, 
procurando acordar con la Corte Penal Internacional o sus órganos, las medidas 
razonables sugeridas para el caso. 


45.3. Si la Corte Penal Internacional adoptara dichas medidas, se aceptarán y 
cumplirán las mismas cesando la oposición deducida. Si, por el contrario, la Corte 
Penal Internacional no dispone las medidas sugeridas, el Estado mantendrá la 
oposición, comunicándolo de inmediato a la Corte Penal Internacional y a la Suprema 
Corte de Justicia. 


45.4. La adopción o propuesta de adopción por parte de la Corte Penal 
Internacional de cualquier otra nueva medida razonable alternativa, tendiente a 
contemplar los intereses que motivaron la oposición del Estado, diferente o 
complementaria de las sugeridas por la Suprema Corte de Justicia, podrá ser 
aceptada por el Poder Ejecutivo en cuanto éste entienda que quedan salvaguardados 
los intereses de la seguridad nacional, en cuyo caso cesará la oposición deducida. 


45.5. Si la resolución de la Suprema Corte de Justicia entiende que de ningún 
modo se afecta la seguridad nacional, el Poder Ejecutivo no estará habilitado para 
oponerse a la divulgación de información o documentos invocando intereses de 
seguridad nacional y, si correspondiere por tratarse del supuesto previsto en el 
artículo 73 del Estatuto de Roma, recabará el consentimiento del autor del documento 
o de la información. 


Artículo 46. (Contravención de un principio jurídico fundamental o violación 
de obligaciones internacionales del Estado).- 


46.1. Si la Suprema Corte de Justicia resuelve que se contraviene un principio 
jurídico fundamental de aplicación general (artículo 93 párrafo 3 del Estatuto de Roma) 
o que se viola una obligación preexistente del Estado en virtud de Tratados 
Internacionales o la inmunidad de un Estado o de un bien de un Estado o la inmunidad 
diplomática de una persona (artículos 97 literal C) y 98 del Estatuto de Roma), se 
suspenderá el trámite de cooperación o asistencia y el Poder Ejecutivo lo comunicará 
y realizará las consultas pertinentes con la Corte Penal internacional o sus órganos, 
quien resolverá de conformidad con el Estatuto de Roma. 


46.2. La Suprema Corte de Justicia podrá sugerir las condiciones especiales a las 
cuales podría adecuarse la solicitud de cooperación o asistencia para que su 
cumplimiento resulte conforme a derecho. 
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El Poder Ejecutivo comunicará dichas condiciones en las consultas que realice a la 
Corte Penal Internacional o a sus órganos. Si se acordara con la Corte Penal 
Internacional el cumplimiento de la solicitud en las condiciones especiales que hubiera 
establecido la Suprema Corte de Justicia, el Poder Ejecutivo lo comunicará a ésta, 
quien dispondrá lo pertinente para dar curso a la solicitud de cooperación de acuerdo 
con las condiciones establecidas 


Artículo 47. (Aplazamiento de la solicitud de asistencia por existir una 
investigación o enjuiciamiento en curso).- 


47.1. Si la Suprema Corte de Justicia resuelve que el cumplimiento inmediato de la 
solicitud de asistencia puede interferir con una investigación o enjuiciamiento distinto 
de aquel al que refiere la solicitud (artículo 94 párrafo 1 del Estatuto de Roma), deberá 
estimar el plazo razonable para concluir la investigación o la finalización del 
enjuiciamiento en curso y decidir si la medida de cooperación o asistencia solicitada 
por la Corte Penal Internacional o sus órganos, puede igualmente cumplirse sujeta a 
condiciones especiales de forma tal que no interfiera con la investigación o 
enjuiciamiento en curso. 


47.2, El Poder Ejecutivo comunicará inmediatamente la resolución a la Conte Penal 
Internacional y coordinará las condiciones especiales en las cuales se cumpliría la 
solicitud de asistencia o cooperación sin interferir con la investigación o enjuiciamiento 
en curso o, en su caso, acordará con la Corte Penal Internacional el aplazamiento en 
el cumplimiento de la medida, por un término que no será inferior al establecido por la 
Suprema Corte de Justicia. Todo sin perjuicio de lo previsto en el artículo 94 párrafo 2 
del Estatuto de Roma. 


47.3, Si se acordara con la Corte Penal Internacional el cumplimiento de la solicitud 
bajo las condiciones especiales que hubiera establecido la Suprema Corte de Justicia, 
el Poder Ejecutivo lo comunicará a ésta, quien dispondrá lo pertinente para dar trámite 
a la solicitud de cooperación de acuerdo con las condiciones establecidas. 


TÍTULO Il 
MEDIDAS DE COOPERACIÓN Y ASISTENCIA 
CAPÍTULO | 
DETENCIÓN Y ENTREGA DE PERSONAS 
Artículo 48. (Solicitud de detención y entrega).- 


48.1. Si se recibiera de la Corte Penal Intemacional o los órganos habilitados al 
efecto, una solicitud de detención y entrega de una persona que ya estuviese bajo 
prisión preventiva, la Suprema Corte de Justicia resolverá expresamente sobre la 
admisibilidad de la solicitud dentro del plazo de diez días de su recepción, previa vista 
de cuarenta y ocho horas al Fiscal de Corte, de conformidad con el procedimiento 
previsto en el artículo 42. 


48.2. Si la solicitud reúne los requisitos formales o sus defectos han sido 
subsanados y no se constata ninguna de las situaciones previstas en el artículo 40 o 
las mismas han sido resueltas, correspondiendo el cumplimiento de la medida, la 
Suprema Corte de Justicia librará inmediatamente la orden de detención de la persona 
requerida. 
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48.3. Dentro de las veinticuatro horas de producido el arresto o de haberse resuelto 
procedente la medida si la persona ya se encontrase privada de libertad, la Suprema 
Corte de Justicia, con noticia del Fiscal de Corte, realizará una audiencia en la que: 


A) Intimará al detenido la designación de defensor de su elección, bajo 
apercibimiento de tenérsele por designado al de oficio de turno 


B) Nombrará un intérprete, si el detenido no se expresara en idioma español. 


C) Informará al detenido sobre los motivos de la detención y los detalles de la 
solicitud de entrega. 


D) Informará al detenido que se le presume inocente mientras no se pruebe su 
culpabilidad ante la Corte Penal Internacional y que no está obligado a declarar 
contra sí mismo ni a declararse culpable, pudiendo guardar silencio sin que ello 
vaya a tenerse en cuenta a los efectos de determinar su culpabilidad o inocencia. 


E) Informará al detenido del procedimiento de entrega a la Corte Penal internacional 
previsto en la presente ley y en el Estatuto de Roma. 


F) Dejará constancia de sus manifestaciones respecto del contenido de la solicitud 
de entrega, las que deberán ser efectuadas en presencia del defensor. 


G 


e 


Interrogará al detenido, previa consulta con su defensor, si desea prestar 
conformidad a la entrega, informándole que de así hacerlo se pondrá fin al trámite 
judicial. El detenido podrá reservarse la respuesta para más adelante. 


48,4, Dentro de las cuarenta y ocho horas de celebrada la audiencia o luego de 
resueltas las excepciones de cosa juzgada o litispendencia si las mismas se hubiesen 
interpuesto (artículo 53), se pasarán los autos al Fiscal de Corte, quien, dentro de los 
cinco días siguientes, se pronunciará sobre la solicitud de entrega. Devuelto el 
expediente, dentro de los diez dias siguientes la Suprema Corte de Justicia dictará 
sentencia sobre la entrega, que contendrá decisión acerca de los puntos contenidos 
en el artículo 59 párrafo 2 del Estatuto de Roma. 


48.5. Si la Suprema Corte de Justicia comprueba que el proceso no se llevó a cabo 
conforme a derecho o que no se respetaron los derechos de la persona, sin perjuicio 
de disponer de oficio las investigaciones o denuncias que correspondan, lo 
comunicará al Poder Ejecutivo para que éste efectúe las consultas pertinentes con la 
Corte Penal Internacional. La decisión sobre la entrega se aplazará hasta conocer el 
resultado de las consultas con la Corte Penal Internacional, 


48.6. Si la Suprema Corte de Justicia dispusiera la entrega, lo notificará al detenido 
y al Poder Ejecutivo, quien comunicará dicha decisión a la Corte Penal Internacional y 
celebrará consultas con ésta a fin de acordar la fecha y condiciones de la entrega, la 
que se efectuará lo antes posible. Cuando se efectúe la entrega, se informará a la 
Corte Penal Internacional el tiempo exacto durante el cual la persona estuvo privada 
de libertad. 


48.7. La Corte Penal Internacional comunicará al Poder Ejecutivo y éste a la 
Suprema Corte de Justicia, la sentencia que hubiera recaído en el enjuiciamiento de 
toda persona que fuera detenida y entregada a la Corte Penal Internacional por la 
República. 


523-C.S. 


524-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


Artículo 49. (Detención de persona sospechosa).- 


49.1. Cuando se constate la situación prevista en el artículo 4.2, encontrándose en 
territorio de la República o en lugares sometidos a su jurisdicción una persona 
sospechosa de haber cometido un crimen o delito tipificado en el Estatuto de Roma: 


A) Se notificará inmediatamente a la Corte Penal Internacional, al Estado en cuyo 
territorio se sospecha que la persona ha cometido el crimen o delito, al Estado de 
su nacionalidad que se encuentre más próximo y, si fuese apátrida, al Estado en 
que habitualmente resida. 


B) Se dará cuenta inmediata a la Suprema Corte de Justicia quien dispondrá, si las 
circunstancias lo justifican, orden de prisión preventiva. 


49.2. Dentro de las veinticuatro horas de producido el arresto, la Suprema Corte de 
Justicia, con noticia del Fiscal de Corte, realizará una audiencia en la que: 


A) Intimará al detenido la designación de defensor de su elección, bajo 
apercibimiento de tenérsele por designado al de oficio de turno. 


B) Nombrará un intérprete, si el detenido no se expresara en idioma español. 


C) Informará que existen motivos para creer que ha cometido un crimen de 
competencia de la Corte Penal Internacional y que se procederá a tomarle 
declaración. 


D) Informará al detenido que se le presume inocente mientras no se pruebe su 
culpabilidad y que no está obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse 
culpable, pudiendo guardar silencio sin que ello vaya a tenerse en cuenta a los 
efectos de determinar su culpabilidad o inocencia. 


E) Informará al detenido sobre el procedimiento que se tramita y lo establecido en el 
Estatuto de Roma. 


F) Procederá a tomarle declaración en presencia del defensor. 


49.3. Finalizada la audiencia, la Suprema Corte de Justicia podrá disponer que la 
persona continúe bajo prisión preventiva o adoptar otras medidas sustitutivas. Lo 
actuado en audiencia será comunicado al Poder Ejecutivo, quien lo notificará a la 
Corte Penal Internacional o a sus órganos, al Estado en cuyo territorio se sospecha 
que la persona ha cometido los crimenes o delitos y al Estado de su nacionalidad que 
se encuentre más próximo y, si fuese apátrida, al Estado en que habitualmente resida. 
La persona detenida tendrá facilidades para comunicarse inmediatamente con el 
representante correspondiente del Estado de su nacionalidad que se encuentre más 
próximo o, si se trata de un apátrida, con el representante del Estado en que 
habitualmente resida. 


49.4. Si dentro de un plazo de veinte dias corridos desde la fecha de comunicación 
prevista en el párrafo 1 literal A), no se recibiera de la Corte Penal Internacional una 
solicitud de entrega u otra solicitud de asistencia, ni se recibieran pedidos de 
extradición de otros Estados, la Suprema Corte de Justicia, con noticia del Fiscal de 
Corte, remitirá las actuaciones al Juzgado Letrado competente, quien dentro de los 
diez días corridos siguientes dispondrá la libertad del indagado o, si existiera mérito, la 
iniciación del procedimiento penal. 
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49.5. Si la Corte Penal Internacional o sus órganos hubieran solicitado la entrega u 
otra medida de asistencia, se procederá de acuerdo con lo previsto en el artículo 42. Si 
se recibieran solicitudes de extradición de terceros Estados, se estará a lo dispuesto 
en los artículos 4.4 y 60 en cuanto sean aplicables. 


Artículo 50. (Solicitud de detención provisional).- 


50.1. Si se recibiera de la Corte Penal Intemacional o los órganos habilitados al 
efecto, una solicitud de detención provisional formulada por la Corte Penal 
Internacional de conformidad con el artículo 92 del Estatuto de Roma, la Suprema 
Corte de Justicia, con noticia al Fiscal de Corte y actuando de acuerdo con lo previsto 
en los artículos 48.1 y 48.2 de la presente ley, librará inmediatamente la orden de 
arresto solicitada, 


50.2. Si la solicitud de detención preventiva se realiza por vía de la Organización 
Internacional de Policía Criminal (INTERPOL) u otra organización regional 
competente, ella deberá ser puesta en conocimiento de la Suprema Corte de Justicia 
para que se proceda de acuerdo con el párrafo precedente. 


50.3. Dentro de las veinticuatro horas de producido el arresto, la Suprema Corte de 
Justicia, con noticia del Fiscal de Corte, realizará una audiencia en la que: 


A) Intimará al detenido la designación de defensor de su elección, bajo 
apercibimiento de tenérsele por designado al de oficio de turno 


B) Nombrará un intérprete, si el detenido no se expresara en idioma español. 
C) Informará al detenido sobre los motivos de la detención. 


D) Informará al detenido que se le presume inocente mientras no se pruebe su 
culpabilidad ante la Corte Penal Internacional y que no está obligado a declarar 
contra sí mismo ni a declararse culpable, pudiendo guardar silencio sin que ello 
vaya a tenerse en cuenta a los efectos de determinar su culpabilidad o inocencia. 


E) Informará al detenido del procedimiento de detención provisional y entrega a la 
Corte Penal Internacional previsto en la presente ley y en el Estatuto de Roma. 


F) Dejará constancia de sus manifestaciones respecto de la orden de preventiva, las 
que deberán ser efectuadas en presencia del defensor. 


50.4. Si la solicitud de entrega y los documentos que la justifican no es recibida por 
el Poder Ejecutivo en el plazo de sesenta días contados desde la fecha de la 
detención provisional, se dispondrá la libertad de la persona detenida, sin perjuicio de 
lo dispuesto por el artículo 92 párrafo 4 del Estatuto de Roma. 


Artículo 51. (Excarcelamiento por error en la persona requerida) - 


51.1. La Suprema Corte de Justicia dispondrá la libertad de la persona detenida en 
cumplimiento de una solicitud de detención y entrega o de prisión preventiva, si se 
comprueba que el detenido no es la persona reclamada, lo que será notificado 
inmediatamente al Poder Ejecutivo, quien lo comunicará y realizará las consultas 
pertinentes con la Corte Penal Internacional. 
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51.2. La excarcelación se podrá disponer bajo caución u otras medidas sustitutivas 
a la prisión preventiva hasta tanto se reciba el resultado de las consultas que se 
celebren con la Corte Penal Internacional. 


51.3. La Suprema Corte de Justicia ordenará que se procure localizar a la persona 
requerida y comprobar si la misma se encuentra en territorio del Estado. El resultado 
de dichas investigaciones será informado por el Poder Ejecutivo a la Corte Penal 
Internacional. 


Artículo 52. (Secuestro de cosas).- 


52.1. La solicitud de detención y entrega y, en su caso, de prisión preventiva, podrá 
extenderse al secuestro de objetos o de documentos que estén en poder de la 
persona requerida y sean instrumentos probatorios del delito, instrumentos del delito o 
efectos provenientes de él. 


52.2. La entrega de estos objetos a la Corte Penal Internacional será ordenada por 
la resolución que conceda la entrega de la persona, sin perjuicio de los derechos de 
los terceros de buena fe. 


Artículo 53. (Impugnación de la solicitud de entrega por cosa juzgada o 
litispendencia) - 


53.1. La persona cuya entrega se solicita por la Corte Penal Internacional, tendrá 
derecho a impugnar la solicitud de entrega oponiendo ante la Suprema Corte de 
Justicia, únicamente, las excepciones de cosa juzgada o de litispendencia ante un 
tribunal nacional. 


53.2. Las excepciones podrán interponerse en cualquier momento del trámite, 
hasta las cuarenta y ocho horas siguientes de celebrada la audiencia prevista en el 
artículo 48,3, 


53.3. Deducida la oposición, la Suprema Corte de Justicia suspenderá el trámite de 
entrega y con noticia al Fiscal de Corte, comunicará de inmediato la impugnación al 
Poder Ejecutivo, quien celebrará consultas con la Corte Penal Internacional para 
determinar, conforme al artículo 89 párrafo 2 del Estatuto de Roma, si ha habido una 
decisión sobre la admisibilidad de la causa. 


53.4. Si la causa ha sido admitida, continuará el procedimiento de entrega. Si está 
pendiente la decisión sobre admisibilidad, se aplazará el trámite de la entrega hasta 
que la Corte Penal Internacional adopte una decisión definitiva. Las resoluciones 
respectivas serán notificadas al impugnante. 


Artículo 54. (Solicitud de libertad provisional).- 


54.1. El detenido tendrá derecho a pedir la libertad provisional. En caso de que así 
lo solicite, la Suprema Corte de Justicia dará vista al Fiscal de Corte y lo notificará de 
inmediato al Poder Ejecutivo, quien comunicará a la Corte Penal Internacional sobre la 
solicitud presentada. 


54.2. La Suprema Corte de Justicia resolverá sobre el pedido de libertad 
provisional considerando la gravedad de los presuntos crímenes, la existencia o no de 
circunstancias urgentes y excepcionales que justifiquen la libertad provisional y la 
existencia de garantías que aseguren el cumplimiento de la obligación de entregar la 
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persona requerida a la Corte Penal Internacional. A estos efectos, tendrá en 
consideración las recomendaciones que formule la Corte Penal Internacional, incluidas 
las relativas a las medidas para impedir la evasión de la persona. 


54.3. La Suprema Conte de Justicia adoptará resolución sobre el pedido de libertad 
provisional, previa opinión del Fiscal de Corte, en el plazo de los diez días siguientes al 
día en que recibiera las recomendaciones de la Corte Penal Internacional y, para el 
caso en que accediera a conceder la excarcelación, adoptará todas las medidas 
sustitutivas a la prisión preventiva indispensables para asegurar la entrega de la 
persona a la Corte Penal Internacional y remitirá a ésta los informes periódicos que 
requiera. 


Artículo 55. (Consentimiento de la persona detenida).- 


55.1. En cualquier estado del trámite de una solicitud de detención y entrega o de 
prisión preventiva, la persona detenida podrá dar, en presencia de su defensor, su 
consentimiento libre y expreso para ser entregada a la Corte Penal Internacional. 


55.2. La Suprema Corte de Justicia resolverá sin más trámite y notificará a la 
persona detenida y al Poder Ejecutivo, quien comunicará la decisión a la Corte Penal 
Internacional y celebrará consultas con ésta a fin de acordar la fecha y condiciones de 
la entrega. 


Artículo 56. (Plazo máximo de detención de persona requerida).- 


La persona requerida por la Corte Penal Internacional no podrá estar privada de 
libertad por un término superior a los ciento veinte días. 


Artículo 57. (Solicitud de entrega temporal).- 


57.1. Cuando la persona requerida por la Corte Penal Internacional esté detenida 
en territorio uruguayo, siendo enjuiciada o cumpliendo condena por un delito diferente 
por el cual pide su entrega la Corte Penal Internacional, ésta podrá solicitar el traslado 
provisional o temporal a su sede, con el fin de proceder a su identificación, declaración 
testimonial u otro tipo de asistencia. 


57.2, Si se recibiera de la Corte Penal Internacional una solicitud en tal sentido, la 
Suprema Corte de Justicia procederá de conformidad con lo previsto en el artículo 42 y 
con noticia del Fiscal de Corte, del Poder Ejecutivo, del defensor de la persona 
requerida, del Juez y del Fiscal del proceso que se tramita en territorio uruguayo, 
realizará una audiencia en la cual informará al detenido sobre la solicitud de entrega 
temporal y lo interrogará, en presencia de su defensor, si brinda o no el consentimiento 
para el traslado provisional a la Corte Penal Internacional. 


57.3. Si la persona brinda su consentimiento, la Suprema Corte de Justicia, previa 
vista al Fiscal de Corte, al Poder Ejecutivo, al Juez y al Fiscal del proceso que se 
tramita en territorio uruguayo, resolverá en un plazo de diez días sobre las condiciones 
a que estará sujeto el traslado temporal, notificándolo a los órganos mencionados y al 
detenido. 


57.4. El Poder Ejecutivo comunicará y acordará en consulta con la Corte Penal 
Internacional, las condiciones para el traslado temporal que hubiese resuelto la 
Suprema Corte de Justicia. 
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57.5. Si la persona no brinda su consentimiento, no se procederá al traslado 
temporal. La Suprema Corte de Justicia lo informará al Poder Ejecutivo, quien lo 
comunicará inmediatamente a la Corte Penal Internacional. 


Artículo 58. (Solicitud de orden de comparecencia).- 


58.1. Si se recibiera de la Corte Penal Internacional una orden de comparecencia 
de una persona en los términos del artículo 58 párrafo 7 del Estatuto de Roma, como 
alternativa a una solicitud de detención, la Suprema Corte de Justicia procederá de 
conformidad con lo previsto en el artículo 42 de esta ley y con noticia al Fiscal de 
Corte: 


A) Adoptará de inmediato todas las medidas necesarias alternativas a la prisión 
preventiva para asegurar la ejecución de la orden de comparecencia a la Corte 
Penal Internacional, como, por ejemplo: imponer la obligación de no abandonar el 
país realizando las comunicaciones pertinentes; la obligación de permanecer 
dentro de determinados límites territoriales; la obligación de presentarse 
periódicamente a una Seccional Policial o cualquier otra medida que se estime 
adecuada, sin perjuicio de las que recomiende la Corte Penal Internacional. No se 
adoptará ninguna medida alternativa a la prisión preventiva, cuando la orden de 
comparecencia a la Corte Penal Internacional disponga expresamente que éstas 
no serán necesarias. 


B) Citará a la persona a una audiencia que se celebrará dentro de las cuarenta y 
ocho horas siguientes, indicando que deberá comparecer acompañada de 
defensor de su elección bajo apercibimiento de tenerlo por designado al defensor 
de oficio de turno. La citación se efectuará de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 66.2. y 66.3 


C) Si la persona citada a la audiencia no compareciera o no hubiera podido ser 
ubicada, se librará orden de arresto con noticia al Fiscal de Corte. El Poder 
Ejecutivo lo comunicará de inmediato a la Corte Penal Internacional. Arrestada la 
persona, se procederá a tomarle audiencia dentro de las veinticuatro horas 
siguientes. 


58.2. En la audiencia, la Suprema Corte de Justicia procederá a: 
A) Designarle defensor de oficio si no estuviese presente su defensor. 
B) Nombrar un intérprete, si la persona no se expresara en idioma español. 


C) Notificarle personalmente la orden de comparecencia a la Corte Penal 
Internacional y las medidas dispuestas si las hubiere. 


D) Informar que se le presume inocente mientras no se pruebe su culpabilidad ante la 
Corte Penal Internacional y que no está obligada a declarar contra sí misma ni a 
declararse culpable, pudiendo guardar silencio sin que ello vaya a tenerse en 
cuenta a los efectos de determinar su culpabilidad o inocencia. 


E) Informar del procedimiento de comparecencia a la Corte Penal Internacional 
previsto en la presente ley y en el ; 


F) Se dejará constancia de sus manifestaciones respecto de la orden de 
comparecencia, las que deberán ser efectuadas en presencia del defensor. 
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58.3. La Suprema Corte de Justicia informará al Poder Ejecutivo sobre el 
cumplimiento de la notificación de la orden de comparecencia y las medidas 
adoptadas si las hubiere. El Poder Ejecutivo lo comunicará a la Corte Penal 
Internacional, quien podrá realizar las recomendaciones y observaciones que entienda 
del caso, las cuales serán especialmente tenidas en cuenta por la Suprema Corte de 
Justicia. 


Artículo 59. (Solicitud de dispensa del principio de especialidad) - 


59.1. Si la Corte Penal Internacional solicita la dispensa del principio de 
especialidad previsto en el artículo 101 párrafo 1 del Estatuto de Roma, por haber 
confirmado contra una persona que hubiese sido entregada por el Estado a la Corte 
Penal Internacional, la existencia de nuevos cargos por crimenes bajo su jurisdicción 
en función de hechos diferentes de los que fundamentaron la solicitud de entrega y 
anteriores a ésta, la Suprema Corte de Justicia resolverá de acuerdo con el 
procedimiento previsto en al artículo 42, sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 
siguiente. 


59.2. Si en relación con los hechos por los cuales se formulan nuevos cargos y se 
fundamenta la dispensa, existieran investigaciones o actuaciones judiciales en curso 
en la jurisdicción nacional u otras que pudieran ser interferidas, la Suprema Corte de 
Justicia informará de las mismas a la Corte Penal Internacional, poniéndolas a su 
disposición y remitiendo los antecedentes que se solicitaren, pero no podrá negar la 
dispensa al amparo de lo previsto en el artículo 40 literal c) numeral 3) (artículo 94 del 
Estatuto de Roma). La resolución se notificará al Poder Ejecutivo, quien la comunicará 
a la Corte Penal Internacional. 


Artículo 60. (Solicitudes concurrentes) - 


60.1. Si se reciben solicitudes concurrentes de entrega a la Corte Penal 
Internacional y de extradición por terceros Estados, se notificará inmediatamente a la 
Corte Penal Internacional y al Estado requirente, remitiendo las actuaciones a la 
Suprema Corte de Justicia, quien resolverá, en el plazo de quince días con noticia del 
Fiscal de Corte y del Poder Ejecutivo, cuál de las solicitudes tiene prioridad tomando 
en consideración lo dispuesto en el artículo 90 del Estatuto de Roma. La resolución se 
notificará al Poder Ejecutivo, quien la comunicará a la Conte Penal Internacional y al 
Estado requirente. 


60.2. Si estuviese pendiente la resolución sobre admisibilidad de la causa ante la 
Corte Penal Internacional, el trámite se suspenderá hasta conocer la resolución de la 
Corte Penal Internacional sobre admisibilidad de la causa. 


60.3. Si la Suprema Corte de Justicia resuelve que tiene prioridad la extradición, 
con noticia del Fiscal de Corte y del Poder Ejecutivo, derivará las actuaciones al 
Juzgado competente para sustanciar el trámite de extradición. Si sustanciado el 
proceso de extradición la misma se hubiese denegado, la decisión se comunicará a la 
Corte Penal Internacional, quedando el requerido a disposición de la Suprema Corte 
de Justicia y a la espera de la ratificación de la requisitoria por un plazo máximo de 
sesenta días (artículo 50.4.). 


Artículo 61. (Imposibilidad de localizar a la persona requerida).- Si la persona 
requerida no pudiese ser localizada pese a los intentos realizados o si en la 
investigación se hubiera determinado que la persona no es la indicada en la solicitud 
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de la Corte Penal Internacional, la Suprema Corte de Justicia lo informará al Poder 
Ejecutivo, quien efectuará las consultas pertinentes con la Corte Penal Internacional. 


Artículo 62. (Autorización en tránsito de persona detenida).- 


62.1. El Poder Ejecutivo, con noticia a la Suprema Corte de Justicia, autorizará el 
tránsito por el territorio uruguayo de cualquier persona que se encuentre detenida a 
disposición de la Corte Penal Internacional, para ser transportada de un país a otro, 
cuando reciba de la Corte Penal Internacional una solicitud de autorización de tránsito 
de conformidad con lo previsto en el artículo 89 párrafo 3 del Estatuto de Roma. 


62.2. Durante el tránsito se adoptarán todas las medidas necesarias para 
garantizar los derechos de la persona transportada, a quien, si no se expresara en 
idioma español, se le asignará un intérprete. 


62.3. No será necesaria la solicitud de autorización y se permitirá el tránsito por el 
territorio uruguayo, cuando la persona sea transportada por vía aérea y no se prevea 
que deba aterrizar. Para el caso en que se produzca un aterrizaje imprevisto, la 
persona será detenida y se informará de inmediato de esta situación a la Suprema 
Corte de Justicia y a la Corte Penal Internacional, solicitándole a esta última la 
remisión de la solicitud de autorización de tránsito correspondiente, de conformidad 
con lo previsto en el artículo 89 párrafo 3 del Estatuto de Roma. 


62.4. La persona transportada permanecerá detenida hasta tanto se reciba la 
solicitud de autorización de tránsito. 


62.5. Si la solicitud de autorización de tránsito no se recibiera antes de las noventa 
y seis horas, la persona será puesta en libertad, lo cual se informará a la Suprema 
Corte de Justicia y a la Corte Penal Internacional. Ello no obstará a que se produzca 
un pedido de detención y entrega o un pedido de prisión preventiva ulterior. 


62.6. Si la solicitud de autorización de tránsito fuera recibida dentro de las noventa 
y seis horas, se prolongará la detención de la persona hasta tanto continúe su 
transporte sin demora de la forma dispuesta por la Corte Penal Internacional. 
CAPÍTULO 2 
OTRAS MEDIDAS DE COOPERACIÓN Y ASISTENCIA 
Artículo 63. (Otras solicitudes de cooperación) - 


63.1 Si se recibiera de la Corte Penal Internacional cualquier otro tipo de solicitud 
de asistencia o cooperación al amparo de lo previsto en el artículo 93 párrafo 1 del 
Estatuto de Roma, la Suprema Corte de Justicia procederá de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 42 de la presente ley. 


63.2El diligenciamiento de las medidas requeridas se ajustará a los 
procedimientos del ordenamiento jurídico interno. 


Artículo 64. (Divulgación e información de documentos confidenciales 
proporcionados por terceros o en poder de otros Estados) - 
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64.1Si la medida de asistencia o cooperación solicitada por la Corte Penal 
Internacional implicara la divulgación de informaciones o documentos que le fueron 
divulgados al Uruguay por otro Estado, una organización intergubernamental o una 
organización internacional a título confidencial, se deberá recabar el consentimiento 
expreso del autor. Se considerará confidencial todo documento o información que 
hubiese sido calificado expresamente como tal por su autor al momento de entregarlo. 


64.2. Si a pesar del consentimiento del autor o previo a recabar el mismo, el Poder 
Ejecutivo entendiera que la divulgación afectaría intereses de la seguridad nacional, 
podré proceder de acuerdo con lo previsto en el artículo 45. 


64.3. El consentimiento al autor del documento se solicitará por el Poder Ejecutivo, 
y para el caso en que no se fuese otorgado en un plazo razonable, con noticia a la 
Suprema Corte de Justicia, se comunicará este hecho a la Corte Penal Internacional 
de conformidad con lo previsto en el artículo 73 del Estatuto de Roma. 


64.4, Si se plantearan dudas sobre el carácter de confidencialidad, será 
competencia exclusiva de la Suprema Corte de Justicia resolverlo conforme al 
procedimiento establecido en el artículo 42. 


Artículo 65. (Entrega de documentación o información confidencial para 
reunir nuevas pruebas).- El Poder Ejecutivo estará habilitado, con noticia a la 
Suprema Corte de Justicia, a entregar al Fiscal de la Corte Penal Internacional, 
documentos o información confidencial, con la condición de que mantengan su 
carácter confidencial y que únicamente puedan ser utilizados para reunir nuevas 
pruebas, de conformidad con lo previsto por el artículo 93 párrafo 8 literal b) del 
Estatuto de Roma. 


Artículo 66. (Citaciones a testigos o peritos).- 


66.1. Cuando se recibiera un pedido de citación para que una persona comparezca 
a la Corte Penal Internacional en carácter de testigo o perito, se dispondrán todas las 
medidas de protección y salvaguarda al amparo de lo previsto en el artículo 35. 


66.2. Las notificaciones o citaciones deberán ser recibidas en forma personal por 
su destinatario, hecho del que se dejará constancia en el acto de la notificación, 
hubiera o no el destinatario procedido a acusar recibo de la misma. 


66.3. Las notificaciones serán efectuadas por cualquier medio idóneo que habilite 
la Suprema Corte de Justicia, quien, asimismo, podrá cometer su diligenciamiento al 
órgano jurisdiccional que determine, en función del lugar donde se domicilie la persona 
que deba ser citada o notificada. 


66.4. Si la persona que deba ser notificada o citada no se expresara en idioma 
español, se le proporcionará un traductor en cuya presencia se practicará la diligencia. 


66.5. Se informará al destinatario de la notificación, en cuanto fuese citado como 
testigo o se presuma su calidad de víctima, de la existencia de la Dependencia 
Víctimas y Testigos de la Corte Penal Internacional y de los derechos que le asisten de 
conformidad con lo dispuesto en el Estatuto de Roma y las Reglas de Procedimiento y 
Prueba de la Corte Penal Internacional. Se garantizará y procurará la comunicación 
directa y confidencial de la persona, con la Dependencia Víctimas y Testigos de la 
Corte Penal Internacional. 
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Artículo 67. (Solicitud para interrogar a persona sospechosa).- 


67.1. Cuando se recibiera un pedido de tomar declaración a una persona que se 
sospecha cometió un delito de la competencia de la Corte Penal Internacional, sin que 
hubiese mediado orden de comparecencia, detención o entrega, la Suprema Corte de 
Justicia procederá de conformidad con lo previsto en el artículo 58.1. convocando a 
audiencia. 


67.2, En la audiencia, la Suprema Corte de Justicia procederá a: 
A) Designarle defensor de oficio si no estuviese presente su defensor. 


B) Nombrar un intérprete y facilitarle las traducciones que sean necesarias para su 
defensa. 


C) Informar a la persona de que existen motivos para creer que ha cometido un 
crimen de competencia de la Corte Penal Internacional y que se procederá a 
tomarle declaración. 


D) Informar que se le presume inocente mientras no se pruebe su culpabilidad ante la 
Corte Penal Internacional y que no está obligada a declarar contra sí misma ni a 
declararse culpable, pudiendo guardar silencio sin que ello vaya a tenerse en 
cuenta a los efectos de determinar su culpabilidad o inocencia. 


E) Interrogar a la persona en presencia de su defensor conforme lo hubiera dispuesto 
la Corte Penal Intemacional o sus órganos, 


67.3. Finalizada la audiencia, la persona quedará en libertad, sin perjuicio de las 
medidas alternativas a la prisión preventiva que podrá adoptar la Suprema Corte de 
Justicia hasta por un plazo máximo de veinte días, estándose a lo que disponga la 
Corte Penal Internacional. 


67.4. La Suprema Corte de Justicia informará al Poder Ejecutivo sobre el 
cumplimiento del interrogatorio y las medidas adoptadas si las hubiere. El Poder 
Ejecutivo lo comunicará a la Corte Penal Internacional, quien podrá realizar las 
recomendaciones y observaciones que entienda del caso, las cuales serán 
especialmente tenidas en cuenta por la Suprema Corte de Justicia. 


Artículo 68. (Declaraciones testimoniales o interrogatorios en territorio del 
Estado).- 


68.1. Las declaraciones de testigos que por solicitud de la Corte Penal 
Internacional deban ser recabadas en territorio del Estado, se sujetarán a lo que 
hubiese dispuesto para el caso la Corte Penal Internacional y serán recibidas en 
audiencia ante la Suprema Corte de Justicia o ante el órgano jurisdiccional que ésta 
disponga. 


68.2. Los testigos tendrán derecho a declarar en presencia de su abogado, lo que 
se hará saber en la citación correspondiente. La Suprema Corte de Justicia autorizará 
a estar presentes y participar en el interrogatorio de testigos o de personas 
sospechosas (artículo 67) a la Fiscalia de la Corte Penal Internacional y al abogado 
defensor. 
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68.3. Los dichos del testigo o de cualquier persona interrogada en audiencia serán 
consignados en acta escrita, la cual deberá recoger en forma textual la declaración 
efectuada. Sin penuicio, la audiencia será integramente grabada en audio y video, 
quedando su custodia a resguardo de la Suprema Corte de Justicia y a disposición de 
la Corte Penal Internacional. 


68.4. Si la persona no hablara español se le asignará un traductor público y el acta 
consignará la traducción del intérprete, sin perjuicio del registro grabado de la 
declaración en su idioma original. 


Artículo 69. (Autorización al Fiscal para realizar diligencias en territorio 
uruguayo).- La Suprema Cone de Justicia, sin perjuicio de proceder conforme a lo 
previsto en el artículo 42, autorizará al Fiscal de la Corte Penal Internacional a ejecutar 
directamente en territorio uruguayo y sin la presencia de autoridades competentes, 
una solicitud de asistencia que no requiera medidas coercitivas en los supuestos 
contemplados en el artículo 99 párrafo 4 del Estatuto de Roma 


Artículo 70. (Presentación de testigos voluntarios).- 


70.1. Cualquier persona tendrá derecho a presentarse ante las oficinas de la 
Suprema Corte de Justicia y solicitar audiencia confidencial invocando la presente 
norma, si conviniera a su interés comparecer voluntariamente a la Corte Penal 
Internacional ofreciéndose en calidad de testigo en relación con hechos que estén 
siendo enjuiciados por ésta o investigados por la Fiscalía de la Corte Penal 
Internacional. 


70.2. La Suprema Corte de Justicia dispondrá lo pertinente para atender a la 
persona por funcionario idóneo y de forma que se garantice reserva sobre sus dichos, 
identidad y domicilio, sin perjuicio de estar facultada a adoptar las medidas de 
salvaguarda que estime pertinentes al amparo de lo previsto en el artículo 35.2 


70.3. Se le informará a la persona de la existencia de la Dependencia Víctimas y 
Testigos de la Corte Penal Internacional y de los derechos que le asisten de 
conformidad con lo dispuesto en el Estatuto de Roma y a las Reglas de Procedimiento 
y Prueba de la Corte Penal Internacional. Se garantizará y procurará la comunicación 
directa y confidencial de la persona con la Dependencia Víctimas y Testigos de la 
Corte Penal Internacional. 


70.4. Se interrogará a la persona si está dispuesta a comparecer voluntariamente 
ante la Sede de la Corte Penal Internacional y si tiene medios para hacerlo por su 
propia cuenta. 


70.5. Si por las circunstancias que la persona invoca, ésta quisiera adelantar su 
declaración y formularla en forma urgente ante la Suprema Corte de Justicia, se le 
informará que no se garantiza que sus dichos vayan a tener valor probatorio conforme 
al Estatuto de Roma, sin perjuicio de asegurarle que serán puestos en conocimiento 
de la Corte Penal Internacional o de sus órganos. La Suprema Corte de Justicia 
recibirá la declaración de conformidad con lo dispuesto en los artículos 68.3 y 68.4, 


70.6. La Suprema Corte de Justicia informará sobre la comparecencia voluntaria de 
la persona al Poder Ejecutivo, quien lo comunicará inmediatamente a la Corte Penal 
Internacional. Si la persona hubiese manifestado querer brindar testimonio o 
comparecer ante la Sede de la Corte Penal internacional y no tuviese medios para 
trasladarse, se informará esta circunstancia a la Corte Penal Internacional y se 
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procurará, en consulta con ésta, que se le tome declaración en territorio del Estado o 
se faciliten los medios para su traslado. 


CAPÍTULO 3 
COOPERACIÓN EN EJECUCIÓN DE SENTENCIAS 


Artículo 71. (Ejecución de penas de prisión adoptadas por la Corte Penal 
Internacional).- 


71.1. El Estado uruguayo acepta, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 103 
párrafo 1 literal a) del Estatuto de Roma, tomar a su cargo la ejecución de una pena 
definitiva de privación de libertad de una persona condenada por la Corte Penal 
Internacional, siempre y cuando: 


A) Se trate de un ciudadano uruguayo. 


B) El tiempo de condena no exceda al máximo previsto de tiempo de condena por el 
orden jurídico nacional. 


71.2. La ejecución de las penas privativas de libertad será competencia del Poder 
Ejecutivo y se regirá por lo establecido en los artículos 103 a 111 del Estatuto de 
Roma y por las disposiciones del orden jurídico nacional en lo pertinente, 


Artículo 72. (Ejecución de otras penas adoptadas por la Corte Penal 
Internacional) - 


72.1. Si la Corte Penal Internacional dictara una sentencia o resolución, definitiva o 
cautelar, por la que se dispusiera una multa, decomiso o reparación, que debiera 
ejecutarse en territorio uruguayo, se dará cumplimiento a la misma sin modificar su 
alcance y sin procedimiento de exequátur. 


72.2, La Suprema Corte de Justicia dispondrá que la ejecución se tramite ante el 
órgano jurisdiccional competente que correspondiera. 


72.3. En ningún caso se afectarán los derechos de los terceros de buena fe. 
TÍTULO IV 
PROPOSICIÓN DE CANDIDATOS 


Artículo 73. (Ejercicio del derecho a proponer candidatos). El Estado 
uruguayo podrá ejercer el derecho que le confiere el Estatuto de Roma a proponer 
candidatos, cuando la Asamblea de los Estados Partes fuese convocada para la 
elección de magistrados de la Corte Penal Internacional o de la Fiscalía de la Corte 
Penal Internacional. 


Artículo 74. (Requisitos para ser candidato). El candidato a la elección de 
magistrados de la Corte Penal Internacional o de la Fiscalía, deberá reunir las 
condiciones previstas en el artículo 235 de la Constitución de la República y en el 
artículo 36 párrafo 3 del Estatuto de Roma. 


Artículo 75. (Designación de candidatos).- 
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75.1. Se designará un solo candidato para el cargo vacante de que se trate por la 
Asamblea General especialmente convocada al efecto, por mayoría simple de votos. 
Si resultara que más de un candidato propuesto superase la mayoría de votos exigida, 
se nominará como candidato aquel que hubiese obtenido mayor número. 


75.2. Podrán proponer candidatos a la Asamblea General: el Poder Ejecutivo, el 
Poder Judicial, la Cámara de Senadores, la Cámara de Representantes, las 
Universidades, el Colegio de Abogados del Uruguay y cualquier organización no 
gubernamental con personería jurídica cuyo objeto fuese la promoción, defensa y 
estudio de los derechos humanos. 


TÍTULO V 
DISPOSICIÓN TRANSITORIA 
Artículo 76. (Comunicación a la Corte Penal Internacional).- 


El Poder Ejecutivo, dentro de los diez días de la entrada en vigencia de la presente 
ley, comunicará a la Corte Penal Internacional: 


A) La sanción de la presente ley. 


B) La aceptación por el Estado uruguayo, al amparo de lo previsto en el 
artículo 103.1 del Estatuto de Roma, de ejecutar penas privativas de libertad bajo 
las condiciones establecidas en el artículo 71 de la presente ley. 


Artículo 77. (Codificación de crimenes internacionales).- 


El Poder Ejecutivo dispondrá, dentro de los ciento ochenta días de entrada en 
vigencia de la presente ley, la formación de una comisión de juristas que tendrá como 
cometido la elaboración de un proyecto de "Código de Crimenes y Delitos 
Internacionales”. 
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Ley N* 15.032, 
de 7 de julio de 1980 


CÓDIGO PROCESAL PENAL VIGENTE 


LIBRO Il - DEL PROCESO DE CONOCIMIENTO 
TITULO ll - DEL SUMARIO 
CAPITULO Il - DE LA LIBERTAD PROVISIONAL 
Artículo 144. (Caución juratoria).- La caución juratoria consistirá en la promesa del 
imputado de cumplir fielmente las condiciones impuestas por el Juez, y procederá en 


los casos siguientes: 


1% Cuando sea presumible que pueda proceder la suspensión condicional de la 
pena; 


2* Cuando el inculpado sea notoriamente pobre y desvalido. 

Artículo 155. (Autorización para salir del país).- El excarcelado provisional podrá 
ser autorizado a salir del país, con conocimiento de causa y siempre que se cumplan 
los siguientes requisitos: 

Aj Que la caución sea de carácter real o personal; 


B) Que "prima facie" no sea necesaria la presencia del imputado a los efectos de la 
indagatoria; 


C) Que la autorización se conceda por un lapso prudencial, determinado por el 
Juez en la respectiva resolución. 


Vencido el plazo autorizado, el Juez aplicará lo dispuesto en los artículos 149 y 
150. 
LIBRO lll - DEL PROCESO DE EJECUCION 
TITULO Il - DE LA EJECUCION DE LAS PENAS 
CAPITULO | - DE LA LIBERTAD CONDICIONAL Y ANTICIPADA 
Artículo 329. (Autorización para salir del país).- El liberado condicional o 


anticipadamente podrá ser autorizado a salir del país por la Corte de Justicia, en las 
condiciones pertinentes previstas por el artículo 155. 
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Decreto Ley N* 14,294, 
de 31 de octubre de 1974 


CAPITULO | 


Artículo 1?.- Será monopolio del Estado la importación y exportación de las 
sustancias contenidas en las listas | y ll de la Convención Unica de Nueva York de 
1961, ratificada por la ley 14.222 de 11 de julio de 1974, así como de las sustancias 
contenidas en la lista | del Convenio sobre Sustancias Sicotrópicas realizado en Viena, 
Austria, en febrero de 1971, y aquellas que conforme a los estudios o dictámenes de la 
autoridad sanitaria nacional o recomendaciones de Organismos Internacionales, el 
Poder Ejecutivo resuelva incluir, excluir o trasladar en las mismas. 


Artículo 2”.- El Poder Ejecutivo determinará, a propuesta del Ministerio de Salud 
Pública, las condiciones en que hará efectivo ese monopolio que estará a cargo de 
dicha Secretaría de Estado y cuyo producido se dedicará a la asistencia y 
rehabilitación de los drogadictos. 


Artículo 39 - Quedan prohibidos la plantación, el cultivo, la cosecha y la 
comercialización de cualquier planta de la que puedan extraerse estupefacientes y 
otras sustancias que determinen dependencia fisica o psiquica, con las siguientes 
excepciones: 


A) Cuando se realicen con exclusivos fines de investigación científica o para la 
elaboración de productos terapéuticos de utilización médica. Las plantaciones 
o cultivos, en tal caso, deberán ser autorizados previamente por el Ministerio 
de Salud Pública y quedarán bajo su control directo. 


Tratándose específicamente de cannabis, las plantaciones o cultivos 
deberán ser autorizados previamente por el Instituto de Regulación y Control 
de Cannabis (IRCCA), y quedarán bajo su contro! directo, sin perjuicio de los 
contralores que la legislación vigente otorga a los organismos correspondientes 
en el ámbito de sus respectivas competencias. 


B 


— 


La plantación, el cultivo y la cosecha así como la industrialización y expendio 
de cannabis psicoactivo con otros fines, siempre que se realice en el marco de 
la legislación vigente y con autorización previa del IRCCA, quedando bajo su 
control directo. 


Se entiende por cannabis psicoactivo a las sumidades floridas con o sin fruto 
de la planta hembra del cannabis, exceptuando las semillas y las hojas 
separadas del tallo, incluidos sus aceites, extractos, preparaciones de potencial 
uso farmacéutico, jarabes y similares, cuyo contenido de tetrahidrocannabinol 
(THC) natural, sea igual o superior al 1% (uno por ciento) de su volumen. 


C) La plantación, el cultivo y la cosecha así como la industrialización y 
comercialización de cannabis de uso no psicoactivo (cáñamo) Las 
plantaciones o cultivos, en tal caso, deberán ser autorizados previamente por el 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y quedarán bajo su control 
directo. 
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Se entiende por cannabis de uso no psicoactivo (cáñamo) a las plantas o 
piezas de la planta de los géneros cannabis, las hojas y las puntas floridas, que 
no contengan más de 1% (uno por ciento) de THC, incluyendo los derivados de 
tales plantas y piezas de las plantas. 


Las semillas de variedades de cáñamo no psicoactivo a utilizar no podrán 
superar el 0,5% (cero con cinco por ciento) de THC. 


D 


La plantación, el cultivo, la cosecha, el acopio para fines de investigación así 
como la industrialización para uso farmacéutico, siempre que se realice en el 
marco de la legislación vigente y acorde a lo que establezca la reglamentación, 
debiendo contar con autorización previa del IRCCA quedando bajo su control 
directo. 


E 


La plantación, el cultivo y la cosecha domésticos de plantas de cannabis de 
efecto psicoactivo destinados para consumo personal o compartido en el 
hogar. Sin perjuicio de ello se entiende destinados al consumo personal o 
compartido en el hogar, la plantación, el cultivo y la cosecha domésticos de 
hasta seis plantas de cannabis de efecto psicoactivo y el producto de la 
recolección de la plantación precedente hasta un máximo de 480 gramos 
anuales, 


P 


— 


La plantación, el cultivo y la cosecha de plantas de cannabis de efecto 
psicoactivo realizados por clubes de membresía, los que serán controlados por 
el IRCCA. Dichos clubes deberán ser autorizados por el Poder Ejecutivo de 
acuerdo a la legislación vigente, y en la forma y condiciones que establecerá la 
reglamentación que se dicte al respecto 


Los clubes de membresía deberán tener un mínimo de quince y un máximo 
de cuarenta y cinco socios. Podrán plantar hasta noventa y nueve plantas de 
cannabis de uso psicoactivo y obtener como producto de la recolección de la 
plantación un máximo de acopio anual proporcional al número de socios y 
conforme a la cantidad que se estableciere para el uso no medicinal de 
cannabis psicoactivo. 


G) El expendio de cannabis psicoactivo para consumo personal requerirá que se 
acredite en el registro correspondiente según lo establecido en el artículo 8* de 
la presente ley, conforme a las estipulaciones legales, en tanto el expendio 
para uso medicinal requerirá receta médica. 


El expendio de cannabis psicoactivo para uso no medicinal no podrá superar los 
40 gramos mensuales por usuario. 


Toda plantación no autorizada deberá ser destruida con intervención del Juez 
competente, El Poder Ejecutivo reglamentará las disposiciones de los literales 
precedentes, inclusive los mecanismos de acceso a las semillas, el que siendo 
destinado a plantaciones de cannabis psicoactivo para consumo personal en el marco 
de la legislación vigente, se considerará en todos los casos como actividad lícita. 
Dicha reglamentación es sin perjuicio de los contralores que la legislación vigente 
establece para toda plantación o cultivo que se realice en territorio nacional, en lo que 
resultare aplicable. Asimismo, la reglamentación establecerá los estándares de 
seguridad y las condiciones de uso de las licencias de cultivos para los fines previstos 
en los literales precedentes. 
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La marihuana resultante de la cosecha y el cultivo de las plantaciones referidas en 
los literales B), D) y E) del presente artículo no podrá estar prensada. 


Fuente: Ley N” 19.172, de 20 de diciembre de 2013, 
artículo 5*, 


Artículo 4? - Solamente podrán adquirir del Estado las sustancias determinadas en el 
artículo 1%, los dueños de droguerías o laboratorios autorizados por el Ministerio de 
Salud Pública. 


Artículo 5? - Las sustancias a que se refiere el artículo 1% así como las drogas 
sicotrópicas de las listas Il, lll y IV del Convenio sobre Sustancias Sicotrópicas 
realizado en Viena, Austria, en febrero de 1971, solamente podrán ser utilizadas con 
fines terapéuticos o de investigación científica. No podrán ser vendidas, entregadas o 
suministradas sin la previa presenteción de la receta médica, odontológica o 
veterinaria original, de acuerdo a la reglamentación que se dictará. 


Las recetas deberán conservarse por el término de dos años por lo menos. 


En lo que respecta a las sustancias de la lista 1 del referido Convenio de Viena, se 
tendrán especialmente en cuenta las previsiones del articulo 7* del mismo. 


Artículo 6”.- La importación y exportación de las sustancias contenidas en las listas 
11, ¡Il y IV del Convenio de Viena, Austria, de febrero de 1971, así como la de los 
preparados comprendidos en las listas |!l y IV de la Convención Unica de Nueva York 
de 1961, solamente podrán realizarse previa autorización del Ministerio de Salud 
Pública, la que se otorgará en un formulario especial para cada importación o 
exportación, en el que se indicará la denominación internacional de la sustancia, la 
designación de la misma en la lista nacional, la cantidad que ha de importarse o 
exportarse, la fórmula farmacéutica, nombre y dirección del importador y exportador y 
el período dentro del cual ha de efectuarse la operación. 


Antes de concederse una autorización de exportación se exigirá la presentación de 
la documentación que acredite la autorización de importación por parte de las 
autoridades competentes del país de destino. 


Artículo 7?.- Quedan prohibidas las exportaciones dirigidas a un apartado postal o a 
un Banco o a una persona distinta de la designada en la autorización correspondiente. 


Las ganancias que entren en tránsito en el territorio nacional deberán ir 
acompañadas de una autorización de exportación. 


Todo cambio de destino de las mercaderías que fuero solicitado se considerará 
como una exportación. 


Artículo 8? - No se considerará importación o exportación ilegal el transporte en 
buques, aeronaves, autobuses o ferrocarriles internacionales de cantidades limitadas 
de sustancias de las listas anexas necesarias para la prestación de primeros auxilios o 
para casos urgentes en el curso del viaje pero el Ministerio de Salud Pública del 
Ministerio del Interior, en su caso, deberán efectuar los respectivos controles a fin de 
evitar su utilización con fines ilícitos. 


lo 9? - Las sustancias comprendidas en el control establecido por esta ley, 
podrán ser libradas al público por los establecimientos habilitados por el Ministerio de 
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Salud Pública los que deberán documentar su venta mensualmente y por duplicado en 
planillas especiales que proporcionará la autoridad sanitaria. 


Artículo 10.- Las droguerías, farmacias y laboratorios que empleen las sustancias 
contenidas en las listas | y 1l de la Convención Unica de Nueva York de 1961, en sus 
preparaciones y especificos destinados a conservarse, en depósito o para la venta, 
anotarán en un libro rubricado y sellado por las autoridades de Salud Pública, la 
compra de esas sustancias, la clase y cantidad empleada en sus elaboraciones y las 
operaciones de venta de estas sustancias, así como de las preparaciones y de los 
especificas efectuadas con ellas. 


La droguerías solamente podrán expender esas sustancia y preparaciones a las 
farmacias, mediante orden firmada por los gerentes farmacéuticos. 


Los laboratorios expenderán sus específicos y preparados a las droguerías y 
farmacias, con estas sustancias, mediante orden firmada por sus directores técnicos. 


Artículo 11 - Solamente las farmacias podrán vender, entregar o suministrar al 
público en cualquier forma las sustancias a que se refiere el artículo 5”, así como las 
preparaciones y específicos a que se refiere el artículo anterior, en las condiciones que 
se establecerán en la reglamentación. 


Los laboratorios podrán entregar originales a los profesionales, previa presentación 
de las recetas respectivas. 


Artículo 12- Las sociedades privadas de asistencia médica colectiva podrán 
proceder a la entrega de las drogas especificadas en el artículo 5%, así como de las 
preparaciones y especificas a que se refiere el artículo 10, a sus asociados, 
procedentes de los stocks que puedan tener a esos efectos. 


La entrega se hará previa presentación de las respectivas recetas médicas y bajo la 
responsabilidad profesional de un químico farmacéutico. 


Las sustancias comprendidas en la lista | del Convenio de Viena, de febrero de 
1971, quedan excluidas del uso establecido en el inciso anterior. 


Artículo 13.- Los armarios o vitrinas donde se guarden o conserven las distintas 
drogas mencionadas en el artículo 5%, así como la documentación que corresponde 
conforme a la reglamentación que se dictará, permanecerán cerrados con llave bajo la 
responsabilidad del funcionario actuante. 


Artículo 14.- El Ministerio de Salud Pública organizará, dentro del plazo de noventa 
días de promulgada la ley, un registro de profesionales médicos, médicos veterinarios 
y odontólogos, con sus nombres, domicilios, teléfonos particulares y de consultorio y 
con una copia autenticada de su firma. 


El folleto conteniendo dichos datos será vendido a precio de costo a todos los 
laboratorios, farmacias y droguerías, quienes tendrán la obligación de poseerlo a los 
efectos de controlar la posible falsificación de recetas vinculadas a las drogas 
especificadas en el artículo 5*. 


Este folleto será revisado anualmente en el mes de enero y distribuido en las 
mismas condiciones del párrafo anterior antes de la terminación del referido mes. El 
uso del recetario por parte de los técnicos recibidos con posterioridad a la última 
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publicación del registro de profesionales se regirá, hasta el momento de la siguiente 
publicación por el Reglamento que al efecto dicte el Poder Ejecutivo. 


Artículo 15.- El Poder Ejecutivo podrá modificar o ampliar el contenido de las listas y 

tablas a que refiere la presente ley, incluyendo o excluyendo sustancias oO 
trasladándolas de una a otra, con los asesoramientos previos que en ella se 
determinan. 


Las listas y tablas a que refiere la presente ley, se consideran partes integrantes de 
la misma. 


Fuento: Ley N* 17,016, de 22 de octubre de 1998, 
artículo 22. 


CAPITULO Il 


Artículo 16.- Será competencia del Ministerio de Salud Pública: 


A) La prevención primaria de las toxicomanías a través de campañas educativas y de 
medidas profilácticas. 


B) La prevención secundaria mediante la detención precoz de la drogadicción. 
C) La asistencia, curación y rehabilitación social del toxicómano, 


D) La tipificación, calificación, incorporación y pasaje a las distintas listas anexas de 
aquellas drogas que producen dependencia física o síquica. 


E) El contralor del tráfico de dichas drogas desde su importación procesado en los 
laboratorios, comercialización en droguerías y su definitiva venta al público 
consumidor. 


F) La elaboración de las estadísticas y producción de los informes que imponen las 
Convenciones Internacionales suscritas por la República. 


Artículo 17.- Créase la Unidad Ejecutara denominada "Comisión Nacional de Lucha 
contra las Toxicomanías” que dependerá directamente del Ministerio de Salud Pública. 


Artículo 18.- La Comisión Nacional de Lucha contra las Toxicomanias estará 
integrada por un siquiatra de la Dirección de Salud Mental, un epidemiólogo de la 
División de Higiene y un químico farmacéutico de la División Técnica especialmente 
versados en la materia. Serán designados por el Ministerio de Salud Pública y durarán 
cuatro años en sus funciones, pudiendo prorrogarse su actuación por cuatro años 
más. 


La Comisión se dictará su propio Reglamento y contará con una Secretaria 
permanente que deberá ser integrada, instalada y equipada por el Ministerio de Salud 
Pública. 


Artículo 19.- Corresponde a la Comisión Nacional de Lucha contra las 
Toxicomanías: 


A) Preparar programas y planes de prevención y tratamiento de las toxicomanías, los 
que, previa aprobación por el Ministerio de Salud Pública, serán ejecutados por 
las dependencias del mismo, de acuerdo a sus respectivas competencias 
técnicas. 
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B) Supervisar el desarrollo de dichos programas. 


C) Proponer al Ministerio de Salud Pública las modificaciones a las disposiciones 
legales y reglamentarias vigentes que estime necesarias. 


D) Promover la creación de policlinicas especializadas y de centros de tratamiento y 
rehabilitación del drogadicto en cada departamento, 


E) Asegurar el tratamiento reservado de todo toxicómano que lo solicitare. Cuando 
éste se efectúe en los establecimientos de Administración de los Servicios de 
Salud del Estado, el mismo se regulará por las disposiciones que rigen a dicho 
órgano para el resto de las prestaciones. 


F) Coordinar su labor con la Dirección General de Represión del Tráfico llícito de 
Drogas del Ministerio del Interior, el Ministerio de Educación y Cultura, el Consejo 
del Niño y Dirección Nacional de Aduanas, de acuerdo con las reglamentaciones 
que dicte el Poder Ejecutivo. 


G) Evaluar el resultado de los programas que se ejecutaron. 


Fuente: Literal E) Ley N* 16,736, de 5 de enero de 1996, 
artículo 401. 


Artículo 20.- A los efectos de la preparación de programas de educación popular, la 
Comisión Nacional de Lucha contra las Toxicomanías podrá organizar las encuestas e 
investigaciones que se considere necesarias, de acuerdo con las reglamentaciones 
respectivas. 


Los organismos públicos y privados deberán prestar la más amplia colaboración 
para la preparación y desarrollo de dichos programas. 


Las personas jurídicas que fueren omisas en prestar la debida colaboración podrán 
perder los auxilios o subvenciones que recibieren del Estado. 


Artículo 21.- La Comisión Nacional de Lucha contra las Toxicomanías organizará al 
comienzo de cada año escolar previo acuerdo con las autoridades respectivas, cursos 
para educadores con el fin de prepararlos para colaborar en la prevención de la 
drogadicción en los establecimientos de enseñanza. Sólo podrán concurrir a dichos 
cursos los educadores autorizados por el Consejo Nacional de Educación y el Consejo 
del Niño. 


Artículo 22.- Los Directores de Centros de Enseñanza están obligados a comunicar 
a la Comisión Nacional de Lucha contra las Toxicomanías los casos de uso o tráfico, 
en el ámbito escolar, de las sustancias reguladas por la ley. 


El incumplimiento de esta obligación será considerado falta grave y podrá dar mérito 
a la destitución o al cierre del establecimiento si fuere privado. 


Artículo 23.- La Comisión Nacional de Lucha contra las Toxicomanías llevará un 
registro en el que figurarán todos los casos de toxicomanía con especificación de las 
drogas utilizadas y de las circunstancias en que se consumieren sin que figure en 
ningún paso el nombre de los drogadictos. 
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Las autoridades policiales y judiciales así como los médicos, deberán remitir a la 
Comisión Nacional de Lucha contra las Toxicomanías los antecedentes de los casos 
en que intervinieran, 

El Registro de Toxicomanía será de carácter secreto. 


CAPITULO Ill 


Artículo 24 - Serán cometidos del Ministerio del Interior: 

A) La prevención control y represión de todas aquellas acciones que constituyan una 
importación, exportación, producción, fabricación. tráfico comercialización o uso 
ilegal de las sustancias reguladas por la presente ley. 

B) La colaboración en el plano internacional para asegurar la eficacia de una acción 
solidaria en el lucha contra la delincuencia vinculada a la toxicomanía. 

Artículo 25.- Créase la Comisión Honoraria y la Dirección General de Represión del 

Tráfico Ilícito de Drogas que dependerán del Ministerio del Interior. 


.- La Comisión Honoraria de Represión del Tráfico llícito de Drogas 
estará integrada por tres miembros designados por el Poder Ejecutivo. Dos de ellos, 
por lo menos, deberán ser profesionales universitarios de notoria versación en la 
materia y, el tercero una persona designada por el Ministerio del Interior a propuesta 
de la Comisión Nacional de Lucha contra las Toxicomanías. 


Artículo 27.- La Comisión Honoraria tendrá como cometidos: 
A) Establecer las normas generales a las cuales deberá ajustarse la actividad de la 
Dirección General. 


B) Proyectar las disposiciones que considere necesarias para asegurar la eficiencia 
de la actuación del Estado en la prevención y represión del tráfico ilícito de 
drogas. 


C) Asesorar a la Dirección General en, todos los asuntos que ésta estime oportuno 
someterle a estudio. 


D) Evaluar semestralmente conjuntamente con la Dirección General, los programas y 
acciones que se cumplan. 


E) Coordinar la acción con la Comisión Nacional de Lucha contra las Toxicomanías. 


1 .- El Director General será designado por el Poder Ejecutivo, a propuesta 
fundada del Ministerio del Interior. 


Deberá ser ratificado en su cargo cada dos años previa consulta a la Comisión 
Honoraria. 


Percibirá idéntica remuneración que el Director General de Institutos Penales. 


El Ministerio del Interior tomará las providencias necesarias para la instalación y 
equipamiento de los servicios que se crean, en un plazo no superior a los sesenta días 
a partir de la publicación de la presente ley. 


Artículo 29 - Será competencia de la Dirección General de Represión del Tráfico 
llícito de Drogas: 


A) La formación de una Brigada Nacional Antidrogas. 
B) La selección y entrenamiento de su personal. 
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C) La formación de un Registro en que figuren todos aquellos delincuentes cuya 
actividad ¡lícita a nivel nacional o internacional se relacione con la materia de esta 
ley. 


D) La organización de un laboratorio destinado al análisis de las sustancias 
sospechosas. 


E) La supervisión del control aduanero que deberá efectuarse por personal 
especializado. 


F) La preparación del personal afectado al contralor aduanero. 


G) La colaboración intemacional en la lucha contra el uso indebido de sustancias 
estupefacientes o sicotrópicas. 


H) La producción de todos aquellos informes que correspondan conforme a las 
Convenciones suscritas por la República 


CAPITULO IV 


Artículo 30.- El que, sin autorización legal, produjere de cualquier manera las 
materias primas o las sustancias, según los casos, capaces de producir dependencia 
psíquica o fisica, contenidas en las listas a que refiere el artículo 1”, precursores 
químicos y otros productos químicos, contenidos en las Tablas 1 y 2 de la presente 
ley, así como los que determine el Poder Ejecutivo según la facultad contenida en el 
artículo 15 de la presente ley, será castigado con pena de veinte meses de prisión a 
diez años de penitenciaria. 


Quedará exento de responsabilidad el que produjere marihuana mediante la 
plantación, el cultivo y la cosecha de plantas de cannabis de efecto psicoactivo en los 
términos de lo dispuesto en el artículo 3” de la presente ley. El destino a que refiere el 
literal E) del artículo 3” será valorado, en su caso, por el Juez competente y con 
arreglo a las reglas de la sana crítica, en caso que se superaren las cantidades allí 
referidas. 


Fuente: Ley N” 19,172, de 20 de diciembre de 2013, 
artículo 6”. 


Artículo 31.- El que sin autorización legal, importare, exportare, introdujere en 
tránsito, distribuyere, transportare, tuviere en su poder no para su consumo, fuere 
depositario, almacenare, poseyere, ofreciere en venta o negociare de cualquier modo, 
alguna de las materias primas, sustancias, precursores químicos y otros productos 
químicos mencionados en el artículo anterior y de acuerdo con lo dispuesto en este, 
será castigado con la misma pena prevista en dicho artículo. 


Quedará exento de responsabilidad el que transportare, tuviere en su poder, fuere 
depositario, almacenare o poseyere una cantidad destinada a su consumo personal, lo 
que será valorado por el Juez conforme a las reglas de la sana crítica. Sin perjuicio de 
ello, se entenderá como cantidad destinada al consumo personal hasta 40 gramos de 
marihuana. 


Asimismo, tampoco se verá alcanzado por lo dispuesto en el primer inciso del 
presente artículo el que en su hogar tuviere en su poder, fuere depositario, almacenare 
o poseyere la cosecha de hasta seis plantas de cannabis de efecto psicoactivo 
obtenidas de acuerdo con lo dispuesto en el literal E) del artículo 3* de la presente ley, 
O se tratare de la cosecha correspondiente a los integrantes de un club de membresía 
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conforme con lo previsto por el literal F) del artículo 3? de la presente ley y la 
reglamentación respectiva. 


Fuente: Ley N* 19,172, de 20 de diciembre de 2013, 
articulo 7”, 


Artículo 32.- El que organizare o financiare alguna de las actividades delictivas 
descritas en la presente ley, aun cuando éstas no se cumplieran en el territorio 
nacional, será castigado con pena de veinte meses de prisión a dieciocho años de 
penitenciaria. 


Fuente: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, 
artículo 3*. 


Artículo 33.- El que, desde el territorio nacional, realizare actos tendientes a la 
introducción ilegal a países extranjeros de las sustancias mencionadas en la presente 
ley, será castigado con pena de veinte meses de prisión a ocho años de penitenciaria. 


Fuonto: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, 
artículo 3%, 


.- El que sin autorización legal, a título oneroso o gratuito, suministrare, 
aplicare o entregare las sustancias mencionadas en la presente ley, o promoviere, 
indujere o facilitare su consumo, será castigado con pena de veinte meses de prisión a 
ocho años de penitenciaria, 


Fuente: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, 
articulo 3*. 


Artículo 35.- El que violare las disposiciones de la presente ley en materia de 
importación, exportación, producción, elaboración, comercialización o suministro de las 
sustancias y preparados contenidos en las Listas lll de la Convención Unica de Nueva 
York de 1961, así como las comprendidas en las Listas ll, lil y IV del Convenio de 
Viena, será castigado con pena de doce meses de prisión a cuatro años de 
penitenciaria. 


Fuente: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, 
articulo 3?. 


.- Cuando las actividades delictivas descritas en los artículos 30 a 34 
tengan por objeto material todas aquellas formas de cocaina en su estado de base 
libre o fumable, incluida la pasta base de cocaína, la pena a aplicar tendrá un mínimo 
de tres años de penitenciaria. 


Cuando las actividades delictivas descritas en el articulo 35 tengan por objeto 
material todas aquellas formas de cocaina en su estado de base libre o fumable, 
incluida la pasta base de cocaína, la pena a aplicar tendrá un minimo de dos años de 
penitenciaria. 


En las hipótesis previstas en los incisos anteriores, el Juez de la causa, previa vista 
fiscal, podrá disponer excepcionalmente la aplicación de las medidas sustitutivas 
previstas por la Ley N* 17.726, de 26 de diciembre de 2003, siempre y cuando se 
cumplan, en forma acumulativa, las siguientes condiciones: 


A) Que el imputado no tenga antecedentes penales por haber cometido delitos a título 
de dolo. 


545-C.S. 


546-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


B) Que a criterio del Juez la sustancia incautada represente desde el punto de vista 
cuantitativo, una cantidad menor. 


C) Que el imputado no le haya vendido dicha sustancia a menores de edad. 

Al dictar la sentencia de condena, previa realización de las evaluaciones 
correspondientes, tomando en cuenta el proceso de rehabilitación del imputado, el 
Juez de la causa podrá disponer la continuación de las medidas mencionadas en el 
inciso anterior, hasta el cumplimiento de la pena, cometiéndose al Ministerio de 
Desarrollo Social, al Patronato Nacional de Encarcelados y Liberados y a la Oficina de 
Supervisión de Libertad Asistida, el seguimiento del imputado y su familia. 


Fuente: Ley N” 19.007, de 16 de noviembre de 2012, 
artículo 42. 


Artículo 36.- Se aplicará pena de cuatro a quince años de penitenciaria, en los 
casos siguientes: 


1%) Cuando la entrega, la venta, la facilitación o el suministro de las sustancias a que 
se refiere el artículo 1? se efectuaren a una persona menor de veintiún años o 
privada de discernimiento o voluntad 


2%) Si a consecuencia del delito, el menor de edad o la persona privada de 
discernimiento o voluntad sufrieron una grave enfermedad, 


Si sobreviniere la muerte, se aplicará pena de cinco a veinte años de 
penitenciaria. 
3%) Cuando la sustancia fuese suministrada o aplicada sin consentimiento de la 
víctima. 


4%) Cuando el delito se cometiere mediante ejercicio abusivo o fraudulento de una 
profesión sanitaria, o de cualquier otra profesión sujeta a autorización o vigilancia 
en razón de salud pública, 


5%) Cuando el delito se cometiere en las inmediaciones o en el interior de un 
establecimiento de enseñanza o sanitaria de hospitales, cárceles, sedes de 
asociaciones deportivas, culturales o sociales o de un recinto o lugar donde se 
realicen espectáculos o reuniones de carácter público, cualquiera sea su finalidad. 


Artículo 37.- El delito tentado se castigará con la misma pena que corresponda al 
delito consumado. 


El acto preparatorio será castigado con la tercera parte de la pena que 
correspondería por el delito consumado, pero el Juez podrá elevarla hasta la mitad, 
tomando en cuenta la gravedad del hecho cometido y la personalidad del agente. 


Artículo 38.- Si el infractor ejerciera una profesión o arte que haya servido de medio 
para cometer el delito o lo haya facilitado será condenado también a la pena de 
inhabilitación especial por un término que estará comprendido entre el de la condena 
principal y diez años. 


Artículo 39 - Inmediatamente después de procesado, el autor de un delito cometido 
bajo la acción de las sustancias reguladas por esta ley será sometido al 
correspondiente tratamiento bajo control de la Comisión Nacional de Lucha contra las 
Toxicomanías. 
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Si fuese declarado inimputable, el Juez, al dictar sentencia, impondrá medidas de 
seguridad curativas que se cumplirán en un establecimiento público o privado o en 
forma ambulatoria, pero siempre bajo el control de la Comisión Nacional de Lucha 
contra las toxicomanías, la que deberá ser oída a los efectos de régimen del cese de 
las medidas. 


Si el autor fuese imputable, terminado el internamiento hospitalario, cumplirá la 
Prisión preventiva, o la pena, en su caso, en los establecimientos penales. 


Queda facultado el Juez para descontar, al aplicar la pena, el tiempo de internación 
hospitalaria. 


Artículo 40.- El que fuere sorprendido consumiendo sustancias estupefacientes o 
usando indebidamente sicofármacos o en circunstancias que hagan presumir que 
acaba de hacerlo portando estupefacientes para su uso personal, deberá ser puesto a 
disposición del Juzgado Letrado de Instrucción de Turno, a fin de que éste ordene un 
examen del detenido por el médico de la Comisión Nacional de Lucha contra las 
Toxicomanías y por el médico forense, quienes deberán producir su informe dentro de 
las veinticuatro horas. Si del examen resultare tratarse de un drogadicto, el Juez 
impondrá el tratamiento en un establecimiento público o privado o en forma 
ambulatoria pero siempre sujeto a los controles médicos que establezca la referida 
Comisión Nacional. 


El cumplimiento de esta medida, así como su cese, quedará sometido al sistema de 
garantías establecido en la Ley 9.581, de 8 de agosto de 1936. 


- La Comisión Nacional de Lucha contra las Toxicomaníias procurará que 
en todas las situaciones de iza se conjuguen las necesidades de una labor terapia 
cientificamente encarada con la producción manual, intelectual, o artística de 
elementos susceptibles de procurar ingresos monetarios, de los cuales un tercio se 
verterá a beneficio del servicio asistencial, un tercio para gastos personales del 
enfermo y un tercio será entregado a la familia a su cargo o, si no la tuviera, 
depositado en una cuenta personal que se abrirá especialmente a esos efectos. 


.- Serán igualmente confiscados (Artículo 105, apartado a) del Código 
Penal) los bienes de cualquier naturaleza que la gente haya adquirido con dinero 
proveniente de las acciones descritas por los artículos 30 a 37 de la presente ley, 
siempre que no hayan sido legalmente enajenados a terceros de buena fe y sin 
perjuicio de los gravámenes legítimos que pudieran afectarles. 


Artículo 43 - Cuando los autores, coautores, cómplices o encubridores de alguno de 
los delitos previstos en esta ley fueren extranjeros, serán expulsados del territorio 
nacional, una vez cumplida la pena correspondiente. 

Todo, sin perjuicio de su extradición, cuando procediere. 

Artículo 44.- Derógase el artículo 223 del Código Penal. 

CAPITULO V 

Artículo 45.- Los médicos veterinarios y odontólogos que incurran en infracción de 

alguna de las disposiciones de la presente ley o de su reglamentación, siempre que ni 


constituya delito, serán suspendidos en el ejercicio profesional por el Ministerio de 
Salud Pública por diez días la primera vez, veinte días la segunda y treinta días la 
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tercera, pudiéndose llegar al retiro definitivo del título habilitante para ejercer la 
profesión en el territorio nacional, a partir de la cuarta infracción. 


CAPITULO VI 


Artículo 46.- El internamiento voluntario y el que se realiza a solicitud de parientes, y 
aun el compulsivo, previsto en el artículo 40, quedarán sometidos a los requisitos y 
garantías que establece la ley 9.581, de 8 de agosto de 1936. 


CAPITULO Vil 


Artículo 47 - Considérase peligroso para la salud síquica la difusión de términos que 
sirvan para designar directa o indirectamente a las drogas especificadas en el 
artículo 1? de la presente ley. 


.- Los funcionarios dependientes de la Dirección General de Represión 
del Tráfico ilícito de Drogas y los de la Inspección General de Farmacias, podrán 
penetrar en cualquier momento en los locales abiertos al público, en casas de 
comercio, café, bares, casas de huéspedes u otras análogas y ambientes comunes de 
pensiones y hoteles, a fin de comprobar si existen, ilegítimamente, sustancias 
reguladas por la presente ley. 


.- Queda prohibida la difusión, por cualquier medio, de los nombres, 
retratos u ocupaciones que sirvan para identificar a los drogadictos. 


La violación de esta disposición podrá dar lugar a la clausura del medio de difusión 
hasta por treinta días. Dicha medida la podrá imponer el Poder Ejecutivo. 


.- Toda autoridad pública que proceda a incautar sustancias 
estupefacientes o psicotrópicas y preparados que hayan constituido el objeto material 
de alguno de los delitos previstos en la presente ley deberá, sin perjuicio del 
cumplimiento de las funciones propias de su competencia y cometidos: 


A) Levantar un acta con la comparecencia de dos testigos y en la que deberá 
consignarse: 


1) Fecha, lugar y circunstancias en que se produjo la incautación. 


2) Nombre completo, cargos y dependencias de los funcionarios actuantes; 
nombre completo, nacionalidad, sexo, edad y número de documento de 
identidad y del pasaporte de los detenidos. 


3) Una descripción de las sustancias incautadas con indicación de la cantidad, 
peso, tipo de envase que las contiene y de cualquier otra especificación que 
sirva para su adecuada individualización. 


B) Introducir las sustancias incautadas en un nuevo envase que se precintará y 
enviará inmediatamente al Instituto Técnico Forense conjuntamente con una copia 
autenticada del acta referida en el literal precedente, para la pericia técnica y su 
posterior remisión al Juzgado competente. 


C) Remitir a la Justicia competente el acta prevista en el literal A) dentro de las 
veinticuatro horas de ocurrido el hecho. 
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D) Dejar debida constancia de todas las actuaciones en que haya tomado 
intervención, así como del recibo detallado y fiel del envío de las sustancias 
remitidas al Instituto Técnico Forense, 


El Juzgado actuante en cuanto determine que las sustancias incautadas no son 
necesarias para el esclarecimiento del delito, así lo hará saber a la Comisión Nacional 
de Lucha contra las Toxicomanías, a los efectos que ésta disponga, según el caso, su 
destino si tuvieren uso terapéutico o de investigación científica; o, disponer en vez, su 
destrucción. De disponerse la destrucción de tales sustancias, la misma se efectuará 
en la sede del Instituto Técnico Forense en presencia de un funcionario de la citada 
Comisión y de un escribano público del Ministerio de Salud Pública, debiéndose labrar 
el acta correspondiente. 


Fuente: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, 
articulo 4”, 


CAPITULO Viil 


.- El Poder Ejecutivo deberá proceder a la reglamentación de la presente 
ley dentro de los sesenta días de su promulgación. 


Dispondrá del mismo término para poner en funcionamiento los organismos que por 
ella se crean. 


Artículo 52.- La presente ley entrará en vigor a los sesenta días de su publicación. 


Artículo 53.- Quedan derogadas las disposiciones que se opongan a esta ley y 
especialmente la ley 9.692, de 11 de setiembre de 1937. 


CAPITULO IX 


Artículo 54.- El que convierta o transfiera bienes, productos o instrumentos que 
procedan de cualquiera de los delitos tipificados por la presente ley o delitos conexos, 
será castigado con pena de veinte meses de prisión a diez años de penitenciaria. 


Fuente: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, 
artículo S*. 


Artículo 55.- El que adquiera, posea, utilice, tenga en su poder o realice cualquier 
tipo de transacción sobre bienes, productos o instrumentos que procedan de 
cualquiera de los delitos tipificados por la presente ley o de delitos conexos, o que 
sean el producto de tales delitos, será castigado con una pena de veinte meses de 
prisión a diez años de penitenciaría. 


Fuente: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, 
artículo S*. 


Artículo 56 - El que oculte, suprima, altere los indicios o impida la determinación real 
de la naturaleza, el origen, la ubicación, el destino, el movimiento o la propiedad reales 
de tales bienes, o productos u otros derechos relativos a los mismos que procedan de 
cualquiera de los delitos tipificados por la presente ley o delitos conexos, será 
castigado con una pena de doce meses de prisión a seis años de penitenciaria 


Fuente: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, 
articulo S*. 
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Artículo 57.- El que asista al o a los agentes de la actividad delictiva en los delitos 
previstos en la presente ley o delitos conexos, ya sea para asegurar el beneficio o el 
resultado de tal actividad, para obstaculizar las acciones de la Justicia o para eludir las 
consecuencias jurídicas de sus acciones, o le prestare cualquier ayuda, asistencia o 
asesoramiento, será castigado con una pena de doce meses de prisión a seis años de 
penitenciaria. 


Fuente Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, 
artículo S*. 


.- La finalidad de obtener un provecho o lucro para sí o para un tercero, 
de los delitos previstos en los artículos 55 y 57 de la presente ley, será considerada 
una circunstancia agravante y en tal caso, la pena podrá ser elevada en un tercio. 


Fuente: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, 
artículo S*. 


Artículo 59 - Cuando la comisión de cualquiera de los delitos previstos por la 
presente ley se hubiere consumado mediante la participación en el o en los delitos de 
una asociación o de un grupo delictivo organizado o mediante el recurso a la violencia 
o el empleo de armas o con utilización de menores de edad o incapaces, la pena será 
aumentada hasta la mitad. 


Fuente: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, 
articulo S*. 


.- Son circunstancias agravantes especiales de los delitos previstos en la 
presente ley: 


1) Que alguna de la o las víctimas de los delitos tipificados en la presente ley fuere 
menor de dieciocho años, fuere incapaz o estuviere privada de discernimiento o 
voluntad. 


2) Cuando la sustancia fuere suministrada o aplicada sin el consentimiento de la 
víctima. 


3) Cuando el delito se cometiere mediante el ejercicio abusivo, fraudulento o ilegal de 
una profesión sanitaria. 


4) Cuando el delito se cometiere en el interior o a la entrada de un establecimiento de 
enseñanza o sanitario, o de hospitales, cárceles, sedes e instalaciones de 
instituciones deportivas, culturales o sociales o de un recinto o lugar donde se 
realicen espectáculos o reuniones de carácter público cualquiera sea su finalidad. 


5) Cuando del hecho resultaren lesiones o la muerte de la víctima. 


Fuente: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, 
articulo 5”, 


Artículo 61.- El dolo, en cualquiera de los delitos previstos en la presente ley, se 
inferirá de las circunstancias del caso de acuerdo con los principios generales. 
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El Juez interviniente deberá fundamentar la convicción moral que se ha formado al 
respecto, tanto en el auto de procesamiento como en el que no lo decrete, así como 
en la sentencia sea ésta o no condenatoria, 


Fuente: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, 
articulo S”. 


CAPITULO X 
Artículo 62. (Medidas cautelares).- 


62.1. (Universalidad de la aplicación). El tribunal penal competente adoptará por 
resolución fundada, de oficio o a solicitud de parte, en cualquier estado de la causa e 
incluso en el presumario, las medidas cautelares necesarias para asegurar la 
disponibilidad de los bienes sujetos a eventual decomiso como consecuencia de la 
comisión de cualquiera de los delitos previstos en la presente ley o delitos conexos 
con éstos. 


En el caso de que las medidas cautelares sean adoptadas durante la etapa 
presumarial, éstas caducarán de pleno derecho si, en un plazo de dos años contados 
desde que las mismas se hicieron efectivas, el Ministerio Público no solicita el 
enjuiciamiento. 


62.2. (Procedencia). Las medidas cautelares se adoptarán cuando el tribunal penal 
competente estime que son indispensables para la protección del derecho del Estado 
de disponer de estos bienes una vez decomisados y siempre que exista peligro de 
lesión o frustración del mismo por la demora del proceso. 


En ningún caso se exigirá contracautela pero el Estado responderá por los daños y 
perjuicios causados por las medidas cautelares adoptadas, si los bienes afectados no 
son finalmente decomisados. 

La Junta Nacional de Drogas podrá requerir al Ministerio Público que solicite la 
adopción de medidas cautelares sobre los bienes y productos del delito que le 
pudieran ser adjudicados por sentencia. 

62.3. (Facultades del tribunal). El tribunal penal competente podrá: 


a) apreciar la necesidad de la medida, pudiendo disponer otra si la entiende más 
eficiente; 


b) establecer su alcance y término de duración; y 


c) disponer la modificación, sustitución o cese de la medida cautelar adoptada. 


62.4. (Recursos). Las medidas se adoptarán en forma reservada y ningún incidente o 
petición podrá detener su cumplimiento. 


Si el afectado no hubiese tomado conocimiento de las medidas adoptadas en forma 
completa y concreta con motivo de su ejecución, se le notificarán una vez cumplidas. 


La providencia que admita, deniegue o modifique una medida cautelar será recurrible 
mediante recursos de reposición y apelación, pero la interposición de los mismos no 
suspenderá su ejecución. 
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62.5. (Medidas específicas). El tribunal penal competente podrá disponer las 
medidas que estime indispensables, entre otras, la prohibición de innovar, la anotación 
preventiva de la litis, los embargos y secuestros, la designación de veedor o auditor, la 
de interventor o cualquier otra que sea idónea para el cumplimiento de la finalidad 
cautelar. 


La resolución que disponga una intervención fijará su plazo y las facultades del 
interventor debiéndose procurar, en lo posible, la continuidad de la explotación 
intervenida. El tribunal fijará la retribución del interventor la cual, si fuere mensual, no 
podrá exceder de la que percibiere en su caso un gerente con funciones de 
administrador en la empresa intervenida, la que se abonará por el patrimonio 
intervenido y se imputará a la que se fije como honorario final. 


62.6. (Medidas provisionales). El tribunal penal competente podrá adoptar, como 
medida provisional o anticipada, el remate de los bienes que se hubieran embargado 
o, en general, se encontraren sometidos a cualquier medida cautelar, que corran 
riesgo de perecer, deteriorarse, depreciarse o desvalorizarse o cuya conservación 
irrogue perjuicios o gastos desproporcionados a su valor. 


En estos casos, el tribunal penal competente podrá disponer su remate y depositar el 
producto en unidades indexadas u otra unidad de medida que permita asegurar la 
preservación del valor, a la orden del tribunal y bajo el rubro de autos. 


62.7. La autoridad judicial competente para conocer en los delitos previstos en el 
presente Decreto-Ley, podrá autorizar mientras se sustancia el procedimiento, el uso 
de los bienes, productos e instrumentos que hayan sido incautados en favor de las 
instituciones que puedan ser beneficiarias del Fondo de Bienes Decomisado-Decreto 
N* 339/2010, de 18 de noviembre de 2010. 


Previamente se le deberá dar vista a la Junta Nacional de Drogas como destinatarios 
finales de los mismos en caso de decomiso, 


La concesión del uso debe recaer en bienes que, por su naturaleza, sea conveniente 
mantenerlos en funcionamiento, corran riesgo de perecer, deteriorarse, depreciarse o 
desvalorizarse o cuya conservación irrogue perjuicios o gastos desproporcionados a 
su valor. 


Fuente: Ley N* 18.494, de 05 de junio de 2009, articulo 2”; 
Ley N* 17 016 de 22 de octubre de 1998, artículo 5% e 
inciso 7%) Ley N* 19.149 de, 24 de octubre de 2013, articulo 48. 


Artículo 63. (Decomiso).- 


63.1. (Concepto). El decomiso es la privación con carácter definitivo de algún bien, 
producto o instrumento, por decisión del tribunal penal competente a solicitud del 
Ministerio Público, como consecuencia juridica accesoria de la actividad ilícita. La 
providencia ejecutoriada que lo disponga constituirá título de traslación del dominio y 
se inscribirá en los Registros Públicos correspondientes. 


63.2. (Ámbito objetivo). En la sentencia definitiva de condena por alguno de los 
delitos previstos en la presente ley o delitos conexos, el tribunal penal competente 
dispondrá, a solicitud del Ministerio Público, el decomiso de: 


a) los estupefacientes y sustancias psicotrópicas prohibidas que fueran 
incautadas en el proceso; 
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b) los bienes o instrumentos utilizados para cometer el delito o la actividad 
preparatoria punible; 


c) los bienes y productos que procedan del delito; 


d) los bienes y productos que procedan de la aplicación de los provenientes del 
delito, comprendiendo: los bienes y productos en los que se hayan 
transformado o convertido los provenientes del delito y los bienes y productos 
con los que se hayan mezclado los provenientes del delito hasta llegar al valor 
estimado de éstos; 


los ingresos u otros beneficios derivados de los bienes y productos 
provenientes del delito. 


e 


e 


e 


63.3. (Decomiso por equivalente). Cuando tales bienes, productos e instrumentos no 
pudieran ser decomisados, el tribunal penal competente dispondrá el decomiso de 
cualquier otro bien del condenado por un valor equivalente o, de no ser ello posible, 
dispondrá que aquél pague una multa de idéntico valor. 


63.4. (Decomiso de pleno derecho). Sin perjuicio de lo expresado, el tribunal penal 
competente, en cualquier etapa del proceso en la que el indagado o imputado no fuera 
habido, librará la orden de prisión respectiva y transcurridos seis meses sin que haya 
variado la situación, caducará todo derecho que el mismo pueda tener sobre los 
bienes, productos o instrumentos que se hubiesen cautelarmente incautado, operando 
el decomiso de pleno derecho. 


En los casos en que el tribunal penal competente hubiera dispuesto la inmovilización 
de activos al amparo de lo dictado por el artículo 6* de la Ley N* 17.835, de 23 de 
setiembre de 2004, si sus titulares no ofrecieran prueba de que los mismos tienen un 
origen diverso a los delitos previstos en la presente ley o delitos conexos en un plazo 
de seis meses, caducará todo derecho que pudieran tener sobre los fondos 
inmovilizados, operando el decomiso de pleno derecho. 


En los casos en que el tribunal penal competente hubiera dispuesto la incautación de 
fondos o valores no declarados, al amparo de lo edictado por el artículo 19 de la Ley 
N* 17.835, de 23 de setiembre de 2004, si sus titulares no ofrecieran prueba que los 
mismos tienen un origen diverso a los delitos previstos en la presente ley o delitos 
conexos en un plazo de seis meses, caducará todo derecho que pudieran tener sobre 
los fondos inmovilizados, operando el decomiso de pleno derecho. 


En los casos en que se produjere el hallazgo de bienes o productos provenientes de 
delitos tipificados en la presente ley o delitos conexos, si en el plazo de seis meses no 
compareciere ningún interesado, operará el decomiso de pleno derecho. 


63.5. (Ámbito subjetivo). El decomiso puede alcanzar los bienes enumerados en los 
incisos anteriores de los que el condenado por alguno de los delitos previstos en la 
presente ley o delitos conexos sea el beneficiario final y respecto de cuya ¡legítima 
procedencia no haya aportado una justificación capaz de contradecir los indicios 
recogidos en la acusación, siempre que el valor de los mencionados bienes sea 
desproporcionado respecto de la actividad lícita que desarrolle y haya declarado. 
Podrán ser objeto de decomiso el dinero, los bienes y los demás efectos adquiridos en 
un momento anterior a aquél en que se ha desarrollado la actividad delictiva del reo, 
siempre que el tribunal penal competente disponga de elementos de hecho aptos para 
justificar una conexión razonable con la misma actividad delictiva. 
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A los fines del decomiso se considerará al condenado por los delitos previstos en la 
presente ley o conexos con éstos, beneficiario final de los bienes, aun cuando figuren 
a nombre de terceros o de cualquier otro modo posea, a través de persona física o 
jurídica intermedia. 


La determinación y el alcance objetivo y subjetivo del decomiso serán resueltos por 
el tribunal penal competente. 


63.6. En los casos de fallecimiento del procesado, los bienes que hayan sido 
incautados serán decomisados cuando se pudiera comprobar la ilicitud de su origen o 
del hecho material al que estuvieran vinculados, sin necesidad de condena penal. 


Fuente: Ley N” 18,494, de S de junio de 2009, articulo 2”; 
Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, artículo 5* e 
Inciso 6%) Loy N* 19.149, de 24 de octubre de 2013 articulo 47, 


.- Lo dispuesto en los artículos 62 y 63 regirá sin perjuicio de los derechos 
de los terceros de buena fe. 


Fuente: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, 
artículo $”. 


Artículo 65.- Todos los que alegaren tener un interés legítimo sobre los bienes, 
productos o instrumentos, podrán comparecer ante el Juez de la causa, el que los 
escuchará en audiencia de conformidad con los principios del debido proceso legal, 
con noticia de la defensa en su caso, y del Ministerio Público, los que podrán 
comparecer en ese acto. 


Fuente: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, 
artículo 5”, 


Artículo 66.- El Juez deberá disponer la devolución al tercerista, de los bienes, 
productos o instrumentos correspondientes, cuando, a su juicio, resulte acreditada su 
buena fe. 


Fuente: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, 
articulo S*. 


Artículo 67.- Toda vez que se confisquen bienes, productos o instrumentos, 
conforme con lo dispuesto en la presente ley, que no deban ser destruidos ni resulten 
perjudiciales para la población, el Juez de la causa los pondrá a disposición de la 
Junta Nacional de Drogas, que tendrá la titularidad y disponibilidad de los mismos. 
Dicho organismo determinará el destino, pudiendo optar según las características de 
los bienes, productos o instrumentos por lo que sea más conveniente y oportuno al 
caso concreto: 


A) Retenerlos para uso oficial en los programas y proyectos a cargo de la misma. 


B) Transferir los mismos o el producido de su enajenación, a cualquier entidad pública 
que haya participado directa o indirectamente en su incautación o en la 
coordinación de programas de prevención o represión en materia de drogas y de 
prevención de lavado de activos. 
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C) Transferir esos bienes, productos o instrumentos, o el producto de su venta, a 
cualquier entidad pública o privada dedicada a la prevención del uso indebido de 
drogas, el tratamiento, la rehabilitación y la reinserción social de los afectados por 
el consumo. 


La Secretaría Nacional de Drogas solicitará al Ministerio de Economía y Finanzas 
el refuerzo de los créditos presupuestales asignados, en función de las recaudaciones 
reales producidas por estos conceptos. Los refuerzos solicitados podrán tener destino 
tanto para gastos de funcionamiento como de inversión. 


Fuente: derogado por Ley N* 18 719 de 27 de diciembre de 2010, artículo 95 e 
reincorporado por Ley N” 18.588, de 18 de setiembre de 20089, artículo 1? y Literal B) 
Ley N* 18.494, de 05 de junio de 2008, artículo 14. 


CAPITULO XI 


Artículo 68.- El Poder Ejecutivo creará un registro en el que obligatoriamente 
deberán inscribirse quienes produzcan, fabriquen, preparen, importen, exporten, 
distribuyan, usen, tengan en su poder, sean depositarios, almacenen, ofrezcan en 
venta o negocien de cualquier modo precursores químicos y otros productos químicos 
incluidos en las Tablas 1 y 2. 


Sólo podrán efectuar las operaciones y actividades previstas en el inciso 
precedente con precursores químicos y otros productos químicos incluidos en las 
Tablas a que refiere dicho inciso precedente, quienes hayan obtenido la 
correspondiente autorización del Poder Ejecutivo. 


Fuente: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, 
artículo S*. 


Artículo 69.- A los efectos de la presente ley se consideran precursores químicos las 
sustancias que pueden utilizarse en la producción, fabricación y preparación de 
estupefacientes o sustancias psicotrópicas incorporables en su estructura molecular al 
producto final, resultando fundamentales para dichos procesos. 


A los efectos de la presente ley se consideran otros productos químicos las 
sustancias que, no siendo precursores químicos -teles como solventes, reactivos o 
catalizadores- pueden utilizarse en la producción, fabricación, extracción o preparación 
de estupefacientes o sustancias psicotrópicas. 


Fuente: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, 
artículo 5”. 


Artículo 70.- Las personas físicas o jurídicas que deban cumplir con la obligación 
prevista en el artículo 68 deberán llevar y conservar registros de inventario, 
producción, fabricación, adquisición y distribución de las sustancias y productos 
incluidos en las Tablas 1 y 2 del anexo en la forma que determine la reglamentación 
que dicte el Poder Ejecutivo. 


Dicha reglamentación establecerá las cantidades máximas de cada uno de los 
productos incluidos en la Tabla 2 que en cada actividad estarán exceptuados del 
régimen que se regula en la presente ley. 


Fuente: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, 
artículo 5”. 
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CAPITULO XII 


Artículo 71.- Las instituciones o empresas que realicen actividades de 
intermediación financiera comprendidas en el Decreto-Ley N* 15.322, de 17 de 
setiembre de 1982, los Bancos regulados por la Ley N* 16.131, de 12 de setiembre de 
1990, las Casas de Cambio a que refiere el artículo 56 de la Ley N* 16.696, de 30 de 
marzo de 1995, y en general las personas físicas o jurídicas sujetas a control del 
Banco Central del Uruguay deberán ajustarse a las reglamentaciones que dicten el 
Poder Ejecutivo o el mencionado Banco Central con la finalidad de prevenir la 
conversión, transferencia u ocultación de bienes, productos o instrumentos 
procedentes de cualesquiera de las actividades previstas como delitos por la presente 
ley. 


Las transgresiones de los preceptos contenidos en dichas reglamentaciones podrán 
determinar, según los casos y cuando correspondiera, la aplicación de las sanciones o 
medidas administrativas previstas en el Decreto-Ley N* 15.322, de 17 de setiembre de 
1982, con la redacción dada por la Ley N* 16.327, de 11 de noviembre de 1992. 


Lo anterior es sin perjuicio de la facultad del Juez de apreciar, cuando pudiera 
corresponder, de acuerdo con los criterios y procedimientos previstos en la presente 
ley, la eventual responsabilidad penal que pudiera caber a los directores, gerentes, 
administradores, mandatarios, síndicos o fiscales de las referidas instituciones, 
empresas o sociedades a que refiere el inciso primero. 


Fuente: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, 
artículo 5”. 


Artículo 72. - De conformidad con la reglamentación que dicte el Banco Central del 
Uruguay, las instituciones de intermediación financiera y las que no siéndolo -y en lo 
pertinente- desarrollen actividad financiera, no podrán mantener cuentas sin la debida 
identificación de sus titulares. 


Las instituciones a las que refiere el inciso precedente deberán registrar y verificar 
por medios eficaces la identidad, representación, domicilio, capacidad legal, ocupación 
u objeto social -según los casos- de las personas físicas y jurídicas que sean titulares 
de cuentas en las mismas, de conformidad con la reglamentación que dicte el Banco 
Central del Uruguay. 


Fuente: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, 
artículo 5”. 


Artículo 73.- Las instituciones a que refiere el artículo anterior deberán llevar y 
mantener, en las condiciones que establezca la reglamentación del Banco Central del 
Uruguay, registros y correspondencia comercial que permitan la reconstrucción de las 
transacciones financieras que superen el monto que establezca dicha reglamentación 
y una base de datos que permita acceder rápidamente a la información sobre 
operaciones financieras. 


Fuente: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, 
artículo 5”. 


Artículo 74.- El Poder Ejecutivo, con el asesoramiento del Banco Central del 
Uruguay, coordinará programas de capacitación del personal que corresponda, 
relacionados con las actividades a que refiere la presente ley en el Capítulo XI! y, en lo 
que refiere a las materias de que se ocupa el Capítulo XIIl, coordinará programas de 
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capacitación en materia de cooperación jurídica internacional con el asesoramiento de 
la Dirección de Cooperación Jurídica Internacional y de Justicia del Ministerio de 
Educación y Cultura, 


Fuente: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, 
artículo 5”. 


CAPITULO XIII 


.- Las solicitudes de cooperación jurídica penal internacional 
provenientes de autoridades extranjeras competentes de acuerdo a la ley del Estado 
requirente para la investigación o enjuiciamiento de los delitos previstos en la presente 
ley o de delitos conexos, que refieran al auxilio jurídico de mero trámite, probatorio, 
cautelar o de inmovilización, confiscación, decomiso o transferencia de bienes, se 
recibirán y darán curso por la Dirección de Cooperación Jurídica Internacional y de 
Justicia del Ministerio de Educación y Cultura. Dicha Dirección, de conformidad con los 
respectivos Tratados Internacionales vigentes y normas de fuente nacional en la 
materia, remitirá directamente y sin demoras las respectivas solicitudes de 
cooperación penal internacional a las autoridades jurisdiccionales o administrativas 
con función jurisdiccional nacionales competentes, según los casos, para su 
diligenciamiento, de acuerdo al ordenamiento jurídico de la República. 


Fuente: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, 
artículo S*, 


Artículo 76.- Las solicitudes de cooperación jurídica penal internacional y 
documentación anexa recibidas por la citada Dirección vía diplomática, consular o 
directamente, quedarán eximidas del requisito de legalización y deberán ser 
acompañadas, en su caso, de la respectiva traducción al idioma español. 


Fuente: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, 
artículo 5”. 


Artículo 77.- 


1. Los Tribunales nacionales competentes para la prestación de la cooperación penal 
internacional solicitada, la diligenciarán de oficio con intervención del Ministerio 
Público de acuerdo a las leyes de la República y verificarán: a) que la solicitud sea 
presentada debidamente fundada, b) que la misma identifique la autoridad 
extranjera competente requirente proporcionando nombre y dirección de la misma, 
y c) que, cuando corresponda, sea acompañada de traducción al idioma español de 
acuerdo a la legislación nacional en la materia. 


mM 


. En los casos de cooperación penal internacional, la misma se prestará por los 
Tribunales nacionales, debiéndose examinar por el Juez, si la conducta que motiva 
la investigación, enjuiciamiento o procedimiento, en el Estado requirente, constituye 
o no delito, conforme al Derecho nacional. 


3.En los casos de solicitudes de cooperación penal relativas a registros, 
levantamiento del secreto bancario, embargo, secuestro y entrega de cualquier 
objeto, comprendidos, entre otros, documentos, antecedentes o efectos, el Tribunal 
nacional actuante diligenciará la solicitud si determinara que la misma contiene toda 
la información que justifique la medida solicitada. Dicha medida se someterá a la ley 
procesal y sustantiva de la República. 
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4. Las solicitudes de cooperación penal internacional podrán ser rechazadas por los 
Tribunales nacionales encargados de su diligenciamiento, cuando concluyan que 
las mismas afectan en forma grave, concreta y manifiesta el orden público, así 
como la seguridad u otros intereses esenciales de la República. 


Fuente: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, 
antículo S*. 


Artículo 78.- Las autoridades o particulares pertenecientes a los Estados requirentes 
de cooperación no podrán llevar a cabo en el territorio de la República actuaciones 
que, conforme a la legislación nacional, sean de competencia de las autoridades del 
país. 


Fuente: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, 
articulo 5”. 


Artículo 79.- Cuando los datos necesarios para el cumplimiento de la solicitud de 
cooperación penal internacional sean insuficientes o confusos, el Tribunal actuante 
podrá requerir la ampliación o aclaración de los mismos a la autoridad extranjera 
requirente vía Dirección de Cooperación Jurídica Internacional y de Justicia, la que 
trasmitirá de forma urgente la solicitud de ampliación o aclaración. En los casos en que 
la solicitud de cooperación penal internacional no se cumpla en todo o en parte, este 
hecho, así como las razones que motivaran su incumplimiento, serán comunicadas de 
inmediato por el Tribunal actuante a la autoridad extranjera requirente a través de la 
precitada Dirección del Ministerio de Educación y Cultura. 


Fuente: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, 
artículo 5”. 


Artículo 80.- La legislación interna de la República será la encargada de regular 
eventuales responsabilidades por daños que pudieran emerger de actos de sus 
autoridades en ocasión de la prestación de cooperación penal internacional requerida 
por autoridades extranjeras. 


La República Oriental del Uruguay se reserva el derecho de repetir contra los 
Estados requirentes por eventuales indemnizaciones que pudieren emanar del 
diligenciamiento de solicitud de cooperación jurídica internacional. 


El pedido de cooperación penal internacional formulado por una autoridad extranjera 
importará el conocimiento y aceptación por dicha autoridad de los principios 
enunciados en los incisos precedentes, todo lo cual se hará saber a la requirente, por 
la mencionada Dirección de Cooperación del Ministerio de Educación y Cultura, una 
vez recepcionado por esta última el respectivo pedido de cooperación. 


Fuente: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, 
artículo 5”. 
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CAPITULO XIV 


Fuente: Ley N* 17.835, de 23 de setiembre de 2004, 
artículo 22. 


Texto Derogado 


Artículo 81.- Los delitos tpificados en los artículos 54 
a 57 de la presente ley se aplicarán también cuando 
su objeto material sean los bienes, productos o 
instrumentos provenientes de delitos tipificados por 
nuestra legislación vinculados a las siguientes 


actividades: terrorismo; contrabando superior a U$S 
20.000 (veinte mil dólares de los Estados Unidos de 
América) tráfico ilícito de armas, explosivos, 
municiones o material destinado a su producción; 
tráfico ilícito de órganos, tejidos y medicamentos; tráfico 
ilícito de hombres, mujeres o niños; extorsión; secuestro; 
proxenetismo; tráfico ¡lícito de sustancias nucleares; tráfico 
¡lícito de obras de arte, animales o materiales tóxicos. 


Fuente: Ley N* 17.835, de 23 de setiembre de 2004, 
artículo 22. 


Texto Derogado 


Artículo 82.- En los casos provistos en el artículo 81 de la 
presente ley serán aplicables las disposiciones contenidas 
en los artículos 58 a 67 y 71 a 80 de la presente ley. 


Fuente: Ley N* 17,835, de 23 de setiembre de 2004, 
artículo 22. 


Texto Derogado 


Artículo 83.- Las disposiciones de la presente ley regirán aun 
cuando el hecho antecedente origen de los bienes, productos 


O mstrumentos hubiera sido cometido en el extranjero, en 
tanto el mismo también hubiera estado penado en el lugar de 
su comisión y en la República Oriental del Uruguay. 
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Ley N* 9.155, 
de 4 de diciembre de 1933 


CÓDIGO PENAL 


LIBRO | - PARTE GENERAL 
TITULO VI - DE LAS MEDIDAS DE SEGURIDAD 
CAPITULO 1! - DE SU REGIMEN 


Artículo 102. (De la vigilancia de la autoridad).- La vigilancia de la autoridad es 
una consecuencia de la liberación condicional y de la condena condicional, y apareja 
en el reo las siguientes obligaciones: 


1. La de declarar el lugar en que se propone fijar su residencia. 


2. No variar de domicilio sin conocimiento de la autoridad encargada de su 
vigilancia. 


3. Observar las reglas de inspección que aquélla le prefije. 


4. Adoptar oficio, arte, industria o profesión, si no tuviese medios propios y 
conocidos de subsistencia. 


LIBRO Il 
TITULO X - DE LOS DELITOS CONTRA LAS BUENAS COSTUMBRES Y EL 
ORDEN DE LA FAMILIA 


CAPITULO IV - DE LA VIOLENCIA CARNAL, CORRUPCION DE MENORES, 
ULTRAJE PUBLICO AL PUDOR 


Artículo 272. (Violación).- Comete violación el que compele a una persona del 
mismo o de distinto sexo, con violencias o amenazas, a sufrir la conjunción carnal, 
aunque el acto no llegara a consumarse. 


La violencia se presume cuando la conjunción carnal se efectúa: 


1. Con persona del mismo o diferente sexo, menor de quince años. No obstante, se 
admitirá prueba en contrario cuando la víctima tuviere doce años cumplidos. 


2. Con persona que, por causas congénitas o adquiridas, permanentes o 
transitorias, se halla, en el momento de la ejecución del acto, privada de 
discernimiento o voluntad. 


3. Con persona arrestada o detenida, siempre que el culpable resulte ser el 
encargado de su guarda o custodia. 
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4. Con fraude, sustituyéndose el culpable a otra persona. 


Este delito se castiga, según los casos, con penitenciaria de dos a doce años. 
FUENTE: Ley N” 18.707, de 12 de julio de 1995, 
articulo 9. 


TITULO XII - DE LOS DELITOS CONTRA LA PERSONALIDAD FISICA Y 
MORAL DEL HOMBRE 


CAPITULO | 
Artículo 310. (Homicidio).- El que, con intención de matar, diere muerte a alguna 
persona, será castigado con veinte meses de prisión a doce años de penitenciaria. 


Artículo 310 bis.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo siguiente, se 
considerará agravante especial del delito, la calidad ostensible de funcionario policial 
de la víctima, siempre que el delito fuere cometido a raíz o en ocasión del ejercicio de 
sus funciones, o en razón de su calidad de tal. En este caso, el máximo de la pena se 
elevará en un tercio respecto de la prevista en el artículo anterior. 


FUENTE: Ley N* 16.707 de 12 de julio de1995, 

artículo 17. 

Artículo 311. (Circunstancias agravantes especiales).- El hecho previsto en el 

artículo anterior será castigado con diez a veinticuatro años de penitenciaria, en los 
siguientes casos: 


1%. Cuando se cometiera en la persona del ascendiente o del descendiente legítimo 
o natural, del cónyuge, del concubino o concubina "more uxorio", del hermano legítimo 
o natural, del padre o del hijo adoptivo. 

2*. Con premeditación. 


3”. Por medio de veneno 


4%. Si el sujeto fuera responsable de un homicidio anterior ejecutado con 
circunstancias atenuantes. 


FUENTE: Ley N* 15.707, de 12 de julio de 1995, 
artículo 12 
Artículo 312. (Circunstancias agravantes muy especiales).- Se aplicará la pena de 
penitenciaria de quince a treinta años, cuando el homicidio fuera cometido: 
1. Con impulso de brutal ferocidad, o con grave sevicia. 


2. Por precio o promesa remuneratoria. 


3. Por medio de incendio, inundación, sumersión, u otros de los delitos previstos en 
el inciso 3% del artículo 47. 
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4. Para preparar, facilitar o consumar otro delito, aún cuando éste no se haya 
realizado. 

5. Inmediatamente después de haber cometido otro delito, para asegurar el 
resultado, o por no haber podido conseguir el fin propuesto, o para ocultar el delito, 
para suprimir los indicios o la prueba, para procurarse la impunidad o procurársela a 
alguno de los delincuentes. 


6. La habitualidad, el concurso y la reincidencia, en estos dos últimos casos, 
cuando el homicidio anterior se hubiera ejecutado sin las circunstancias previstas en el 
numeral 4* del artículo precedente. 


CAPITULO Il 

Artículo 317. (Lesiones graves).- La lesión personal prevista en el artículo anterior 
es grave, y se aplicará la pena de veinte meses de prisión a seis años de 
penitenciaria, si del hecho se deriva: 

1. Una enfermedad que ponga en peligro la vida de la persona ofendida, o una 
incapacidad para atender las ocupaciones ordinarias, por un término superior a veinte 
días. 

2. La debilitación permanente de un sentido o de un órgano. 


3. La anticipación del parto de la mujer ofendida. 

Referencias al artículo 

Artículo 318. (Lesiones gravísimas).- La lesión personal es gravisima y se aplicará 
la pena de veinte meses de prisión a ocho años de penitenciaria, si del hecho se 
deriva: 


1. Una enfermedad cierta o probablemente incurable. 
2. La pérdida de un sentido. 


3. La pérdida de un miembro o una mutilación que le torne inservible o la pérdida 
de un órgano, o de la capacidad de generar, o una grave y permanente dificultad de la 
palabra. 


4. Una deformación permanente del rostro. 


5. El aborto de la mujer ofendida. 


LIBRO II 
TITULO XII! - DELITOS CONTRA LA PROPIEDAD 


CAPITULO | - DELITOS CONTRA LA PROPIEDAD MUEBLE, CON VIOLENCIA EN 
LAS COSAS 


Artículo 341. (Circunstancias agravantes).- La pena será de doce meses de 
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prisión a ocho años de penitenciaria cuando concurran las siguientes agravantes: 


1. Si para cometer el delito el sujeto hubiera penetrado o se mantuviere en un 
edificio o en algún otro lugar destinado a habitación. 


2. Si el sujeto llevara consigo armas o narcóticos, aún cuando no hiciera uso de 
ellos. 


3. Si la sustracción se efectuara sobre persona en estado de inferioridad psíquica o 
física; o con destreza; o por sorpresa, mediante despojo de las cosas que la victima 
llevara consigo. 


4. Si el hecho se cometiera con intervención de dos o más personas, o por sólo 
una, simulando la calidad de funcionario público o con la participación de un 
dependiente del damnificado. 


5. Si el delito se cometiera sobre objetos o dinero de los viajeros, cualquiera fuese 
el medio de transporte, durante la conducción, así como en los depósitos y estaciones, 
albergues y cualquier otro lugar donde se suministran alimentos o bebidas. 


6. Si el delito se cometiera sobre cosas existentes en establecimientos públicos o 
que se hallaren bajo secuestro o expuestas al público, por la necesidad o costumbre o 
destinadas al servicio público, o de utilidad, defensa, reverencia o beneficencia 
públicas. 


7. Cuando la víctima fuere un encargado de numerario o valores. 


Fuente: Ley N” 17.931, de 19 de diciembre de 2005, 
artículo 1?. 


CAPITULO ll - DELITOS CONTRA LA PROPIEDAD MUEBLE, CON VIOLENCIA EN 
LAS PERSONAS 


Artículo 344. (Rapiña).- El que, con violencias o amenazas, se apoderare de cosa 
mueble, sustrayéndola a su tenedor, para aprovecharse o hacer que otro se aproveche 
de ella, será castigado con cuatro a dieciséis años de penitenciaria. 


La misma pena se aplicará al que, después de consumada la sustracción, 
empleara violencias o amenazas para asegurarse o asegurar a un tercero, la posesión 
de la cosa sustraída, o para procurarse o procurarle a un tercero la impunidad. 


La pena será elevada en un tercio cuando concurra alguna de las circunstancias 
previstas en el artículo 341 en cuanto fueren aplicables. 


FUENTE: Ley N* 17.897, de 14/09/2005, 

artículo 15 

- (Rapiña con privación de libertad. Copamiento).- El que, con 

violencias o amenazas, se apoderare de cosa mueble, sustrayéndosela a su tenedor, 

para aprovecharse o hacer que otro se aproveche de ella, con privación de la libertad 

de su o sus víctimas, cualquiera fuere el lugar en que ésta se consumare, será 
castigado con ocho a veinticuatro años de penitenciaria. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión general. 


Tiene la palabra la miembro informante, señora sena- 
dora Ayala. 


SEÑORA AYALA.- La Comisión de Constitución y 
Legislación del Senado ha aprobado el presente proyecto 
de ley relacionado con las limitaciones del régimen de li- 
bertad provisional, condicional y anticipada, penas alter- 
nativas a la privación de libertad, presupuesto y trámites 
de libertad condicional, además del cumplimiento de la 
pena por parte de las personas extranjeras. 


El estudio de este proyecto de ley, identificado con la 
carpeta n.* 559 y el distribuido n.” 730/16, se enmarca en 
los acuerdos multipartidarios que lleva a cabo el Poder 
Ejecutivo en el entendido de buscar consensos que nos 
permitan avanzar en los temas de seguridad pública. 


Uno de los principales objetivos es proponer una serie 
de cambios al régimen de libertades que se encuentran 
reguladas en nuestro ordenamiento jurídico. Así, lo que 
se buscó con este proyecto de ley fue fijar los requisitos 
a efectos de su trámite y otorgamiento. La limitación 
versa, principalmente, sobre quienes cometen ciertos 
delitos —que se establecen a texto expreso— o cuando son 
reincidentes o habituales en la comisión de delitos graves. 


Como contrapartida, el proyecto de ley contiene dispo- 
siciones que habilitan a la Justicia a imponer medidas sus- 
titutivas a la privación de libertad, con la incorporación 
de dos institutos: la libertad vigilada y la libertad vigilada 
intensiva, como beneficio únicamente para quienes sean 
primarios. 


Estamos convencidos de que esta propuesta es abso- 
lutamente conveniente. Por un lado, establece requisitos 
limitando el otorgamiento de la libertad provisional, con- 
dicional y anticipada para determinados delitos y sujetos 
y, por otro, introduce la posibilidad —muy saludable, por 
cierto— de otorgar penas alternativas a la privación de 
libertad a quienes sean primarios o no hayan incurrido 
en conductas antijurídicas consideradas como graves en 
nuestro derecho. 


Acertadamente el Poder Ejecutivo, en su exposición 
de motivos, considera este proyecto de ley como parte de 
una ley integral de la responsabilidad penal. En efecto, la 
respuesta punitiva del Estado debe ser variable porque de- 
pende del tipo penal y de la gravedad del hecho cometido. 


Se entiende adecuado limitar el beneficio de la libertad 
a quienes necesitan más tiempo para su rehabilitación en 
virtud de conductas reiterativas, reincidentes o habituales, 
y es aplicable solo para determinados delitos. El proyecto 
de ley contiene disposiciones sobre la aplicación de la li- 
bertad condicional, sobre su trámite e Impugnación. A su 
vez, se incorpora el concepto de reiteración, definiéndolo 
como la comisión de un nuevo delito. 
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Para finalizar, se establecen limitaciones y normas 
para el cumplimiento de la pena por parte del extranjero 
que cometa delitos en nuestro país. 


En concreto, el texto puesto a consideración de este 
Cuerpo consta de diecinueve artículos divididos en seis 
capítulos. 


A continuación, procederé a realizar un breve análisis 
del articulado. 


El capítulo 1, «De la limitación de la libertad provisio- 
nal, condicional o anticipada», establece, en su artículo 1., 
la limitación del beneficio de la libertad provisional, con- 
dicional o anticipada para aquellas personas reincidentes 
o habituales en la comisión de delitos cuya nómina figura 
integrando los literales a) al k). 


El capítulo Il, «De las penas alternativas a la privación 
de libertad», contiene once artículos. Al respecto, cabe se- 
ñalar que en comisión se realizaron algunos ajustes a la 
redacción original del Poder Ejecutivo, que enriquecieron 
la propuesta presentada sin variar su contenido. 


En el artículo 2.* se dispone que el cumplimiento de la 
pena privativa de libertad podrá sustituirse por la libertad 
vigilada o por la libertad vigilada intensiva. Lo previsto 
en esta disposición resulta un instrumento alternativo que 
promueve la reinserción social de personas condenadas y 
posibilita la intervención en los procesos de rehabilitación. 


El artículo 3.” determina el objetivo del instituto de la 
libertad vigilada, previéndose una intervención individua- 
lizada mediante vigilancia y orientación de la Oficina de 
Seguimiento de la Libertad Asistida, en un régimen de 
prueba. Nos parece importante destacar que se trata de 
una intervención individual a prueba, adaptada a la reali- 
dad de esa persona, lo que permitirá una evaluación mu- 
cho más eficaz. 


El artículo 4. determina el objetivo del instituto de la 
libertad vigilada intensiva. En este caso, se somete a la 
persona penada al cumplimiento de programas de activi- 
dades orientadas a su reinserción social. Al igual que la 
libertad vigilada, estamos ante una intervención indivi- 
dualizada y bajo la aplicación de ciertas condiciones que 
serán más estrictas en caso del otorgamiento de libertad 
vigilada intensiva. 


En los artículos 5.”, 6.* y 7. se determinan los alcances 
en la aplicación de estos institutos. El caso de libertad vi- 
gilada se podrá disponer siempre que la pena privativa de 
libertad sea de prisión "máximo 24 meses— o no supere los 
tres años de penitenciaría. La libertad vigilada intensiva 
se podrá disponer si la pena privativa de libertad fuera 
superior a tres años y menor a cinco. 


La limitación en la aplicación de estos dos nuevos 
institutos —de amplia aplicación en el derecho comparado— 
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se encuentra en el artículo 7.”, al establecer que en casos 
de reincidencia, reiteración o habitualidad no pueden 
aplicarse. Por lo tanto, son solo aplicables a individuos 
primarios. 


Tanto la pena de libertad vigilada como la de libertad 
vigilada intensiva sustituyen la pena privativa de libertad, 
acotando el plazo de intervención a este parámetro. Así lo 
establece el artículo 8.” que impone un plazo de 45 días 
para que la Oficina de Seguimiento de Libertad Asistida 
presente un plan individual que contendrá las actividades 
dirigidas a la reinserción social y laboral del penado, así 
como los objetivos y los resultados esperados. 


En los artículos 9.” y 10 se enumera una serie de con- 
diciones y obligaciones que asume la persona beneficiada 
con estos institutos, que se encuentran desarrolladas en los 
literales a) al e) del artículo 9.*, y del a) al d) del artículo 10. 


Una innovación importante se encuentra contemplada 
en el artículo 11. Se habilita la posibilidad de que el juez 
disponga la colocación de dispositivos de monitoreo elec- 
trónico, estableciendo la obligatoriedad para los casos de 
violencia doméstica, intrafamiliar o delitos sexuales. Asi- 
mismo, se contempla la situación de la víctima del delito, 
estableciendo la posibilidad de que, previo consentimien- 
to, también se le coloque dicho dispositivo. 


En cuanto a la redacción del artículo 12, la comisión 
elaboró una propuesta que, a su criterio, resultaba más 
adecuada en caso de incumplimiento por parte de perso- 
nas amparadas en los regímenes de libertad vigilada y vi- 
gilada intensiva. 


En tal sentido, el artículo proyectado prevé la inten- 
sificación de las condiciones impuestas en caso de in- 
cumplimiento, y la revocación de la libertad en caso de 
reiteración. Se define, además, qué se entiende por vio- 
lación grave del régimen de libertad vigilada o vigilada 
intensiva, circunscribiéndola al caso de un procesamiento 
posterior. 


Analizaremos el contenido del capítulo III, «De la 
aplicación de la libertad condicional». 


El artículo 13 establece los presupuestos que habilitan 
al penado a solicitar la libertad condicional, ya sea a peti- 
ción de la parte o por medio de su abogado patrocinante. 
Se disponen las condiciones y el plazo para su otorga- 
miento sobre la base de su conducta, personalidad, forma 
y condiciones de vida. Estos elementos serán tenidos en 
cuenta al momento de su otorgamiento. 


A través del artículo 14 se dispone el trámite que de- 
berá cumplirse para la admisión de este instituto, y por el 
artículo 15 se establecen los medios de impugnación. 


En el capítulo IV, «De la reiteración», sus artículos 16 
y 17 definen el concepto de reiteración a los efectos pena- 
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les, entendiéndosela por la comisión de un nuevo delito an- 
tes de obtener la sentencia condenatoria por la autoría del 
delito anterior, estando en uso de beneficio de cualquier 
régimen de libertad. 


A su vez, y en sintonía con el régimen general de habi- 
tualidad y de residencia, se establece que no existe reitera- 
ción entre los delitos cometidos a título doloso o culpable, 
entre delitos comunes y militares, entre delitos comunes y 
políticos, y entre delitos y faltas. 


En el capítulo V, «Del cumplimiento de la pena por 
parte del extranjero», el artículo 18 está dividido en tres 
numerales. Establece la situación del procesado o conde- 
nado extranjero residente o no residente en nuestro país, 
precisándose algunas condiciones de carácter especial, se- 
gún sea residente o no. 


El artículo 18.1 establece, para extranjeros no resl- 
dentes, la caución juratoria a fin de posibilitar la salida 
del país. 


El artículo 18.2 define la caución juratoria para es- 
tos casos. 


El artículo 18.3 refiere a la autorización para salir del 
país del excarcelado provisional y del liberado en forma 
condicional o anticipada, de conformidad con los requisi- 
tos dispuestos por la ley procesal penal y bajo la caución 
de carácter real, personal o juratoria. 


El capítulo VI, «Disposición general», a través del 
artículo 19 dispone la aplicación inmediata de este cuer- 
po normativo a partir de su promulgación, así como su 
continuidad y pervivencia luego de la implementación del 
nuevo Código del Proceso Penal a partir de julio de 2017. 


Atento a lo expuesto, aconsejamos al Cuerpo la apro- 
bación de este proyecto de ley en el entendido de que, por 
un lado, constituye un avance en la aplicación de las penas 
alternativas a la privación de libertad y, por otro, limita la 
disposición de los institutos de libertad provisional con- 
dicional a quienes no han cometido delitos graves ni son 
reincidentes ni habituales en la comisión de conductas an- 
tijurídicas. 


Por otra parte, el proyecto de ley contempla otros as- 
pectos de legislación penal que complementan la vigente. 


Como hemos manifestado en otras oportunidades, el 
Código del Proceso Penal seguirá complementándose en 
la medida en que vayan entrando nuevos proyectos de ley 
a estudio de esta casa. 


Muchas gracias, señor presidente. 


SEÑOR HEBER - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR HEBER.- Señor presidente: voy a tratar de ser 
lo más conciso posible, de modo tal de llegar a la brevedad 
en el informe. 


Nosotros acompañamos el proyecto de ley con salve- 
dades, pero solamente en dos artículos. 


Por fin —decimos— llegó un proyecto de ley que, real- 
mente, es una herramienta eficaz en algo que, a nuestro 
juicio, era de sentido común: limitar las libertades antici- 
padas cuando el delincuente reincide en el delito. Muchos 
de los que no estamos en estos temas, nos desayunamos 
de esto hace relativamente poco tiempo —diría que hace un 
año— cuando el Partido Nacional presentó estos proyectos 
de ley acá y fueron discutidos en la Torre Ejecutiva. Nos 
preguntamos cómo puede ser que un juez dé nuevamente 
la libertad a quien, en definitiva, ya la utilizó para reinci- 
dir o reiterar —en el proyecto de ley se habla de habitua- 
lidad—, cuando no tiene un procesamiento. Y sí, pasaba 
eso: mucha gente hacía uso de la generosidad de nuestro 
Código Penal para seguir delinquiendo. 


Este tema se discutió en la Torre Ejecutiva, donde por 
suerte se llegó a un entendimiento. A pesar de las idas y 
venidas que tuvimos con este proyecto, con las discusio- 
nes que cada uno de los partidos tuvo al respecto, final- 
mente llegamos al plenario. 


El artículo 1.” es la esencia del proyecto de ley porque, 
a nuestro juicio, establece claramente qué delitos están in- 
cluidos. A su vez, se establece que se limita el beneficio 
de la libertad provisional, condicional o anticipada, la que 
no será de aplicación en caso de reiteración, reincidencia 
o habitualidad, indistintamente, en los delitos que se enu- 
meran a continuación. 


Por suerte el Partido Nacional coincidió con una iniciati- 
va, que venía también del Ministerio del Interior, en las ins- 
tancias del diálogo político multipartidario de la Torre Eje- 
cutiva y llegamos a la conclusión de votar el proyecto de ley. 


Aprovecho, señor presidente, para dejar dos constan- 
cias. El Partido Nacional sostuvo en la discusión multi- 
partidaria —y no tuvo éxito— que también teníamos que 
limitar las salidas transitorias. ¿Por qué sosteníamos esto? 
Si bien es de otra naturaleza y se nos explicó que su fun- 
ción era que el juez fuese probando en el recluso la posi- 
bilidad de reinsertarse en la sociedad mediante las salidas 
transitorias, nosotros sosteníamos —y sostenemos en la ac- 
tualidad— que quien tiene una libertad anticipada negada 
porque reincidió en el delito, si mañana tiene un compor- 
tamiento correcto en la cárcel, puede tener una salida tran- 
sitoria. Esto nos parece una incongruencia porque, por un 
lado, le estamos diciendo al recluso que usó un beneficio 
de nuestro código —una libertad anticipada— para delinquir 
nuevamente y, por lo tanto, el juez no puede darle nueva- 
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mente una libertad anticipada y, por otro, que puede salir 
de la cárcel en régimen de salida transitoria porque, de 
alguna manera, ha tenido un buen comportamiento. No 
me parece lógico. Esa es nuestra discrepancia y así lo hi- 
cimos constar en la instancia de la reunión multipartidaria 
porque no vino en el proyecto de ley que va a sancionarse. 


De todas formas, el que puede lo más, puede lo me- 
nos. En este caso, nosotros creemos que es importante que 
nuestra legislación —aunque no plasma todo aquello a lo 
que aspiraba el Partido Nacional—, por lo menos, limite 
la libertad anticipada, lo que nos parece un gran avance. 


Vuelvo a dejar constancia, señor presidente, de que 
estos instrumentos están directamente ligados a la forma 
como se usan, es decir, si se utilizan correctamente. El solo 
hecho de que votemos un proyecto de ley en este sentido 
no cambia la situación de inseguridad. Son herramientas 
que damos para que se actúe con mayor severidad contra el 
delito porque la utilización, orquestada y pensada, de la li- 
bertad anticipada para delinquir es algo de sentido común. 


No vamos a acompañar los artículos 5.* y 6.*, no porque 
estemos en contra de las figuras de la libertad vigilada y la 
libertad vigilada intensiva, sino porque nos parece que la 
forma en que se las prevé no es la correcta. ¿Por qué? Por- 
que nosotros éramos partidarios de que la libertad vigilada 
y la libertad vigilada intensiva no se pudieran aplicar a de- 
litos que tienen pena de penitenciaría. Esa fue la posición 
que sostuvimos en la reunión multipartidaria y en la comi- 
sión técnica; no nos parece que haya que otorgar nuevos 
instrumentos a delitos que tienen pena de penitenciaria. 


Señor presidente: la libertad vigilada es para las penas 
de prisión de hasta tres años y la libertad vigilada intensiva 
es para penas que van de tres a cinco años, es decir, para 
penas de penitenciaría. Y nosotros estamos en contra de 
esto. Creemos que este instrumento no debe contemplar 
delitos que son graves, porque allí se dice, por ejemplo, 
que las rapiñas con violencia, que se les aplica un mínimo 
de cuatro años, entrarían en la libertad vigilada intensiva. 
¡Estamos hablando, también, de delitos de homicidio! Hoy, 
en nuestro código, el delito de homicidio intencional tiene 
una pena de veinte meses. Aspiramos a que se llegue a un 
acuerdo en la Torre Ejecutiva para dar, por lo menos, pena 
de penitenciaría a quien comete un homicidio intencional, 
teniendo en cuenta la casuística para contemplar situacio- 
nes atenuantes que pueden llevar a que una persona tenga 
la reacción, más que la intención, de matar a una persona. 
Quiere decir que aquel que le quitó la vida a otra perso- 
na —repito, espero que se apruebe en la Torre Ejecutiva el 
proyecto de ley que eleva la pena de este delito a dos años 
como mínimo, porque debe tener pena de penitenciaría 
quien le quitó la vida a otra persona; es una defensa de la 
vida— tiene que justificar esa acción —y muy bien— para no 
tener pena de penitenciaría y sí de prisión. Por eso, señor 
presidente, creemos que cuando se establece que la libertad 
vigilada se aplicará a penas de hasta tres años y que la li- 
bertad vigilada intensiva podrá disponerse si la pena priva- 
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tiva de libertad fuere superior a tres años y menor a cinco, 
se están contemplando casos de delitos graves, como quitar 
la vida a una persona o cometer una rapiña con violencia, 
que tiene una pena mínima de cuatro años. 


En cuanto a estos dos criterios que se incorporan —el de 
la libertad vigilada y el de la libertad vigilada intensiva—, el 
juez tiene la facultad de establecer el monitoreo electrónico 
para los delitos de violencia doméstica, violencia familiar 
y delitos sexuales. Nosotros propusimos que había que uti- 
lizar el término «deberá» y no «podrá», pero lamentable- 
mente esta propuesta no fue tenida en cuenta. No olvide- 
mos que se está previendo el instituto de la libertad vigilada 
intensiva para aquellos delitos que van de tres a cinco años 
de penitenciaría, con lo que, a mi juicio, se les está dando 
una libertad que no corresponde. Entonces, pienso que, por 
lo menos, debería ser preceptivo el monitoreo electrónico, 
pero tampoco se tuvo en cuenta esta propuesta. 


Repito: la propuesta es que se sustituya el término «po- 
drá» por «deberá». Además, nos interesaba que para la li- 
bertad vigilada intensiva fuera preceptivo el uso de estos 
dispositivos, como efectivamente lo es para los delitos de 
violencia doméstica —y está bien que así sea—, que tienen 
menos penas que aquellas a las que me estoy refiriendo, la 
violencia familiar o los delitos sexuales. De todas modos, 
vamos a acompañar este artículo porque, por lo menos, 
prevé que el juez podrá, aunque se nos hubieran dado mu- 
chas más garantías si se dijera «deberá»; si no lo acom- 
pañamos, el juez tampoco podrá disponer que la persona 
tenga que portar un dispositivo de monitoreo electrónico. 
Pienso que se debería haber sido mucho más severo, por 
lo menos con los delitos cuyas penas van entre tres y cin- 
co años, y el uso de dispositivos de monitoreo electrónico 
debería ser preceptivo, como lo es en caso de delitos de 
género o de violencia doméstica. 


Por lo tanto, para ser breve y conciso quiero decir que el 
Partido Nacional va a acompañar el proyecto de ley en su 
totalidad, con la excepción de estos dos artículos cuyo des- 
glose ya pedimos, de modo tal que se acelere la votación. 
Esperamos que pronto este sea un instrumento de utilidad 
para la Justicia y para el Poder Ejecutivo que les permita 
combatir la delincuencia como creemos que debe hacerse. 


SEÑOR MIERES.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR MIERES.- Señor presidente: voy a ser 
muy breve. 


Es claro que este proyecto de ley es un tercer producto 
de los acuerdos alcanzados entre el Gobierno y los parti- 
dos políticos desde hace tres meses. Y digo que es el terce- 
ro porque, en realidad, cuando la semana pasada votamos 
el Código del Proceso Penal estábamos incorporando dos 
textos legales separados en su origen —el del propio códi- 
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go y el del juicio abreviado—, que habían sido objeto de 
acuerdo y que fueron integrados en un solo proyecto de 
ley. Esta iniciativa tiene un valor muy importante y refiere 
a varias cosas. Más allá de que, en lo que ha sido la ver- 
sión pública del proyecto de ley, se ha hablado fuertemen- 
te de la restricción del beneficio de la libertad anticipada 
para los reincidentes o habituales, tiene otros capítulos, en 
particular el referido a las penas alternativas a la privación 
de libertad, que incorpora la idea de la libertad vigilada y 
la libertad vigilada intensiva. Esto nos parece muy impor- 
tante porque es un instrumento más que se brinda para un 
manejo penal que va a ser mucho más variado y más rico 
en sus opciones, en sus alternativas. 


Nosotros no tenemos ninguna diferencia; lo acompa- 
ñamos en su totalidad, tanto en la comisión técnica, en el 
marco del diálogo entre el Gobierno y los partidos, como 
en la discusión parlamentaria. De cualquier forma, sí nos 
parece que hay un capítulo, que tiene que ver con la apli- 
cación de la libertad condicional, que ciertamente habrá 
que corregir cuando la Comisión de Constitución y Legis- 
lación lo discuta, porque la idea es que este instituto vaya 
desapareciendo o quedando muy acotado en su aplicación. 
Cuando eso ocurra —ya ha habido un informe del fiscal de 
Corte y esperamos el de la Suprema Corte de Justicia para 
completar la información—, seguramente algunos de estos 
artículos también tendrán que ser revisados. Me refiero es- 
pecificamente al capítulo III, artículos 13 al 15. 


Por lo demás, nos parece que este instrumento tiene el 
énfasis puesto en la lógica que recién señaló el señor sena- 
dor Heber. Si una persona reincide en la comisión de deli- 
tos graves —y ciertamente que el listado que aquí aparece 
refiere a este tipo de delitos—, es razonable que el beneficio 
de la libertad anticipada no proceda, para de esa manera, 
sobre todo, apostar a un efecto disuasivo. Tenemos una 
tasa de reincidencia alta y es un objetivo reducirla. Enton- 
ces, operar sobre la conducta reincidente con la amenaza 
de que no habrá beneficio de salida anticipada con respec- 
to a la pena de prisión, parece una decisión acertada y, 
ciertamente, es uno de los núcleos principales de este pro- 
yecto de ley que estamos considerando en este momento. 


Gracias, señor presidente. 

24) PRÓRROGA DE LA HORA DE FINALIZACIÓN 
DE LA SESIÓN 

SEÑOR PRESIDENTE.- Ha llegado a la Mesa una 
propuesta del señor senador Michelini en el sentido de 
prorrogar la hora de finalización de la sesión hasta termi- 
nar de analizar el proyecto de ley. 

Se va a votar. 


(Se vota). 


—27 en 28. Afirmativa. 
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25) RÉGIMEN DE LIBERTAD ANTICIPADA Y 
PENAS SUSTITUTIVAS A LA PRIVACIÓN DE 
LIBERTAD 


SENOR PRESIDENTE.- Continúa la consideración 
del proyecto de ley. 


SENOR PREVE.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador Preve. 


SEÑOR PREVE.- Señor presidente: con respecto al 
proyecto de ley relativo al régimen de libertad anticipa- 
da y penas sustitutivas a la privación de libertad, desde 
el sector que represento creemos que es importante hacer 
algunas apreciaciones de forma y de contenido. 


La primera afirmación que vamos a hacer es que vo- 
taremos este proyecto de ley sin estar de acuerdo con mu- 
chos de sus contenidos. Lo votaremos con más dudas que 
certezas, entre otras cosas porque no se dieron los tiempos 
para llevar adelante una discusión parlamentaria profun- 
da, tal como fue solicitado. Estamos modificando asuntos 
importantes y no hemos consultado a algunos actores re- 
levantes como, por ejemplo, el Instituto Nacional de Reha- 
bilitación y la Suprema Corte de Justicia. Prácticamente 
votamos el proyecto a ciegas, con una mínima discusión, 
luego de la iniciativa del Ministerio del Interior. 


Parece soslayarse aquí un evidente objetivo de utilizar 
cárceles como instrumentos de incapacitación transitoria 
sin pensar explícitamente en la rehabilitación ni en la rein- 
serción socioeducativa de las personas privadas de libertad. 


Parte de este proyecto busca un atajo, refuerza una ló- 
gica de castigo y renuncia, en términos relativos, a políti- 
cas penitenciarias y criminales alternativas. Se impone una 
primera aclaración con respecto a estas afirmaciones pre- 
cedentes: acá no estamos objetando el capítulo de las liber- 
tades vigiladas, con el que estamos completa y conceptual- 
mente de acuerdo en la medida en que profundiza la lógica 
de penas alternativas a la privación de libertad. Nuestras 
discrepancias mayores tienen que ver con los cambios —es 
decir, con las excepciones en los reincidentes— al régimen 
de la libertad anticipada. En un país en el que se hace un uso 
abusivo de la prisión preventiva —y, por lo tanto, establece 
un régimen de penas anticipadas—, que tiene un sistema pe- 
nal con mínimos extremadamente altos para ciertos delitos, 
como la rapiña, a nuestro entender, con esta iniciativa se 
logra un aumento encubierto de algunas penas: más tiempo 
potencial de prisión para reincidentes o reiterantes. 


En su comparecencia, el comisionado manifestó su 
preocupación por el aumento de la población carcelaria 
ya que esto, a su vez, genera un círculo vicioso y nuevas 
fuentes de violencia. No tenemos dudas de que el deli- 
to habitual es un problema profundo, real y que hay que 
abordarlo como lo merece, desde múltiples lógicas. La 
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reincidencia debe ser analizada en toda su complejidad y 
abordada en consecuencia. 


Con esta medida que hoy votamos abarcamos práctica- 
mente a toda la población carcelaria —en especial al incluir 
el delito de rapiña y de hurto especialmente agravado— 
bajo un razonamiento, por lo menos, dudoso. Sabemos 
que el sistema carcelario es criminógeno y, en términos 
relativos o en líneas generales, no rehabilitador, pero deja- 
remos más tiempo en la cárcel a personas que no pueden 
salir del círculo del delito. Como se decía anteriormente, 
esta lógica en parte es una renuncia implícita a desafíos de 
políticas de reinserción. 


Votaremos este proyecto sin saber algunas cosas. 
¿Cuántas libertades anticipadas se solicitan anualmente? 
¿Cuántas de ellas son otorgadas? ¿Cuál es el porcentaje 
de reincidencia y de reiteración de aquellos que reciben li- 
bertades anticipadas? ¿Es muy diferente ese porcentaje en 
aquellos que cumplen la pena completa? ¿La reincidencia 
es general por tipo de delito o está directamente asociada 
al establecimiento carcelario al que se pertenece? ¿Existen 
políticas de seguimiento para la reinserción plena de los 
que reciben las libertades anticipadas? 


Con parte de este proyecto que se está analizando se 
pueden dar tres consecuencias. En primer lugar, se puede 
profundizar una lógica de castigo y una lógica de encierro; 
en segundo término, su potencial impacto en dinámicas 
internas del sistema, que está cargado de violencia y cuyas 
tasas de hacinamiento se venían revirtiendo lentamente; 
y, en tercer lugar, para los casos de reiteración o reinci- 
dencia, se elimina la posibilidad de un estímulo para la 
construcción de reinserción social. 


En definitiva, no estamos de acuerdo con algunos fun- 
damentos del proyecto. No hemos discutido en profundi- 
dad en ningún caso sobre evidencias o alternativas más 
profundas y creemos que las consecuencias reales podrían 
llegar a ser más graves que beneficiosas. 


En resumen, entendemos que se necesitaba conocer 
otras opiniones relevantes, por ejemplo la de la Suprema 
Corte de Justicia, así como también tener datos empíricos 
y una discusión más profunda sobre el tema. No tuvimos 
posibilidad de introducir modificaciones conceptuales 
dado que el proyecto fue acordado de manera multiparti- 
daria con el Poder Ejecutivo, pero aquí somos parlamen- 
tarios y Montesquieu ya habló hace mucho sobre la sepa- 
ración de poderes. 


Los reincidentes son más de la mitad de los presos y 
esta modificación podría tener un impacto en el incre- 
mento de la población carcelaria. Como decía anterior- 
mente, esta es una de las consecuencias potenciales que 
podría tener. 


Una ley es una política pública y aprobar leyes sin in- 
tentar medir sus resultados o impactos potenciales podría 
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implicar la responsabilidad del Estado por acto legislativo. 
Sin embargo, como asumimos un acuerdo y los acuerdos 
se cumplen, estamos aquí para votar este proyecto de ley. 


Desde un pensamiento de izquierda, creemos que la 
política de la mano dura no resuelve la inseguridad; lo que 
mejora la convivencia ciudadana es la justicia social, el de- 
sarrollo sustentable del país, la igualdad de oportunidades 
y otro tipo de políticas, como las sanitarias, educativas y 
sociales. Por eso algunos países desarrollados, como por 
ejemplo Suecia, están cerrando cárceles. 


Votaremos esta iniciativa con las salvedades mencio- 
nadas en cuanto a las limitaciones en las libertades anti- 
cipadas por respeto a los acuerdos asumidos con la fuerza 
política, aún con disensos conceptuales, metodológicos y 
políticos. 


Las iniciativas de la libertad vigilada son ejemplo de 
penas alternativas que sí van de la mano de una apuesta 
diferente que saludamos y que son bienvenidas. Las me- 
jores políticas de seguridad y convivencia serán siempre 
las de rehabilitación y de reinserción y, por supuesto, las 
políticas sociales de largo plazo. 

SEÑOR LARRAÑAGA.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR PREVE.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor 
senador Larrañaga. 


SEÑOR LARRAÑAGA.-- Señor presidente: en primer 
lugar, me parece verdaderamente muy positivo escuchar 
a un legislador sorprendentemente joven que incorpora el 
Senado de la república. Con toda franqueza, esto me gene- 
ra una enorme satisfacción. 


Por supuesto que no estoy de acuerdo con buena parte 
de lo que contiene el discurso del senador Preve, pero ello 
es así porque las posiciones son distintas. Me parece que 
el señor senador olvida algunos aspectos que son capitales 
en el sistema carcelario y en la política criminal uruguaya: 
tenemos más de diez mil presos; el 35 % de ellos está en 
el Compén, en condiciones que son vergonzosas, absolu- 
tamente denigrantes. Conozco esa realidad porque recorrí, 
junto con el anterior comisionado de cárceles, el infierno 
que son los módulos más complejos, más duros. Se trata 
de una realidad carcelaria sobre la que un día tenemos que 
discutir de manera intensa. 


¿De qué rehabilitación se puede hablar en un complejo 
como el Compén, donde hay 3500 presos en situación de 
verdadera violación de todos los derechos humanos? Acla- 
ro que esto no es de este Gobierno, sino que la pelota viene 
de antes; no quiero pasar una tabla rasa. Me parece que si 
hablamos de una política de rehabilitación en serio tene- 
mos que poner a trabajar a los presos; hay que ponerlos 
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a elaborar lo que comen y que se inserten en la sociedad 
mediante esos programas. Eso es vital, para que no estén 
dirigiendo las operaciones de tráfico de drogas desde la 
cárcel, como muchas veces sucede. 


En el Gobierno anterior se aprobó un proyecto de ley 
mediante el cual se dispuso que los militares controlaran 
el ingreso y el egreso de las personas de los establecimien- 
tos carcelarios, pero eso es letra muerta. No se aplica por- 
que no se han podido poner de acuerdo el Ministerio de 
Defensa Nacional y el Ministerio del Interior. 


Por otra parte, me parece que tenemos una diferen- 
cia conceptual profunda con el senador preopinante con 
respecto a algunas puntualizaciones que realizó. No va a 
afectar a la población carcelaria actual porque rige el prin- 
cipio de irretroactividad de la ley penal. Solamente exis- 
te la posibilidad de aplicar retroactivamente la ley penal 
cuando extingue un delito o cuando es más benévola para 
el encausado, pero en materia penal no rige la retroactivi- 
dad de la ley. Por lo tanto, no se van a agravar las condicio- 
nes de la actual población carcelaria. Me parece que ese es 
un principio vital, fundamental, a tener en cuenta. 


Agradezco enormemente la interrupción que me con- 
cedió el señor senador y me congratula su presencia en el 
Senado de la república. Por lo tanto, me parece positivo 
también que me haya otorgado la interrupción para poder 
intercambiar ideas en su debut parlamentario. 


Muchas gracias, señor presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor se- 
nador Preve. 


SEÑOR PREVE.- Señor presidente: muchas gracias 
por tan buena recepción del señor senador Larrañaga. 


Tal vez no haya sido del todo claro en alguna explica- 
ción. No me estaba refiriendo en absoluto a la retroactividad 
de la ley penal, sino al hecho de que con la aprobación de 
esta ley podría aumentar la población carcelaria. Justamen- 
te, uno de los problemas que el señor senador menciona —y 
que es serio, relativo a los derechos humanos- es el número 
de presos y las condiciones en la que muchos privados de 
libertad se encuentran. Y ahí está la diferencia de enfoques. 
En realidad, no tenemos datos empíricos y no podemos ma- 
nejar información fidedigna desde un punto de vista lo más 
científico posible como para deducir que va a aumentar la 
población carcelaria, pero si pensamos que puede suceder, 
ya que el hecho de no otorgar libertades anticipadas pue- 
de ser considerado como un aumento de penas encubierto 
para los reincidentes. Sí creemos en las penas alternativas 
como mencionó el señor senador— y, justamente, eso es lo 
que resaltamos y valoramos de este proyecto de ley. 


Para finalizar, quería hacer una analogía respecto de la 
medicina, y pido disculpas por ello. En realidad, esta ley 
trata de forma paliativa este problema; con tratamientos 
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paliativos se calman síntomas, pero no se cura ni se pre- 
vienen enfermedades. Con ellos no se mantiene el estado 
de bienestar ni de salud; se utilizan cuando hay enferme- 
dades que no tienen marcha atrás, y no es lo que cree- 
mos adecuado nosotros. Para tratamientos y prevención 
de enfermedades que sí tienen solución y para conservar 
la salud hay que atacar directamente las causas, y es por 
eso que mencionaba un montón de otras circunstancias y 
políticas para evitar este tipo de leyes. 


La libertad es un principio y un camino; la limitación 
de las libertades debe ser la última excepción. Yace ahí 
la mayor diferencia conceptual, pero acompañaremos el 
proyecto. 


Muchas gracias, señor presidente. 
SEÑOR GARCÍA - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR GARCÍA.- Brevemente, quería realizar una 
anotación con respecto a un concepto vertido en sala. 


Este proyecto específico, justamente no tiene un aumen- 
to de penas. Creo que el razonamiento de que este proyecto 
lleva implícito un aumento de penas tiene un error concep- 
tual. Recién acabamos de discutir el proyecto sobre el delito 
de abigeato, en el cual sí se incrementaron las penas, y no- 
sotros creemos que eso es válido en materia de políticas de 
seguridad. Nos reconforta que hayamos convencido a parte 
del oficialismo en este sentido y que hayan acompañado 
el proyecto, como seguramente en el futuro acompañarán 
otros que también significan agravamiento de penas y que 
estamos discutiendo en la mesa de diálogo multipartidario, 
pero este es, justamente, la cara inversa. Esto lo que bus- 
ca es terminar con la puerta giratoria de las cárceles, con 
algo que la gente dice y con razón: un delincuente entra a 
una cárcel y al poco tiempo está afuera, delinque, vuelve a 
entrar y al poco tiempo vuelve a estar afuera. Esto es una 
realidad. La sociedad uruguaya reclama que se termine 
con esto y lo hace con razón porque es verdad. 


Este proyecto no significa un aumento de las penas; 
en todo caso, lo que busca es terminar con la rebaja de las 
penas, terminar con una paradoja muy significativa, muy 
particular —como toda paradoja— y es que el reincidente, a 
pesar de ser un delincuente contumaz, se acoja a derechos 
que le permiten tener una rebaja de la pena. El derecho 
uruguayo no solo no incrementa las penas que recibe por 
su personalidad delictual, sino que tiene el beneficio de 
disminuirlas. Este proyecto —que seguramente sea consa- 
grado como ley- busca, justamente, terminar con eso y 
lograr algo fundamental: que haya un cumplimiento efec- 
tivo de las penas. No se trata de que no haya una rebaja de 
las penas, sino de que por lo menos se cumplan, porque es 
imposible que haya rehabilitación si no hay cumplimien- 
to. Actualmente no solo no se rehabilita, sino que el de- 
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lincuente contumaz tiene la posibilidad de no cumplir las 
penas y de que se las rebajen. 


Por otra parte, con todo respeto, creo que no se puede 
mirar la política de seguridad en función de la cantidad 
de presos que hay. Lo preocupante no es si hay muchos 
O pocos presos, sino que la sociedad esté segura; que la 
mujeres, los hombres, los niños, las personas que vivimos 
en comunidad estemos seguros, y no haya que adaptar las 
políticas de seguridad en virtud de cuánta gente hay den- 
tro de una cárcel. Esa es la consecuencia. Lo fundamental 
es que la gente esté segura en las calles, en las ciudades, 
en los pueblos, en su casa. No hace mucho tiempo se pensó 
que era mejor liberar presos para que la gente estuviera 
más segura. Sobre esa base se comenzó una política de 
liberación de presos que se inauguró en el gobierno del 
Frente Amplio. ¡Y así nos fue! Once años después, todos 
los partidos estamos convocados por el presidente de la 
república porque el agua llegó al cuello en materia de se- 
guridad. De manera que no fue buena la política. 


En definitiva, que este proyecto de ley tenga como con- 
secuencia el aumento de la población carcelaria, es inde- 
mostrable. Yo creo que no va a ser así, pero si lo fuera, en 
todo caso habrá que resolver el tema de la política carcela- 
ria y construir más cárceles. Obviamente, es mucho mejor 
construir más escuelas y hospitales e invertir en políticas 
sociales para tener la posibilidad de alimentar, curar y cui- 
dar mejor a la gente, pero vivimos en el mundo real y hay 
gente que infringe la ley y recibe penas porque el Poder 
Judicial así lo determina y el Estado de derecho lo lleva 
implícito. A esa gente hay que tenerla alojada en un recin- 
to carcelario, hacerla cumplir la pena y rehabilitarla. ¡Esa 
es la realidad! ¡Es el mundo real! 


Entonces, me parece que no se puede votar o dejar 
de votar en virtud de la población carcelaria. Ese es otro 
tema, otro capítulo que habrá que abordar sin duda, pero 
hoy estamos discutiendo uno diferente. 


En suma, compartimos plenamente la intervención que 
hizo el señor senador Heber en nombre del Partido Nacio- 
nal, pero queríamos agregar estas anotaciones que surgie- 
ron a partir de las intervenciones de colegas en esta sala. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 
—27 en 28. Afirmativa. 


SEÑORA EGUILUZ.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 
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SEÑORA EGUILUZ.- Señor presidente: muy bre- 
vemente, quiero decir que nosotros no acompañamos en 
general el proyecto de ley en el entendido de que en el 
momento en que estamos limitando la libertad anticipada 
para los reincidentes, también se están proponiendo nue- 
vas formas de libertad para sustituir las penas de prisión. 
Por lo tanto, no compartimos la iniciativa. 


Sí vamos a votar el artículo 1.” porque refleja una ini- 
ciativa que en el año 2014 presentó el señor senador Bor- 
daberry, que luego se volvió a plantear en el año 2015. Por 
lo tanto, solicitamos el desglose de ese artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión particular. 


Léase el artículo 1.*. 


SENOR MICHELINI.- Pido la palabra para una mo- 
ción de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor presidente: solicito que 
se suprima la lectura y se vote en bloque el articulado, 
desglosando los artículos que los señores senadores pro- 
pongan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción for- 
mulada. 


(Se vota). 
—28 en 29. Afirmativa. 


Por la forma en que se dio la discusión, entiendo que 
corresponde desglosar los artículos 1.”, 5.* y 6, 


Si no se hace uso de la palabra, se van a votar los 
artículos 2.” a 19, con excepción de los artículos 1.*, 5.” y 6.*. 


(Se vota). 

28 en 31. Afirmativa. 

En consideración el artículo 1.*. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

31 en 31. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración los artículos 5.* y 6.*. 

Si no se hace uso de la palabra, se van a votar. 


(Se vota). 
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—18 en 31. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, 
por ser igual al considerado). 


26) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos, se 
levanta la sesión. 


(Así se hace, a las 13:20, presidiendo el señor Raúl 
Sendic y estando presentes los señores senadores 
Argimón, Aviaga, Ayala, Besozzi, Bianchi, Camy, 
Carballo, Eguiluz, García, Garín, Heber, Lacalle Pou, 
Larrañaga, Lazo, López Villalba, Lorier, Martínez 
Huelmo, Meléndez, Michelini, Mieres, Mujica, Olano, 
Otheguy, Pardiñas, Payssé, Pesce, Pintado, Preve, 
Saravia y Xavier). 
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